
INFORME ANUAL 2004

Coordinadora Nacional de Derechos Humanos

“SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

EN EL PERÚ”



Informe Anual 2004

Situación de los Derechos Humanos en el Perú

Coordinadora Nacional de Derechos Humanos

Pezet y Monel 2467, Lince, Lima 14 – Perú

Teléfono: (511) 441-1533 / Fax: (511) 422-4827

E-mail: postmast@dhperu.org

URL: www.dhperu.org

Primera edición, Lima, Perú, junio del 2004

1 000 ejemplares

Hecho el Depósito Legal N° 2005-3916

Corrección de estilo

Carolina Herrera

Diseño de carátula

Maye León

Diagramación

Sonia Gonzales

Esta publicación ha sido posible, entre otros apor tes, gracias al apoyo de la Fundación Ford.

“Este documento ha sido realizado con el apoyo financiero de la Unión Europea a través del Programa Andino de

Derechos Humanos y Democracia. Los puntos de vista que en él se exponen reflejan exclusivamente la opinión

de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos y, por lo tanto, no representan en ningún caso el punto de

vista oficial de la Comisión Europea”



PRESENTACIÓN

1. ANÁLISIS GENERAL 12

2. BALANCE DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS
RECOMENDACIONES DEL INFORME FINAL DE LA CVR 18

2.1. REFORMAS INSTITUCIONALES 18

2.1.1. REFORMA DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 18

2.1.1.1. Plan para la reforma integral de la administración de justicia 19

2.1.1.2 Acuerdo Nacional por la Justicia 19

2.1.1.3. Poder Judicial 20

2.1.1.3.1. Aprobación del Poder Judicial 20

2.1.1.3.2. Cor te Suprema 21

2.1.1.3.2.1. Composición y provisionalidad 21

2.1.1.3.3. Presupuesto del Poder Judicial 21

2.1.1.4. Consejo Nacional de la Magistratura 22

2.1.1.4.1. Selección y nombramiento 22

a) De magistrados supremos 22

b) De jueces y fiscales 23

2.1.1.4.2. Disminución de la provisionalidad 24

2.1.1.5. Acceso a la justicia 24

2.1.1.6. Tribunal Constitucional 24

2.1.1.7. Reformas legales 24

a) Código Procesal Penal 24

b) Código Procesal Constitucional 25

2.1.1.8. Sistema judicial y derechos humanos 25

2.1.1.8.1. Tratamiento de los casos referidos a violaciones de derechos humanos 25

2.1.1.8.2. Incorporación a la legislación nacional de avances de documentos inter-

nacionales de derechos humanos y derecho humanitario 26

2.1.1.8.3. Creación de un ente autónomo responsable del programa de protección

de víctimas y testigos 26

2.1.1.9. El sub sistema penal de derechos humanos 27

2.1.1.9.1. Los casos 28

2.1.1.9.2. Listado de casos judicializados 29

2.1.1.10. Plan Nacional de Investigaciones Antropológicas Forenses 36

2.1.2. REFORMA DE LA SEGURIDAD Y LA DEFENSA 37

2.1.2.1 Reforma institucional de la defensa 37

2.1.2.1.1. Constitución de una estructura de mando y asunción de responsabilidades

para una política de pacificación 38

2.1.2.1.2. Formación de una élite civil exper ta en temas de seguridad y defensa. 38

2.1.2.1.3. Cambios en la educación y currículo militar 38

Índice



2.1.2.1.4. Creación de la Defensoría Militar 39

2.1.2.1.5. Creación de un código de ética que incorpore los principios de la democracia 39

2.1.2.1.6. Control civil democrático de los servicios de inteligencia 39

2.1.2.1.7. Otros temas bajo responsabilidad del Ministerio de Defensa 39

2.1.2.1.8. La actuación del Congreso en el ámbito de la defensa 40

2.1.2.1.9. La justicia militar en el Perú 40

2.1.2.1.9.1. La impor tancia del caso Pomatanta 42

2.1.2.1.9.2. Justicia militar y orden interno 43

2.1.2.2. Reforma institucional de la seguridad y la Policía Nacional 43

2.1.2.2.1. Desarrollo de políticas y normas para la colaboración indispensable entre la

Policía Nacional, Poder Judicial, los municipios y la ciudadanía en materia de

seguridad ciudadana 44

2.1.2.2.2. For talecer la institucionalidad adecuadamente reglamentada de las rondas y

comités de autodefensa (CAD) 45

2.1.2.2.3. Separación de los capítulos referidos a la defensa nacional y a la seguridad

interior en la Constitución Política del Estado 45

2.1.2.2.4. Definir constitucional y legalmente a la policía como una institución civil, no

militarizada y modernizar la carrera policial 46

2.1.2.2.5. Modernizar la educación y formación continua en ética y derechos humanos

del policía como miembro de una institución civil 46

2.1.2.2.6. Formación de una élite civil exper ta en temas de seguridad 46

2.2. REPARACIONES 47

2.2.1. LA RESPONSABILIDAD DE REPARAR 47

2.2.2. ANÁLISIS DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN INTEGRAL DE
REPARACIONES DE LA CVR 47

2.2.2.1. Reparaciones en salud 48

2.2.2.2. Reparaciones en educación 48

2.2.2.3. Programa de restitución de derechos 49

2.2.2.4. Reparaciones económicas 49

2.2.2.5. Programa de reparaciones colectivas 50

2.2.2.6. Reparaciones simbólicas 50

2.3. MECANISMOS DE SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES 50

3. EL ESTADO Y LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS 53

3.1. SITUACIÓN DE LOS DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 54

3.1.1. DERECHO A LA VIDA 54

3.1.1.1. Violaciones por uso excesivo de la fuerza 54

3.1.1.1.1. Muer te de Enrique Mega Castillo 54

3.1.1.1.2. Muer te de Reember to Herrera Racho 54

3.1.1.1.3. Muer te de Nicolás Gonzáles, José Cerco Palomino y Florencio Quispe Coaquira 54



3.1.2. DERECHO A LA LIBERTAD Y A LA INTEGRIDAD PERSONAL 55

3.1.2.1. Violaciones por uso excesivo de la fuerza 55

3.1.2.1.1. Alto Amazonas 55

3.1.2.2. Detenciones ilegales 56

3.1.2.2.1. Tor turas, tratos crueles e inhumanos 57

� Caso: Luis Flavio Luna Cuenca 57

3.1.2.3. Servicio militar voluntario 58

� Caso: Edgar Ledesma López 58

3.1.2.4. Situación carcelaria 59

3.1.2.4.1. Establecimiento Penal de Régimen Cerrado Ordinario de Lurigancho 60

3.1.2.5. Situación de inocentes injustamente encarcelados acusados por
delitos de terrorismo 61

� Caso: Jonel Joaquín Quispe Chunga 61

3.1.2.6. Personas requisitoriadas por delitos de terrorismo y traición a la patria 62

3.1.2.7. Refugiados y desplazados 63

3.1.2.7.1. Refugiados 63

3.1.2.7.2. Desplazados 64

3.1.2.8. Estados de emergencia 64

3.1.3. GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN JUDICIAL 65

3.1.3.1. Leyes de amnistía e impunidad 65

3.1.3.1.1. Derecho a la verdad 65

3.1.3.1.2. Hábeas corpus: Gabriel Orlando Vera Navarrete 66

3.1.3.1.3. Caso Barrios Altos: Cumplimiento de sentencia 67

3.1.3.2. Poder Judicial, Ministerio Público, Consejo Nacional de la Magistratura 68

3.1.3.2.1. Subsistema de justicia antiterrorista 68

3.1.3.2.2. Subsistema anticorrupción 68

3.1.3.2.3. Mecanismos, normas y jurisdicción internacional 69

� Caso: Gómez Paquiyauri 70

� Caso: De la Cruz Flores 70

� Caso: Lori Berenson Mejía 71

3.1.4. LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESIÓN 72

3.1.5. DERECHOS POLÍTICOS 73

3.1.5.1. Causas planteadas para solicitar la consulta popular de revocatoria 74

3.1.5.2. Ilave 74

3.1.6. DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN 75

3.1.6.1. Discriminación en el Perú 75

3.1.6.1.1. Discriminación racial 75

3.1.6.1.2. Discriminación por orientación sexual 76

3.1.6.1.3. Situación de las mujeres 77

3.1.6.1.4. Situación de las personas con discapacidad 80

3.1.6.1.5. Situación de los pueblos indígenas 82



3.2. SITUACIÓN DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 85

3.2.1. OBLIGACIONES DEL ESTADO PERUANO EN MATERIA DE DERECHOS
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 85

3.2.2. DERECHO AL TRABAJO 86

3.2.3. DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 88

3.2.4. DERECHO HUMANO A LA ALIMENTACIÓN 90

3.2.5. DERECHO A LA EDUCACIÓN 91

3.2.6. DERECHO A LA SALUD 93

3.2.6.1. Sida 94

3.2.6.2. TBC 95

3.2.6.3. Dengue 95

3.2.6.4. Insuficiencia renal crónica 95

3.2.6.5. Visita del Relator Especial de la ONU: Paul Hunt 96

3.2.7. DERECHO A LA VIVIENDA 97

3.2.8. DERECHO AL AGUA 98

3.2.9. DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO 101

3.2.9.1. La expansión minera y conflictos sociales 101

3.2.9.2. Actividades mineras y conflictos sociales 102

3.2.9.3. Principales conflictos clasificados por su naturaleza 104

� Caso: “Huancabamba y Majaz” 104

� Caso: “Yanacocha y el Cerro Quillich” 105

� Caso: “Camisea, derrame de gas y resistencia de pueblos indígenas” 105

3.2.10. SITUACIÓN DE LOS PERUANOS EN EL EXTERIOR 106

3.2.10.1. Visita de la relatora para los derechos humanos de los migrantes 106

3.2.11. PROCESOS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA Y DERECHOS HUMANOS 107

4. SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LAS ZONAS
COCALERAS 109

5. ACTIVIDAD DE GRUPOS TERRORISTAS DURANTE EL 2004 111

6. RECOMENDACIONES 113

7. ANEXOS 121

7.1. CASOS 122

7.2. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 133

7.3. COMUNICADOS DE PRENSA 137



9

P
R

E
S

E
N

T
A

C
IÓ

N

Presentación
INFORME ANUAL 2004

SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL PERÚ

Para el movimiento de derechos humanos es muy grato presentar este informe anual 2004 sobre

la situación de los derechos humanos en el Perú, en el marco de los 20 años de conformación de

la CNDDHH. Recordemos que fue en enero de 1985, cuando un grupo de organizaciones

decidimos trabajar en defensa de las víctimas de la violencia política, debido a los crecientes

niveles de violaciones a derechos humanos de ese entonces.

Es necesario recordar también, que en 1989, durante el gobierno de Alan García, la CNDDHH

publicó el primer informe anual sobre la situación de los derechos humanos en el Perú, en el

que presentó un balance sobre las graves violaciones a los derechos humanos y el derecho

internacional humanitario, a la integridad física y a la libertad, sufridos en su mayoría por la

población campesina pobre que se encontraba entre el fuego de las fuerzas armadas y de las

huestes subversivas.

Durante la década del 90, los informes anuales siguieron llamando la atención sobre estas

graves violaciones y el desmantelamiento progresivo del régimen democrático producido du-

rante el régimen de Alberto Fujimori.

1998 marca un hito en la historia de los informes, pues ese año se incluye un capítulo especí-

fico con el balance de la situación de los derechos económicos, sociales y culturales, esto dado

el seguimiento que hiciera la Mesa de Trabajo sobre DESC de la CNDDHH, para el cumpli-

miento de las recomendaciones emitidas por el Comité sobre Derechos Económicos, Sociales

y Culturales de las Naciones Unidas en torno a la situación de los mismos en el Perú. Esto

representó un avance en el reto de la construcción de una visión integral de los derechos huma-

nos, reto que asumió el movimiento siguiendo los lineamientos de la Cumbre de Viena (1993).

Con el fin de la guerra interna, el involucramiento de los organismos de derechos humanos

en la defensa y vigilancia de los DESC es cada vez mayor, interviniendo en temas de salud,

trabajo, seguridad social, educación y medio ambiente, y realizando acciones conjuntas con otras

organizaciones de desarrollo y de la sociedad civil.

Si bien con el retorno al régimen democrático disminuyeron notablemente las violaciones a

los derechos civiles y políticos, el movimiento de derechos humanos no cejó en su labor de

denuncia y defensa frente a las vulneraciones que se seguían produciendo, así como en su apoyo

decidido al proceso de verdad y justicia emprendido por la Comisión de la Verdad, cuyo infor-

me final dio a conocer al país las dimensiones del conflicto armado interno vivido durante

veinte años.

En esta etapa post CVR el movimiento de derechos humanos sigue demandando ante instan-

cias nacionales y supranacionales (OEA y ONU) el cumplimiento por parte del Estado peruano

de las recomendaciones del Informe Final, así como la solidaridad con este objetivo, de orga-

nismos internacionales no gubernamentales (FIDH, WOLA, ICTJ, Human Right, Fundación

Sueca).
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Los informes anuales sobre derechos humanos han representado y representan la postura del

movimiento de derechos humanos sobre el estado de  los avances y retrocesos en el cumpli-

miento de los compromisos en esta materia del estado peruano. Así mismo nuestros informes se

han convertido en un mecanismo importante de incidencia en instancias nacionales e interna-

cionales.

En esta décimo sexta edición del informe anual presentamos un análisis general de la situa-

ción de los derechos humanos, los principales sucesos ocurridos en el país tanto en materia de

derechos civiles y políticos como en derechos económicos, sociales y culturales, describiendo

casos representativos patrocinados por nuestros organismos, así como un conjunto de recomen-

daciones dirigidas al estado, a los actores políticos, a la ciudadanía y la comunidad internacional,

a fin de garantizar el respeto irrestricto de los derechos humanos en un marco democrático.

Expresamos además, nuestra preocupación por la falta de voluntad política del gobierno para

implementar las recomendaciones de la CVR, a fin de garantizar la obtención de justicia para las

víctimas de la violencia y adoptar políticas públicas destinadas a combatir la pobreza, la discri-

minación racial y la exclusión social en que viven miles de peruanos. Preocupan también las

violaciones graves al derecho a la vida, a la integridad física y a la libertad que siguen sufriendo

ciudadanos del interior del país en el contexto de represión de las protestas sociales por parte de

las fuerzas del orden, y la ausencia de políticas claras que permitan el acceso y goce de los

derechos económicos, sociales y culturales a todos los ciudadanos.

Ponemos a disposición el presente informe y esperamos que las recomendaciones allí conte-

nidas sean atendidas por el Estado y apoyadas por la comunidad internacional para garantizar la

vigencia y respeto de los derechos humanos integrales en el país, asumiendo una lucha frontal

contra la impunidad, la discriminación y la exclusión social.

Francisco Soberón Garrido

Secretario Ejecutivo

Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú

���
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E l 2004 fue un año crítico para la situa

ción de los derechos humanos, los avan

ces en este campo fueron mas bien ais-

lados, sin una orientación clara de los poderes

del Estado. Por ello creemos que la promo-

ción de los derechos humanos y la transición

hacia una democracia efectiva se encuentran

bloqueados en algunos aspectos y en evidente

retroceso en otros.

La respuesta del gobierno ha sido escasa fren-

te a los retos y recomendaciones planteados

por la CVR en el proceso de verdad, justicia y

reparación. Han sido insuficientes las políti-

cas adoptadas para combatir la exclusión so-

cial, la falta de presencia del Estado y el aban-

dono, que favorecieron el contexto en el que

se desarrolló durante 20 años, el conflicto ar-

mado interno. Así mismo resultan insuficien-

tes las medidas adoptadas para la obtención de

justicia efectiva para las víctimas de la violen-

cia y para el otorgamiento de las reparaciones

por los diversos daños causados. Situación que

se expresó:

a. A nivel de la difusión/educación sobre el

Informe Final de la CVR;

b. En el campo de la judicialización y las ex-

humaciones de los casos de violaciones de

los derechos humanos y del Derecho In-

ternacional Humanitario;

c. En lo que respecta a reparaciones, queda-

ron pendientes, entre otros importantes as-

pectos, una ley que las regule y un clasifi-

cador de gasto para el presupuesto nacional

que permita identificar que éstas se esta-

blezcan adecuadamente.

d. La creación y puesta en marcha del indis-

pensable Registro Nacional de Víctimas.

No obstante, la CNDDHH reconoce como

positiva la creación del subsistema de

judicialización de casos de violación de dere-

chos humanos, establecido cumpliendo las re-

comendaciones de la CVR. Sin embargo el pro-

ceso encontró acciones dilatorias o resistencias

para colaborar con la investigación judicial por

�
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parte de sectores del Estado como el Ministe-

rio de Defensa y el Ministerio del Interior,

entre otros, que ahondan los problemas para

alcanzar la justicia.

Existe una notoria precariedad de las insti-

tuciones democráticas y también de la repre-

sentación política para atender y procesar las

demandas sociales. Asimismo los conflictos

sociales se han manifestado de múltiples ma-

neras, demostrando el Estado total incapaci-

dad en la atención de las demandas de los gru-

pos más desfavorecidos, mientras aquellos

sectores de mayor poder económico conser-

van una situación de privilegios obtenida bajo

el régimen de Alberto Fujimori.

La respuesta del régimen ante el continuo

estallido de conflictos sociales ha originado

heridos, así como la muerte de cinco personas

por uso excesivo de la fuerza: Enrique Mega

Castillo (Pucala-Lambayeque), Reemberto

Herrera Racho (Huancabamba-Piura), Nico-

lás Gonzáles Pacco, José Cerco Palomino y

Florencio Quispe Coaquira (San Gabán-Puno),

y la permanencia sin sustento de estados de

emergencia en determinadas zonas del país,

otorgando atribuciones de control a las fuer-

zas armadas, en labores de reestablecimiento

del orden público (Ley 28222).

Es preocupante que la tortura continúe sien-

do una practica común en diferentes escena-

rios como los cuarteles, comisarías y cárceles,

por lo que podemos afirmar que ésta es una

práctica generalizada y extendida en el Perú,

persistiendo además mecanismos de impuni-

dad que impiden que se establezca una ade-

cuada sanción a los responsables y justa repa-

ración a las víctimas.

Si bien, en la administración de justicia no

hay mayor injerencia del poder político y hay

menos provisionalidad, el Poder Judicial, el

Ministerio Público y el Ministerio del Inte-

rior han sido incapaces de generar políticas

concertadas interrelacionadas y coherentes, lo

que refleja la incapacidad del Estado para ga-
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rantizar la seguridad ciudadana y asumir la di-

versidad lingüística, geográfica y cultural en la

implementación de políticas públicas en este

campo.

Los sucesos más importantes y positivos de

este año, en el tema de administración de jus-

ticia han sido:

a. La aprobación del Plan de la Comisión Es-

pecial para la Reforma de la Administra-

ción de Justicia - CERIAJUS, con la parti-

cipación de la mayoría de los actores que

intervienen en la administración de justi-

cia.

b. La dación de dos cuerpos normativos: El

Código Procesal Penal y el Código Proce-

sal Constitucional.

El Código Procesal Penal cambia el dise-

ño, la lógica y hasta los fundamentos del pro-

ceso penal, pasando de inquisitivo a acusato-

rio, sumándose así el país al proceso de reforma

que se vive en Latinoamérica, en pro de mayor

garantía y eficacia para los procesados y la so-

ciedad. Queda pendiente, sin embargo, resol-

ver aspectos referidos a la implementación del

mismo, así como el establecimiento de com-

promisos coordinados y compartidos de los

actores involucrados.

El Código Procesal Constitucional cambia

a su vez, el diseño de los procesos constitu-

cionales, tan importantes por tutelar los dere-

chos y principios fundamentales del Estado,

tratando de combinar, al igual que en el caso

anterior, la mayor garantía con la eficacia ne-

cesaria.

Otros aspectos positivos a resaltar son: las

resoluciones del Tribunal Constitucional y la

Corte Suprema referidas a derechos civiles y

políticos y jurisdicción militar, que sientan

precedentes de observancia obligatoria respecto

al derecho a la verdad de las víctimas de viola-

ciones de derechos humanos, sobre el carácter

permanente e imprescriptible de la desapari-

ción forzada, y la competencia exclusiva y ex-

cluyente del fuero civil para el juzgamiento de

violaciones de derechos humanos. Asimismo

destacamos la decisión de adecuar el Estatuto

de Roma para la Corte Penal Internacional (CPI)

a la normativa penal nacional, vía la elabora-

ción del libro exclusivo del Código Penal que

realiza el correspondiente grupo de trabajo del

Congreso de la República, aunque no pode-

mos dejar de señalar la falta de celeridad en el

cumplimiento de esta tarea en el transcurso

del año.

Es importante destacar la decisión del Es-

tado Peruano, de acuerdo con sus obligaciones

con la CPI, de actuar soberanamente frente a

las presiones para proveer inmunidades a fun-

cionarios o militares norteamericanos frente a

eventuales violaciones de los derechos huma-

nos en nuestro país.

Aunque en lo que se refiere al tema de jus-

ticia, como se puede advertir en el informe, el

desempeño del Consejo Nacional de la Ma-

gistratura contribuyó al proceso de reforma,

pues permitió revertir las cifras de provisio-

nalidad, no obstante se ha deslegitimado seve-

ramente por la actuación que tuvo en el proce-

so de nombramiento del nuevo jefe de la Oficina

Nacional de Procesos Electorales (ONPE), en

el que por cuestiones formales, restó posibili-

dades de participación a su anterior responsa-

ble.

Respecto a la lucha anticorrupción, a pesar

de que ésta haya sido un hecho sin precedentes

en nuestra historia, la sucesión de hechos de

corrupción en el presente gobierno y la obs-

trucción a las investigaciones de los mismos,

terminó afectando todo el proceso, desapro-

vechando otra oportunidad de re-legitimar el

sistema democrático y el Estado de Derecho,

debilitando la transición democrática.

A esta situación se suma la creciente sensa-

ción de impunidad que la población empieza a

revivir frente a la salida de prisión de ex miem-

bros del gobierno fujimorista y militares acu-

sados por violaciones a los derechos humanos,

y el cada vez más complejo proceso de extradi-
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ción de Alberto Fujimori. En el 2004 el avance

de la lucha contra la corrupción ha sido insufi-

ciente, pues si bien en este año se han dictado

un total de 15 sentencias, ninguna de ellas se

refiere a los más relevantes: tráfico de armas a

las FARC, graves violaciones a los derechos

humanos, tráfico de drogas, adquisiciones mi-

litares, sometimiento político del sistema ju-

dicial, etcétera. Asimismo; debido a la falta de

recursos y voluntad política no se ha podido

terminar de constituir un verdadero sistema

anticorrupción que funcione de manera coor-

dinada y eficaz; todo lo contrario, a fines del

2004, éste sufrió un sensible revés al debilitar-

se (con la renuncia de sus miembros más im-

portantes) la procuraduría ad hoc que tenía la

necesaria experiencia y correcto manejo de los

casos para garantizar su seguimiento.

También es preocupante la subsistencia de

acciones de grupos alzados en armas, que aun-

que esporádicas, siguen colocando en estado

de zozobra e inquietud a la población. La

CNDDHH condena estos hechos y exige al

Estado, a mérito de sus deberes de respeto,

protección y garantía en la vigencia de los de-

rechos humanos, una pronta investigación,

ubicación y juzgamiento de los responsables

de estos hechos delictivos.

Aun sigue habiendo una brecha muy gran-

de entre los compromisos formales que ha asu-

mido el Estado Peruano en lo que se refiere a

la promoción, protección y defensa de los de-

rechos humanos. Esto no sólo se observa en lo

referente a los Derechos Civiles y Políticos,

donde existe una continuidad de prácticas con-

trarias a los derechos humanos, prácticas que

para su efectiva erradicación necesitan de po-

líticas públicas en los temas de mujer, pobla-

ciones indígenas, condiciones carcelarias y

orientación sexual, así como en los Derechos

Económicos y Sociales donde existe no sólo

desatención y requerimientos de atención pre-

ferente, sino también una falta de enfoque en

los ítems de educación, salud, medio ambien-

te y procesos de integración.

En el caso de los pueblos indígenas se man-

tiene la situación de exclusión y vulneración

de sus derechos, contribuyendo a la pérdida

de su estructura social y cultural. No se garan-

tiza la integridad de sus territorios, cerca de 90

comunidades no cuentan con títulos de pro-

piedad, y 3 431 carecen de un respaldo sobre

sus tierras tradicionales. Los pueblos indíge-

nas reclaman la indispensable reforma de la

Constitución de conformidad con el Conve-

nio 169 de la OIT, ya que el estado debe garan-

tizar el derecho de los pueblos indígenas a pre-

servar sus territorios y a reconocerlos como

inalienables, imprescriptibles e inembargables.

Del mismo modo estos pueblos continúan con

un limitado acceso a los servicios básicos y con

barreras para ejercer su ciudadanía.

El actual régimen mantiene medidas polí-

ticas económicas implementadas desde el

fujimorismo, entre los que se encuentran el

énfasis en las actividades extractivas, el des-

cuido del mercado interno, la flexibilización

y precariedad laboral, la conservación de los

privilegios tributarios de las grandes empre-

sas, priorización del incremento de fondos para

las Fuerzas Armadas, en desmedro de las con-

diciones de vida y el ejercicio de los derechos

humanos de las personas, e incrementando los

riesgos en materia ambiental.

Especial mención merece el proceso del

tratado de libre comercio con Estados Uni-

dos, el mismo que se desarrolla sin la transpa-

rencia debida, vulnerando el derecho a la par-

ticipación de la población, esta situación, sumada

a los riesgos que se originan en negociaciones

de esta naturaleza, nos ubica en un escenario

propicio de violaciones a los derechos huma-

nos si no se observa de manera escrupulosa la

supremacía de los tratados de derechos huma-

nos, especialmente de los DESC y medio am-

bientales.

Lo anteriormente descrito refleja la crítica

situación de los derechos humanos en el país,

situación que exige a todos los actores pero
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principalmente al Estado la adopción de me-

didas para revertirla.

Las recomendaciones planteadas por la

Coordinadora Nacional de Derechos Huma-

nos, buscan contribuir con la adopción de po-

líticas públicas desde un enfoque de derechos

humanos, que garanticen la plena vigencia de

la democracia y el estado de derecho en el país.

���
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2.
Balance de la Implementación

de las Recomendaciones del
Informe Final de la CVR
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A más de un año de hacerse público el

Informe Final de la Comisión de la

Verdad y Reconciliación y a pesar de
la existencia de una Comisión Multisectorial
de Alto Nivel encargada del seguimiento de
sus recomendaciones, se constata que lo avan-
zado es insuficiente, considerando la magni-
tud de los problemas a enfrentar, y sobre todo
las demandas de los afectados, quienes no sienten
los efectos (beneficios) de las iniciativas esta-
tales.

Consideramos además, que no existen avan-
ces sustanciales en la implementación de las
recomendaciones destinadas a procurar el es-
tablecimiento de mecanismos y políticas ne-
cesarios para combatir la exclusión social, la
falta de presencia del Estado y el abandono que
favorecieron el contexto en el que se desarro-
lló el conflicto armado interno. Así mismo,
son insuficientes las medidas adoptadas para la
difusión del Informe Final, para la obtención
de justicia efectiva para las víctimas de la vio-
lencia y para reparar a los afectados por los di-
versos daños causados. Todo ello posterga has-
ta el momento, el proceso de reconciliación
nacional.

A continuación presentamos un balance de
la implementación de las Recomendaciones del

Informe Final de la CVR.

2.1 REFORMAS INSTITUCIONALES

2.1.1 REFORMA DE LA ADMINISTRACIÓN
DE JUSTICIA

La situación del sistema de justicia durante el

año 2004 no ha mejorado respecto del año 2003.

�� Todo lo contrario, “no ha sido un año de avan-

ces, sino más bien uno en el que se ha desper-

diciado la oportunidad de dar pasos concretos

hacia delante, sobre la base de las condiciones

propicias que surgieron con el inicio de la tran-

sición democrática”1.

La evolución de la reforma del sistema de
administración de justicia durante el 2004 ha
transcurrido, pues, entre luces y sombras, ya
que si bien existió un esperanzador empuje
durante los primeros meses, en diferentes ni-
veles éste se fue perdiendo a medida que avan-
zaba el 2004.

Lamentablemente, la falta de una adecuada
política por parte de las instituciones integrantes
del sistema de justicia ha terminado por dis-
minuir el impulso de la reforma, luego de tres
años de iniciada la transición democrática y junto
con ella las reformas institucionales.

Si comparamos lo sucedido durante los años
2004 y 2003, encontramos diferencias sustan-
ciales. En el 2003 se instauraron al menos tres
comisiones2 que buscaban algún tipo de refor-
ma, dos de ellas en el ámbito del Poder Judi-
cial, y una a nivel de todo el sistema. Teníamos
discursos críticos respecto a la actuación de
esa institución3 del entonces presidente del
Poder Judicial, Hugo Sivina Hurtado.

Sin embargo, durante el 2004 no se ha lle-
gado a concretizar lo señalado por el Dr. Hugo
Sivina, más bien, las principales autoridades
del sistema no pudieron encauzar de manera
adecuada las iniciativas y expectativas creadas
en torno a su gestión, produciéndose el estan-

camiento con el que termina este año4.

1 AAVV, La reforma del Sistema de Justicia: ¿Qué reforma?, 2004-2005, Lima, Justicia Viva, 2004.
2 La Comisión de Reestructuración del Poder Judicial, creada el 13 de febrero del 2003, mediante Resolución

Administrativa N° 035-2003-P-PJ; Comisión Especial de Reforma Integral de la Administración de Justicia,
creada el 4 de octubre del 2003, por Ley N° 28083; y, el Acuerdo Nacional, creado el 23 de octubre del 2003,
por Resolución Administrativa N° 191-2003-P-PJ.

3 Hugo Sivina Hurtado, Mensaje a la Nación del presidente del Poder Judicial por apertura del año 2003,
febrero del 2003, El Peruano, Lima, 7 de febrero del 2003; Hugo Sivina Hurtado, Discurso del presidente del
Poder Judicial. en la ceremonia de conmemoración del «Día del Juez», 04 de agosto del 2003, en: http://
www.justiciaviva.org.pe/entrevis/d05.doc

4 Hugo Sivina Hurtado, Mensaje a la Nación del presidente del Poder Judicial por apertura del año 2004, El
Peruano, Lima, 2 de enero del 2004; Hugo Sivina Hurtado, Discurso del Presidente del Poder Judicial en la

ceremonia de conmemoración del «Día del Juez», Lima, 04 de agosto del 2004.
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2.1.1.1 Plan para la Reforma Integral de

la Administración de Justicia

El 7 de mayo del 2004, luego de seis meses de

trabajo, la Comisión Especial para la Reforma

Integral de la Administración de Justicia

(CERIAJUS) entregó el Plan de Reforma In-

tegral de la Administración de Justicia al Pre-

sidente de la República.

El plan contenía 120 proyectos de reforma

en distintas áreas (acceso a la justicia, políticas

anticorrupción, modernización del despacho,

recursos humanos, gobierno, administración

y presupuesto, predictibilidad y jurispruden-

cia, así como la reforma del sistema penal).

Junto con éstos, también se entregaron 53 pro-

puestas de adecuación normativa, 24 de las cuales

tenían ya un texto articulado –incluido el pro-

yecto de reforma constitucional en materia de

justicia, aprobado por mayoría dentro de la

comisión, el cual establece reformas sustan-

ciales en el sistema5 –. A todo esto habría que

agregar las 17 medidas de implementación in-

mediata, denominadas “medidas urgentes”,

aprobadas con anterioridad (3 de febrero del

2004), en el seno de la CERIAJUS debido a la

gravedad de los problemas que se querían re-

solver6.

Empero, es lamentable que el Perú, país que

cuenta desde mayo del 2004 con un programa

de reforma articulado para todos los órganos

integrantes del sistema de administración de

justicia, esté todavía en espera del inicio de la

implementación del mismo, teniendo en cuenta

que los avances realizados han sido insuficientes.

Un claro ejemplo es que no se han concretado

varias de las 17 medidas urgentes, aprobadas

por la CERIAJUS, a pesar de no necesitar una

mayor cantidad de recursos para hacerlo.

Así también, resulta imprescindible que el

Congreso acelere la aprobación de aquellos

proyectos de ley de vital importancia; hasta fi-

nes del 2004 el Parlamento sólo había conver-

tido en ley cuatro de las propuestas legislati-

vas7 presentadas por la CERIAJUS.

2.1.1.2 Acuerdo Nacional por la Justicia

El Acuerdo Nacional por la Justicia, comisión

creada por el Poder Judicial con el fin de for-

mular políticas de Estado relativas al Poder

Judicial, aprobó su informe final el 12 de abril

del 2004. Este documento fue incorporado en

su integridad al Plan de Reforma Integral de la

CERIAJUS.

Los consensos a los que el Acuerdo Nacio-

nal llegó sobre cómo afrontar los problemas

referidos al Poder Judicial, fueron:

(i) Fortalecimiento de la autonomía e in-

dependencia del Poder Judicial;

(ii) Acceso a la justicia;

(iii) Lucha contra la corrupción;

5 Ver proyecto en: Plan Reforma Integral de la Administración de Justicia, Anexo N° 1, Lima, 2004.

6 AAVV, La CERIAJUS, preguntas y respuestas, Lima, 2004. Algunas de las medidas urgentes fueron: (i)

derogación de la exoneración de las tasas judiciales a las AFPs; (ii) creación de un ente coordinador del

subsistema anticorrupción que apuntale los diversos esfuerzos de las instituciones vinculadas al tema; (iii)

modificación del artículo 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en lo que se refiere al criterio de

antigüedad como único requisito para designar a los jueces provisionales; (iv) modificación de los artículos

que regulan la contienda de competencia en el Código Procesal Civil (artículos 35 al 46 y 451, inciso 5 del

CPC); (v) modificación del artículo 625 del Código Procesal Civil en lo que se refiere a la caducidad de las

medidas cautelares, a fin de que ésta sólo sea aplicable a los procesos iniciados con el Código de Procedi-

mientos de 1912, etcétera, en: CERIAJUS, Plan Reforma Integral de la Administración de Justicia, Lima, 2004.

7 Separación convencional y ulterior divorcio: Ley N° 28384 (El Peruano, 13/11/2004); Proceso de alimentos:

Ley N° 28439 (El Peruano, 28/12/2004); modificar algunos aspectos de la Ley Orgánica del Poder Judicial

(LOPJ) sobre justicia de paz: Ley N° 28439 (El Peruano, 28/12/2004); Formularios para demandas de

alimentos: Ley N° 28439 (El Peruano, 28/12/2004); y modifica algunos artículos de LOPJ sobre justicia de

paz: Ley N° 28434 (El Peruano, 28/12/2004).
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(iv) Gobierno y organización descentrali-

zada del Poder Judicial;

(v) Presupuesto judicial;

(vi) Personal y recursos humanos;

(vii) Modernización de áreas prioritarias

de la justicia;

(viii) Enseñanza del derecho;

(ix) Formación del magistrado; y,

(x) Manejo adecuado de la carga procesal.

Hasta fines del 2004 no se tiene conocimiento

si se han seguido estos lineamientos dentro del

Poder Judicial, pues a diciembre de este año,

no se sabe cómo es que el Poder Judicial ha

implementado las conclusiones de la comisión.

2.1.1.3 Poder Judicial

Durante el 2004, el Poder Judicial, un órgano

fundamental y con competencias decisivas en

el ámbito político y social, porque debe pre-

servar el Estado constitucional y democrático

de derecho y asegurar los derechos fundamen-

tales de todos, ha vuelto a ponerse de espaldas

a la ciudadanía, pues no ha respondido a la al-

tura de las expectativas que se crearon en tor-

no a su reforma.

Hasta fines del 2004, todavía no se hacía eco

de lo señalado por la CERIAJUS y se presenta-

ron una serie de fallos8 que divorciaron aún

más la relación entre la sociedad y esta institu-

ción.

2.1.1.3.1 Aprobación del Poder Judicial - Año 2004

Elaboración: Consorcio Justicia Viva

Fuente: Apoyo e Imasen

8 El fallo del juez, Eloy Zamalloa Campero, titular del Cuarto Juzgado Civil de Arequipa, que ordena

suspender los vuelos de Lan Perú, sin razón jurídicamente sustentable. La jueza Elena Rendón Escobar, del

48 Juzgado Civil de Lima, declaró fundada la acción de amparo interpuesta por la Asociación de Pensionis-

tas del Banco de la Nación, y ordenó al Congreso y a la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) que

se abstengan de efectuar la reforma constitucional de los artículos décimo primero, ciento tres y de la

primera disposición final y transitoria de la Constitución.
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El 2 de diciembre del 2004, “catorce voca-

les supremos titulares hábiles eligieron a Walter

Vásquez Vejarano como nuevo presidente de la

Corte Suprema para un período de dos años y

sin posibilidades de reelección”9, tal como lo

establece la Constitución. Este proceso como

de costumbre, nuevamente ha pasado desaper-

cibido para la población, pues se ha vuelto tra-

dición que la Corte Suprema realice sus elec-

ciones a puertas cerradas. Sin embargo, puede

afirmarse que existió un pequeño avance en lo

que se refiere a la transparencia de las mismas,

pues a pedido de la sociedad civil algunos can-

didatos hicieron públicos sus planes o proyectos

de trabajo10.

En diciembre del 2004 también se eligie-

ron a los nuevos presidentes de las 28 cortes

superiores de todo el país, por el período de

dos años; quienes han asumido el reto de im-

pulsar la reforma judicial en su respectiva ju-

risdicción.

2.1.1.3.2 Corte Suprema

Anualmente ingresan a la Corte Suprema alre-

dedor de 23 000 casos, sin embargo la referida

corte se resiste a realizar cambios encamina-

dos a hacer de ella una instancia en la que se

ventilen sólo los principales, para que se pue-

da ir sentando posición con su jurisprudencia,

que es relevante y vinculante para todo el sis-

tema de justicia. Se resiste también a dejar sus

atribuciones como órgano de gobierno, tal como

lo establece la propuesta de reforma constitu-

cional entregada en minoría por el Poder Judi-

cial.11

2.1.1.3.2.1 Composición y provisionalidad

La Corte Suprema en el 2004, pasó de 12 voca-

les supremos titulares a 15, debido a que el 15

de marzo del 2004 este órgano recibió tres nuevos

integrantes, Víctor Ticona Postigo, César San

Martín Castro y Javier Villa Stein; todos ellos

nombrados por el Consejo Nacional de la

Magistratura (CNM), mediante Convocatoria

N° 002-2003-CNM, del tres de diciembre del

2003.

Debido a la alta carga procesal, hasta fines

del 2004, la Corte Suprema acumuló un total

de 40 magistrados, entre titulares y provisio-

nales, siendo el porcentaje de provisionales de

63% (25) y el número de titulares 37% (15).

Por la situación descrita, es preocupante el

alto grado de provisionalidad en este órgano, y

sin duda uno de los principales aspectos a me-

jorar, sobre todo, teniendo en cuenta que hasta

fines de diciembre del 2004, todavía se ha se-

guido usando el criterio de antigüedad para

ascender de vocal superior a supremo provi-

sional. Esto, pese a que recientemente, según

iniciativa del propio Poder Judicial, se ha pro-

ducido una modificación de su ley orgánica12,

en el sentido que la asunción a un grado supe-

rior se realizará por orden de méritos, dejando

de lado el, unánimemente reconocido, poco

eficiente criterio de antigüedad. Hasta la fecha

el Poder Judicial no ha elaborado el mencio-

nado cuadro de méritos.

Ya sea por la falta de capacidad para cum-

plir con su función casatoria, por el alto índi-

ce de provisionalidad, o por la dación de algu-

nos fallos altamente cuestionables, es que

consideramos que la Corte Suprema amerita

una urgente reestructuración y pueda cumplir

así con su real función.

2.1.1.3.3 Presupuesto del Poder Judicial

El Poder Judicial siempre ha reclamado re-

cursos para afrontar sus problemas, pues la par-

9 AAVV, La reforma del Sistema de Justicia: ¿Qué Reforma?, 2004-2005, Ibíd.

10 El Dr. Sánchez Palacios fue uno de los primeros candidatos en publicar su plan de trabajo, documento que

podía encontrarse en la Web del Poder Judicial y de organizaciones como Justicia Viva.

11 Ver propuesta en: Plan Reforma Integral de la Administración de Justicia, Anexo N° 3, Lima, 2004.

12 Ley N° 28367, El Peruano, 28 de octubre del 2004.
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tida que el Congreso aprueba a su favor no es

suficiente para solventar sus gastos, esto a pe-

sar que la cifra asignada luego de la recupera-

ción democrática se ha ido incrementando. Si

vemos la evolución del presupuesto asignado

al Poder Judicial, teniendo en cuenta el pro-

yecto de presupuesto del año 2005, encontra-

mos una mejora de 165 millones de nuevos

soles.

A fines del 2004, se suscitó una sorpresiva e

intensa discusión pública sobre el presupues-

to del Poder Judicial y la autonomía económi-

ca de esta entidad. El detonante fue la demanda

de conflicto de competencia interpuesta el 20

de octubre del 2004 por este poder ante el Tri-

bunal Constitucional, solicitando que declare

que el Ejecutivo carece de la atribución cons-

titucional de introducir modificaciones o re-

cortes al proyecto presupuestario elaborado por

la judicatura.

Es cierta la imposibilidad de implementar

una reforma integral del Poder Judicial sin los

recursos necesarios, por ello, históricamente,

se ha tratado de modificar la Constitución en

el sentido de señalar un porcentaje mínimo de

asignación presupuestaria a este órgano. La

CERIAJUS, en su propuesta de reforma cons-

titucional establece un cambio en este senti-

do. Empero, también es importante señalar, que

se pueden adoptar medidas significativas sin la

necesidad de una inversión mayor de recur-

sos. Por eso, no es del todo cierto que no se

pueda iniciar una reforma del aparato judicial

sin dinero.

2.1.1.4 Consejo Nacional de la Magistra-

tura

El Consejo Nacional de la Magistratura en los

últimos dos años dio muestras de apertura y

enmienda de errores iniciales, como la adop-

ción de algunas medidas para mejorar los exá-

menes o la transparencia en los procesos de

selección y nombramiento de magistrados, en

especial de los supremos. Sin embargo, la es-

candalosa decisión adoptada en noviembre, de

declarar desierto el concurso para jefe de la

ONPE, descalificando así a Fernando Tuesta y

desencadenando su renuncia, rompe la confian-

za que con altibajos el CNM había logrado

mantener frente a algunos sectores.

2.1.1.4.1 Selección y nombramiento

Pese a que existen serios cuestionamientos al

proceso de selección y nombramiento del

Consejo Nacional de la Magistratura, éste du-

rante el 2004 desarrolló 3 procesos de selec-

ción de jueces:

a) De magistrados supremos

Durante el 2004, el CNM ha desarrollado dos

concursos para la elección de vocales y fisca-

les supremos.

Primer proceso de selección

El primer proceso de selección fue anunciado

el 3 de diciembre del 2003, mediante Resolu-

ción N° 002-2003-CNM, convocando 5 plazas

para vocales supremos y 1 para fiscales supre-

mos. El proceso se desarrolló con una singular

transparencia –llegando incluso a conocerse una

denuncia de plagio contra uno de los

postulantes–, gracias a la presión de la socie-

dad civil (publicación de currículos de los

postulantes y una solícita recolección de ta-

chas y denuncias contra éstos), aunque no la

suficiente, debido a que el Reglamento de Se-

lección y Nombramiento de Jueces y Fiscales

emitido por el Consejo Nacional de la Magis-

tratura, adolece de serias deficiencias.

En este proceso sólo tres candidatos fue-

ron nombrados magistrados supremos: Víctor

Ticona Postigo, César San Martín Castro y Ja-

vier Villa Stein.

Habría que señalar que el nombramiento

del vocal Javier Villa Stein ha recibido fuertes

críticas, por sus antecedentes como asesor de

personajes ligados al régimen de Alberto

Fujimori, hoy procesados e incluso sentencia-

dos por corrupción.
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Segundo proceso de selección

El 16 de mayo el CNM publicó la Convocato-

ria N° 002-2004-CNM, que dio inicio al se-

gundo concurso de magistrados en el año 2004,

concurso que pretendía cubrir 3 plazas de vo-

cales supremos y 2 plazas de fiscales supre-

mos. Sin embargo, este proceso terminó el 14

de septiembre, sin el nombramiento de nin-

gún postulante, todos los candidatos desapro-

baron.

b) De jueces y fiscales

El principal problema que enfrentó el actual

CNM fue reducir la provisionalidad de jueces

y fiscales, grave situación que heredamos del

régimen de Alberto Fujimori y Vladimiro Mon-

tesinos, y que a principios del año 2001 bor-

deaba el 80%.

Sin duda, en estos casi cuatros años, del 2001

al 2004, el CNM ha reducido considerable-

mente la provisionalidad, pues en lo que a fis-

cales se refiere este índice ha pasado de un 73%

a un 35%. Del mismo modo, en el Poder Judi-

cial, el referido índice también ha disminuido

considerablemente, ya que de un 84% ha pasa-

do a ser un 27% durante el mismo período.

El Consejo Nacional de la Magistratura desde

el 2001 hasta diciembre del 2004, ha nombrado

aproximadamente un total de 1 436 magistra-

dos (806 jueces y 630 fiscales)13.

Sin embargo, durante el mismo año se pu-

blicó una amplia convocatoria14, mediante la

cual hasta el 16 de diciembre, según los resul-

tados publicados por el CNM, se habría nom-

brado a 15 fiscales y 41 jueces, faltando la se-

lección de más de la mitad de los candidatos.

Si bien consideramos que es positivo avan-

zar en la reducción de la provisionalidad, esta

labor no debe hacerse a cualquier precio, esto

es, que no se debe nombrar por nombrar, sin

poner el debido cuidado en la calidad profe-

sional y ética de los nuevos magistrados, en los

que confiaremos la justicia por los próximos

veinte años.

En marzo del presente año el Estado perua-

no reconoció en audiencia ante la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos

(CIDH), que el caso de los 260 magistrados

no ratificados por el CNM sin expresión de

causa, ni haber podido ejercer su derecho a la

defensa, era un problema que deseaba resolver

por la vía de la solución amistosa. A partir de

ahí se produjeron diversas reuniones entre los

peticionarios, el Ministerio de Justicia, la Can-

cillería y el CNM, hasta que el gobierno creó

una comisión de alto nivel encargada de for-

mular una propuesta de solución amistosa, cuyo

plazo venció el 30 de diciembre del 2004.

Sin embargo, y contrariando la posición

asumida por la mayoría absoluta de los inte-

grantes de la Comisión de Alto Nivel, para

definir su posición al respecto, los mismos que

han reconocido la responsabilidad internacio-

nal del Estado por la violación de los derechos

de los afectados, así como los términos bási-

cos para una eventual solución amistosa, el

CNM ha insistido en su posición inicial y se-

ñalado que ni la Constitución ni la ley los obligan

a fundamentar sus decisiones de no ratifica-

ción. Tal posición es incompatible con los de-

rechos consagrados en la Convención Ameri-

cana de Derechos Humanos, conforme a lo

advertido por la Defensoría del Pueblo.

No obstante lo anterior, el CNM ha mani-

festado públicamente, a través de un comuni-

cado oficial, que está llano a aceptar lo que el

Estado y la Corte Interamericana de Derechos

Humanos acuerden al respecto, por lo que se

hace imperativo que el Estado peruano halle

13 Ver: www.cnm.org.pe

14 La Resolución N° 0001-2004-CNM de convocatoria al concurso señalaba 1 106 plazas (401 jueces y 705

fiscales) para todo el país y en todos los niveles, excepto el de vocales y fiscales supremos. De cubrirse todas

las plazas convocadas para el Poder Judicial, se alcanzaría aproximadamente el 75% de jueces titulares. B
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una solución que permita sanear la situación,

pero a la vez, distinguir entre aquellos que –a

través de procesos revestidos de las debidas

garantías– deben ser reincorporados y los

que no.

Un avance indudable en la solución hacia

futuro de este problema, es la puesta en vigen-

cia del Código Procesal Constitucional a par-

tir del 1 de diciembre del 2004, pues obliga al

CNM a fundamentar sus decisiones de ratifi-

cación o no ratificación de magistrados. De esta

manera, resuelve el problema de aquí en ade-

lante, pero quedan pendiente de solución alre-

dedor de 260 casos de magistrados no ratifica-

dos, sin expresión de causa y por ende sin haber

ejercido el elemental derecho de defensa.

2.1.1.4.2 Disminución de la provisionali-

dad

Ante las presiones de la opinión pública, se ha

evolucionado hacia una mayor transparencia de

los procesos de selección y nombramiento de

magistrados, en especial de los vocales y fisca-

les supremos, como la publicación de los exá-

menes aplicados y sus respectivas respuestas,

la revisión de sus reglamentos o el acceso a los

currículos de los postulantes.

2.1.1.5 Acceso a la justicia

Sobre este tema, en el Congreso de la Repú-

blica se promulgaron una serie de normas que

promueven el acceso a la justicia de la pobla-

ción:

a. Ley 28434: que modifica la Ley Orgánica

del Poder Judicial permitiendo la coexis-

tencia de juzgados de paz letrados y juzga-

dos de paz, y estableciendo los criterios a

tomar en cuenta durante la revisión de las

apelaciones de las resoluciones de los jue-

ces de paz. Esta norma permitirá el acceso a

la justicia de paz de muchos sectores urba-

nos.

b. Ley 28439: simplifica las reglas del proce-

so de alimentos, estableciendo nuevas com-

petencias para los juzgados de paz letra-

dos, señalando que se puede prescindir de

la firma de un abogado, y aprobando formatos

tipo para las demandas de alimentos. Esta

norma disminuye las trabas para las muje-

res que entablan dichas demandas y permi-

tirá que puedan obtener justicia más rápi-

damente.

c. Ley 28457: modifica el procedimiento para

determinar la fi l iación de paternidad

extramatrimonial, ayudando a que se pueda

establecer con rapidez la situación jurídica

de los niños y niñas no reconocidos.

Otras medidas adoptadas para promover el

acceso a la justicia han sido:

- Más distritos exonerados de tasas judicia-

les, ampliación que alcanza a más de 500

distritos en extrema pobreza.

- Beneficios de pobreza, aprobados por una

directiva administrativa que regula el pro-

cedimiento de “beneficio de la pobreza”,

facilitando su manejo por personas de es-

casos recursos.

2.1.1.6 Tribunal Constitucional

En diciembre del 2004, el Congreso eligió a

dos miembros del Tribunal Constitucional, el

Dr. César Landa y el Dr. Juan Vergara, dejando

pendiente la elección de quien reemplazaría a

la Dra. Delia Revoredo, cuyo mandato con-

cluyó en el mismo mes.

2.1.1.7 Reformas legales

Durante el 2004 también se dieron dos impor-

tantes normas:

a) Código Procesal Penal

La aprobación del Código Procesal Penal15 es

uno de los principales sucesos normativos del

2004, debido a los cambios estructurales que

traerá consigo, pudiendo convertirse en el prin-

15 Decreto Legislativo N° 957, publicado en el Diario Oficial El Peruano el 29 de julio del 2004.IN
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cipal instrumento de impulso al proceso de

reforma de la justicia. En realidad, la norma

procesal actual (que data del año 1940), aun-

que modificada en aspectos sustanciales, colo-

ca fuera de la constitucionalidad un porcentaje

mayoritario de procesos penales, como el pro-

ceso sumario y conserva un esquema procesal

exageradamente formalista, que no constituye

el instrumento adecuado para proteger los de-

rechos y garantías fundamentales de las partes

en un proceso penal.

Frente a esto el nuevo Código Procesal Pe-

nal nos propone un modelo acusatorio que se

sustenta en el reconocimiento de las garantías

del debido proceso como eje central del desa-

rrollo del mismo y en el que las partes (fisca-

lía y defensa) asumen un verdadero rol

protagónico.

Según el Decreto Legislativo N° 95816 , que

regula el proceso de implementación del nue-

vo código, la Comisión Especial de Implemen-

tación tiene como atribuciones fundamentales

el formular las políticas, objetivos y el plan

específico de este proceso.

Debe llamarse la atención sobre la escasa

difusión del proceso de reforma en que las di-

versas instituciones conformantes del sistema

penal están involucradas (Ministerio Público,

Poder Judicial y Policía Nacional). Si bien el

decreto antes señalado determina que el pro-

ceso de implementación tendrá un carácter pro-

gresivo y el nuevo código comenzará a regir en

el mes de febrero del 2006 en un distrito judi-

cial piloto, ello plantea justamente la necesi-

dad de establecer un plan ordenado y coheren-

te, cuyo punto de partida debe ser la difusión

del nuevo modelo a nivel de los operadores de

la justicia para que de esta manera se vayan ven-

ciendo las resistencias al cambio.

Las instituciones involucradas deberán re-

formar su aparato organizativo para lograr una

eficiente implementación de esta norma.

b) Código Procesal Constitucional

El 1° de diciembre entró en vigencia el

Código Procesal Constitucional (Ley N° 28237),

que establece un nuevo marco legal regulando

los procesos constitucionales (acciones de ga-

rantía, acciones de control constitucional de

leyes y reglamentos, y contiendas de compe-

tencia), y que reemplaza a la Ley N° 23506 del

año 1983 y todas sus normas modificatorias. La

nueva norma es fundamental en la protección

judicial de los derechos humanos, pues las ac-

ciones de garantía son precisamente, un cami-

no excepcional que busca la protección o re-

paración de derechos constitucionales

amenazados o vulnerados.

2.1.1.8 Sistema judicial y derechos huma-

nos

2.1.1.8.1 Tratamiento de los casos referi-

dos a violaciones de derechos hu-

manos

Desde el movimiento de derechos humanos

se han identificado obstáculos para la

judicialización de casos de violaciones a los

derechos humanos que son urgentes de resol-

ver como: la provisionalidad de los magistra-

dos que tienen a su cargo las investigaciones,

la excesiva carga procesal de las fiscalías a car-

go de éstas, la ausencia de criterios comunes

de actuación en el desarrollo de las investiga-

ciones, las dificultades en la recolección de

medios probatorios, las investigaciones para-

lelas en el fuero militar y fuero común, las di-

ficultades en la calificación de las denuncias,

los requerimientos de capacitación y apoyo

logístico, entre otros. El subsistema especiali-

zado en la investigación de casos de violacio-

nes de derechos humanos está en proceso de

implementación en el Poder Judicial y en el

Ministerio Público.

16 Publicada el 29 de julio del 2004 en el Diario Oficial El Peruano. B
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Durante el 2004 la Coordinadora Nacional

de Derechos Humanos ha registrado 27 casos

de violaciones a derechos humanos que esta-

rían en el sistema de administración de justi-

cia. Así mismo en el mes de agosto, a un año de

emitido el Informe Final de la Comisión de la

Verdad, la Defensoría del Pueblo informó que

de los 43 casos que entregó a la Fiscalía para su

investigación y seguimiento, sólo 13 habían

pasado al sistema de administración de justi-

cia.

Un avance importante es la creación del

subsistema de derechos humanos mediante la

Resolución Administrativa N° 170-2004-CE-

PJ, del 17 de septiembre del 2004, en el que se

establece que la Sala Nacional, que conocía los

delitos de terrorismo, tiene competencia, tam-

bién, para conocer delitos contra la humani-

dad, delitos comunes que hayan constituido

violaciones a los derechos humanos y delitos

conexos. La Coordinadora Nacional de Dere-

chos Humanos desarrolló un proceso de inci-

dencia ante las autoridades del Poder Judicial

con la finalidad de responder a la necesidad de

justicia de las víctimas de violaciones de dere-

chos humanos. Esta recomendación también

fue asumida en el informe final de la Comi-

sión Especial para la Reforma Integral de la

Administración de Justicia, CERIAJUS.

2.1.1.8.2 Incorporación a la legislación na-

cional de avances de documentos

internacionales de derechos hu-

manos y derecho humanitario

La Comisión Especial Revisora del Código

Penal, viene elaborando su adecuación al Esta-

tuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

Para esto, la comisión ha trabajado una pro-

puesta que introduce un libro especial en el

Código Penal (denominado Libro Tercero:

Delitos contra el derecho internacional de los

derechos humanos y del derecho internacio-

nal humanitario), que regula los crímenes de

guerra, genocidio y los crímenes de lesa hu-

manidad, incorporando principios que carac-

terizan a estos delitos y estableciendo una

tipificación autónoma de los mismos, a la luz

del Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-

nacional y de otros instrumentos internacio-

nales. En lo que va del debate del pleno de la

Comisión Especial Revisora ya se han aproba-

do las disposiciones generales, lo referente a

los delitos de genocidio y a los delitos de lesa

humanidad, quedando pendiente lo referente

a los de crímenes de guerra.

Si bien esta es una noticia alentadora cabe

señalar que durante el 2004 hubo un período

de varios meses en que no se llevaron a cabo

sesiones de la comisión, debido al cambio en

su presidencia.

2.1.1.8.3 Creación de un ente autónomo

responsable del Programa de

Protección de Víctimas y Testigos

Si bien existen en el país normas que regulan

determinadas medidas de protección de testi-

gos en casos de corrupción y tráfico ilícito de

drogas entre otros, aún no existe un sistema de

protección de víctimas y testigos de las viola-

ciones de derechos humanos, lo que imposi-

bilita afrontar los problemas de graves amena-

zas, hostilización y ataques directos producidos

en el marco de la judicialización de los casos.

La Coordinadora Nacional de Derechos

Humanos durante el año 2004 ha registrado 27

eventos relacionados a graves amenazas,

hostilizaciones y ataques directos a víctimas y

testigos.

En abril del 2004 la Defensoría del Pueblo

reiteró públicamente al Ministerio Público, a

través de la Resolución Defensorial N° 009-

2004/DP publicado en el Diario Oficial El Pe-

ruano, su recomendación para que se estable-

ciera, en coordinación con el Poder Judicial y

el Ministerio del Interior, un sistema integral

y programas específicos de protección a vícti-

mas, testigos, peritos y colaboradores, confor-

me a lo establecido en el artículo 2° del De-

creto Supremo N° 020-2001-JUS.IN
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El tema no parece ser de relevancia para la

agenda política y no han habido mayores avan-

ces al respecto. Desde la CNDDHH se han

iniciado los trabajos para elaborar una propuesta

integral que busca la implementación de un

sistema de protección de testigos (normativa,

estructura, procedimientos y sostenibilidad).

2.1.1.9 El subsistema penal de derechos

humanos

Una de las recomendaciones más importantes

que el Informe Final de la Comisión de la Ver-

dad y Reconciliación formuló fue la necesidad

de la creación de un subsistema penal de dere-

chos humanos como instancia especializada para

la investigación y juzgamiento de crímenes

contra estos.

No cabe duda que la complejidad y la natu-

raleza de estos crímenes, así como la falta de

una organización judicial capaz de enfrentar su

juzgamiento imponen la necesidad de contar

con juzgados y fiscalías dedicados exclusiva-

mente a este tipo de delitos. De hecho, la crea-

ción en abril del 2003 de la Fiscalía Especiali-

zada en Desapariciones Forzadas, Ejecuciones

Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clan-

destinas, como consecuencia de un acuerdo del

Estado peruano con la Comisión Interameri-

cana de Derechos Humanos, apunta en esa di-

rección.

Además, la existencia de múltiples casos en

diversas sedes judiciales y del Ministerio Pú-

blico, patrocinados por los organismos de de-

rechos humanos y la significativa cantidad de

casos presentados por la CVR (47 en total) y la

Defensoría del Pueblo (que entregó 11) ante

estas entidades, determinaron la imperiosa

necesidad de la creación del subsistema de jus-

ticia penal.

Es así que la Comisión Especial de Refor-

ma Integral de la Administración de Justicia

(CERIAJUS) planteó entre las propuestas de

reforma de la justicia penal contenidas en el

Plan Nacional, la instalación de un subsistema

penal de derechos humanos, entre otras medi-

das.

De esta manera la Coordinadora Nacional

de Derechos Humanos desplegó una estrate-

gia de incidencia ante el presidente de la Cor-

te Suprema de Justicia, Dr. Hugo Sivina Hur-

tado, y ante los integrantes del Consejo Ejecutivo
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“... son insuficientes las medi-

das adoptadas para la difusión

del Informe Final, para la obten-

ción de justicia efectiva para las

víctimas de la violencia y para

reparar a los afectados...”
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del Poder Judicial con la finalidad de alcanzar

el convencimiento entre las autoridades de este

poder, para la creación de una organización ju-

dicial especializada de jueces y vocales supe-

riores. Estas acciones coincidieron significa-

tivamente con la iniciativa presentada por el

presidente de la Sala Nacional de Terrorismo

para el mismo objetivo.

El 30 de septiembre del 2004 se publicó la

Resolución Administrativa N° 170-2004-CE-PJ,

por medio de la cual se estableció el cambio

del nombre de la Sala Nacional de Terrorismo

a Sala Penal Nacional, asumiendo competen-

cia para conocer los delitos contra la humani-

dad y delitos comunes que hayan constituido

casos de violaciones contra los derechos hu-

manos.

La misma resolución administrativa dispu-

so que los juzgados penales especializados en

delitos de terrorismo se denominarán juzga-

dos penales supraprovinciales y que, además,

tendrán competencia sobre los ilícitos contem-

plados en el capítulo de delitos contra la hu-

manidad; funcionando en las cortes de justicia

de Lima y Ayacucho. La resolución agregó que

estos juzgados se constituirían en otras cortes

de justicia que lo requieran.

La mencionada resolución dispuso además,

que los procesos penales por violación de de-

rechos humanos que se encuentren con auto

de enjuiciamiento o en la etapa de juzgamien-

to, así como los procesos que son de conoci-

miento del subsistema judicial anticorrupción,

quedan excluidos de la competencia de este

subsistema de derechos humanos. Como se

recuerda los crímenes cometidos por el es-

cuadrón paramilitar “Colina” (sindicados como

responsables de los crímenes de Barrios Al-

tos, La Cantuta, Pedro Sauri y los desapareci-

dos de El Santa), son juzgados en el sistema

anticorrupción.

Cabe mencionar que estos órganos juris-

diccionales estarán supervisados por la Sala Penal

Permanente de la Corte Suprema de Justicia.

Casi dos meses después, el 25 de noviem-

bre del 2004, se publicó la Resolución de la

Fiscalía de la Nación N° 1645-MP-FN, dispo-

niendo el cambio de denominación de la Fis-

calía Especializada en Delitos de Terrorismo

por la de Fiscalía Superior Penal Nacional y

Fiscalías Penales Supraprovinciales, amplian-

do su competencia para conocer además de los

delitos contra la humanidad y de los delitos

comunes que hayan constituido casos de vio-

lación contra los derechos humanos, así como

de los delitos conexos a los mismos.

Si bien las fiscalías y juzgados suprapro-

vinciales sólo han sido creados en Lima y Aya-

cucho –dos de los lugares de mayor incidencia

de casos de violaciones de derechos humanos–

en términos estrictos se ha cumplido con la

creación de un subsistema penal de derechos

humanos.

No cabe duda que este subsistema debe

extenderse a otros departamentos como Junín,

Huánuco, Huancavelica y Ucayali para de esa

manera, permitir que fiscales y jueces especia-

lizados investiguen las numerosas violaciones

contra los derechos humanos perpetradas en

dichas zonas.

2.1.1.9.1 Los casos

Estamos convencidos que difícilmente la car-

ga procesal de un subsistema de derechos hu-

manos vaya a ser numerosa. Por el contrario, la

naturaleza de los procesos y las diversas difi-

cultades que se observan en estos, determinan

que tendrá una carga procesal reducida, pero

particularmente importante para el proceso de

justicia y verdad por el que debe transitar un

país que acaba de salir de un conflicto armado

de la envergadura del que vivió el Perú por

casi veinte años.

Hasta finales del 2004 eran casi 30 los pro-

cesos penales por violaciones contra los dere-

chos humanos abiertos por el Poder Judicial

en ocho departamentos. A continuación pre-

sentamos un listado de los casos judicializados

en las diferentes cortes de justicia:
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CASO SEDE JUDICIAL VÍCTIMAS PROCESADOS ORGANISMO

LLLLL I S TI S TI S TI S TI S TA D OA D OA D OA D OA D O      D ED ED ED ED E      C A S O SC A S O SC A S O SC A S O SC A S O S      J U D I C I A L I Z A D O SJ U D I C I A L I Z A D O SJ U D I C I A L I Z A D O SJ U D I C I A L I Z A D O SJ U D I C I A L I Z A D O S

1) Masacre de Lu-

canamarca

Juzgado Mixto de la
Provincia de Huanca-
sancos

Pobladores de Lucana-
marca

Dirección Central de
Sendero Luminoso

COMISEDH

2) Cuartel Los Ca-
bitos

Segundo Juzgado Pe-
nal de Huamanga

María Lourdes Noa
Baldeón, Máximo
Cárdenas Sulca, Lui-
sa Catalina Cárdenas
López y otros

Jefes del Comando
Político Militar de
Ayacucho entre 1983
y 1984

APRODEH

3) Desaparecidos
de Acocro

2da. Sala Penal de
Ayacucho

Miembros de las ron-
das campesinas de
Accoro, Huamangui-
lla y otros

COMISEDH

4) Ccarpaccasa
(Ayacucho)

Sala Penal Nacional Roberto López León,
Julio Godoy Bellido,
Primitivo Tucno
Medina, Marceliano
Zamora Vivanco

Santiago Picón Pe-
santes (a) “Chacal”

PAZ Y ESPERANZA
- CEAS

5) Caso Sillaccasa

(Chuschi)

Sala Penal Nacional Reynaldo Núñez
Pacotaype y otros

Santiago Picón Pesan-
tes (a) “Chacal”

PAZ Y ESPERANZA
- CEAS

6) Caso Huancapi

(Ayacucho)

Segundo Juzgado Pe-
nal de Huamanga

(Juzgado Suprapro-
vincial Penal)

Huamaní Chuchón,
Zenón Aratama Cac-
ñahuara y Julio Oré
Arotoma y otros

Miembros de la Base
Militar de Huancapi

(EP)

APRODEH - CEAS

7) Caso Chuschi

(Ayacucho)

Sala Penal Nacional Oficial EP Collins
Collantes

APRODEH

8) Lucio Lozano
Huayta

(Ayacucho)

Segundo Juzgado Pe-
nal de Huamanga

(Juzgado Suprapro-
vincial Penal)

Lucio Lozano Huayta Miembros del Ejército
Peruano

APRODEH

9) Pacotaype
Chaupin
(CIDH)

Juzgado Penal de
Cangallo

Pacotaype Chaupin,
Manuel Cayllagua
Galindo, Martín Ca-
bana Tucno, Marcelo
Huamán Vilca

Miembros del Ejérci-
to Peruano y de la
Policía Nacional del
Perú

APRODEH

AYACUCHO
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Eliseo Timeo Yupan-
qui, Marcelino Enci-
so García,  Donato
Mendoza De La
Cruz, Eliseo Paqui-
yauri Lázaro

Martín Pacotaype
Chaupin, Martín
Cayllahua Galindo,
Ysac Huamán Vilca,
Marcelo Cabana
Tucno
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11) Barrios Altos,
Cantuta, Pedro
Yauri y desapa-

recidos del San-
ta

Sala Penal Antico-
rrupción

Grupo paramilitar
“Colina”

IDL/APRODEH /
FEDEPAZ/
COMISEDH

12) El Frontón Segundo Juzgado Pe-
nal Supraprovincial
(Lima)

Nolberto Durand
Ugarte, Gabriel Ugar-
te Rivera,  Walter
Zenteno y otros

Oficiales AP Carlos
Tello Aliaga, César
Patrón Balbín, Luis
Román Rodríguez,
Eladio Ching Bena-
vides y Pedro Talleo
Torres, Carlos Garri-
do Cabrera, Francis-
co Herrera Carrasco,
Ronald Mc Lauchlan
Woodman, Manuel
Palma Guevara, Luis
Herrera Carreño y
Enrique Mecklem-
burg León

IDL/APRODEH /
FEDEPAZ/

COMISEDH

13) Desaparición de
Ernesto Castillo
Páez

Sala Penal Nacional Ernesto Castillo Páez Juan Carlos Mejía
León y los suboficia-
les PNP Guido Jimé-
nez del Carpio, Dany
Quiróz Sandoval,
Antonio López Tru-
jillo, Carlos Rodrí-
guez Flores y otros
once policías

IDL

14) Chavín de
Huantar

Tercer Juzgado Penal
Anticorrupción

Vladimiro Montesi-
nos, Nicolás Hermo-
sa Ríos, Roberto Hua-
mán y Zamudio

APRODEH

(...)
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10) Hugo Bustíos
Saavedra

Juzgado Suprapro-
vincial de Ayacucho

Hugo Bustíos
Saavedra

Cmdte. Víctor La
Vera Hernández,
Mayor Amador Vidal
Sambento

COMISEDH

LIMA

Barrios Altos

Placentina Chumbi-
puma Aguirre, Luis
Díaz Astovilca, Octa-
vio Huamanyauri
Nolasco y otros

Alejandro Huamaní
Contreras,  Adolfo
Trigoso Torres, Roli
Rojas Fernández,
NN4, Víctor Luber
Cáceres Taboada, Nés-
tor Fortunato Cerpa
Cartolini, Iván Meza
Espíritu,  Artemio
Shingari  Rosque o
Artemio Shingari
Quinchocre, Salomón
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15) Efraín Aponte
Ortíz

Segunda Sala Superior
Penal de Huánuco

Efraín Aponte Ortíz � Cap. EP Oscar Ma-
nuel Valladares Oli-
vares

� Sgto. EP Adrián
Aróstegui Morales

� Cabo EP Liner Ma-
nicuama Huayno

� SO1. EP Víctor
Calderón Rivera

CASO SEDE JUDICIAL VÍCTIMAS PROCESADOS ORGANISMO

PAZ Y ESPERANZA

16) Benito Céspedes
Montalvo, Teo-
dorico Laveria-

no Pujay y Se-
bastián Lave-
riano Pujay

Juzgado Provincial
Mixto de Huamalíes

Benito Céspedes
Montalvo

Cap. EP Enrique de la
Cruz Salcedo y Tnte.
EP Ricardo Ríos Ríos

PAZ Y ESPERANZA

17) Caso Mozombi-

te Quiñónez,
Sara Luz y otros

Segunda Sala Penal
de Huánuco

Mozombite Quiñó-
nez, Sara Luz Guerra
Gonzales,  Will iam
Villar Salome, Jeróni-
mo, y otros

Cáp. EP Iván Lagos
Céspedes o Iván Laos
Céspedes o Gustavo
La Torre Gálvez

PAZ Y ESPERANZA
- CODHAH

18) Caso Río Frío Juzgado Penal de
Tingo María

Ángel Tello Muñoz,
Magno Cajas Cortina,
William García Silves-
tre y otros

Miembros del PCP -
SL

AJUPRODH

19) Jerónimo Villar
Salomé y otras 8
personas

Juzgado Mixto de
Aucayacu

Jerónimo Villar Salo-
mé y otras 8 personas

Capitán EP Gustavo
La Torre Gálvez o Iván
Lagos Céspedes o
Iván Laos Céspedes

PAZ Y ESPERANZA
– CODHAH

20) Samuel Reynal-
do Ramos Die-

go, Jesús Licetti
Mego y Esaú Ca-
jas Julia

Juzgado Provincial
Penal de Tingo Ma-
ría

Samuel Reynaldo Ra-
mos, Diego Jesús
Licetti Mego y Esaú
Cajas Sulca

Oswaldo Hanke Ve-
lasco, Jesús del Carpio
Cornejo, Mario Sala-
zar Cabrera y Miguel
Rojas García

PAZ Y ESPERANZA
– CODHAH -
AJUPRODH
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Víctor Peceros Pedra-
za, Herma Luz Melén-
dez Cueva, Bosco
Honorato Salas Hua-
maní, Luz Dina Villos-
lada Rodríguez,
NN13, Eduardo Ni-
colás Cruz Sánchez

HUÁNUCO
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23) Caso Los Moli-
nos

Tercer Juzgado Penal
de Huancayo

Salas Chocas Raúl,
Salas Huanuco Wil-
son, Asparrin Hua-
mán Abel, Montalvo
Jaime Jesús y otros

Miembros del Ejérci-
to del Fuerte “Cáce-
res” (Jauja) y el Cuar-
tel “9 de Diciembre”

CEAS

24) Ejecuciones ex-
trajudiciales de

Pucará

Tercer Juzgado Penal
de Huancayo

Paulino Cabezas Cón-
dor,  Raúl Cabezas
Cueva, Leoncio
Orihuela Medrano,
Isauro Valdéz Rojas,
Nilo Castillón Lave-
riano, Máximo Pérez
Ureta, Gladis Poma
Vila y Madeleine
Poma Vila

Juan Briones Dávila,
Marco Antonio Ra-
mos Cruz, César Ro-
dríguez Delgado,
Miguel Puente Mi-
llán, Marco Antonio
Vergaray Carranza,
Marco Antonio
Acosta Riquelme,
Roberto Vizcardo
Benavides, Bergamin
Suclupe Chávesta,
Luis Fernando Silva
Armas, Juan Clodo-
miro Silva Ortíz,
Teófilo Alberto León
Loyola, Elmer Serna
Ozco, José Barrezueta
Bardales,  Agustín
Meza Ríos,  Luis
Meza Rodríguez, José
Manuel Saucedo
Burgos,  Enrique
Gerardo Neciosup
Salcedo, Macario
Bravo Fernández,
Feliciano Ccapa
Hilasaca, Fernando
Antonio Fournier

IDL

(...)
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JUNÍN

22) Luis Alberto

Ramírez Hinos-
troza

Tercer Juzgado Penal
de Huancayo

Luis Alberto Ramírez
Hinostroza

General EP (r ) Luis
Pérez Documet y per-
sonal que laboró en la
Base Militar “9 de di-
ciembre”

IDL

21) Masacre Fami-

lia Tuanama Ta-
pullima

Darío Tuanama Tapu-
llima y otros

AJUPRODHCorte Suprema Comandante «Alon-
so» , Teniente «Ba-
suka» , Capitán «Lobo»
(Base contrasubversi-
va de Tocache)
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Alegre, José Romero
Macedo, Policarpio
Vargas Oviedo,
Alexander Luis Ñau-
pari Blancas,  Luis
Silverio Gómez Ca-
rranza, Elver Emilio
Saldaña Mendoza,
Jaime Félix Arcos
Gutiérrez, Teodoro
Santisteban Valdera,
Roberto Cruzada
Yalopoma, Marco An-
tonio Llontop Jesús,
Rafael Humberto
Acosta Estrada, Ro-
semberg Sarmiento
Salazar, Marco Jara
Esquenone, Víctor
Flores Gonzáles, Ma-
nuel Jesús Delgado
Rojas, Luis Miguel
Fernández Gaviola,
Luis Antonio Barbo-
za Rioja, Luis Alber-
to Vargas Narro, Car-
los Ramón Cavero
Salguero, Frank
Koechlin Capelletti,
Luis Landa Enríquez,
Carlos Alberto Berga-
mino Cruz

25) Asesinato de co-
lonos por rondas

c a m p e s i n a s
(Delta Pichana-
ki)

2da. Sala Penal Supe-
rior de Junín.

3° Juzgado Penal de
Huancayo

Benito Omiñori
López, Sebastián
Omiñori López, Se-
gundino Omiñori
López y Juan Carlos
Valerio, Rogelio Car-
los Valerio, Juan An-
tonio Vega Ibáñez

COMISEDH
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Juan López Bujaico,
Alberto Cusi Ccante,
Máximo Antezana
Espesa, Javier López
Antezana, Hernán
López Antesana, Edgar
Barreto Huaynapo-
mas, Mario Vargas
Alejos, Teodosio Peña
Gutiérrez, José Vargas
López, Juan Ascuy

Tentativa de homi-
cidio:

Mauricio Barreto
Lliuclla
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27) Rita Aparicio

Tello (Ucayali )

CASO SEDE JUDICIAL VÍCTIMAS PROCESADOS ORGANISMO

Primer Juzgado Penal
de Ucayali

Rita Aparicio Tello CODEH Pucallpa

28) Caso “9 de fe-

brero”

Sala Penal Nacional Emigdio Córdova
Sánchez, Juan Guz-
mán Majito, Luis Pa-
lomino Guzmán,
Juan Huasnato, Ar-
mando Romaina,
Edwin Soria Tello,
Gildardo Idespalga o
Giraldo Jacanpallpa,
NN además de 26
heridos (CIDH)

Oscar Morote Mes-
cua, Roger Vega Sil-
va, Marco De La Cruz
Cáceres y otros

APRODEH

CUSCO

29) Matanza de 34
campesinos en

Lucmahuayco

Juzgado Especializado
en lo Penal de La
Convención (Cusco )

Según las investiga-
ciones de la CVR se
tienen 34 víctimas,
pero por versiones de
los sobrevivientes el
número puede supe-
rar el centenar. Los
nombres reconocidos
por la CVR son:

Victimas de Vaca-
chacra

� Marcelino Díaz
Cusi.

� Pedro Casa Saca.

� Fabián Salcedo Co-
ronado.

� Silvio Delgado
Moreyra.

� Fabián Cruz Pipa.

� Dos (02) víctimas
más, no identifica-
das.

Comandante PNP,
Luis Alfonso Lozano
Ramírez; Técnico de
1era PNP, Luis Lagu-
na Ramírez; Subofi-
cial Brigadier PNP,
Cipriano Cabrera
Follano; Teniente
PNP, Daniel Ben-
dezú Pomasunco; Te-
niente PNP, Julio
Estrada Robles; Téc-
nico PNP, Wilber
Sueldo Casafranca

IDL y APORVIDHA

(...)

UCAYALI

26) Indalecio Po-

matanta

Primer Juzgado Penal
de Coronel Portillo

Indalecio Pomatanta Oficiales AP Jorge
Rabanal Calderón,
José Guido Dávalos,
Pedro Rodríguez Ri-
vera y Mario Peña
Ramírez

IDL

Gustavo Jiménez
Quispe
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Víctimas de Milhar

� Ignacio Pahuara
Lima.

� Herminia Pacheco
Rimachi.

� Víctor Pahuara Pa-
checo.

� Juan Pahuara Pa-
checo.

� Elizabeth Pahuara
Pacheco.

� Jesusa Sánchez
Chacas.

Victimados en otras
incursiones

� Alberto Salas.

� Oscar Pahuara Pa-
checo.

� Victoria Pahuara
Pacheco.

� Lorenza Pahuara
Pacheco.

� Nicanor Aspur
Ovanque.

� Paulo Alarcón
Vargas.

� Esteban Ccorahua
Díaz.

� Teófilo Casa.

� Avelina Pablo Ra-
mírez (esposa de
Teófilo Casa).

� 02 hijos de Teófilo
Casa y Avelina.

� Pablo Ramírez.

� Justo Casa.

� Miguel Aspur
Hosco.

� Dionisia Castro Ra-
mírez.

� Jesús Días Aguilar.

� Basilia Díaz Hosco.
(...)
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HUANCAVELICA

31) Carvajal Quispe

Moisés

(CIDH)

Sala Mixta de Huan-
cavelica

Carvajal Quispe
Moisés

Estos casos se encuentran en diferentes eta-

pas procesales. Es así que, el proceso judicial

seguido contra los efectivos policiales por la

desaparición del estudiante Ernesto Castillo

Páez está próximo a señalar la fecha de inicio

del juicio oral ante la Sala Penal Nacional, y

otros procesos judiciales recién están comen-

zando la etapa de la instrucción.

De igual manera, si bien no se conoce una

estadística oficial, en las diferentes fiscalías de

derechos humanos (Lima y Ayacucho) y otras

fiscalías penales (Junín, Huánuco, Huancave-

lica, Ucayali y Cusco) encargadas de las inves-

tigación de estos casos, existe una cifra supe-

rior a los trescientos, los que se encuentran en

la etapa de investigación preliminar a cargo del

Ministerio Público.

2.1.1.10 Plan Nacional de Investigaciones

Antropológicas Forenses

Durante el 2004 tampoco se adoptaron medi-

das para implementar el Plan Nacional de In-

vestigaciones Antropológico Forenses que tiene

como finalidad identificar a las víctimas que

yacen en los sitios de entierro y a los presun-

tos perpetradores. Durante este año los orga-

nismos de derechos humanos17 continuaron el

trabajo de registro de sitios de entierro inicia-

do por la CVR y lograron establecer sitios a

los cuales la comisión no pudo llegar, pero de

los cuales si se tenía información referencial,

así como también identificar y registrar 540 nue-

vos sitios de entierro.

A la fecha se han venido realizando exhu-

maciones esporádicas sin un plan estratégico.

Hasta agosto del 2004 según informaciones de

la Defensoría del Pueblo de los casos en los

que la CVR recomendó llevar a cabo diligen-

cias de exhumación sólo se ha realizado una,

en el caso “Ejecuciones arbitrarias en Sancay-

pata” (Ayacucho).

En el caso “Huanta” (Ayacucho) se realiza-

ron pozos de cateo y en el caso “Violaciones a

los derechos humanos en la Base Militar Capaya”

17 Fuente: COMISEDH.

� Erasmo Gutiérrez
Sánchez.

� Juan Ccorahua
Aspur.

� Daniel Arroyo.

� Gregorio Díaz
Pacheco.

� Máximo Rivas
Pahuara.

� Victoriano Delgado
Sánchez.

José Delgado Bejara-
no y Jorge Méndez
Canales

APRODEH
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(Apurímac) se ha protegido una de las 8 fosas

ubicadas. Por otro lado se ha realizado una se-

gunda diligencia de exhumación en el caso “Eje-

cuciones arbitrarias en Sancaypata” y una dili-

gencia de verificación en el lugar de los hechos

del caso “Ejecuciones arbitrarias en Accomar-

ca”18. En septiembre del 2004 se realizó la ex-

humación de las víctimas del caso “Delta Pi-

chanaki” (Junín), también recomendado por la

CVR. Además se realizaron las exhumaciones

referidas a los casos de Wiksumachay y Parcco

Pomatambo (Ayacucho) en julio y octubre del

mismo año, respectivamente.

Pese a estos importantes avances, la ausen-

cia de un plan nacional de exhumaciones afec-

ta el proceso de identificación de las víctimas

de violaciones a los derechos humanos así como

la investigación judicial de estos casos. Faltan

recursos para llevar a cabo las investigaciones

preliminares antropológicas forenses, además

de problemas de coordinación funcional entre

el Ministerio Público y el Instituto de Medi-

cina Legal. Esto se ha manifestado claramente

en muchas diligencias de exhumación en las

que no se pudo trasladar el personal idóneo y

necesario. También se puede sentir en las dili-

gencias de los fiscales, que no cuentan con los

medios suficientes para movilizarse a los di-

versos lugares que requiera la investigación.

Es importante mencionar que la CNDDHH

sostiene reuniones periódicas con represen-

tantes del Ministerio Público y la Defensoría

del Pueblo, a fin de identificar los casos en los

cuales es necesario realizar exhumaciones, ya

que se corre el riesgo de perder la evidencia.

Estas son medidas de emergencia que reflejan

la falta de una política clara.

2.1.2 REFORMA DE LA SEGURIDAD Y LA
DEFENSA

2.1.2.1 Reforma institucional de la

defensa

La continuidad de la conducción del Sector

Defensa en el 2004 en manos de un ex coman-

dante general del ejército, cerró la posibilidad

de continuar el embrionario proceso de con-

ducción civil del sector, que se empezó a de-

sarrollar a partir de la implementación de la

Ley 27860, Ley del Ministerio de Defensa, en

noviembre del 2002.

La atención que el Ministerio de Defensa

prestó a las recomendaciones de la CVR para

encauzar la reforma institucional de las Fuer-

zas Armadas ha tenido un desarrollo muy desi-

18 Informe Defensorial N° 86, ”A un año de la Comisión de la Verdad y Reconciliación”. Lima, Perú, octubre
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“... la ausencia de un plan

nacional de exhumaciones

afecta el proceso de identi-

ficación de las víctimas de

violaciones a los derechos

humanos...”
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gual durante el 2004. A continuación se pre-

senta un recuento de las principales medidas

adoptadas.

2.1.2.1.1 Constitución de una estructura de

mando y asunción de responsa-

bilidades para una política de

pacificación

El Ministerio de Defensa informó ante el Con-

greso de la República sobre su participación

en el diseño “integral” de una estrategia de pa-

cificación, asentada sobre el establecimiento

de bases de desarrollo, antes bases militares,

en zonas donde subsistirían remanentes sub-

versivos, lo cual supondría la participación activa

de la población, en coordinación con los go-

biernos locales y los comisionados para la paz

y el desarrollo del Ministerio del Interior.

Como parte de esta estrategia el Ministerio de

Defensa continuó con la política de entrega de

escopetas Winchester a miembros de los co-

mités de autodefensa en Junín y Ayacucho, así

como la munición respectiva.

Ello no se condice con la afirmación pú-

blica del Ministerio de Defensa sobre el papel

restrictivo de las Fuerzas Armadas en tareas de

orden interno; más aun, cuando en la formula-

ción de funciones de las mismas en el proyec-

to del Libro Blanco de la Defensa, se con-

signa: “Operaciones contraterroristas, contra el tráfico

ilícito de drogas, contra el contrabando, contra la tala

ilegal, contra la caza furtiva de camélidos sudamerica-

nos y la defensa interior del territorio”. En este senti-

do llama también la atención uno de los obje-

tivos estratégicos del Ministerio de Defensa

consignados en su página electrónica: “Prepa-

rar al personal y asignar medios a las Fuerzas Armadas

para garantizar una participación efectiva ante el re-

querimiento del Estado en el control de los desbordes

populares”19.

2.1.2.1.2 Formación de una élite civil ex-

perta en temas de seguridad y

defensa.

El Ministerio de Defensa, a través de la Direc-

ción General de Política y Estrategia (DIGEPE),

comenzó a desarrollar una política de difusión

sobre la seguridad y defensa nacional desde una

perspectiva tradicional, con el objeto de for-

mar cuadros civiles en este tema. Los prime-

ros cursos y diplomados desarrollados se

llevaron a cabo en la Universidad Nacional Fe-

derico Villareal y la Universidad Particular San

Martín de Porres.

Asimismo, en el mes de octubre se decretó

la reestructuración del Centro de Altos Estu-

dios Nacionales (CAEN) para adecuarlo a la

condición de escuela de postgrado. Los argu-

mentos oficiales presentados para dicha rees-

tructuración se sustentaron en que la demanda

de los cursos que ofrece el CAEN habría dis-

minuido considerablemente en los últimos años,

pues no brindan grados académicos, situación

que “ha sido aprovechada por universidades y por or-

ganismos no gubernamentales que dictan cursos,

diplomados y maestrías en materia de seguridad y de-

fensa nacional, desarrollo, inteligencia estratégica,

gobernabilidad y desarrollo, ciencias políticas entre otras,

sin reunir necesariamente las condiciones de excelencia

académica requeridas para capacitar a personal que pueda

actuar eficientemente en el gerenciamiento del Sector

Defensa y áreas afines, en desmedro del CAEN, y que

este último por la naturaleza propia de sus fines y fun-

ciones académicas, bien podría asumir la instrucción

académica en dichos cursos”20.

2.1.2.1.3 Cambios en la educación y cu-

rrículo militar

En el año 2004, se estableció el Comité Inter-

institucional de Estudio y Aplicación del De-

19 Tomado de la página web del Ministerio de Defensa www.mindef.gob.pe, 2004.
20 Considerandos de la Resolución Ministerial N° 1126-2004-DE/SG publicada el 28 de octubre en el Diario

Oficial El Peruano.
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recho Internacional Humanitario21 como ór-

gano responsable de la concreción del proce-

so de integración del Derecho Internacional

Humanitario en la formación y doctrina de las

Fuerzas Armadas.

En mayo se publicó la Directiva N° 001-

MINDEF/CEA-DIH22 para integrar el Dere-

cho Internacional Humanitario en la doctrina

e instrucción de las instituciones armadas, dis-

poniendo que las direcciones de instrucción

respectivas, sean responsables de ejecutar los

lineamientos y criterios que se establezcan. Se

convocó a la “Primera Reunión sobre la Inte-

gración del Derecho Internacional Humanita-

rio en la Doctrina e Instrucción de las Institu-

ciones Armadas”, llevada a cabo el 08 de julio

del 2004. Posteriormente se aprobó el “Manual

de Derecho Internacional Humanitario para las

Fuerzas Armadas”23. Asimismo se llevaron a

cabo cursos básicos en DIH y DDHH y cur-

sos de formación de instructores en estos mis-

mos temas.

2.1.2.1.4 Creación de la Defensoría Mili-

tar

Al término del 2004, los proyectos de ley para

la creación de esta defensoría presentados por

diversos congresistas no fueron puestos en

agenda por la Comisión de Defensa. Se trata

de los proyectos Núms. 5683 y 6882/2002-CR

y 8285/2003-CR, que proponen la ley del De-

fensor Militar o Defensoría del Recluta.

Respecto a esta recomendación, el Minis-

terio de Defensa informó al Congreso de la

República sobre el fortalecimiento de los sis-

temas de inspectoría y de personal de los ins-

titutos armados; cuando estos órganos no tie-

nen por objeto velar por los derechos de los

efectivos militares, por lo que esta recomen-

dación sigue pendiente de implementación.

2.1.2.1.5 Creación de un código de ética

que incorpore los principios de la

democracia

Sobre este punto se advierte que el Ministerio

de Defensa no ha avanzado en instrumentos

concretos que apuntalen la elaboración de un

código de ética.

2.1.2.1.6 Control civil democrático de los

servicios de inteligencia

En marzo del 2004 se cerró el Consejo Nacio-

nal de Inteligencia (CNI) para su posterior re-

estructuración, para ello se designó a Julio

Raygada, almirante en situación de retiro como

administrador temporal. El poder ejecutivo

nombró una comisión de alto nivel para for-

mular un informe de lineamientos de reestruc-

turación del CNI. Transcurrido el 2004, el eje-

cutivo elaboró un proyecto de ley sobre el

sistema de inteligencia nacional y la agencia de

inteligencia estratégica, que pasó a la Comi-

sión de Defensa para su estudio, proyecto que

no tomó en cuenta aspectos centrales del in-

forme de la comisión en cuestión, sobre todo

respecto a mecanismos de control parlamen-

tario y judicial que el nuevo sistema tendría

que contemplar.

2.1.2.1.7 Otros temas bajo responsabilidad

del Ministerio de Defensa

a. Falta de colaboración sobre casos judiciali-

zables. Se constató que persiste la falta de

colaboración del Ministerio de Defensa para

proporcionar la información solicitada por

el Ministerio Público y el Poder Judicial

en relación con los casos judicializables con-

signados por la Comisión de la Verdad y

Reconciliación.

b. Se impulsó la concreción de la ley sobre si-

tuación militar de los oficiales de las Fuer-

zas Armadas. El Ministerio de Defensa

21 Resolución Ministerial Nº 252-2004-DE/SG, del 13 de febrero del 2004.
22 Aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 536-2004-DE/SG, del 04 de mayo del 2004.
23 Resolución Ministerial Nº 1394-2004DE/CCFFAA/CDIH-FFAA del 1 de diciembre del 2004. B
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impulsó la aprobación de la Ley N° 28359,

ley sobre la situación militar de los oficia-

les de las Fuerzas Armadas, con el fin de

reconstruir una línea de carrera basada en

el mérito profesional y la probidad.

2.1.2.1.8 La actuación del Congreso en el

ámbito de la defensa

La actuación del Congreso presenta también

diversas irregularidades. Por un lado, cabe des-

tacar la aprobación en el 2004 de dos leyes so-

bre defensa con orientación democrática: la Ley

28308, que regula el uso del descanso prenatal

y posnatal del personal femenino de las Fuer-

zas Armadas y la Policía Nacional, y la Ley 28359,

Ley de Situación Militar de los Oficiales de

las Fuerzas Armadas.

Destacan también los dictámenes a favor del

reconocimiento del derecho al voto de milita-

res y policías, y la incorporación de la justicia

militar al sistema de administración de justi-

cia como materias de reforma constitucional

planteadas por la Comisión de Constitución.

De otro lado, resulta preocupante la apro-

bación de la Ley 28222, modificatoria de la Ley

25410, que amplía a treinta días la intervención

de las Fuerzas Armadas en zonas no declaradas

en estado de emergencia, ley que, a nuestro

juicio, contiene una serie de ambigüedades que

pueden calificarse como materias inconstitu-

cionales, pues se desnaturaliza el papel que le

corresponde a las Fuerzas Armadas en relación

con el orden interno.

Respecto de la labor fiscalizadora, el Parla-

mento ha dejado de lado una otra vez, su más

poderoso instrumento de fiscalización: el pre-

supuesto del sector, con el fin de determinar

si la estructura de gasto propuesta por el Eje-

cutivo responde o no a los lineamientos de la

política de defensa.

a. Creación del fondo especial para las Fuerzas

Armadas y Policiales. El 31 de diciembre

del 2004, se publicó en el Diario Oficial la

Ley N° 28455, que crea un fondo especial

para las Fuerzas Armadas y Policiales. Con-

sideramos que mediante esta ley, cabildeada

por el propio Ministerio de Defensa, con

la colaboración del Ministerio de Econo-

mía y Finanzas, el Congreso ha abierto in-

necesariamente un camino de mayor auto-

nomía militar, en la medida que se avisoran

dificultades para la actuación eficaz de los

mecanismos de control, al margen de la fór-

mula de distribución de los recursos a par-

tir de cuotas fijas por instituto armado, que

pone de lado la determinación de una polí-

tica de prioridades de re-equipamiento del

sector defensa en su conjunto, por encima

de los requerimientos de cada uno de los

institutos. Se trata de una fórmula de asig-

nación de recursos extra presupuestales, a

través de la constitución de un fondo “in-

tangible” con recursos provenientes de por-

centajes considerables de las regalías obte-

nidas de la explotación de los lotes 88 c y 56

del Proyecto del Gas de Camisea, que en su

primer año de funcionamiento (2005), in-

cluye además 25 millones de dólares a ser

transferidos por el tesoro público (artícu-

lo 2º).

2.1.2.1.9 La justicia militar en el Perú

En abril del 2004, la Comisión de Reforma In-

tegral de la Administración de Justicia

(CERIAJUS) presentó su Informe Final sobre

Reforma Constitucional. Dicho informe in-

cluye una fórmula legal por la cual, los efecti-

vos de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacio-

nal serán juzgados por jueces que conforman

una competencia especializada del Poder Ju-

dicial, dando un paso adelante hacia la reforma

de la administración de justicia, ya que forta-

lece el principio de unidad jurisdiccional es-

tablecido en la Constitución Política.

Sumado a esto, el Tribunal Constitucional,

en respuesta a las demandas interpuestas por la

Defensoría del Pueblo, emitió dos sentencias

fundamentales que marcan un punto de in-

flexión con el pasado, en la actuación de la jus-

ticia militar en el Perú. Primero, declaró in-IN
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constitucionales varios artículos de la Ley N°

24150 (Exp. N° 0017-2003-AI/TC), que regu-

laba la actuación de las Fuerzas Armadas en los

estados de excepción y que, entre otros aspec-

tos, disponía que los delitos cometidos por

militares y policías en las zonas declaradas en

estado de emergencia, eran de competencia de

los tribunales militares. Luego declaró incons-

titucionales varios artículos del Código de Jus-

ticia Militar y de la Ley Orgánica de Justicia

Militar (Exp. N° 0023-2003-AI/TC), decretos

ley considerados preconstitucionales, de las

postrimerías de la dictadura de Morales Ber-

múdez y que resultaban incompatibles con los

principios constitucionales y garantías judiciales

consagrados en las cartas de 1979 y 1993.

Sobre la Ley N° 24150 que regula las atri-

buciones de los denominados comandos polí-

ticos militares, el Tribunal Constitucional es-

tablece, entre otros aspectos, que durante los

estados de excepción, las Fuerzas Armadas se

limitan a tomar el lugar de la Policía Nacional

en el restablecimiento del orden interno, pero

ello no supone el incremento de prerrogativas

a favor de las mismas, cuando excepcionalmente

la Constitución autoriza que asuma el control

del orden interno; asimismo que el delito de

función debe ser definido exclusivamente desde

una perspectiva material –la naturaleza de la

acción u omisión ilícita– y no desde criterios

subjetivos –la condición de militar del agre-

sor o de la víctima– ni geográficos –el lugar

donde se comete el delito–. De esta manera,

sólo será delito de función aquel que afecta

bienes estrictamente castrenses y no otros bienes

jurídicos comunes como la integridad física o

los recursos del Estado, cuya vulneración de-

berá ser ventilada en la justicia ordinaria.

Por su parte, la sentencia del Tribunal Cons-

titucional sobre el Código de Justicia Militar

y la Ley Orgánica de Justicia Militar (Exp. N°

023-2003-AI/TC) señala el derrotero por el cual

debe transitar la reforma constitucional y le-

gislativa de la justicia militar en el Congreso

de la República.

El Tribunal Constitucional señala que la

justicia militar debe adecuarse al orden cons-

titucional, estableciendo que no es otro Poder

Judicial con sus propias reglas; por el contra-

rio, debe respetar y adecuarse a los principios

y garantías del orden constitucional: indepen-

dencia judicial, inamovilidad de los jueces,

debido proceso y, en general, las garantías ju-

diciales. Los jueces militares no pueden ser

oficiales en actividad, pues la condición de juez

es incompatible con la de oficial en actividad,

ya que este último está sujeto a la organización

castrense, ni deben ser designados por el Po-

der Ejecutivo, sino por el órgano constitucio-

nalmente encargado para ello, el Consejo Na-

cional de la Magistratura. Asimismo, no puede

existir un “Ministerio Público Militar”, pues

la Constitución no contempla excepción algu-

na. El orden y la disciplina militar deben ser

tutelados en sede administrativa-militar y no

en sede de justicia militar, aunque siempre

observando las garantías del debido proceso.

Cabe señalar, que la reforma constitucio-

nal y las reformas legales respectivas están bajo

la responsabilidad del Parlamento. No se trata

de “desaparecer” la justicia militar, sino de in-

tegrarla y adecuarla a los principios y garantías

del orden constitucional. Por tanto, el pleno

del Congreso deberá aprobar la reforma cons-

titucional que en materia de administración de

justicia propuso la CERIAJUS y que, entre otros

aspectos, plantea incorporar la justicia militar

al ámbito del Poder Judicial como una juris-

dicción especializada; propuesta que ya ha he-

cho suya la Comisión de Constitución del

Congreso a fines de noviembre del 2004.

La reforma de la justicia militar espera en

el Congreso de la República desde hace cuatro

años, a pesar de la existencia de diversas ini-

ciativas y anteproyectos de ley y a pesar del

consenso existente en torno a la necesidad de

su reforma, plasmada en diversos documentos

e informes oficiales: (i) el informe de la Co-

misión de Reestructuración Integral de las B
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Fuerzas Armadas, (ii) el proyecto de ley de

Reforma de la Constitución del año 2002, (iii)

el Informe Final de la Comisión de la Verdad y

Reconciliación, y (iv) el Plan de Reforma Ju-

dicial de la CERIAJUS.

Pero a pesar de lo anterior, en junio del 2004,

el presidente del Consejo Supremo de Justicia

Militar emplazó al Ministro de Justicia a seña-

lar si estaba de acuerdo o no con la propuesta

planteada por la Defensoría del Pueblo, a quien

criticó con energía atribuyéndole un ánimo de

enfrentar a civiles contra militares.

Además, el 15 de julio del 2004, el Consejo

Supremo de Justicia Militar, emitió la Ejecu-

toria Suprema N° 093-V-2003 (227-V-92-A),

declarando improcedente la solicitud de nuli-

dad del proceso interpuesto por los familiares

de las víctimas del caso “La Cantuta”, contra

Vladimiro Montesinos Torres y otros, por el

delito de homicidio. Los recurrentes funda-

mentaron su solicitud en el sentido que el ci-

tado proceso debía ser declarado nulo, ya que

se dio en una jurisdicción incompetente, al ser

un delito común y no militar, pero el Consejo

Supremo de Justicia Militar fundamentó su

improcedencia basándose en que los procesa-

dos tenían una resolución de sobreseimiento

de fecha 18 de agosto de 1994, configurándose

de esta forma la autoridad de cosa juzgada. El

citado fallo no es otra cosa que un desafío a la

democracia y una muestra clara de querer de-

jar en la impunidad la desaparición y posterior

ejecución de nueve estudiantes y un profesor

de la Universidad Enrique Guzmán y Valle “La

Cantuta” en 1992, y a sus perpetradores.

Luego, el 22 de julio, se publicó la Ley N°

28297, que deroga el artículo que establece que

el Consejo Supremo de Justicia Militar es un

ente ejecutor del Ministerio de Defensa. Ade-

más, deroga artículos que tienen que ver con

su presupuesto, estableciendo que este no de-

pende del Sector Defensa. Con la publicación

de esta ley se trató de responder a una de las

fundamentaciones que la Defensoría del Pue-

blo realizó en su demanda de inconstituciona-

lidad estableciendo que la dependencia del

Consejo Supremo de Justicia Militar al Ejecu-

tivo, incumplía con el principio de indepen-

dencia consagrado en la Constitución como una

garantía del debido proceso.

Ahondando el problema, el 13 de octubre,

se publicó la Ley N° 28359 - Ley de Situación

Militar, que en su Capítulo VIII establece que

el Consejo Supremo de Justicia Militar tiene

competencia para el conocimiento de las cau-

sas interpuestas contra el personal de las Fuer-

zas Armadas en situación de actividad por la

comisión de delitos de función en el desem-

peño de su actividad profesional.

2.1.2.1.9.1 La importancia del caso Poma-

tanta

Junto a las dos sentencias del Tribunal Consti-

tucional anteriormente mencionadas, debemos

considerar la sentencia emitida por la Sala Pe-

nal Permanente de la Corte Suprema de Justi-

cia en la contienda de competencia instaurada

por la Vocalía de Instrucción del Consejo Su-

premo de Justicia Militar contra el Primer Juz-

gado Penal de Ucayali en el caso del asesinato

del menor Indalecio Pomatanta Albarrán, per-

petrado por efectivos de la Marina de Guerra

el 2 de abril de 1995 en la localidad de San Ale-

jandro, provincia de Padre Abad, departamen-

to de Ucayali.

La Corte Suprema declaró en su sentencia

emitida el 17 de noviembre del 2004 que el

caso debe analizarse teniendo en cuenta la sen-

tencia del Tribunal Constitucional y las sen-

tencias de la Corte Interamericana de Dere-

chos Humanos. Asimismo en cuanto a las

circunstancias externas del hecho, nunca pue-

de considerarse “acto de servicio” la comisión

de crímenes horrendos y los atentados graves a

los derechos humanos, por lo que su conoci-

miento corresponde al Segundo Juzgado Penal

de Coronel Portillo de la Corte Superior deIN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H



43

Justicia de Ucayali, al que deberá remitirse todo

lo actuado con aviso de la Vocalía de Instruc-

ción del Consejo Supremo de Justicia Militar.

Por lo demás esta sentencia judicial tiene

mucha más importancia, dado que la Corte

Suprema de Justicia determinó que dicha re-

solución tenía carácter vinculante y por lo tan-

to a partir de su emisión todos los casos de

naturaleza jurídica deberán acoger su interpre-

tación.

2.1.2.1.9.2 Justicia militar y orden

interno

También hay que tomar en cuenta, que el 14 de

julio, el Ejecutivo publicó el Decreto Supre-

mo N° 009-2004-DE/SG, el cual decreta en su

artículo 1º que las acciones tipificadas en el

Código de Justicia Militar, que cometan en el

ejercicio de sus funciones, los miembros de

las Fuerzas Armadas que intervengan en la apli-

cación de la Ley N° 28222, son de competencia

de los órganos de la justicia militar, salvo aque-

llos delitos comunes que son de competencia

de los órganos jurisdiccionales ordinarios.

La Ley N° 28222, publicada el 18 de mayo,

modifica la Ley N° 25410 que tiene su raíz en

el Decreto Legislativo 738, que permite la in-

tervención de las Fuerzas Armadas en el resta-

blecimiento del orden interno sin necesidad

de declarar el estado de emergencia.

El Decreto Legislativo N° 738 atenta con

lo dispuesto en el inciso a) del artículo 231 de

la Constitución Política de 1979, y la Ley N°

28222 atenta contra lo dispuesto en el inciso 1)

del artículo 137 de la Constitución vigente. En

ambos casos, la trasgresión se constituye por-

que las Fuerzas Armadas sólo pueden interve-

nir en cuestiones de orden interno, cuando se

declara el estado de emergencia, y no existe

excepción alguna a esta regla.

La Coordinadora Nacional de Derechos

Humanos (CNDDHH)24 cuestionó pública-

mente la constitucionalidad de esta norma, dado

que el orden interno, en circunstancias nor-

males, es función de la policía, siendo peli-

groso que bajo el rótulo de «actos de servicio»

se puedan producir abusos o arbitrariedades

en las zonas de intervención.

Esta norma facilita un escenario propicio

para la vulneración de los derechos fundamen-

tales, tal como ocurrió con los comandos po-

lítico militares durante la violencia política y

en el año 2003, en los casos de Puno, Barranca,

Pativilca y el norte chico.

La CNDDHH considera que si bien el país

enfrenta situaciones de conflicto social, no se

debe abandonar el compromiso con el proce-

so de consolidación democrática. En un Esta-

do democrático de derecho las Fuerzas Arma-

das tienen como función garantizar la

independencia, la soberanía y la integridad te-

rritorial, y sólo excepcionalmente pueden par-

ticipar en el control interno en situaciones cla-

ramente delimitadas por la Constitución y por

disposición del Presidente de la República.

2.1.2.2 Reforma institucional de la segu-

ridad y la Policía Nacional

En el capítulo de reformas institucionales la

CVR incorpora una serie de recomendaciones

específicas sobre “la presencia de la autoridad de-

mocrática y de los servicios del Estado en todo el terri-

torio, recogiendo y respetando la organización popular,

las identidades locales y la diversidad cultural, y pro-

moviendo la participación ciudadana” (Tomo IX, IF

CVR). Al respecto, señalamos algunos avances

en el proceso de la reforma policial, así como

en el desarrollo del Sistema Nacional de Se-

guridad Ciudadana, el que involucra a los go-

biernos locales, la ciudadanía organizada y otras

autoridades.

24 Ver Comunicado de la CNDDHH del 24 de mayo del 2004. B
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2.1.2.2.1 Desarrollo de políticas y normas

para la colaboración indispensa-

ble entre la Policía Nacional, Po-

der Judicial, los municipios y la

ciudadanía en materia de segu-

ridad ciudadana

La Ley 27933, promulgada en enero del 2003,

creó el Sistema Nacional de Seguridad Ciuda-

dana, dirigido por el Consejo Nacional e inte-

grado por los comités regionales, provinciales

y distritales. El consejo es presidido por el

Ministro del Interior e integrado por el presi-

dente de la Corte Suprema de Justicia, la Fis-

cal de la Nación, el Defensor del Pueblo, otros

ministros de Estado, alcaldes provinciales y

representantes de las juntas vecinales y rondas

campesinas. Los comités regionales están en-

cabezados por el gobierno del presidente re-

gional e integrados multisectorialmente, al igual

que los comités provinciales y distritales que

son presididos por sus respectivos alcaldes y

alcaldesas.

El sistema tiene como propósito mejorar la

coordinación entre las instituciones públicas,

tanto en la prevención como en la persecución

del delito, y establecer una alianza entre el sector

público y el sector privado para afrontar los

problemas de inseguridad, poniendo especial

énfasis en acciones que eviten la ocurrencia de

hechos de violencia y delitos. Especial rele-

vancia tienen los esfuerzos por incorporar a la

juventud en las tareas de prevención, y el dise-

ño de políticas para los jóvenes, que constitu-

yen el grueso de las víctimas y de los victima-

rios. Desde esta perspectiva la violencia y la

inseguridad no se enfrentan exclusivamente con

acciones policiales, razón por la cual los go-

biernos locales, las autoridades educativas y la

población organizada pasan a cumplir un rol

hasta ahora desconocido.

Según el Consejo Nacional de Seguridad

Ciudadana (CONASEC) , hasta el momento

han sido instalados 26 comités regionales, 173

comités provinciales de un total de 193, y 890

comités distritales de los más de 1 600 distri-

tos a nivel nacional, aún no se cuenta con sufi-

ciente información sobre el funcionamiento

real de estos comités. Cabe sí, señalar que el

Ministerio del Interior no ha mostrado el

liderazgo necesario para promover el desarro-

llo y consolidación del sistema. No se cuenta

por ejemplo, con un fondo concursable que

permita financiar iniciativas de prevención a

nivel local. Tampoco existe un sistema para dar

a conocer y compartir las experiencias más

exitosas de funcionamiento de estos comités

en la prevención del delito. Aún existe mucho

desconocimiento de parte de las autoridades

municipales y policiales, así como de los otros

integrantes de los comités de seguridad ciuda-

dana del papel que están llamados a jugar. Esas

insuficiencias deben ser subsanadas con el

liderazgo del Ministerio del Interior, del Con-

sejo Nacional de Seguridad Ciudadana y de su

Secretaría Técnica.

Hay que resaltar también la labor alentado-

ra que ha cumplido el funcionamiento del Juz-

gado de Paz Letrado en la Comisaría de Inde-

pendencia (Lima). Cabe recordar que su

instalación obedeció a la necesidad de encon-

trar nuevos caminos para una pronta y eficaz

administración de justicia. Este plan piloto fue

impulsado por el Poder Judicial, el Ministerio

de Justicia, el INPE, el Ministerio del Inte-

rior y la CONASEC. Desde su instalación (12

de julio del 2004), se han recibido 649 denun-

cias, del total 178 cuentan con sentencia.

Asimismo, el 26 de octubre se publicó la

Resolución Administrativa N° 188-2004-CE-

PJ, emitida por el Consejo Ejecutivo del Po-

der Judicial, que aprueba el Convenio Marco

de Cooperación Interinstitucional para la ins-

talación de juzgados de paz letrados en las co-

misarías a nivel nacional.

El 27 de octubre se publica la Resolución

Administrativa N° 189-2004-CE-PJ, emitida por

el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, que

crea los juzgados de paz letrados del distritoIN
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judicial de Lima, en diversas comisarías: 11er.

Juzgado de Paz Letrado del Cercado en la Co-

misaría de Alfonso Ugarte, 6to. Juzgado de Paz

Letrado de La Victoria en la Comisaría de La

Victoria, 7mo. Juzgado de Paz Letrado de San

Juan de Lurigancho en la Comisaría de Zárate,

y 5to. Juzgado de Paz Letrado de San Juan de

Miraflores en la Comisaría de San Juan de

Miraflores.

El mismo 27 de octubre se publica la Reso-

lución Administrativa N° 190-2004-CE-PJ,

emitida por el Consejo Ejecutivo del Poder

Judicial, que crea los juzgados de paz letrados

en distritos judiciales de los departamentos de

Arequipa, Cusco y La Libertad, con compe-

tencia territorial en circunscripciones a cargo

de diversas comisarías: 5to. Juzgado de Paz

Letrado de Arequipa con circunscripción co-

rrespondiente a la(s) comisaría(s) ubicada(s)

en el cercado de Arequipa, 6to. Juzgado de Paz

Letrado del Cusco con circunscripción corres-

pondiente a la(s) comisaría(s) ubicada(s) en el

cercado del Cusco, y 8vo. Juzgado de Paz Le-

trado de Trujillo con circunscripción corres-

pondiente a la(s) comisaría(s) ubicada(s) en el

Cercado de Trujillo.

El 4 de noviembre se publicó la Resolu-

ción Administrativa N° 360-2004-P-CSJL/PJ,

emitida por la presidencia de la Corte Supe-

rior de Justicia de Lima, que establece la sede

judicial del 11avo. Juzgado de Paz Letrado del

Cercado de Lima en la Comisaría de Alfonso

Ugarte, precisando que su circunscripción te-

rritorial comprende al de las comisaría de Al-

fonso Ugarte, Cotabambas y Monserrat del

Cercado de Lima, y señalando los turnos judi-

ciales de funcionamiento (dos) y nombrando

los jueces (dos) a cargo de los mismos.

2.1.2.2.2 Fortalecer la institucionalidad

adecuadamente reglamentada de

las rondas y comités de autode-

fensa (CAD)

El convenio suscrito por el Ministerio del In-

terior y las rondas campesinas en septiembre

del 2002, para favorecer el trabajo conjunto en

temas de seguridad ciudadana entre la Policía

Nacional y las rondas, ha dado sus primeros

frutos, especialmente en Cajamarca, donde se

ha comenzado a superar el recelo y la hostili-

dad que caracterizaban su relación. En septiem-

bre del 2004 debió renovarse el mencionado

convenio, cosa que no se hizo hasta finales de

año. Aunque el convenio tiene alcance nacio-

nal, su implementación no se ha dejado sentir

mas allá de Cajamarca. Regiones como Piura,

San Martín, Cusco y Puno aun esperan ver ac-

ciones concretas de parte de la policía que den

cuenta de la voluntad de las autoridades del

gobierno central de vincularse de una manera

horizontal y cooperativa con las poblaciones

campesinas organizadas en rondas. Para que esto

ocurra se requiere de señales claras desde el

Ministerio del Interior y el alto mando de la

Policía Nacional, señales que se traduzcan en

una más amplia difusión de los alcances del

convenio, así como de la capacitación del per-

sonal policial que labora en esas zonas en los

principios básicos de trabajo de la policía co-

munitaria. También está pendiente mejorar las

relaciones entre las rondas campesinas y las

autoridades judiciales y fiscales, siguiendo res-

pecto al tema el ejemplo del convenio men-

cionado líneas arriba.

2.1.2.2.3 Separación de los capítulos refe-

ridos a la defensa nacional y a la

seguridad interior en la Consti-

tución Política del Estado

A principios del 2002 la Comisión Especial de

Reestructuración de la Policía Nacional pro-

puso en su informe final un conjunto de refor-

mas constitucionales, entre las que se encon-

traba la separación de los capítulos referidos a

la defensa nacional y a la seguridad interior.

También propuso excluir a la Policía Nacional

del fuero privativo, y otorgar el derecho de votar

a policías y militares. Hasta el momento sólo

ha sido aprobada esta última reforma constitu-

cional, quedando pendientes las otras dos. No B
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obstante durante el 2004 se promulgó la ley

que crea un nuevo régimen disciplinario en la

Policía Nacional y que sustrae del fuero priva-

tivo militar un conjunto de conductas que ac-

tualmente son consideradas faltas administra-

tivas. La ley garantiza el debido proceso en los

procedimientos administrativos disciplinarios

y elimina sanciones que se encontraban reñi-

das con los derechos humanos.

El Tribunal Constitucional declaró incons-

titucionales varios artículos de la Ley N° 24150,

que regulaba la actuación de las Fuerzas Arma-

das en los estados de excepción. Sobre las atri-

buciones de los denominados comandos polí-

tico militares, el Tribunal Constitucional

estableció entre otros aspectos, que durante los

estados de excepción las Fuerzas Armadas se

limitan a tomar el lugar de la Policía Nacional

en el restablecimiento del orden interno. Sin

embargo, la Ley N° 24150 ha facultado a las

Fuerzas Armadas a intervenir en asuntos de

orden público, sin previa declaratoria del Es-

tado de Emergencia, lo que resulta sumamente

cuestionable en un Estado de Derecho. Asi-

mismo aun no se han establecido los mecanis-

mos de fiscalización del desempeño de las

Fuerzas Armadas durante los mismos.

2.1.2.2.4 Definir constitucional y legal-

mente a la policía como una ins-

titución civil, no militarizada y

modernizar la carrera policial

La Comisión Especial de Reestructuración de

la Policía Nacional estableció que la función

policial es eminentemente preventiva, de ser-

vicio a la comunidad, única y de naturaleza ci-

vil por su proximidad con esta.

La reforma policial iniciada el 2001 y trun-

ca desde abril del 2004, adoptó un conjunto de

acciones destinadas a desmilitarizar la función

policial, insertar a la policía en el medio social

en el que actúa y modernizar la carrera poli-

cial. Estos esfuerzos se han detenido y en algu-

nos casos revertido.

2.1.2.2.5 Modernizar la educación y for-

mación continua en ética y dere-

chos humanos del policía como

miembro de una institución civil

Existen convenios entre el Comité Internacio-

nal de la Cruz Roja y el Ministerio del Inte-

rior, que tienen por objeto la formación de ins-

tructores policiales debidamente capacitados

en técnicas de instrucción sobre derechos hu-

manos, aplicables a la función policial. En los

períodos ministeriales precedentes se firma-

ron convenios con varias organizaciones de

derechos humanos, entre ellas COMISEDH,

IDL, IPEDEHP, Flora Tristán, CEDRO y

Amnistía Internacional. Ellos tuvieron por

objeto involucrar a estas instituciones en la-

bores de capacitación en derechos humanos de

los y las policías. El esfuerzo por vincular a la

comunidad de derechos humanos a las labores

de formación policial ha perdido su empuje

inicial.

Cabe mencionar que en las escuelas de for-

mación de oficiales y suboficiales, así como

en los cursos de especialización y perfeccio-

namiento se enseñan materias sobre derechos

humanos y policía comunitaria o de proximi-

dad.

2.1.2.2.6 Formación de una élite civil ex-

perta en temas de seguridad

Existen esfuerzos importantes, aunque limita-

dos, por contribuir desde la sociedad civil a la

formación de civiles expertos en temas de se-

guridad. La mayoría de estos esfuerzos son fi-

nanciados por la cooperación internacional.

Existe un limitado interés en quienes dirigen

el Sector Interior por participar de manera más

activa en un diálogo con especialistas de la so-

ciedad civil sobre los grandes temas de la se-

guridad.
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2.2 REPARACIONES

2.2.1 LA RESPONSABILIDAD DE REPARAR

La reparación es una obligación y un deber del

Estado peruano. Las medidas a emprender re-

quieren la participación de diversos sectores,

de unidad en el diseño, de recursos asignados

por el gobierno central y de una ejecución que

se apoye en las autoridades regionales y loca-

les.

La obligación de reparar es también una

responsabilidad de los gobiernos regionales y

locales, quienes además son los referentes de

autoridad más cercanos de los ciudadanos afec-

tados por el conflicto armado interno. Actual-

mente existen procesos de formulación de planes

de atención a las reparaciones en Huánuco,

Huancavelica, San Martín y Apurímac, cuyos

gobiernos regionales han hecho expresa su vo-

luntad de coordinar con la sociedad civil, dia-

logar con las organizaciones de afectados e in-

corporar en sus agendas de trabajo y presupues-

tos el tema. Así mismo a nivel local, en

coordinación con organizaciones de la socie-

dad civil, diversas municipalidades han desa-

rrollado varios actos de reparación simbólica.

Lamentablemente, no todos los departamen-

tos que fueron duramente golpeados por el

conflicto armado interno han seguido este ca-

mino.

2.2.2 ANÁLISIS DE LA IMPLEMENTACIÓN
DEL PLAN INTEGRAL DE REPARA-
CIONES DE LA CVR

A un año de la entrega del Informe Final de la

CVR, la CNDDHH hizo un balance sobre el

Estado de la implementación de las recomen-

daciones del informe, afirmando que no existe

una política nacional que atienda las repara-

ciones. Recién el 26 de agosto se aprobó el D. S.

N° 062-2004-PCM, que define el marco

programático de la acción del Estado en mate-

ria de reparaciones integrales y deja pendiente

la elaboración del texto único concordado, así

como la programación multianual de las ac-

ciones del Estado para el período 2005-2006,

sobre este tema.

En el Congreso se presentaron 8 iniciativas

de ley sobre reparaciones, las que se remitie-

ron a la Comisión de Justicia y Derechos Hu-

manos.

Lo que tenemos hasta la fecha, son esfuer-

zos parciales de algunos sectores o poderes del

Estado, los que se caracterizan por estar desar-

ticulados, descoordinados, y en algunos de los

casos, desinformados sobre la realidad de las

víctimas del conflicto armado interno y sus

familiares, y del Plan Integral de Reparaciones

recomendado por la CVR.

“La obligación de reparar es también

responsabilidad de los gobiernos lo-

cales y regionales y locales ...”
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La CNDDHH señaló que el Plan de Paz y

Desarrollo presentado por el gobierno en el

2003, no podía ser considerado como repara-

ción colectiva, ya que sólo se trataba de la

implementación de políticas públicas de de-

sarrollo tan necesarias en las zonas seleccio-

nadas25.

Varias acciones de movilización se realiza-

ron tanto por la sociedad civil, como de las

autoridades de algunas regiones afectadas, con-

siguiendo, finalmente, el anuncio del gobier-

no de la elaboración de un Plan de Paz y Desa-

rrollo II, que comprendió los departamentos

de San Martín y Huánuco, e incorpora un en-

foque de reparaciones que en uno de sus obje-

tivos desarrolla un programa específico sobre

esta problemática. A pesar de este avance en el

2004, aún podemos señalar que hay confusión

en el entendimiento de los conceptos de repa-

ración colectiva, reparación individual y ac-

ciones de desarrollo.

A continuación mencionaremos algunos

avances que en el tema de reparaciones se han

ido implementando por el Gobierno Central

y algunos gobiernos regionales y locales.

2.2.2.1 Reparaciones en salud

El 2 de noviembre del 2004 se conformó la

comisión encargada de elaborar el programa

de “Reparaciones en Salud”, Resolución Mi-

nisterial N° 1045-2004/MINSA, la que toma

como base el Decreto Supremo N° 062-2004

PCM, del Marco Programático de la Acción

del Estado en Materia de Paz, Reparación y

Reconciliación Nacional.

A nivel regional, el gobierno de Huancave-

lica anunció mediante su propuesta de “Plan

Integral de Reparaciones para la Región de

Huancavelica” su compromiso con las repara-

ciones en salud, promoviendo la inclusión en

el Sistema Integral de Salud (SIS) y la rehabi-

litación de los discapacitados producto de la

violencia política. También se propone inci-

dir en la ampliación del gasto social en aten-

ción integral e infraestructura para salud men-

tal, implementar con los alcaldes el registro

de discapacitados para poder organizar servi-

cios especializados en su rehabilitación, e im-

pulsar con el MINSA campañas de sensibili-

zación sobre el tema de salud mental y violencia

política, así como hacer gestiones para que di-

cho ministerio pague las deudas que tiene con

el SIS.

En similar acción el Gobierno Regional de

Huánuco a través de la Ordenanza N° 012-2004-

CR-GRH buscó atender las demandas de re-

paraciones de los afectados por el conflicto

armado interno considerando la atención en

salud como prioritaria.

2.2.2.2 Reparaciones en educación

Esta reparación tiene como finalidad dar acce-

so a la educación a personas que han perdido la

posibilidad de estudiar como consecuencia del

conflicto armado interno. Actualmente se en-

cuentran vigentes normas26 que otorgan bene-

ficios educativos a los hijos de funcionarios

públicos, y miembros de las fuerzas armadas,

policiales, e integrantes de los comités de au-

todefensa. Estas normas deben ser revisadas y

hacerse extensivas a todas las víctimas, enten-

diendo que todas tienen igual derecho a una

reparación.

El Gobierno Regional de Huancavelica ha

expresado su compromiso en esta materia a tra-

25 La CVR señala que una medida de reparación debe poner en el centro de la atención a las miles de personas

que vieron vulnerados sus derechos, los que les deben ser restituidos y compensados en relación con los

daños sufridos.

26 Ley N° 27277 dispone vacantes de ingreso a la universidad para las víctimas de terrorismo (sólo para los

beneficiarios del D. S. 051-88), el Decreto de Urgencia N° 044-99 crea el Programa Nacional de Atención

a los Huérfanos por la Violencia Terrorista, la Ley N° 23585 otorga becas a estudiantes de planteles y

universidades que pierdan a sus padres o tutores.IN
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vés del “Plan Integral de Reparaciones para la

Región de Huancavelica”. Entre los compro-

misos se encuentran: concertar con institucio-

nes educativas para programas de becas y exo-

neraciones, por lo que se debe formular un

registro de jóvenes que se encuentran en esa

condición. También se da impulso a la recons-

trucción educativa y a la adecuación curricular

en temas de no-violencia y el proceso de la

CVR.

2.2.2.3 Programa de restitución de dere-

chos

En cuanto al restablecimiento del ejercicio pleno

y efectivo de los derechos ciudadanos, civiles

y políticos de la población afectada, mencio-

namos los siguientes avances:

� Se eliminó la Libreta Militar de los requi-

sitos para la obtención del DNI, Ley N°

28316.27

� De igual manera la RENIEC y la Defensoría

del Pueblo, lanzaron la campaña de trami-

tación y expedición del DNI en forma gra-

tuita para la población indígena y poblacio-

nes de las zonas rurales y amazónicas en

situación de pobreza.28

� El Consejo Ejecutivo del Poder Judicial

aprobó la depuración de requisitorias in-

completas e irregulares que existen actual-

mente.

Los esfuerzos desarrollados por atender la

indocumentación de miles de ciudadanos, aun

son limitados, y seguirán así si es que no se

implementan programas masivos de documen-

tación y regularización. Igualmente, se hace

ineludible velar por la implementación de las

normas que anulan de oficio los antecedentes

judiciales, policiales y penales de las personas

inocentes que han sufrido prisión.

Tras haber modificado el proyecto de ley

debido a las observaciones del Ejecutivo, el 10

de diciembre del 2004, el Congreso de la Re-

pública aprobó la Ley 28413, con la que regula

la ausencia por desaparición forzada y crea el

Registro Especial por Desaparición Forzada

(1980-2000), a cargo de la Defensoría del Pue-

blo, que tendrá como base la lista preliminar

de la CVR.

La Defensoría del Pueblo es la encargada

de expedir (previa verificación) la constancia

de ausencia por desaparición forzada. Además

dicha ley determina el procedimiento para que

los familiares de los desaparecidos puedan

obtener la declaración judicial por desapari-

ción forzada de forma gratuita, lo que consti-

tuye un logro importante. Está pendiente que

la Defensoría del Pueblo reglamente el regis-

tro de desaparecidos creado con esta ley, y que

a la brevedad se realicen campañas de difusión

informando a los afectados y familiares sobre

los alcances de esta norma.

2.2.2.4 Reparaciones económicas

Han habido avances puntuales que benefician

a determinado grupo de víctimas. El 20 de fe-

brero del 2004, el Ministro de Defensa Rober-

to Chiabra entregó indemnizaciones individua-

les a 4 sobrevivientes integrantes de los comités

de autodefensa en Ayacucho, que padecen al-

gún tipo de discapacidad y también a los fami-

liares de otros 7 que perdieron la vida en el

cumplimiento de su servicio.

Si bien las indemnizaciones otorgadas por

el Ministro de Defensa se dieron dentro del

marco de leyes especiales que atienden a las

“víctimas del terrorismo”, resulta importante

que estos beneficios se amplíen a las víctimas

de violaciones a los derechos humanos come-

tidas por agentes estatales. De no ser así se ge-

neran nuevamente sentimientos de discrimi-

nación e inequidad.

En el informe final de la Subcomisión del

Congreso se recogió como propuesta la am-

pliación de los beneficios de la ley de indem-

27 Promulgada el 5 de agosto del 2004.

28 Resolución Jefatural N° 229-2004-JEF/RENIEC. B
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nizaciones al conjunto de víctimas de los co-

mités de autodefensa a partir de 1980, amplia-

ción que no ha sido dictaminada.

Así mismo, el 27 de febrero del 2004 el

Ministerio de Vivienda modificó el Reglamento

Operativo del Bono Familiar Habitacional29,

otorgando 10 puntos adicionales a los postulantes

“víctimas del terrorismo”. Sin embargo, el 4

de marzo del 2004, a través de la Resolución

Ministerial N° 073-2004, del mismo ministe-

rio, se extendió este beneficio a “las víctimas

del conflicto armado interno, a las que se re-

fieren las recomendaciones del informe de la

Comisión de la Verdad y Reconciliación Na-

cional”.

2.2.2.5 Programa de reparaciones colec-

tivas

El Plan de Paz y Desarrollo II contempla como

uno de sus objetivos la necesidad de atender

las reparaciones colectivas en las zonas afecta-

das. Además, incorpora un subprograma espe-

cial en este tema. Aunque esto se puede consi-

derar un avance, aun vemos que persiste una

confusión entre las definiciones de reparación

colectiva y reparación individual, esto se pue-

de apreciar al ver las medidas y acciones con-

sideradas en este subprograma. También ob-

servamos que si bien el tema de reparaciones

es un objetivo del PPD II, éste no se toma como

referente básico de la propuesta general y está

sólo visibilizado en un subprograma.

El Ministerio de la Mujer y Desarrollo

Social, MIMDES, ha entrado a un proceso de

reestructuración sectorial convirtiendo el Pro-

grama de Apoyo al Repoblamiento - PAR, an-

tes una oficina pública descentralizada, en una

unidad ejecutora. Esto significaría la reducción

de los recursos y acciones de una instancia gu-

bernamental que está desarrollando propues-

tas de reparación colectiva, constituyéndose en

un retroceso de las posibilidades del Estado

de atender a las comunidades afectadas.

2.2.2.6 Reparaciones simbólicas

Existen algunas iniciativas por parte de gobier-

nos regionales y locales en implementar repa-

raciones simbólicas, como la Municipalidad

de San Juan de Lurigancho - Lima, Municipa-

lidad de Villa El Salvador - Lima, Municipali-

dad de Chumbivilca - Cusco, Municipalidad

de la Provincia de Castrovirreyna - Huancave-

lica, Municipalidad de Santa Rosa - Ayacucho,

Municipalidad del Distrito de Habana - San

Martín, Municipalidad de Choras - Huánuco,

Municipalidad de San Clemente - Ica, Muni-

cipalidad Provincial de Huánuco, Municipa-

lidad Provincial de Huamanga - Ayacucho; y

también por el Gobierno Regional de Huan-

cavelica. Sin embargo, por parte del gobierno

central aún no hay muestras de asumir el tema.

2.3 MECANISMOS DE SEGUIMIEN-
TO DE LAS RECOMENDACIONES

El 6 de febrero del 2004 se publicó el De-

creto Supremo N° 011-2004-JUS, por el que

se creaba la Comisión Multisectorial de Alto

Nivel30 (CMAN), subordinada a la Presiden-

cia del Consejo de Ministros y encargada de

las acciones y políticas del Estado en los ámbi-

tos de la paz, reparación colectiva y la reconci-

liación nacional. Resumiendo, la CMAN es el

mecanismo instalado por el gobierno para dar

seguimiento a las recomendaciones de la CVR

en determinados ámbitos. Al finalizar el año,

la mencionada comisión se mostraba atenazada

por la falta de recursos (humanos, financieros

y logísticos) suficientes para desarrollar las ta-

29 Resolución Ministerial N° 058-2004-Vivienda.

30 La comisión está presidida por la Presidencia del Consejo de Ministros y conformada por representantes de

distintos ministerios, de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH), de la Asociación

Nacional de Centros, de los colegios profesionales, de la Asamblea Nacional de Rectores y del Consejero

Presidencial en Derechos Humanos.IN
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reas encomendadas) y de la voluntad política

central.

Producto del trabajo de la CMAN hay dos

normas que consideramos como avances de este

espacio multisectorial:

� El Marco Programático de la Acción del

Estado en Materia de Paz, Reparación y Re-

conciliación Nacional. Decreto Supremo

N° 062-2004-PCM del 27 de agosto del 2004.

� El Padrón de Organizaciones de Afectados

por la Violencia Política. Resolución Mi-

nisterial N° 325-2004-PCM del 23 de octu-

bre del 2004.

A pesar de contar con estas normas hasta la

fecha no se ven mecanismos efectivos de diá-

logo con las organizaciones de afectados, y tam-

poco se han dado a conocer campañas de difu-

sión que lleguen al gran número de afectados

que existen en el país y que no cuentan con

información sobre los avances de esta instan-

cia.

Un tema central que estuvo ausente en el

debate y acción de la CMAN es el Registro

Nacional de Víctimas, que además de ser una

promesa del Jefe de Estado, fue en un primer

momento un tema de agenda, sin embargo al

interior de esta instancia no ha tenido conti-

nuidad una discusión seria que defina los ob-

jetivos, características y procedimientos para

la elaboración de este registro, indispensable

para sentar las bases para la implementación

del PIR y cualquier otra acción de reparación

que el Estado quiera realizar. Se debe registrar

el nombre y apellido de las víctimas, para sa-

ber quienes serán los beneficiarios atendidos.

La Comisión de Justicia y Derechos Hu-

manos del Congreso contó, entre los años 2003

y 2004, con una subcomisión de seguimiento a

las recomendaciones de la CVR. Este grupo de

trabajo propició un diálogo con diversos sec-

tores del Estado y de la sociedad civil, elabo-

rando una serie de proyectos de ley relaciona-

dos al tema de reparaciones, de los cuales

prosperaron la Ley N° 28316 que elimina la

Libreta Militar de los requisitos para obtener

el DNI y la Ley N° 28413 de Ausencia por De-

saparición. Esta última, luego de ser observada

por el Poder Ejecutivo, fue promulgada el 11

de diciembre del 2004. También es importante

señalar la promulgación de la Ley sobre Des-

plazamientos Internos, la misma que ya fue re-

glamentada. Dicha norma, aunque sea de

carácter preventivo, es un avance en el reco-

nocimiento y atención humanitaria a la pro-

blemática de los desplazados.

En términos de reparaciones simbólicas, el

Congreso es el único poder del Estado que no

ha hecho un reconocimiento a las víctimas y

sus familiares, o un balance de su actuación

durante el período de la violencia política, a

diferencia del Poder Ejecutivo y del Poder Ju-

dicial.

Iniciada una nueva legislatura en julio del

2004, fue imposible que el Congreso llegara a

un acuerdo para la creación de la Comisión de

Seguimiento a las Recomendaciones de la CVR

(dando continuidad al trabajo de la subcomi-

sión que funcionó hasta entonces). Algunos

voceros de los grupos políticos se pronuncia-

ron en el sentido contrario: pidieron la crea-

ción de una comisión de fiscalización de la la-

bor realizada por la CVR. En este punto se

interrumpió el debate, perdiendo la posibili-

dad de que el legislativo cumpliera con el de-

ber de dar seguimiento a estas recomendacio-

nes.
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3.
El Estado y las Violaciones
de los Derechos Humanos
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3.1 SITUACIÓN DE LOS DERECHOS
CIVILES Y POLÍTICOS

3.1.1 DERECHO A LA VIDA

3.1.1.1 Violaciones por uso excesivo de la

fuerza

Persisten las violaciones de los derechos hu-

manos por el uso excesivo de la fuerza por par-

te de agentes estatales.

Durante el 2004 el Estado continuó demos-

trando incapacidad para resolver las protestas

sociales de manera eficiente, es decir, en un

marco de respeto de los derechos humanos,

registrándose 5 lamentables muertes de ciuda-

danos: Enrique Mega Castillo, Reemberto

Herrera Racho, Nicolás Gonzáles, José Cerco

Palomino y Florencio Quispe Coaquira, pro-

ducto del uso excesivo de la fuerza de la Poli-

cía Nacional del Perú.

Queda clara la imperiosa necesidad de que

los funcionarios policiales reciban una minu-

ciosa formación sobre temas de derechos hu-

manos, en especial respecto al uso proporcio-

nal de la fuerza y de las armas de fuego en el

desempeño de sus funciones. De acuerdo a los

estándares internacionales, los estados están

obligados a velar por que se investiguen rigu-

rosamente todos los casos de uso excesivo de

la fuerza por agentes estatales y se juzgue a las

personas responsables.

3.1.1.1.1 Muerte de Enrique Mega Casti-

llo

El 2 de febrero del 2004 el señor Enrique Mega,

agricultor de Pucalá (Lambayeque), murió pro-

ducto del impacto de bala realizado por un efec-

tivo policial, esto durante la represión poli-

cial del enfrentamiento violento que se produjo

entre ex trabajadores y empresarios de la coo-

perativa azucarera Pucalá, disputando su pose-

sión. El 4 de marzo se realizó la denuncia fis-

cal, abriéndose instrucción en el 8avo. Juzgado

Penal de Chiclayo con el Exp. N° 1098-2004,

estando como procesados 14 civiles y un

SO3-PNP, y teniendo como agraviados al Es-

tado, a la Empresa Agroindustrial Pucala, la PNP,

Mena Castillo Agustín Enrique y Manuel Je-

sús Urbina Castillo, por los delitos de homi-

cidio (culposo), lesiones (culposas), tenencia

ilegal de armas, violencia, resistencia a la auto-

ridad y daños. El 22 de abril el pleno del Con-

greso aprobó la interpelación al entonces Mi-

nistro del Interior, Fernando Rospigliosi

Capurro quien acudió el 30 de abril para res-

ponder al pliego interrogatorio sobre la muer-

te de Enrique Mega. Los argumentos del mi-

nistro fueron considerados inconsistentes. La

interpelación del ministro tuvo como aspecto

central los hechos posteriores ocurridos en

Ilave, circunstancia determinante para que el

Congreso la aprobara.

3.1.1.1.2 Muerte de Reemberto Herrera

Racho

El 22 de abril en las alturas del distrito de

Huancabamba, cerca al campamento de la em-

presa minera Majaz, Piura, fue muerto el se-

ñor Reemberto Herrera Racho por impacto en

la sien de una bomba lacrimógena lanzada por

efectivos policiales que querían disolver la

movilización de los ronderos hacia la referida

empresa. El cuerpo policial que inició los dis-

paros de bombas lacrimógenas contra los co-

muneros estuvo comandado por un Coronel

apellidado Manrique. El señor Reemberto

Herrera fue trasladado por efectivos policiales

al Hospital La Merced de la ciudad de Chiclayo,

llegando cadáver.

3.1.1.1.3 Muerte de Nicolás Gonzáles, José

Cerco Palomino y Florencio

Quispe Coaquira

El 18 de octubre campesinos cocaleros del dis-

trito de San Gabán iniciaron sus protestas so-

licitando la suspensión de la erradicación for-

zosa de los cultivos de coca y de otros cultivos

agrícolas destinados al consumo, que también

estaban siendo afectados.
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El 19 de octubre a las 08:00 horas, repre-

sentantes de los campesinos movilizados lle-

garon a las puertas de la Villa de la Hidroeléc-

trica de San Gabán a fin de poder hacer uso del

teléfono, comprometido por el gerente el día

anterior, para comunicarse con las autoridades

centrales para tratar sus problemas. Ante la

negativa del acceso los campesinos protesta-

ron, produciéndose el enfrentamiento con los

efectivos policiales apostados en la Villa, quienes

lanzaron bombas lacrimógenas a las personas

movilizadas.

El saldo lamentable del conflicto fue la

muerte de los tres ciudadanos: Nicolás Gon-

záles, José Cerco Palomino y Florencio Quispe

Coaquira, por impacto de bala a manos de efec-

tivos de la PNP que repelían la protesta, ade-

más de 13 heridos:31 cuatro efectivos policia-

les y nueve comuneros heridos de bala en las

extremidades inferiores. El Juzgado Mixto de

Carabaya ha abierto instrucción contra los po-

licías por delitos de homicidio simple, lesio-

nes graves con subsiguiente muerte; la defensa

de las víctimas la está realizando la Vicaría de

la Solidaridad de Ayaviri en Puno.

3.1.2 DERECHO A LA LIBERTAD Y A LA
INTEGRIDAD PERSONAL

3.1.2.1 Violaciones por uso excesivo de la

fuerza

Como se ha señalado, en el año 2004 se han

dado numerosos conflictos sociales, como por

ejemplo los hechos sucedidos en Alto Amazo-

nas (Loreto).

3.1.2.1.1 Alto Amazonas

El 25 de octubre se inició un paro regional

convocado por el Frente de Defensa y Desa-

rrollo del Alto Amazonas (FREDESAA).

El distrito de Yurimaguas, fue escenario de

movilizaciones callejeras, bloqueos de carre-

teras y huelgas de hambre. La población de-

mandaba principalmente, el asfaltado de la ca-

rretera Yurimaguas - Tarapoto, por medio de la

cual comercializan productos agrícolas y a la

vez ingresan productos de primera necesidad.

La agricultura es la principal actividad econó-

mica de la zona, de allí la vital importancia de

la carretera, ya que de ella depende la subsis-

tencia de la provincia. Otras demandas que tam-

bién estuvieron presentes fueron la construc-

ción de un hospital modelo, la auditoria de los

fondos utilizados por la municipalidad y el

gobierno regional, saneamiento físico legal de

los asentamientos humanos, revisión de los

contratos de las compañías petroleras, exigir

maneras más limpias de explotación para res-

guardar el ecosistema y la tributación por par-

te de las compañías a la provincia y a los distri-

tos donde se ubican los yacimientos petrolí-

feros.32

El día 26 de octubre, al querer ocupar los

pobladores el mercado central y bloquear la

vía a Tarapoto, se produjo un enfrentamiento

con efectivos de la Policía Nacional del Perú,

dejando como saldo 16 personas heridas: 11 ci-

viles y 5 policías. Y otras tantas personas dete-

nidas.33

El 3 de noviembre, el gobierno conformó

una Comisión de Alto Nivel34. El 5 de noviem-

31 Datos proporcionados por la Oficina del SER en Puno.

32 Revista “Construyendo Democracia”, Año 1, N° 2, diciembre 2004, Laura Trelles. “Yurimaguas: un rincón

olvidado de la selva”.

33 Reporte N° 8 sobre “Conflictos Sociales de la Defensoría del Pueblo”, al 22 de noviembre del 2004,

página 24.

34 La Comisión de Alto Nivel estuvo integrada por el Viceministro de Transportes, el Presidente Regional de

Loreto, El Presidente del Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana, los Directores Regionales de

Salud y Educación, funcionarios del PETT, INRENA y Pro Inversión. E
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bre, cuando se esperaba su llegada, algunos

pobladores intentaron ocupar el local del

SUTEP, siendo desalojados por los efectivos

de la PNP, resultando heridas varias personas

y otras tantas detenidas.

El 6 de noviembre el gobierno declaró el

estado de emergencia por 30 días en la provin-

cia de Alto Amazonas, a través del Decreto

Supremo N° 076-2004-PCM, medida con la que

afrontó las protestas generadas por el paro pro-

vincial. Según la Defensoría del Pueblo35 al 9

de noviembre, 24 personas permanecían de-

tenidas.

3.1.2.2 Detenciones ilegales

Siguen produciéndose las detenciones arbitra-

rias, realizadas principalmente por la Policía

Nacional.

Persiste la errada práctica de la Policía Na-

cional de detener a una persona hasta por 24

horas, sin que exista cargo alguno en su contra,

sustentándose en la facultad que otorga la nor-

ma constitucional36. A esto se sumó la aproba-

ción del artículo 205 del Código Procesal Pe-

nal37  que autoriza a los efectivos policiales a

retener por un plazo máximo de 4 horas a toda

persona considerada sospechosa de haber co-

metido un delito, hasta establecer su real iden-

tidad, sin existir mandato judicial ni flagrancia

de delito. Este hecho no sólo pone en peligro

los derechos de los indocumentados, sino de

cualquier joven de 16 ó 17 años que tampoco

tiene DNI, un documento que es obligatorio

solamente para los mayores de 18 años38.

Así mismo el artículo 209 del aprobado có-

digo faculta a la policía, por sí, dando cuenta al

Fiscal o por orden de aquél, retener hasta por

4 horas a las personas cuando resulte necesaria

la práctica de una pesquisa, pudiendo dispo-

ner que durante la diligencia no se ausenten o

que comparezca cualquier otra. La policía puede

extender en el tiempo la presencia de los in-

tervenidos si recaba la orden judicial corres-

pondiente.

Ambos artículos constituyen formas de res-

tricción de la libertad personal que contravie-

nen la Constitución Política, que establece

taxativamente dos únicos motivos para restringir

la libertad de las personas: mandato judicial o

flagrancia de delito.

Otro aspecto que contribuye a que se pro-

duzcan detenciones arbitrarias es la emisión

de mandatos de detención sin cumplir con los

requisitos establecidos por la legislación. Así,

la Ley de Homonimia, Ley N° 27411 y su pos-

terior modificatoria, la Ley N° 28121, exige la

efectiva individualización de una persona por

medio de los nombres completos, la edad, el

sexo y las características físicas, sin embargo

se han estado emitiendo numerosos mandatos

de detención y órdenes de captura sin cumplir

los requisitos mencionados.

35 Reporte N° 8 sobre “Conflictos Sociales de la Defensoría del Pueblo”, al 22 de noviembre del 2004.

36 El artículo 2°, inciso 24, numeral f) de la Constitución Política señala los dos supuestos por los que una

persona puede ser detenida: por mandamiento escrito y motivado del juez y la realizada por las autoridades

policiales cuando se trata de flagrante delito. Una persona no debe ser detenida sino está incursa dentro de

uno de los dos supuestos señalados.

37 La promulgación de la edición oficial del nuevo Código Procesal Penal se realizó en junio del 2004, y

entrará en vigencia en febrero del 2006.

38 Esta facultad otorgada a las fuerzas policiales es realmente grave en un país en donde existen millones de

personas que no sólo no portan su documento de identidad, sino que no lo tienen por razones de índole

económica, cultural, geográfica, genero, lingüístico, etc. Luego de la oposición de organismos de derechos

humanos y de la Defensoría del Pueblo, se ha suspendido la vigencia del referido artículo del Código

Procesal Penal por su inconstitucionalidad.IN
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3.1.2.2.1 Torturas, tratos crueles e inhu-

manos

A pesar de que la tortura es considerada un delito

por nuestra legislación y por los tratados in-

ternacionales de derechos humanos aún es una

práctica que persiste en nuestro país. Esta vul-

neración no se limita o asocia solamente a las

personas investigadas por delitos de terroris-

mo, ni se inicia durante el período del con-

flicto armado interno.

La tortura se sigue aplicando a personas

detenidas, a jóvenes reclutas que prestan el ser-

vicio militar voluntario y a internos de esta-

blecimientos penitenciarios. En los casos de

tortura el agente infractor asume que tiene la

potestad de infligir dolores o sufrimientos a

las víctimas por el poder que ejerce sobre las

mismas.

a. Ámbitos de la práctica de la tortura

En las sedes policiales se tortura frecuente-

mente a los detenidos. Se aplica a los presun-

tos implicados en hechos delictivos para obte-

ner información u obligarlos a aceptar su

responsabilidad. También se presentan casos

de tortura, como una forma de castigo por su-

puestos hechos que hubieran cometido o se

sospeche que los hayan cometido.

En los cuarteles militares, las víctimas de

torturas son los jóvenes reclutas que se pre-

sentan a realizar el servicio militar voluntario,

los que son sometidos a severos castigos físi-

cos bajo el pretexto de no cumplir debidamente

la instrucción que les es impartida, o por un

supuesto comportamiento considerado inco-

rrecto o que viola las reglas disciplinarias den-

tro de la instalación militar. En algunos casos,

las torturas a estos jóvenes les han ocasionado

la muerte.

En los establecimientos penitenciarios, las

torturas son inflingidas por los agentes peni-

tenciarios a los internos como una forma de

castigo por supuestos actos de indisciplina.

Durante el año 2004 se ha registrado la ocu-

rrencia de 32 casos39, 7 de los cuales tuvieron

como resultado la muerte del agraviado. De

estos 32 casos: 10 se encuentran en investiga-

ción preliminar, 16 en etapa de instrucción, 1

en juicio oral, 3 para sentenciar y 2 en la Corte

Suprema. En relación a la calidad del agente

tenemos que 19 eran efectivos policiales, 8 eran

agentes del INPE y 5 miembros de las Fuerzas

Armadas.

Cabe resaltar que en octubre del 2004 se

realizó una audiencia temática sobre la prácti-

ca de la tortura en el Perú ante la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos

(CIDH), con el fin de que esta invoque al Es-

tado Peruano la adopción de medidas para el

cumplimiento de sus deberes de prevención,

investigación, sanción y reparación de las víc-

timas de la tortura.

La CIDH acordó solicitar al Estado infor-

mación sobre las medidas adoptadas respecto

a la implementación de la Convención Intera-

mericana sobre Prevención y Sanción de la

Tortura.

CCCCCA S OA S OA S OA S OA S O :  L:  L:  L:  L:  LU I SU I SU I SU I SU I S  F F F F F L A V I OL A V I OL A V I OL A V I OL A V I O  L L L L LU N AU N AU N AU N AU N A  C C C C CU E N C AU E N C AU E N C AU E N C AU E N C A 4 04 04 04 04 0

El día 24 de junio del 2004, Luis Flavio Luna Cuenca fue detenido en forma arbitraria por el Capitán PNP Manuel Antonio Canales

Moscoso - Jefe del DEPANDRO (Departamento de Antidrogas) del Cono Este, quien ayudado por el Sub Oficial Oscar Espinoza

Antón y el Sub Oficial Franki Núñez, condujeron a Flavio Luna de forma violenta, a las instalaciones de la Comisaría de

Chaclacayo, donde fue esposado con los brazos hacia atrás. Fue objeto de amenazas verbales y se le quitó la medicina que

(continúa sig. pág.)

39 Datos registrados por la Comisión de Derechos Humanos (COMISEDH).

40 Caso patrocinado por COMISEDH, organismo miembro de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos.
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3.1.2.3 Servicio militar voluntario

La gestión ministerial afirmó la conveniencia

de la continuidad del modelo de servicio mi-

litar voluntario, para esto se planearon los si-

guientes cambios, elevar de S/ 2,20 a S/ 6,20 la

partida por racionamiento diario de alimenta-

ción por cada soldado. Asimismo, se aumentó

la propina de los soldados de S/. 49,00 nuevos

soles a S/. 110,00 nuevos soles a quienes pres-

tan servicio militar en zonas donde se ejecuta

el plan de paz y desarrollo (Huallaga, Ene y

Apurímac)41. Se informó que se está prestando

capacitación técnica laboral en los cuarteles y

apoyo educativo para concluir con estudios

secundarios. Sin embargo se siguen cometiendo

abusos durante el servicio.

Ahora a diferencia del pasado, por su mis-

ma naturaleza de voluntariado, los institutos

castrenses sostienen que están sufriendo una

crisis de reclutas, en el sentido que no logran

llenar los cupos distribuidos a nivel nacional.

A pesar de esta falta de reclutas y del ofreci-

miento de mejorar de condiciones para servir

a las Fuerzas Armadas los abusos siguen toda-

vía presentes. El modus operandi, por lo gene-

ral es a través de agresiones físicas directas y

ejercicio físico excesivo. También se han de-

nunciado prácticas de tortura en diversos cuar-

teles y fuertes. Estos están relacionados con la

mala interpretación que se hace sobre el con-

cepto de autoridad o superioridad que asumen

los responsables.

41 Hubo un incremento en 109% de la asignación económica mensual del personal que presta servicio militar

voluntario en las zonas donde se implementa el Plan de Paz y Desarrollo. Fuente: Ministerio de Defensa.

portaba, le rasgaron la frente y los nudillos de las falanges de las manos con un vidrio y posteriormente le introdujeron el rostro

en un inodoro. Luego de ello, los efectivos policiales Espinoza y Núñez le quemaron la espalda con un cigarrillo, además de golpear

su cabeza contra la pared de la oficina. Como resultado de las torturas el agraviado entró en una crisis asmática. Luego fue

conducido a la Oficina del DEPANDRO donde lo colocaron en el piso y le sacaron las marrocas. El agraviado denunció los hechos

de tortura ante el fiscal encargado de realizar las visitas en la comisaría, doctor Víctor Amilcar Torres Tristán, de la Primera

Fiscalía Provincial Penal del Cono Este - Chosica, pero lamentablemente no recibió de parte de él ningún apoyo. Por lo que se

interpuso recurso de queja en su contra, proceso que se encuentra en investigación en la Oficina Descentralizada de Control

Interno de Lima.

Dado lo anterior, la víctima denunció los hechos ante la Fiscalía Provincial de Turno de Lima, para luego pasar por un examen

de reconocimiento médico legal. Fue atendido en el Hospital Dos de Mayo, donde se le prescribió 45 días de descanso, por

esguince de segundo grado en tobillo derecho y 30 días de descanso por gonolgía traumática en la rodilla derecha.

Posteriormente el Sr. Luna Cuenca presentó denuncia ante la Segunda Fiscalía Provincial Penal de Chosica, la misma que

ordenó la respectiva investigación policial (Denuncia N° 29-2004).

COMISEDH presentó un escrito de ampliación de denuncia por el delito de tortura sobre este caso, hasta la fecha la Fiscalía

no ha emitido ningún pronunciamiento al respecto, estando la causa en etapa de investigación preliminar.

CCCCCA S OA S OA S OA S OA S O :  E:  E:  E:  E:  ED G A RD G A RD G A RD G A RD G A R  L L L L L E D E S M AE D E S M AE D E S M AE D E S M AE D E S M A  L L L L LÓ P E ZÓ P E ZÓ P E ZÓ P E ZÓ P E Z

Edgar Ledesma López prestaba servicio militar en la Base Militar de Puquio (Ayacucho). En una oportunidad, habiendo salido de

la base, agredió físicamente al Sub Oficial de Primera Donato Ramos Cáceres, por lo que temiendo represalias, no quiso regresar.

El día 2 de octubre del 2004, el Sub Oficial agredido, en compañía del Sub Oficial de Segunda Gustavo Julián Olivera Durand

fueron a buscar a Edgar Ledesma López, encontrándolo en el bar ubicado en el Jr. San Pedro de Palco N° 315 (Puquio), lugar de

(continúa sig. pág.)
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3.1.2.4 Situación carcelaria

La situación carcelaria en nuestro país sigue

siendo preocupante. En los 82 establecimien-

tos penitenciarios existentes se encuentran re-

cluidos 32 469 internos e internas, a pesar de

que su capacidad total es de 20 497, siendo la

sobrepoblación de 11 972 personas, lo que se

ha agudizado en este último año. De 29 000

internos e internas que poblaban las cárceles

de nuestro país en el año 2003, hoy son más de

32 000, situación crítica que cada día se viene

agudizando más. Del total de la población pe-

nal el 92,81% son varones y el 7,19% son muje-

res43, de éstas el 48,2% está entre los 18 y 29

años.

De otro lado, el sistema judicial no está res-

pondiendo eficazmente a la problemática le-

gal de los internos e internas. Situación que se

refleja en las estadísticas, a noviembre del 2004

la población penal sentenciada sólo alcanza el

28,91%, mientras que la gran mayoría, el 71,09%,

se encuentra en calidad de procesado, lo que

revela la responsabilidad de las autoridades ju-

diciales en la sobrepoblación.

Respecto a la responsabilidad del Estado de

resocializar al interno, se carece de recursos

materiales y de personal profesional suficiente

para poder efectuar un buen trabajo. El INPE

cuenta con aproximadamente 4 852 trabajado-

res, de los cuales 2 600 prestan servicios de

seguridad, y el personal restante está a cargo de

realizar labores administrativas y de tratamiento.

De acuerdo con los estándares internaciona-

les44, con este número de profesionales es di-

fícil realizar labores eficientes de tratamiento,

especialmente en los penales de mayor pobla-

donde fue sacado contra su voluntad y regresado a la base. Ya en la sede militar, fue conducido a la sala de descanso, donde

también estaba su hermano Alfredo Ledesma López, recluta de la misma base, quien comienza a reclamar a Edgar Ledesma por

su comportamiento. En esas circunstancias, Alfredo Ledesma solicita ser conducido a su dormitorio a descansar, dejando sólo a

su hermano Edgar.

Aproximadamente las once de la mañana del día 3 de octubre del 2004, el cabo E.P. Ronald Condori Quispe vio a Edgar

Ledesma en el suelo de la sala de descanso, avisando inmediatamente a su hermano, quien trató de revivirlo incluso mediante

respiración artificial. Edgar Ledesma López ingreso al hospital a la tres y cincuenta y cinco de la tarde, donde se limitaron a

confirmar su deceso.

El Fiscal Provincial Mixto de Puquio ordenó diversas dil igencias en la investigación policial que aperturó. El protocolo de

necropsia señaló que la muerte de Edgar Ledesma López fue ocasionada por asfixia mecánica por ahorcamiento y desgarramiento

muscular en el cuello. Asimismo, el agraviado presentaba cianosis distal en ambas manos, sin ningún hematoma en el cuerpo.

El Fiscal Provincial Mixto César Venegas Gamarra, formalizó denuncia penal contra el Sub Oficial de Segunda Gustavo Julián

Olivera Durand, el Sub Oficial de Primera Donato Ramos Cáceres, el Sargento reenganchado E.P. Feliciano Palomino Apari y el

Sargento de Primera reenganchado Gilberto Huari Alarcón, por el delito contra la humanidad en la modalidad de tortura; contra el

Sargento de Segunda EP Wilber Quispe Pumachauca por el delito contra la administración pública - abuso de autoridad e

incumplimiento de deberes; y contra el Capitán de Infantería E.P. Juan Yoplac Bazalar por delito contra el Estado y la defensa

nacional - provocación pública a la desobediencia militar. El Juzgado Mixto de Puquio abrió proceso penal conforme al expediente

175-2004 que se encuentra actualmente en investigación judicial42.

42 Información brindada por la Comisión de Derechos Humanos, COMISEDH.

43 Los datos consignados en el presente informe han sido tomados del “Informe Estadístico Mensual - No-

viembre 2004” que edita el Instituto Nacional Penitenciario (INPE) - Ministerio de Justicia.

44 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, aprobadas por el Primer Congreso de las Naciones

Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, Ginebra 1955, Art. 46.1 y Art. 47.1. E
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ción. A ello se suman los bajos sueldos y remu-

neraciones que oscilan entre S/. 700 y S/. 1 000

nuevos soles mensuales (US$ 210,00 y US$

330,00), así como la falta de incentivos por par-

te de la propia institución.

Ante esta situación la respuesta del Estado

no ha sido favorable, si bien durante el año 2004,

se adicionó una partida presupuestaria para

mejorar la seguridad en los penales, existen áreas

muy deficitarias que requieren con urgencia

ser atendidas, entre éstas infraestructura y sa-

lud.

Si bien existe un Plan Nacional de Trata-

miento Penitenciario promulgado en el 2003,

durante el 2004 son pocas las acciones realiza-

das bajo los lineamientos de este documento.

Entre estos avances se encuentran la crea-

ción de la Comisión de Transparencia y Anti-

corrupción dentro del INPE, instancia encar-

gada de vigilar y sancionar las posibles acciones

de corrupción del personal en los estableci-

mientos penitenciarios, la culminación del

Penal de Piedras Gordas, el cual se abrió el 15

de diciembre, la suscripción de diversos con-

venios con instituciones como el Ministerio

de la Mujer y de Desarrollo Social, Ministerio

de Salud, Colegio de Abogados, Universidad

Nacional Mayor de San Marcos y organizacio-

nes de derechos humanos.

A pesar de la vigencia del reglamento del

Código de Ejecución Penal45, aún se mantiene

el paralelismo entre el Instituto Nacional Pe-

nitenciario y la Policía Nacional del Perú en la

administración de las cárceles, asimismo no se

ha logrado crear la figura del juez de vigilancia

penitenciaria, tampoco se han mejorado las

condiciones de vida en las cárceles, y el Estado

no ha cumplido con el cierre definitivo del

Penal de Challapalca, a pesar de las recomen-

daciones emitidas por la Comisión Interame-

ricana de Derechos Humanos46 y el informe

emitido por la Defensoría del Pueblo, funcio-

nando hasta diciembre del 2004 con sólo seis

internos, uno procesado y cinco sentenciados.

Es importante reiterar las causas por las cuales

se solicita la clausura de este penal: difícil ac-

ceso por la ubicación y la lejanía, difíciles con-

diciones de vida, vulneración del derecho a la

vida, a la integridad personal, a la salud, al man-

tenimiento del vínculo familiar, etc.

3.1.2.4.1 Establecimiento Penal de Régi-

men Cerrado Ordinario de Lu-

rigancho

Actualmente el Penal de Lurigancho sufre una

grave situación por el hacinamiento. En no-

viembre del 2004, el penal tenía una población

de 8 439 personas, sin embargo su capacidad de

albergue es de 2 012 personas. Es decir existe

una sobrepoblación de 6 427 personas, cifra que

año a año va en aumento.

La salud penitenciaria tuvo que ser decla-

rada en emergencia, pues por el problema de

hacinamiento existe un gran riesgo de enfer-

medades infecto contagiosas. El jefe del INPE,

Dr. Wilfredo Pedraza, indica que éste es un

problema de salud pública, pues el penal de

Lurigancho es visitado por algo más de 300 mil

niños y 600 mil adultos al año. Estas personas

son una población puente de transmisión de

enfermedades a la comunidad por el alto índi-

ce de contagio. En Lurigancho la tasa de mor-

bilidad por TBC fue 9,85 veces mayor que la

tasa promedio en Lima (263 por cada 100 mil

habitantes).

Por otra parte, en agosto, el jefe del INPE,

indicó que: “dos personas mueren al mes en el

penal de Lurigancho por enfermedades termi-

45 Entró en vigencia el 11 de setiembre del 2003, mediante el Decreto Supremo 015-2003-JUS.

46 Informe Especial sobre la Situación de los Derechos Humanos en la Cárcel de Challapalca, departamento

de Tacna, República del Perú de agosto del 2002 (Conclusiones y Recomendaciones 117), y del 9 de octubre

de 1993 (Conclusiones y Recomendaciones 119).IN
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nales”47. Se suman a esta situación las personas

infectadas con VIH, cuyo índice es cada vez

mayor, pues es una población en constante ries-

go por la promiscuidad en que viven, los abu-

sos sexuales, el consumo de drogas, etc.

El incremento de la población penal y el

insuficiente personal de seguridad han origi-

nado al interior un mercado ilícito controlado

por internos. Un ejemplo es la venta o alquiler

de celdas: el interno que tiene dinero puede

tener una celda, el que no tiene, se tendrá que

conformar con dormir en los pasadizos o en

otro lugar inapropiado.

Asimismo, existe un grave problema de

corrupción que permite el ingreso y comer-

cialización de bebidas alcohólicas y drogas. La

población joven cada día es mayor, sin embar-

go las acciones de tratamiento para este tipo de

población, que debe ser diferenciada de acuerdo

a nuestras normas, no se cumplen. Lamenta-

blemente, en este penal no existen los meca-

nismos adecuados para la reinserción social.

3.1.2.5 Situación de inocentes injustamen-

te encarcelados acusados por de-

litos de terrorismo

Luego de la declaración de inconstitucionali-

dad de las leyes antiterroristas de 1992, se pue-

de apreciar claramente que los nuevos proce-

sos penales cuentan con mayores garantías

procesales.

Al 2004 todavía existen casos de inocentes

en prisión, esto quiere decir que desde no-

viembre del 2002 los procedimientos de in-

dulto están estancados, situación que revela la

falta de voluntad política del Ejecutivo para

indultar inocentes encarcelados injustamente

por delitos de terrorismo48.

47 Información de CPN Radio, de fecha 20.08.2004.

48 FEDEPAZ, organismo de la CNDDHH, en el 2004 llevó 52 casos con referencia a esta problemática,

teniendo 9 casos con sentencia absolutoria.

CCCCCA S OA S OA S OA S OA S O :  J:  J:  J:  J:  JO N E LO N E LO N E LO N E LO N E L  J J J J JO A Q U Í NO A Q U Í NO A Q U Í NO A Q U Í NO A Q U Í N  Q Q Q Q QU I S P EU I S P EU I S P EU I S P EU I S P E  C C C C CH U N G AH U N G AH U N G AH U N G AH U N G A 4 94 94 94 94 9

Jonel Joaquín Quispe Chunga, estudiante del quinto año de Ingeniería Mecánica en la Universidad Nacional San Agustín de

Arequipa (UNSA), fue detenido el 13 junio de 1992 por la Policía Nacional del Perú (PNP) acusado de pertenecer a Sendero

Luminoso, sobre la base de una sindicación de haber actuado como elemento de apoyo para guardar un arma, que supuestamente

fue utilizada para un atentado contra la Radio Sur de Arequipa. Fue torturado y además presionado con la detención de su familia

para inculparse en la manifestación policial sobre los hechos imputados. Luego en la vía judicial, en la instructiva niega lo

afirmado en la manifestación policial. En la confrontación con el sindicador, éste afirmó que fue torturado y amenazado para que

sindique falsamente a Jonel Quispe. En 1994 fue juzgado en el fuero común por un tribunal sin rostro y condenado a 20 años de

pena privativa de la libertad. En la Ejecutoria Suprema del 1 de diciembre de 1995 se declaró no haber nulidad de lo actuado por

lo que la sentencia quedó firme y con calidad de cosa juzgada.

En septiembre del 2003 se anuló el proceso a mérito del fallo del Tribunal Constitucional que declaraba la inconstitucionalidad

de la legislación antiterrorista. En enero del 2004 el Fiscal Superior Jesús Fernández denuncia a Jonel Quispe por 25 años. El

juicio se inicia a fines de mayo en la 3ra Sala Penal de la Corte Superior de Arequipa con el Exp. N° 032-2003, presidido por el

Dr. Rodríguez Romero. El 30 de junio es absuelto por insuficiencia probatoria, por lo que no se ha desvirtuado la presunción de

inocencia. Luego el Fiscal interpone recurso de nulidad ante la Corte Suprema de Justicia. Este es un caso elocuente de un

inocente que ha estado preso injustamente por más de doce años, enjuiciado sobre una sindicación, sin respetar su derecho al

debido proceso.

49 Este caso es patrocinado por FEDEPAZ.
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3.1.2.6 Personas requisitoriadas por deli-

tos de terrorismo y traición a la

patria

La Comisión de la Verdad y Reconciliación

señaló que uno de los problemas legales más

complejos y menos atendidos era sin duda, la

existencia de miles de requisitoriados por te-

rrorismo, es decir, personas contra quienes

diferentes instancias del Poder Judicial han

emitido órdenes de detención, y que a pesar

de haber resuelto su situación jurídica, las ór-

denes de detención permanecen aun vigentes.

Este hecho genera una grave afectación a los

derechos fundamentales de quienes están con-

signados en el Padrón de Requisitoriados por

terrorismo de la Policía Nacional del Perú.

Ante dicha situación la Comisión de la Ver-

dad recomendó que las instancias del sistema

de justicia deberían proporcionar atención pre-

ferente a su solución.

Ante ello durante el año 2004 se buscó el

saneamiento legal de las requisitorias por el

delito de terrorismo. Con esto se pretende

depurar el padrón de requisitoriados de la PNP;

y lograr la eliminación de aquellas órdenes de

detención emitidas irregularmente.

El Padrón de Requisitoriados por Terro-

rismo de la División de Requisitorias de la

Policía Nacional determinó la existencia de

51 684 requisitorias, las mismas que compren-

dían a 12 624 personas. Ello como consecuen-

cia de que existen en el referido padrón perso-

nas contra quienes se han dictado varias decenas

de órdenes de detención en uno o en varios

procesos judiciales, hecho que genera una “in-

flación” estadística.

A inicios del 2004 existían aproximadamente

3 000 requisitorias por el delito de traición a la

patria aun cuando el delito había dejado de exis-

tir, toda vez que el Tribunal Constitucional,

en su sentencia del 3 de enero del 2003, lo ha-

bía declarado inconstitucional.

También existían requisitorias sobre per-

sonas fallecidas, sobre personas privadas de su

libertad, y absueltas o indultadas por el delito

mencionado. Es decir, situaciones en las que

ha existido la obligación del órgano jurisdic-

cional de anular las órdenes de detención emi-

tidas, pero que no se han cumplido.

También existen casos en los que la requi-

sitoria sólo consigna un nombre y un apellido,

situación que hace imposible el cumplimien-

to efectivo de la orden de detención. Se ha lo-

grado depurar del padrón de requisitoriados

de terrorismo aproximadamente 5 500 requi-

sitorias.

También se inició la revisión de expedien-

tes judiciales por terrorismo en por lo menos

cinco cortes de justicia en las que se están juz-

gando casos de terrorismo. Este trabajo con-

siste en la revisión de los fundamentos de las

órdenes de detención, es decir, de la existen-

cia o no de elementos probatorios que susten-

ten de manera suficiente el mandato de deten-

ción emitido por el juzgado penal.

Del trabajo realizado se ha determinado un

elevado porcentaje de órdenes de detención

dictadas sin que existan elementos de prueba

suficientes que vinculen a las personas proce-

sadas con los delitos de terrorismo que se les

imputa en el auto apertorio de instrucción. De

igual modo cabe mencionar que un porcentaje

de expedientes judiciales de las cortes de jus-

ticia de Ayacucho, Cusco, Junín y Lambayeque

corresponden a causas judiciales iniciadas en

la década de los ochenta. Casos que compren-

den –sobre todo los de corresponden a los tres

primeros departamentos– en su gran mayoría a

integrantes de comunidades campesinas.

Esta situación ha determinado también que

en muchos casos las órdenes de detención ha-

yan prescrito o caducado.

En lo referente a las requisitorias por te-

rrorismo se han alcanzado importantes logros,

destacando la anulación de las órdenes de cap-

tura de 22 indultados y 238 arrepentidos, y de

377 personas que tenían el nombre incomple-

to en la requisitoria. Asimismo del 2003 al 2004

se anularon las requisitorias de 12 internos

condenados y de 19 absueltos. En relación a lasIN
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requisitorias caducas anteriores a 1992, año en

el que se modificó el artículo 136 del Código

Procesal Penal, 157 fueron anuladas. Gracias a

esto se llegó a un total de 825 anulaciones a

nivel nacional. En lo que se refiere sólo a la

totalidad de requisitorias se anularon 2 829, tanto

en terrorismo como por traición a la patria,

claro está dentro de los mismos tópicos ante-

riormente descritos.

Actualmente la Policía Nacional del Perú

(PNP), no cuenta con una base de datos inter-

conectada a nivel nacional sobre las requisito-

rias por terrorismo y traición a la Patria. Este

problema aun es causa de que se sigan produ-

ciendo detenciones arbitrarias.

Parte de la responsabilidad también la tie-

nen los juzgados y salas penales cuando renuevan

las órdenes de captura, porque el Código Pro-

cesal Penal afirma en el artículo 136, que la

eficacia de las órdenes de captura en caso de

delitos de terrorismo y traición a la patria se

extienda desde el momento de la investiga-

ción hasta el juzgamiento, por lo que no es

necesario renovarla constantemente. Otro caso

de renovación de estas órdenes es cuando los

casos pasan de una Corte Superior a otra y en

ambas se formula una nueva, lo que genera du-

plicidad. Se ha llegado a encontrar que una sola

persona registraba 25 requisitorias por el mismo

delito. Este problema también se origina por

una inadecuada aplicación de la Ley de Ho-

monimia y de su posterior modificatoria50  51 52.

3.1.2.7 Refugiados y desplazados

3.1.2.7.1 Refugiados

Ha habido un incremento significativo en las

solicitudes de refugio presentadas a nuestro país

durante el año 2004, esto de acuerdo a los in-

formes de la Secretaría Técnica para Refugia-

dos del Ministerio de Relaciones Exteriores,

solicitudes que proceden en gran mayoría –

respecto a años anteriores– de ciudadanos co-

lombianos, situación que se explica principal-

mente por el conflicto armado vivido

actualmente en Colombia. Sobre esto a mane-

ra de ejemplo, podemos señalar que en el 2001

se recibieron 7 solicitudes de asilo, mientras

que en el 2004 se recibieron 68.

Por lo general esta problemática no sólo

involucra a individuos, sino también a fami-

lias enteras por lo que el número de personas

con solicitud de refugio se podría cuadriplicar.

Este incremento ocurre principalmente por la

legislación favorable que tiene nuestro país en

la materia. El Perú ha suscrito la Convención

sobre el “Estatuto de Refugiados” de 1951 en

Ginebra, que está vigente desde el 21 de marzo

de 1965, también suscribió el protocolo de 1967

sobre el anteriormente citado estatuto, que entró

en vigor en nuestro país el 15 de septiembre

de 1983. Además, se promulgó la Ley 27891 lla-

mada “Ley de Refugiado”, en diciembre del

2002, reglamentada en octubre del 2003. Esta

ley tiene importantes normas en materia de

derecho internacional de los derechos huma-

nos y en derecho internacional humanitario.

Lo preocupante es que se ha detectado una

demora en el estudio de las solicitudes que

pueden durar para su aprobación entre 3 y 10

meses, y se les conceda el estatus de refugiado.

Asimismo, hay una deficiencia sustancial en lo

que se refiere a la ayuda humanitaria para los

refugiados. El Alto Comisionado de las Na-

ciones Unidas para los Refugiados (ACNUR),

sólo brinda apoyo por 3 meses, dirigiendo este

principalmente a alimentación y hospedaje, por

lo que es necesario buscar la creación de redes

de solidaridad en la materia.

50 Para mayor información remitirse al ítem de detenciones arbitrarias.
51 Ley N° 27411 y su modificatoria, la Ley N° 28121.
52 Asimismo el Decreto Supremo 008-2003-IN, ordena que no se haga la inscripción de la orden de captura si

no cumple con los requisitos de la Ley de Homonimia y faculta que se devuelva la orden al respectivo

juzgado para su posterior corrección. E
L

 E
S

T
A

D
O

 Y
 L

A
S

 V
I

O
L

A
C

I
O

N
E

S
 D

E
 .

.
.



64

3.1.2.7.2 Desplazados

El 20 de mayo del 2004 se publicó la Ley 28223,

Ley sobre Desplazamientos Internos, recono-

ciendo el Estado Peruano, el estatus de despla-

zado a las personas que fueron forzadas u obli-

gadas a escapar o huir de sus hogares o lugares

de residencia habitual, como consecuencia de

la violencia política que afectó al país. Según

cifras de la CVR el número de personas des-

plazadas ascendería a medio millón de perua-

nos53.

Esta norma constituye un avance significa-

tivo en la definición de los derechos y garan-

tías para la protección de las personas contra

el desplazamiento forzado, así como de la obli-

gación del Estado de proporcionar protección

y asistencia humanitaria a quienes se encuen-

tren en esta situación, generar las condiciones

y proporcionar los medios que permitan el

regreso voluntario, seguro y digno de los des-

plazados internos a su hogar o su lugar de su

residencia habitual, o su reasentamiento vo-

luntario en otra parte del país.

Esta norma también establece que el Mi-

nisterio de la Mujer y Desarrollo Social

(MIMDES) tendrá que elaborar un Registro

Nacional para las Personas Desplazadas, a fin

de asegurar el conocimiento del número de

desplazados, sus características y necesidades.

3.1.2.8 Estados de emergencia

Preocupa al movimiento de derechos huma-

nos que durante el 2004 se hayan prorrogado,

rebasando el principio de “excepcionalidad”,

los estados de emergencia en las provincias de

Andahuaylas y Chincheros (departamento de

Apurímac); Huanta y La Mar (Ayacucho);

Tayacaja (Huancavelica); La Convención

(Cusco); Satipo y los distritos de Andamarca,

en la provincia de Concepción y Santo Do-

mingo de Acobamba, en la provincia de

Huancayo (Junín)54 Si bien el 20 de noviem-

bre del 2004 el Ejecutivo, a través del Decreto

Supremo N° 081-2004-PCM, dio por conclui-

do el estado de emergencia en las provincias

de Andahuaylas y Chincheros (departamento

de Apurímac), en las demás provincias y dis-

tritos de los departamentos de Ayacucho, Huan-

cavelica, Cusco y Junín, éste continuó bajo el

argumento de que se mantenían las alteracio-

nes al orden público y del normal desempeño

de las actividades en las referidas zonas.

El 20 de octubre a través del Decreto Su-

premo N° 072-2004-PCM se declaró el estado

de emergencia, hasta el 31 de diciembre del

2004, en los distritos de San Gabán, Ollachea y

Ayapara (provincia de Carabaya, departamento

de Puno) y el distrito de Antauta (provincia de

Melgar, departamento de Puno), debido a las

protestas realizadas por los campesinos

cocaleros de San Gabán que solicitaban al go-

bierno cesen las fumigaciones a sus cultivos,

produciéndose enfrentamientos con la poli-

cía. Dos datos importantes a tomar en consi-

deración son: 1) en la zona no existe un pro-

grama de sustitución de cultivos y menos aún

un programa de desarrollo alternativo, porque

los organismos estatales no habían reparado en

las dimensiones del crecimiento de la produc-

ción ilegal de la hoja de coca y 2) los índices de

pobreza de la provincia de Carabaya donde se

ubica el distrito de San Gabán son muy altos,

el 53,8% de la población es pobre, y 3 de sus 10

distritos están considerados como muy pobres

y otros tres como pobres extremos.55

Seguidamente el 6 de noviembre el gobier-

no declaró el estado de emergencia por 30 días

en la provincia de Alto Amazonas, a través del

53 CVR. Informe Final, Tomo VI, p. 653.

54 A través del Decreto Supremo N° 003-2004-PCM, publicado el 22 de enero del 2004, Decreto Supremo

N° 025-2004-PCM, publicado 25 de marzo del 2004, Decreto Supremo N° 039-2004-PCM, publicado el 22

de mayo del 2004, Decreto Supremo N° 056-2004-PCM.

55 Revista “Construyendo Democracia”, Año 1, N° 2, diciembre 2004, Rosa Pizarro: “Tantas veces Puno”.IN
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Decreto Supremo N° 076-2004-PCM, debido

a las protestas generadas por el paro provincial

convocado por el Frente de Defensa y Desa-

rrollo del Alto Amazonas (FREDESAA).

El 29 de diciembre del 2004 nuevamente el

Ejecutivo prorrogaba por 60 días más, el esta-

do de emergencia56 en los distritos de San Ga-

bán, Ollachea y Ayapata de la provincia de

Carabaya, y en el distrito de Antauta de la pro-

vincia de Melgar, departamento de Puno, ale-

gando que continuaban las alteraciones del or-

den público e instigaciones a la violencia que

afectaban los servicios básicos de la población

e impedían el normal desempeño de sus acti-

vidades en general, y en particular, las produc-

tivas, laborales y educativas.

El gobierno no debe olvidar que los esta-

dos de emergencia se guían por el principio de

excepcionalidad, con el fin de resguardar el

estado de derecho y los derechos esenciales

del individuo frente a una perturbación o pe-

ligro grave del orden público, prorrogarlos in-

termitentemente en una región muestra la in-

capacidad del Estado para resolver los conflictos

sociales por las vías institucionales de la de-

mocracia, y por tanto acude a la fuerza para con-

tenerlo a costa de las libertades fundamenta-

les.

La época de la violencia política ya nos ha

demostrado que la declaratoria de regímenes

de excepción no ha sido la mejor estrategia para

resolver los conflictos sociales, sino más bien

constituyen un escenario de potenciales viola-

ciones a los derechos humanos.

3.1.3 GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTEC-
CIÓN JUDICIAL

3.1.3.1 Leyes de amnistía e impunidad

Si bien durante el año 2004 no se promulgaron

leyes de amnistía o impunidad relacionadas a

violaciones de los derechos humanos, sí se die-

ron decisiones judiciales en sumo negativas y

contrarias con el respeto y protección de los

derechos humanos, decisiones como la ratifi-

cación de inocencia del “Grupo Colina” en el

caso de “La Cantuta” por el Consejo Supremo

de Justicia Militar, que el 15 de julio del 2004

rechazó la solicitud de nulidad del proceso

seguido en la jurisdicción militar. Asimismo,

cabe señalar el insuficiente avance realizado

por parte del Estado Peruano para cumplir to-

talmente con la Resolución de Cumplimiento

de las Sentencias de Fondo y Reparaciones de

la Corte Interamericana de Derechos Huma-

nos respecto al caso “Barrios Altos”.

Por otro lado, también han habido acciones

dirigidas por el Estado para lograr una efectiva

administración de justicia en relación a los res-

ponsables de estas violaciones, que fueron fa-

vorecidos por las leyes de amnistía en la déca-

da pasada. En primer lugar, tenemos los juicios

seguidos contra el “Grupo Colina” en el fuero

civil. En segundo lugar tenemos el pronuncia-

miento del Tribunal Constitucional desesti-

mando el Hábeas Corpus presentado por

Gabriel Orlando Vera Navarrete, uno de los

miembros del referido grupo. Finalmente te-

nemos el pronunciamiento del Tribunal Cons-

titucional sobre el derecho a la verdad. El con-

tenido e implicancias de dichas sentencias del

Tribunal Constitucional las detallaremos más

adelante

También debe resaltarse el reconocimien-

to del Estado Peruano de su responsabilidad

en el asesinato del líder sindical Pedro Huillca,

y su compromiso de continuar las investiga-

ciones del caso y otorgar la justa reparación a

su familia57.

3.1.3.1.1 Derecho a la verdad

El Tribunal Constitucional (TC) reconoció el

derecho a la verdad que, sin estar expresamen-

56 A través del Decreto Supremo N° 089-2004-PCM.
57 Escrito de contestación de la demanda del Estado Peruano de fecha 7 de setiembre del 2004 sobre el caso

Pedro Huillca ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. E
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te consignado en el texto de la Constitución

Política, fluye del artículo 3° de nuestra Carta

Magna que reconoce una “enumeración abier-

ta” de derechos fundamentales, surgidos de la

dignidad del hombre, o en los principios de

soberanía del pueblo, del estado democrático

de derecho o de toda forma republicana de

gobierno.

Hecho que es reconocido al expedir sen-

tencia en el Expediente N° 2488-2002-HC/TC,

declarando fundado el Hábeas Corpus materia

del recurso, disponiendo que el Ministerio

Público inicie la investigación por la desapa-

rición de un ciudadano en la década pasada,

ordenando asimismo, que el juez de ejecución

dé cuenta al Tribunal Constitucional cada seis

meses, sobre el estado de las investigaciones.

La desaparición en cuestión es la del estu-

diante universitario Genaro Villegas Namuche,

producida el 2 de octubre de 1992, siendo su

hermana quien decide interponer la presente

acción de garantía, solicitando se obligue al

Estado a devolver con vida a su hermano, o in-

formar el lugar donde se encuentran sus restos

mortales. Como dato queda la manifestación

(de la mencionada hermana) de que al día si-

guiente de la desaparición, personas armadas y

encapuchadas bajaron de carros porta tropas e

ingresaron violentamente al domicilio del es-

tudiante en busca de material subversivo.

En uno de sus fundamentos el TC señala

que la Nación tiene derecho a conocer la ver-

dad sobre los hechos o acontecimientos injus-

tos y dolorosos provocados por las múltiples

formas de violencia estatal y no estatal. Tal de-

recho se traduce en la posibilidad de conocer

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en

las que ocurrieron, así como los motivos que

impulsaron a sus autores. En ese sentido, el

derecho a la verdad, es un bien jurídico colec-

tivo inalienable.

El TC también considera que la ejecución

extrajudicial, la desaparición forzada o la tor-

tura son hechos crueles, atroces, y constituyen

graves violaciones de los derechos humanos,

por lo que no pueden quedar impunes; es de-

cir, los autores materiales, así como los cóm-

plices, no pueden sustraerse a las consecuen-

cias jurídicas de sus actos.

3.1.3.1.2 Hábeas Corpus: Gabriel Orlando

Vera Navarrete

El 15 de abril del 2004, Gabriel Orlando Vera

Navarrete interpuso acción de Hábeas Corpus

contra las magistradas del Primer, Segundo y

Quinto Juzgados Especiales de Lima ante el 42

Juzgado Penal de Lima, por considerar que su-

fría una detención arbitraria, al haber estado

más de 36 meses detenido sin sentencia con-

denatoria en ninguno de los procesos que se le

seguía. Con fecha 27 de abril del 2004, se de-

claró improcedente el Hábeas Corpus y el

accionante apeló, remitiéndose la causa a la

Segunda Sala Especializada Penal para Proce-

sos con Reos Libres de la Corte Superior de

Lima que declaró infundada la acción. Poste-

riormente se interpuso un recurso extraordi-

nario ante el Tribunal Constitucional (TC)

contra el auto de la Segunda Sala.

Hay que recordar que el accionante, miem-

bro del Grupo Colina, está incurso en el pro-

ceso por los hechos delictivos acaecidos en la

Universidad Nacional de Educación Enrique

Guzmán y Valle “La Cantuta”, en la que nueve

estudiantes y un profesor fueron detenidos,

torturados, desaparecidos y ejecutados extra-

judicialmente. Asimismo también es procesa-

do por su participación en la llamada “matanza

de Barrios Altos”, así como en el secuestro y

posterior homicidio del periodista Pedro

Herminio Yauri, y de 9 personas más en la lo-

calidad de Santa (Chimbote).

El 9 de diciembre del 2004 la Sala Primera

del Tribunal Constitucional declaró infunda-

da la acción de Hábeas Corpus. Hay que resal-

tar que en la Sentencia del TC se utilizaron

consideraciones basadas en las obligaciones del

Perú en materia de derechos humanos, así comoIN
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en la función interpretativa del derecho inter-

nacional, el derecho a la tutela o protección

judicial, el derecho internacional humanitario,

el delito de desaparición forzada de personas y

al derecho a ser juzgado en un plazo razonable.

Cabe resaltar el considerando 13 de la refe-

rida sentencia, sobre la protección judicial: “la

protección judicial (...) implica una doble dimensión.

Por un lado, es consecuencia del derecho de las víctimas

de violaciones a sus derechos humanos a alcanzar la

verdad, justicia y reparación como consecuencia de los

hechos sufridos. Por otro lado, conlleva explícitamente

la obligación de las autoridades jurisdiccionales de de-

sarrollar los procesos judiciales a su cargo, bajo las es-

trictas medidas de seguridad, y determinado las figuras

delictivas aplicables a tenor de las disposiciones del

Derecho Internacional que resulten aplicables”; el con-

siderando 17: “(...), cabe precisar que la aplicación

de las disposiciones del Derecho Internacional Huma-

nitario no requieren validación formal alguna, siendo

aplicables automáticamente en tanto se produzca un hecho

contrario a las normas mínimas de humanidad. Así lo

ha señalado, por ejemplo el comentario autorizado del

Comité Internacional de la Cruz Roja”; el conside-

rando 27: “Se trata, sin duda, de un delito de lesa

humanidad cuya necesidad social de esclarecimiento e

investigación no pueden ser equiparadas a las de un

mero delito común, dada su extrema gravedad.(...)”.

La Convención Interamericana sobre Desapa-

rición Forzada de Personas reafirma en su

preámbulo que la práctica sistemática de desa-

pariciones forzadas constituye un delito de lesa

humanidad. La necesidad social del esclareci-

miento e investigación de estos delitos no puede

ser equiparada a la de un mero delito común.

(Convención Interamericana sobre Desapari-

ción Forzada de Personas, Resolución adopta-

da en la séptima sesión plenaria, 9 de junio de

1994. OEA/Ser.P AG/doc.3114/94 rev); y, el

considerando 32: “Por lo tanto, este Tribunal consi-

dera que la acumulación de procesos decretada no puede

tener como consecuencia que, para efectos de contabili-

zar el cumplimiento del plazo máximo de la detención,

se tome en cuenta únicamente el mandato de detención

dictado en el proceso más antiguo, sino más bien que

deben ser tomados en cuenta los mandatos de detención

dictados en cada uno de los procesos que se siguen en su

contra”. Dichos considerandos son declarados

de observancia obligatoria en la referida sen-

tencia.

3.1.3.1.3 Caso Barrios Altos: cumplimien-

to de sentencia

Hay que destacar la Resolución de Cumpli-

miento de las sentencias de fondo y reparacio-

nes de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos (CIDH)58, en el caso “Barrios Al-

tos”. La corte ha declarado que el Estado Pe-

ruano ha dado cumplimiento al punto resolu-

tivo quinto inciso c) de la Sentencia de Repa-

raciones59, en lo referente al compromiso de

iniciar “el procedimiento para suscribir y pro-

mover la ratificación de la Convención Inter-

nacional sobre Imprescriptibilidad de Críme-

nes de Lesa Humanidad”. Asimismo resolvió

que mantendrá abierto el procedimiento de

supervisión de cumplimiento de los puntos

pendientes de acatamiento en el presente caso,

entre los que se encuentran: las prestaciones

de salud y educativas, la totalidad del pago de

las indemnizaciones a los beneficiarios de la

señora Benedicta Yanque Churo y del señor

Tito Ricardo Ramírez Alberto, el deber de in-

vestigar los hechos para determinar de una

manera plena a los responsables de las viola-

ciones de derechos humanos ocurridas en el

presente caso, y la divulgación de la investiga-

ción y la sanción a los responsables. Asimismo

la corte resolvió que requerirá al Estado Pe-

ruano la adopción de todas las medidas que sean

necesarias para dar efecto a los puntos pendientes

de cumplimiento ordenados en las sentencias.

58 Del 17 de noviembre del 2004.

59 Del 30 de noviembre del 2001. E
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3.1.3.2 Poder Judicial, Ministerio Públi-

co, Consejo Nacional de la Magis-

tratura

3.1.3.2.1 El Subsistema de Justicia Antite-

rrorista

La sentencia dictada en enero del 2003 por el

Tribunal Constitucional, declarando incons-

titucionales aspectos sustanciales de la legis-

lación antiterrorista de 1992, determinó la ne-

cesidad de establecer un nuevo marco

normativo para el juzgamiento del delito de

terrorismo. Como consecuencia, se dictaron

diversas normas que regularon los procedimien-

tos de anulación de los procesos sentenciados

por la justicia militar y los «tribunales sin rostro»

del Poder Judicial.

Durante el 2003 la Sala Nacional de Terro-

rismo no solamente llevó a cabo la anulación

de más de 1 000 procesos judiciales provenientes

de la justicia militar y de tribunales civiles,

sino que además dio inicio a la realización de

los nuevos procesos judiciales por terrorismo.

Esta revisión excepcional de expedientes

fenecidos, cuya finalidad era la de realizar un

proceso justo a aquellas personas sometidas a

un juzgamiento irregular e indebido, demos-

tró rápidamente la precariedad sobre la cual se

habían desarrollado los juicios por terrorismo

y traición a la patria en el gobierno de Alberto

Fujimori.

Durante el año 2004 la Sala Nacional de

Terrorismo continuó con el proceso de revi-

sión determinando en los hechos, una estrate-

gia que priorizó correctamente la solución de

las causas menos complejas. Como resultado

de este trabajo existen un 30% de procesados

absueltos, ya que en sus causas no existen las

pruebas suficientes y necesarias para imponerles

una condena o simplemente no existe ningún

tipo de elemento probatorio que los vincule

con el terrorismo.

Resulta necesario destacar que este proce-

so se ha caracterizado por el reconocimiento

de los derechos y garantías que resguardan a

un procesado y en muchos casos por avanzar

más allá del propio texto de la sentencia del

Tribunal Constitucional, como por ejemplo en

la convocatoria a juicio de aquellos policías

que participaron en las investigaciones preli-

minares.

A finales de año la Sala comenzó el juzga-

miento de las causas judiciales complejas por

la cantidad de procesados y por la naturaleza

de los hechos materia del proceso, en los que

están acusados los integrantes de los organis-

mos de dirección nacional tanto de Sendero

Luminoso como del MRTA. Si bien el primer

juicio público contra la cúpula de Sendero

Luminoso generó, por un mal manejo del prin-

cipio de autoridad, un gran cuestionamiento a

los magistrados y devino en un problema de

carácter político, el retiro de un grupo de jue-

ces y la recomposición del colegiado encarga-

do del juzgamiento marcó la superación del

problema, tanto así que en los primeros días

del mes de diciembre se dio inicio al juicio

público contra la cúpula del MRTA.

Por otro lado, a finales del mes de setiem-

bre el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial no

sólo cambió la denominación de esta instancia

judicial a Sala Penal Nacional, sino que sobre

todo amplió su competencia para que se en-

cargue del juzgamiento de delitos contra la

humanidad, estableciendo así la base fundamen-

tal del subsistema penal de derechos huma-

nos.

3.1.3.2.2 Subsistema anticorrupción

La situación de la lucha contra la corrupción

durante el 2004, ha estado signada por la apari-

ción de denuncias de corrupción contra el go-

bierno actual y por su enorme impacto en la

escena política nacional.

La denuncia contra el ex-asesor presiden-

cial César Almeyda, mostró a la ciudadanía la

existencia de vínculos turbios entre miembros

de la mafia fujimontesinista y hombres de con-

fianza del actual presidente Alejandro Toledo.IN
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Luego vinieron otras denuncias sobre fir-

mas falsificadas por el partido político “País

Posible”, el posible soborno de la empresa

Bavaria, los casos de corrupción de los herma-

nos y otros parientes del presidente Alejandro

Toledo, los hechos atribuidos al congresista

Jorge Mufarech, etc.

Particular importancia tuvo en el 2004 la

fuerte arremetida contra la Procuraduría Ad Hoc

Anticorrupción que lideró Luis Vargas Valdivia,

que se vio en el ojo de la tormenta a causa de su

determinación de investigar todos los casos de

corrupción, incluyendo los que envolvían al

gobierno actual. La pugna de fuerzas finalmente

se resolvió a favor de la continuidad de los ci-

tados funcionarios, si bien sólo hasta el mes de

diciembre. El hecho debe ser valorado como

un ejemplo positivo de movilización de la opi-

nión pública a favor de la lucha contra la co-

rrupción.

A pesar de ello se terminó de configurar un

nuevo escenario, que a finales de diciembre

del 2004 determinó la salida del procurador

Vargas Valdivia, y la designación del nuevo

procurador Antonio Maldonado Paredes, es-

tableciendo la Procuraduría nuevas relaciones

con el Poder Ejecutivo, hecho que determinó

la salida de los procuradores adjuntos Ronald

Gamarra Herrera e Iván Meini Méndez.

Entre los aspectos positivos del año se cuen-

tan algunas sentencias expedidas, entre éstas la

del caso de la ex fiscal Nina Rodríguez por

sometimiento del Ministerio Público (deli-

tos contra la administración publica, prevaricato

y contra la administración de justicia, omisión

de ejercicio de la acción penal) y la relativa a la

campaña electoral municipal de 1998, que

involucra a Vladimiro Montesinos (peculado

y peculado de uso) junto con Juan Carlos Hur-

tado Miller, Absalón Vásquez, Daniel Borobbio

y el ex futbolista Héctor Chumpitaz. También

se dictó sentencia en el caso del control polí-

tico de los canales de televisión y la suscrip-

ción del acta de sujeción militar al Fujimorato.

Todas fueron condenatorias.

Asimismo, figuran en el haber del 2004 los

cambios normativos que han permitido am-

pliar las competencias del subsistema

anticorrupción, a fin de poder investigar y en-

juiciar casos del presente régimen, siempre y

cuando sean estos de cierta magnitud, y aque-

llas otras reformas legales dirigidas a agilizar

los procesos y facilitar la actuación jurisdic-

cional (Decreto Legislativo 959).

3.1.3.2.3 Mecanismos, normas y jurisdic-

ción internacional

En el año 2004, la Corte Interamericana emitió

3 importantes sentencias relacionadas a las vio-

laciones de los derechos humanos cometidas

por el Estado Peruano (Gómez Paquiyauri, De

la Cruz Flores y Berenson Mejía).

También hay que señalar que en el período

de sesiones correspondiente al año 2004 en lo

referente al Estado Peruano, la Corte Intera-

mericana de Derechos Humanos emitió reso-

luciones sobre cumplimiento de sentencia en

los siguientes casos: Cantoral Benavides, “Cin-

co Pensionistas”60, “Barrios Altos”61, Tribunal

Constitucional, Cesti Hurtado y Castillo Páez.

60 La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha solicitado, reiteradas veces, aunque sin éxito, que el
Estado peruano informe las medidas aplicadas para cumplir con la orden del 28 de febrero del 2003 de
indemnizar a las víctimas por los daños morales sufridos, en tanto las indemnizaciones por daño material
quedaron sujetas a lo que resuelva la jurisdicción nacional; investigar y sancionar a los autores de las
violaciones producidas; así como hacer efectivo el pago de las costas y costos del proceso seguido en la
jurisdicción nacional e internacional. Hasta la fecha no sólo nada de esto se ha cumplido, sino que –en
abierto desafío al mandato de la corte– el Estado peruano ha producido una reforma constitucional para
suprimir toda protección a los derechos adquiridos en materia social y, en lo que concierne a los “Cinco
pensionistas”, los ha demandado judicialmente para despojarlos de los derechos que les reconociera en su
sentencia la misma Corte Interamericana.

61 Para más detalles revisar el ítem de Leyes de Amnistía e Impunidad. E
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El 21 de junio de 1991, en medio de 2 operativos policiales, los hermanos Emilio Moisés y Rafael Samuel Gómez Paquiyauri, de

14 y 17 años, respectivamente, fueron detenidos e introducidos en la maletera de una patrulla policial por agentes de la Policía

Nacional. Luego de su detención y durante el trayecto estos jóvenes fueron ejecutados. Aproximadamente 1 hora después de su

detención, sus cuerpos fueron ingresados a la morgue. El 5 de febrero del 2002 la Comisión Interamericana presentó una demanda

contra el Estado Peruano por la supuesta detención arbitraria, tortura y asesinato de los jóvenes Gómez Paquiyauri, indicando que

a pesar que los tribunales peruanos hayan investigado los hechos y se haya determinado la responsabilidad individual de los

autores materiales, aun el presunto autor intelectual luego de ser identificado, se encontraba prófugo de la justicia sin ser juzgado

ni sancionado. La comisión solicitó a la corte que declare que el Estado Peruano violó el derecho a la vida, a la integridad personal,

a la libertad personal y a los derechos del niño de los hermanos Gómez Paquiyauri, y las garantías judiciales y protección judicial

en perjuicio de los familiares de las víctimas.

En el escrito del 15 de abril del 2002, los representantes de las víctimas62 agregaron que también se violó el artículo 17.1 de

la convención, relacionado con la protección de la familia por haber supuestamente hostigado y perseguido a los miembros de la

familia Gómez Paquiyauri. En el escrito del 22 de abril del 2002, el Estado Peruano solicitó que se declare infundada la demanda

en todos sus extremos. El 8 de julio del 2004, la Corte emitió sentencia sobre el fondo y las reparaciones y costas en el presente

caso, en la que declaró por unanimidad que el Estado Peruano violó el derecho a la vida, a la l ibertad personal, a la integridad

personal, a los derechos del niño y las obligaciones previstas en el Art. 8° de la Convención Interamericana para Prevenir y

Sancionar la Tortura, y en voto por mayoría por la violación de las garantías judiciales y a la protección judicial en contra de Emilio

Moisés y Rafael Samuel Gómez Paquiyauri, y de la protección de la honra y la dignidad en perjuicio de los familiares de las

víctimas. También dispuso que el Estado investigue efectivamente los hechos del presente caso, con el fin de identificar, juzgar

y sancionar a todos los autores de las violaciones. Asimismo dispuso el pago de US$ 240 500 por concepto de daño material y

de US$ 500 000 por concepto de indemnización del daño inmaterial. Por ultimo, estableció que estas medidas de reparación se

deberían cumplir en el plazo de un año de notificada la sentencia.

La señora María Teresa de la Cruz Flores fue detenida por efectivos de la Policía Nacional el 27 de marzo de 1996, cuando

finalizaba sus labores como médico pediatra en el Instituto Peruano de Seguridad Social (IPSS), bajo cargos de terrorismo. Luego

se le notificó de otra orden de arresto dentro del expediente 723-93 por el mismo delito, expediente que fue reportado como

extraviado. Se le procesó en un tribunal sin rostro y el 21 de noviembre de 1996 fue condenada por el delito de terrorismo a la

pena de 20 años de prisión según el Decreto Ley N° 25475, sentencia que fue confirmada por la Sala Penal Especial de la Corte

Suprema, el 8 de junio de 1998.

El 3 de enero del 2003 el Tribunal Constitucional emitió una sentencia declarando la inconstitucionalidad de algunas normas

de los decretos 25475 y 25659, sin afectar el artículo 2° del Decreto Ley N° 25475 que tipifica el delito de terrorismo. El

gobierno peruano desarrollando tal pronunciamiento, emitió los decretos legislativos 923, 924, 925, 926 y 927 de fecha 19 de

febrero del 2003, dentro de los cuales dispuso que la Sala Nacional de Terrorismo anulase de oficio los procesos penales por los

delitos de terrorismo seguidos en la jurisdicción penal ante jueces o fiscales con identidad secreta.

CCCCCA S OA S OA S OA S OA S O  G G G G GÓ M E ZÓ M E ZÓ M E ZÓ M E ZÓ M E Z  P P P P P A Q U I Y A U R IA Q U I Y A U R IA Q U I Y A U R IA Q U I Y A U R IA Q U I Y A U R I

62 Patrocinado por la Asociación Pro Derechos Humanos - APRODEH.
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Lori Helene Berenson Mejía fue detenida el 30 de noviembre de 1995 en Lima, y juzgada por un tribunal militar “sin rostro” que

la condenó a cadena perpetua por el delito de “traición a la patria”. El 18 de agosto del 2000, el Consejo Supremo de Justicia

Militar anuló la sentencia dictada por el Tribunal Militar, remitiendo copias de los autos al fuero penal ordinario, en donde el 28 de

agosto del 2000 se inició un nuevo juicio en su contra, juicio que culminó con la sentencia del 20 de junio del 2001, que condenó

a la señora Berenson como autora del delito de colaboración con el terrorismo, condena basada en el Decreto Ley N° 25475, y

se le impuso una pena de 20 años de privación de libertad. Dicha sentencia fue confirmada por la Corte Suprema de Justicia el 13

de febrero del 2002.

El 19 de julio del 2002 la Comisión Interamericana presentó una demanda contra el Estado peruano (Caso N° 11876), por las

presuntas violaciones a los derechos humanos de la señora Lori Helene Berenson Mejía, ocurridas durante los procesos a los que

fue sometida en el fuero militar, y otro posterior en el fuero penal ordinario, alegando además las condiciones inhumanas de

detención a que fue sometida por un período de 2 años y ocho meses, en la cárcel de Yanamayo.

El 25 de noviembre del 2004 la corte emitió sentencia pronunciándose sobre el fondo, reparaciones y costas en el presente

caso, declarando por unanimidad que se violó el derecho a la integridad personal, respecto a las condiciones de detención a las

que fue sometida en el establecimiento penal de Yanamayo. Además declaró que el Estado violó el principio de legalidad y

retroactividad y las garantías judiciales de la Convención Americana en el juicio seguido ante el fuero militar. En voto por mayoría

también se declaró que no se ha comprobado la violación del principio de legalidad y de retroactividad y las garantías judiciales

de la convención en lo que respecta al juicio seguido ante el fuero ordinario. Y también por mayoría declaró que el Estado incumplió

al momento de llevar a cabo el juicio militar con la obligación establecida en el artículo 2° de la convención, que es el deber de

adoptar disposiciones de derecho interno. Por esto, dispuso que el Estado debe adecuar su legislación interna a los estándares de

la Convención Americana. También por unanimidad se dispuso se brinde a la señora Lori Berenson atención médica adecuada y

especializada. Asimismo se le debe condonar la deuda establecida como reparación civil a favor del Estado, efectuándose el pago

de la cantidad fijada por concepto de costas y gastos a los señores Rhoda y Mark Berenson dentro del plazo de seis meses de la

notificación del fallo. Y por último, se dispuso que el Estado tome de inmediato las medidas necesarias para adecuar las

condiciones del Penal de Yanamayo a los estándares internacionales.

El 11 de junio del 2003 la Comisión Interamericana presentó una demanda contra el Estado Peruano, en virtud de las

supuestas violaciones a los derechos humanos de la señora María Teresa de la Cruz Flores, a partir de su sometimiento a un

proceso penal por el delito de terrorismo. En su demanda, la comisión argumentó que el Estado Peruano violó el deber de adoptar

disposiciones de derecho interno, el derecho a la l ibertad personal, a las garantías judiciales, al principio de legalidad y de

retroactividad y a la igualdad ante la ley de la Convención Americana, todos en relación con las obligaciones establecidas en el

artículo 1.1 (Obligación de respetar los derechos) de la señalada convención.

El 7 de octubre del 2003, el Estado peruano manifestó que la peticionaria estaba procesada con fundamentos y pruebas

suficientes, acreditando su culpabilidad.

El 8 de noviembre del 2004, la corte emitió sentencia sobre el fondo, reparaciones y costas en el presente caso, en la que

declaró que el Estado Peruano violó el principio de legalidad y de irretroactividad, los derechos a la l ibertad personal, a las

garantías judiciales y a la integridad personal de María Teresa de la Cruz Flores, disponiendo por unanimidad que el Estado debía

proporcionar atención medica y psicológica a la víctima mediante los servicios de salud estatales, incluyendo medicinas. Asimis-

mo también se fijó el pago de una suma de dinero por concepto de daño material y una indemnización por concepto de daño

inmaterial. También dispuso la reincorporación de la víctima a las actividades de medico profesional que venía desarrollando en

instituciones públicas, así como una beca para capacitación y actualización, y su correspondiente registro de jubilación.
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3.1.4 LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y
EXPRESIÓN

El derecho a la libertad de pensamiento y de

expresión está reconocido por nuestra Cons-

titución Política en el artículo 2°, inciso 4.

Según la Oficina de los Derechos Huma-

nos del Periodista (OFIP) de la Asociación

Nacional del Periodista (ANP), durante el 2004

han ocurrido 121 agresiones dirigidas contra

la prensa peruana. Esta cifra constituye prácti-

camente el triple de lo ocurrido en el año 2003,

en el que se registraron 42 casos a nivel nacio-

nal63.

Dentro de estas cifras tenemos: 2 asesina-

tos, 60 agresiones físicas y verbales, 24 amena-

zas y/o hostigamientos, 15 realizadas por pre-

sión jurídica, 7 por trabas a la circulación de la

información, 5 por robo, 4 por detención arbi-

traria, 2 por presión administrativa y 2 por vio-

lación de la propiedad intelectual. De estas

agresiones 51 fueron contra la prensa radial, 30

contra la prensa televisiva y 40 contra la prensa

escrita.

Respecto a los agresores, estos fueron en

su mayoría personas no identificadas (52), se-

guidos por funcionarios civiles (31), civiles (28)

y miembros de la policía, serenazgo o alguna

institución militar (10).

Las ciudades que tienen el mayor índice de

agresión a miembros de la prensa son Lima que

registró la mayor incidencia, con 20 casos,

Huaraz y Huamanga con 11 casos, y Chimbote

e Ilave, con 6 atentados respectivamente.

Los casos más graves fueron de asesinato:

el primero ocurrido el 14 de febrero del 2004,

en Yungay, contra el periodista Antonio de la

Torre Echeandía, de “Radio Órbita de Yungay”,

quien fue asesinado por dos sujetos, que lo

apuñalaron cuando salía de una reunión social.

Hay que señalar que unos días antes, De la To-

rre había acusado por la radio a funcionarios

del gobierno local. Posteriormente, se arrestó

a tres personas sospechosas del asesinato, en-

tre ellos, Amaro León León, alcalde de Yungay.

El segundo homicidio se registró en la ciu-

dad de Pucallpa, el 21 de abril del 2004, contra

Alberto Rivera Fernández, conductor del pro-

grama “Transparencia” de Radio Frecuencia

Oriental, quien fue asesinado de dos balazos a

quemarropa. Rivera Fernández era reconoci-

do por sus duras críticas a la gestión de las au-

toridades de la zona, fue atacado por dos

desconocidos cuando se encontraba en su do-

micilio.

Por otro lado, en la ciudad de Picota, De-

partamento de San Martín, el 23 de enero del

2004 el periodista Joel Valencia Palomino, Di-

rector de la revista “El Eco Picotino” y redac-

tor del semanario “El Sol de Huallaga” que

denunciaba actos de corrupción en su comu-

na, fue agredido físicamente por el señor Hugo

Laurencio Rengifo regidor aprista de la muni-

cipalidad provincial

Es preocupante también la situación en la

que se encuentra la periodista Mónica Paredes

Reátegui, corresponsal de la televisora Frecuen-

cia Latina en la ciudad de Iquitos, quien ha re-

cibido constantes amenazas. Además el día 7

de agosto del 2004 un desconocido ingresó a

su domicilio y la atacó amarrándole las manos

y pies con un cable mientras la amenazaba de

muerte. Después de haber hecho pública la

agresión, aun sigue recibiendo amenazas.

Otro hecho que concitó gran atención fue

la agresión que el 15 de octubre del 2004 su-

frieran en el Mercado Mayorista de Frutas Nu-

mero 2 de la Victoria, en Lima, periodistas de

la televisión, prensa y radio, por elementos de

mal vivir quienes los conminaron a entregar el

material registrado producto del desalojo a un

grupo de comerciantes por parte de la Policía

Nacional.

63 Sobre la situación de estos derechos en años pasados, ver: Informe Anual de la Coordinadora Nacional de

Derechos Humanos, 2000, 2001, 2002, 2003. Lima.IN
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3.1.5 DERECHOS POLÍTICOS

Los derechos de participación y control ciu-

dadanos, se consagraron en el Perú a través de

la Constitución Política de 1993 (artículos 2°,

Inc. 17; y 31), representando un avance impor-

tante en el desarrollo de nuestra vida demo-

crática. Asimismo, dichos derechos se encuen-

tran regulados específicamente en la Ley

N° 26300, Ley de los Derechos de Participa-

ción y Control Ciudadanos y su modificatoria

Ley N° 28421.

La Ley N° 26300 señala que son derechos

de participación de los ciudadanos, aquéllos

referidos a la iniciativa de reforma constitu-

cional, iniciativa en la formación de leyes, re-

feréndum, iniciativa en la formación de dispo-

sitivos municipales y regionales, y aquellos otros

mecanismos de participación establecidos en

la misma ley, en el ámbito de los gobiernos

municipales y regionales. Así también señala

que son derechos de control de los ciudada-

nos los referidos a la revocatoria y remoción

de autoridades, demanda de rendición de cuen-

tas, y aquellos otros mecanismos de control

establecidos en la misma ley en el ámbito de

los gobiernos municipales y regionales.

El derecho vinculado a solicitar la revoca-

toria de autoridades, ha sido ejercido en nues-

tro país sobre los gobiernos locales durante

los años 1997, 2001 y 2004. En 1997 se conside-

ró como el mínimo legal para que se produzca

la revocatoria, la mitad más uno de los electo-

res que asistieran al sufragio, esto se tradujo en

la revocatoria del 68,5 % de alcaldes y 72,09%

de regidores consultados. Sin embargo para los

procesos de consulta popular siguientes se exi-

gió como mínimo legal para producir la revo-

catoria, la votación aprobatoria de la mitad más

uno de los electores registrados en el padrón

electoral, por lo que el porcentaje de autori-

dades revocadas disminuyó. En el proceso del

año 2004 el porcentaje de autoridades revoca-

das fue: 15,5% de alcaldes y 14,5% de regido-

res34. De los 187 alcaldes y 691 regidores que

fueron sometidos a consulta popular, 27 de los

primeros y 107 de los segundos fueron remo-

vidos de sus cargos, todos ellos autoridades

distritales.

De acuerdo al último informe de la Defen-

soría del Pueblo durante el año se han regis-

trado 86 conflictos entre autoridades y pobla-

dores. El 68,5% de estos casos cuestionó a

autoridades municipales provinciales y

distritales.

La exigencia del mínimo legal de la mitad

más uno de los electores registrados en el pa-

drón electoral para revocar a autoridades, cons-

tituye un obstáculo para ejercer el derecho de

control y participación ciudadana. Por otro lado

la mayoría de distritos que ingresaron al pro-

ceso de revocatoria corresponden a zonas ru-

rales.
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3.1.5.1 Causas planteadas para solicitar la

consulta popular de revocatoria

Según la ONPE las causas o motivos por los

cuales se solicitó consulta popular de

revocatoria durante los años 1997, 2001 y 2004

fueron diversas, siendo las más comunes aque-

llas orientadas a alcaldes y regidores:

� Pérdida de confianza del pueblo.

� Desinterés y negligencia en el desempeño

de sus funciones.

� Abuso de poder.

� Falta de respuesta a la demanda de servicios

para la comunidad.

� Contratación de familiares en el munici-

pio (nepotismo).

� Mala administración del vaso de leche.

� Incapacidad de dialogar o escuchar.

� Incumplimiento de promesas ofrecidas en

campaña.

� No reconocimiento de los acuerdos del

concejo municipal.

� Hábito de consumo de licor.

� Utilización de bienes de la municipalidad

para fines personales.

� No vivir en la localidad.

� Malversación de fondos municipales.

� Asignan dietas indebidas.

� Comisión de irregularidades en las

licitaciones de obras.

� Maltrato a la población.

Por otro lado, al 17 de diciembre del 2004

la Defensoría del Pueblo65 reportó 86 conflic-

tos sociales entre autoridades y pobladores. De

estos conflictos en el 68,5 % los cuestionados

eran alcaldes y regidores.

Es necesario precisar que en muchos casos

los pobladores recurrieron a la violencia para

sacar a sus autoridades ya que por descrédito y

desconfianza en los canales institucionales de

reclamo y control de la gestión municipal, como

lo que sucedió en Ilave, Puno.

3.1.5.2 Ilave

El 8 de mayo se produjo la muerte del alcalde

de Ilave, Cirilo Robles, a manos de los pobla-

dores que lo agredieron hasta producirle la

muerte, sometiendo también a maltrato físico

a varios regidores. Ante esta situación el Jura-

do Nacional de Elecciones (JNE) encargó la

alcaldía al tercer regidor Arnaldo Chambilla,

encargo que es desconocido por los dirigentes

aimaras, designando públicamente a Miguel

Flores Chambi como nuevo alcalde provin-

cial, (que no es reconocido por el JNE). Ante

esta situación Arnaldo Chambilla renuncia a

asumir el puesto.

El 25 de mayo del 2004, el JNE emitió la

Resolución 098-2004-JNE, disponiendo que

Ramón Arias Santos asuma temporalmente el

cargo de alcalde, en reemplazo de Arnaldo

Chambilla, y designando un nuevo cuerpo de

regidores provisionales, todos ellos pertene-

cientes a la lista ganadora de las elecciones

municipales. Sin embargo los regidores que

fueron convocados se negaron a asumir y cam-

biaron de domicilio. Ante la negativa de estos

el JNE optó por una salida creativa que permi-

tió aplicar el inciso 5 del artículo 22 de la Ley

Orgánica de Municipalidades, el que estable-

ce el cambio de domicilio como causal de

vacancia, y así se pudo convocar a nuevas elec-

ciones.

El JNE solicitó al Presidente Alejandro

Toledo convoque a elecciones complementa-

rias en la provincia de El Collao. Así mediante

el Decreto Supremo N° 040-2004-PCM, el Pre-

sidente de la República convocó a elecciones

municipales complementarias del alcalde y

cuatro regidores del Concejo Provincial de El

Collao en el departamento de Puno, para el

domingo 17 de octubre.

65 Reporte N° 10 de la Defensoría del Pueblo sobre: Conflictos entre población y autoridades o entidades

públicas conocidos por la Defensoría del Pueblo al 17 de diciembre del 2004.IN
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En las elecciones complementarias salió

elegido alcalde con el 23,4% de los votos Mi-

guel Ángel Flores Chambi, quien postuló por

“Fuerza Democrática”. La participación de la

sociedad ilaveña en este proceso fue masiva,

alcanzando el 92% del total de electores, todo

en un clima de tranquilidad.

El problema de Ilave refleja la ausencia de

canales efectivos a través de los cuales la po-

blación sienta que puede resolver sus conflic-

tos de autoridad. Está pendiente que el Con-

greso resuelva el tema del mínimo legal

requerido para la revocatoria de alcaldes, si-

tuación que dificulta el ejercicio de control

ciudadano.

3.1.6 DERECHO A LA IGUALDAD Y A LA
NO DISCRIMINACIÓN

3.1.6.1 Discriminación en el Perú

A pesar del reconocimiento a nivel formal del

derecho a la igualdad por parte de la Constitu-

ción Política del 93, aun hoy subsisten prácti-

cas y patrones de discriminación en la socie-

dad peruana.

La discriminación se desarrolla a todo ni-

vel social y se manifiesta en lo racial, cultural,

económico, físico, mental, sexual y de género.

El Código Penal tipifica las prácticas de

discriminación como un delito (Art. 323), sin

embargo son pocas las denuncias que en el país

se han presentado, por un lado porque las víc-

timas sienten vergüenza de hacerlo, y del otro

existe una enorme desconfianza de la ciudada-

nía frente al sistema de administración de jus-

ticia para sancionar este tipo de prácticas.

Así mismo contamos con la Ley N° 27049

que precisa el derecho de los ciudadanos a no

ser discriminados en el consumo, y la Ley N°

27270, Ley contra Actos de Discriminación, que

establece sanciones administrativas a las ofer-

tas de empleo y el acceso a centros de forma-

ción educativa que contengan requisitos que

constituyan discriminación, anulación o alte-

ración de la igualdad de oportunidades o de

trato.

3.1.6.1.1 Discriminación racial

A pesar de que el Perú es reconocido como un

país pluriétnico66 las prácticas de discrimina-

ción racial en el país persisten, evidenciándo-

se en los distintos espacios de socialización.

La población indígena y la afrodescendiente

tienen los niveles más altos de pobreza, des-

nutrición, mortalidad materna e infantil, anal-

fabetismo, deserción escolar, etc. Resulta evi-

dente que el respeto de sus derechos funda-

mentales no es considerado una prioridad. El

hecho de que este grupo represente alrededor

del 80% de la población nacional revela que el

Estado peruano ha sido conformado de mane-

ra excluyente y discriminatoria.

Seguimos arrastrando desde la Colonia la

creencia de que la capacidad intelectual, la be-

lleza física y el status son propios de la raza

blanca. Es verdad que actualmente el dinero,

la posición social, el nivel educativo, o el car-

go que se ocupa, pueden hacer que muchas

66 Artículo 2°, inciso 19 de la Constitución Política del Perú de 1993.

“El Código Penal tipifica las prácticas de discriminación

como un delito (Ar t. 323), sin embargo son pocas las

denuncias que en el país se han presentado...”
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personas olviden el aspecto racial. Sin embar-

go, es cierto también que, cuando estos facto-

res no son evidentes o visibles, las personas

pueden padecer maltratos o discriminación. De

hecho, muchas personas cuyos rasgos físicos

los harían discriminables enfatizan siempre

donde viven, que cargo ocupan y en donde han

estudiado, con la finalidad de ser respetados.

En la vida cotidiana, en diversos locales

(discotecas, restaurantes y bares) de Lima y de

otras ciudades del país como Cusco se impide

el ingreso de personas de rasgos andinos y ne-

gros.

El 2004 se implementó la campaña “Basta

de Racismo” desde la Mesa contra el Racismo

de la CNDDHH, producto de esta campaña se

realizaron acciones de vigilancia y sensibiliza-

ción. En octubre tras una intensa campaña de

los organismos de derechos humanos el pro-

grama televisivo “La Paisana Jacinta”, que re-

forzaba los estereotipos racistas hacia la mujer

andina, retransmitido por “Frecuencia Latina”,

fue retirado del aire. El 24 de noviembre

INDECOPI, tras una acción coordinada con

la Mesa contra el Racismo de la CNDDHH,

de constatación de prácticas de discriminación

racial en locales abiertos al público, sancionó

a la discoteca “Aura” (ubicada en Larcomar -

Miraflores - Lima) con una multa de 35 Uni-

dades Impositivas Tributarias (UIT) por in-

currir en prácticas discriminatorias, al reali-

zar una política de selección de clientela para

el acceso a su local, sin que medien razones de

seguridad o tranquilidad de los clientes, u otras

razones objetivas que justifiquen dicho accio-

nar, basándose únicamente en sus característi-

cas raciales, así mismo le ordenaba, como me-

dida correctiva, que se abstenga de continuar

con la comisión de prácticas discriminatorias

que vulneren los derechos de los consumido-

res o de cualquier otra que implique la selec-

ción de clientela sin mediar causas objetivas o

justificadas67. En la ciudad del Cusco otros lo-

cales también fueron sancionados por

INDECOPI por realizar selección de clien-

tela por motivos raciales.

En el plano normativo se alcanzó una pro-

puesta de reforma del artículo 323 del Código

Penal a la Subcomisión Especial de Reforma

del Código Penal, a fin de que se incorporen

las recomendaciones de la Convención Inter-

nacional sobre la Eliminación de Todas las

Formas de Discriminación Racial firmada por

el Perú68.

En el mes de diciembre se presentaron al-

rededor de 18 000 firmas de ciudadanos que se

pronunciaban contra el racismo en el Perú y

exigían la actuación de las autoridades para san-

cionarlo.

El balance en la lucha contra la discrimina-

ción racial ha sido positivo, se han activado

algunas instancias que tienen competencia para

vigilar y sancionar estás prácticas como el

INDECOPI, pero aún falta una actuación más

decidida del Ministerio Público y el Poder

Judicial. Resaltamos que también existe una

opinión pública más informada y sensibiliza-

da sobre esta problemática.

3.1.6.1.2 Discriminación por orientación

sexual

Durante el año 2004 han habido importantes

avances legislativos y jurisprudenciales en ma-

teria de lucha contra la discriminación por

orientación sexual.

El 28 de mayo se promulgó el Nuevo Có-

digo Procesal Constitucional (Ley 28237), don-

de se incluyó como causal para interponer la

acción de amparo, la discriminación por orien-

tación sexual.

El 30 de octubre se publicó en el Diario

Oficial El Peruano la sentencia del Tribunal

Constitucional declarando la inconstituciona-

67 Resolución Final Nº 1255-2004-CPC.

68 Ratificada el 29 de setiembre de 1971.IN
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lidad de varios artículos del Código de Justi-

cia Militar, entre ellos el artículo 269, que con-

sideraba a la homosexualidad como un de-

lito. Este articulo sancionaba toda práctica

homosexual dentro y fuera de los cuarteles, sus

sanciones iban desde la expulsión hasta la pri-

sión efectiva. La acción de inconstitucionali-

dad fue interpuesta por la Defensoría del Pue-

blo fundamentándose en que este artículo

violaba el principio constitucional de la no dis-

criminación.

A pesar de estos avances, en el año 2004 se

han registrado casos de discriminación por

orientación sexual. Entre ellos resalta la ocu-

rrida a una pareja de jóvenes homosexuales que

fueron retirados de las instalaciones de un co-

nocido supermercado. Este hecho motivo su

posterior denuncia administrativa a INDE-

COPI.

3.1.6.1.3 Situación de las mujeres

Violencia sexual. En materia de delitos sexua-

les la reforma introducida por la Ley N° 28251,

publicada el 8 de junio del 2004, establece cam-

bios significativos en la descripción típica de

los referidos delitos, así la conducta prohibida

no sólo se refiere a “practicar el acto sexual u

otro análogo” sino que hace referencia tam-

bién “al tener acceso carnal por vía vaginal, anal

o bucal o realizar otros actos análogos intro-

duciendo objetos o partes del cuerpo por al-

guna de las dos primeras vías”. Con esta mo-

dificación se incorpora el sexo oral como un

supuesto de violación sexual, así como el de la

introducción de objetos por vía vaginal o anal.

Otra de las reformas establecidas por esta ley

es la incorporación de nuevos supuestos agra-

vados en el delito de violación sexual: abusar

de un cargo de particular autoridad sobre la

víctima, el que el agente sea miembro de la

Fuerzas Armadas, Policía Nacional, serenazgo,

policía municipal o vigilancia privada, si la víc-

tima tiene 14 y menos de 18 años, y si el autor

fuere portador de enfermedad de transmisión

sexual grave. Finalmente, se incorporan los

nuevos tipos penales de usuario cliente, turis-

mo infantil y publicación en los medios de

comunicación sobre delitos de libertad sexual

a menores. Según informaciones proporcio-

nadas por el Ministerio de la Mujer y Desa-

rrollo Social69, los casos atendidos en los cen-

tros Emergencia Mujer en el año 2004

relacionados a violencia sexual han sido 2 378.

Las más afectadas han sido niñas y adolescen-

tes comprendidas entre las edades de 0-17 años

con 1 600 casos, seguidos de los 572 casos de

jóvenes comprendidas entre 18-59 años y 7 ca-

sos contra mujeres mayores de 60. Dentro de

los lugares con mayor incidencia de violencia

sexual se encuentran el distrito de Comas (Lima)

con 174 casos registrados, San Juan de Miraflores

(Lima) con 135, Cercado de Lima (Lima) con

130 casos, Pucallpa (Ucayali) con 126 y San Luis

(Lima) con 92 casos.

69 Casos atendidos en los centros de Emergencia Mujer según tipo de violencia grupo de edad y sexo (2004). E
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Violencia familiar. Por su importancia des-

cansa en este problema el análisis del sistema

de justicia penal en su conjunto, en relación

con el procedimiento de faltas por violencia

familiar, considerando además que la mayor can-

tidad de denuncias se concentran en aquellas

infracciones leves (faltas) que contempla el ar-

tículo 441 del Código Penal. A mérito de esto,

la Defensoría del Pueblo realizó una investi-

gación sobre la violencia familiar y el derecho

penal70. De los 216 casos de faltas recogidos

por la Defensoría para la investigación: 193

víctimas eran mujeres y 23 eran hombres. De

este total el 46,7% que acude al sistema penal

para denunciar tiene entre 26 a 39 años de edad.

A su vez, el 27,1% de víctimas son mayores de

40 años. Mientras que las que tienen entre 18 y

25 años de edad representan el 15,9% del total.

Respecto al estado civil de la víctima: casadas

41%, 29% solteras, el 28% convivientes, y 1 caso

de viuda, y otro de divorciada. Sobre el grado

de instrucción de la víctima: el 22% tiene se-

cundaria completa, el 21% superior completa,

el 16% secundaria incompleta, 6% primaria in-

completa, 6% primaria completa y 5% supe-

rior incompleta.

También hay que resaltar los casos de vio-

lencia psicológica y/o física cometidas en el

2004. Fuentes del MINMDES señalan71 que

en total han ocurrido 27 902 casos atendidos a

nivel nacional. Los grupos de edad más afecta-

dos son los comprendidos entre los 18 a 59

años con 21 990 casos, seguido por los 2 427

casos de violencia contra niñas y adolescentes

entre los 0 a 17 años, y los 856 ataques contra

mujeres mayores de 60. Entre los lugares con

mayor incidencia tenemos: Cusco (Cusco) con

1 335 casos, Piura (Piura) con 1 222, Puno (Puno)

con 1 201 casos, y Comas (Lima) con 1 104

casos.

Asesinato de mujeres. Según investigacio-

nes a nivel nacional realizadas por DEMUS72,

en el año 2004 han ocurrido 100 casos de asesi-

natos contra mujeres debidamente reportados.

De este total, hay que resaltar que el 20% de las

víctimas previamente habían sufrido violencia

por parte de sus asesinos, lo que quiere decir

que si el sistema de justicia hubiera actuado

correctamente dando más protección a estas

víctimas, posiblemente en la actualidad se en-

contrarían vivas.

Las más afectadas han sido las mujeres com-

prendidas entre los 16 a 25 años (25 casos), entre

26 a 35 años (21 casos), y las de 46 a mas años

(16 casos). Las formas de asesinato varían: 23

fueron golpeadas, 23 baleadas, 20 acuchilladas,

14 fueron estranguladas o ahorcadas, 6 asfixia-

das y 4 envenenadas. Los principales lugares

de agresión: 42 casos en la casa de la víctima,

16 en una zona desolada, 10 en la vía pública, 7

en la casa del agresor y 5 en el centro laboral.

La identidad del agresor nos muestra una

preocupante cercanía con la víctima, así en 16

casos la propia familia fue la agresora, 14 mu-

rieron a manos de extraños, 11 víctimas del

propio esposo, 10 de un amigo, 9 del convi-

viente, 4 el ex conviviente, 4 la pareja separada,

y en 2 fueron los amantes. Y por último tam-

bién hay que tomar en cuenta la actuación de la

administración de justicia, dado que del total

de asesinos: 40 están prófugos, 30 detenidos,

13 se suicidaron, 6 intentaron suicidarse, 1 está

con orden de comparecencia, y 2 están libres,

y de 5 no se tienen datos.

Derechos sexuales y reproductivos. En el Perú

se producen entre 1 600 y 1 800 muertes mater-

nas al año. Según el INEI la tasa de mortalidad

materna es de 185 por cada cien mil nacidos

vivos siendo una de las tasas más altas de Amé-

rica Latina. La Comisión de Derechos Huma-

70 La protección penal frente a la violencia familiar en el Perú, Estudio realizado por la Defensoría del Pueblo,
Lima. 168 pág., diciembre del 2004.

71 Casos atendidos en los centros Emergencia Mujer según tipo de violencia grupo de edad y sexo 2004.

72 Resultados investigación Femenicidio 2004;preparado por Jeannie Dador, DEMUS.IN
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nos de las Naciones Unidas ha afirmado que:

“es signo de inquietud que el aborto continúe sujeto a

sanciones penales, aun cuando el embarazo sea produc-

to de una violación. El aborto clandestino continúa siendo

la mayor causa de mortalidad materna en el Perú”. Por

lo general, las mujeres que se encuentran en

un estado más grave de pobreza y las menos

informadas siguen poniendo su vida en peli-

gro, realizando prácticas abortivas inseguras,

siendo común encontrar sondas en la cavidad

abdominal, cuello necrosado, infección seve-

ra por el uso de instrumental contaminado,

perforación uterina, etc. Las cifras sobre abor-

tos incompletos atendidos en establecimien-

tos del Ministerio de Salud en el año 2000 fue

de 34 653, habiéndose incrementado en el año

2003 a 41 993. Si a esto le sumamos los atendi-

dos por establecimientos del seguro social de

salud y del sector privado en conjunto, que aten-

dieron 19 808 abortos incompletos, se llega al

total de 66 000 casos atendidos en ese año.

Las muertes maternas por aborto están aso-

ciadas con la consideración del aborto como

delito, que fuerza muchas veces a las mujeres a

interrumpir su embarazo en condiciones clan-

destinas y muchas veces precarias, con un alto

riesgo de problemas infecciosos severos e

insalvables. En lo que se refiere a la voluntad

política para solucionar esta problemática, desde

el año 2001 al 2005 se han presentado 8 proyec-

tos de ley para modificar el Código Penal en

varios artículos relacionados con el tema:

NÚMERO DE

PROYECTO

AUTOR Y AGRUPACIÓN

POLÍTICA
PROPUESTA ESTADO

421, 23/08/01 Dóris Sánchez, Perú
Posible

Amplía la despenalización del aborto terapéu-
tico para el caso de malformaciones fetales o
cualquier patología fetal que haga incompati-
ble la vida del concebido.

En Comisión de Jus-
ticia. 04/09/01

1696, 04/01/02 José Barba e Hilde-
brando Tapia, Unidad
Nacional

Propone incrementar significativamente la san-
ción a todos los casos de aborto.

Retirado por sus au-
tores. 06/02/02

4562, 13/11/02 Doris Sánchez, Perú
Posible

Propone aumentar la sanción de la persona que
hace abortar a la mujer sin su conocimiento,
cuando es su cónyuge, excónyuge, convivien-
te, exconviviente, ascendientes o presunto pa-
dre del concebido.

Dictamen favorable
en Mujer, falta dicta-
men Justicia. 17/10/03

5225, 13/01/03 Luis Gonzáles Posa-
da, Partido Aprista

La mujer intervenida por la policía como auto-
ra, partícipe o víctima del delito de aborto, en
cualquiera de sus modalidades, debe ser condu-
cida inmediatamente a un centro de salud esta-
tal para su atención médica, antes de proceder a
su detención o citación, según sea el caso.

Dictamen favorable
en Mujer falta dicta-
men en Jus t ic ia .   
09/06/03

5439, 30/01/03 Víctor Velarde, Parti-
do Aprista

Que no se sancione la tentativa de aborto, ni a
la mujer que ocasione su propio aborto sin pro-
pósito de causarlo.

En Comisión de Jus-
ticia. 05/02/03

(...)
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Como vemos la mayor cantidad de proyec-

tos están dirigidos principalmente a la sobre

penalización del aborto, osea al aumento de

penas, creyendo que con la agravación de la

sanción penal se reducirá la cantidad de abor-

tos clandestinos realizados en el país. Mejor

sería dirigir los esfuerzos a políticas de pre-

vención, acceso a los servicios y a métodos

anticonceptivos sin ninguna clase de discri-

minación.

3.1.6.1.4 Situación de las personas con dis-

capacidad

El reconocimiento de los derechos de las per-

sonas con discapacidad, aun sigue siendo rele-

gado, muestra de ello es que a pesar de que el

año 2004 haya sido declarado como el “Año Ibe-

roamericano de la Persona con Discapacidad”,

ésta no haya tenido la repercusión necesaria

para colocarla ante la mirada de la opinión pu-

blica. Esta declaratoria es importante dentro

del campo de los derechos reivindicativos, que

busca el mejoramiento de la calidad de vida de

la persona con discapacidad mediante la

implementación de un plan nacional de acción,

a través de una agenda de actividades en la que

deberían de participar los organismos repre-

sentativos de todos los países de Iberoamérica,

agenda en la que además no participó el Con-

sejo Nacional para la Integración de la Persona

con Discapacidad – CONADIS, órgano esta-

tal peruano encargado de la promoción, de-

fensa e reivindicación de la persona con disca-

pacidad.

En el año 2004, se han presentado lamenta-

blemente casos de violación a los derechos fun-

damentales de las personas con discapacidad

en lo que se refiere al derecho a la igualdad y a

la educación. Uno de estas violaciones suce-

dió durante el examen de admisión a distancia

de la Universidad Inca Garcilazo de la Vega en

la ciudad de Trujillo, en la que el Sr. Edgar Sar-

miento Olaya (invidente), al ponerse en con-

tacto con las autoridades universitarias respon-

sables del referido examen, se encontró con

una rotunda negativa del coordinador, quien le

dijo: “que si no podía leer el examen era su problema y

que la referida universidad no estaba preparada para

este tipo de casos y que además no podía dar el examen

asistido”. Estos hechos fueron denunciados por

el agraviado ante la policía y la fiscalía de pre-

vención del delito de Trujillo, permitiéndosele

NÚMERO DE

PROYECTO

AUTOR Y AGRUPACIÓN

POLÍTICA
PROPUESTA ESTADO

6735, 13/05/03 Jorge Mera Ramírez,
UPD

Pena de multa para quienes publiquen, exhi-
ban o difundan anuncios sobre prácticas abortivas
en los medios de comunicación escritos, televi-
sivos, radiales o bajo cualquier otra forma.

En Comisión de
Transportes y Comu-
nicaciones y en Salud.
09/05/03

10957, 07/07/04 José Taco Llave, Perú
Posible

Despenalizar el aborto cuando el embarazo sea
a consecuencia de violación sexual fuera del
matrimonio o inseminación artificial no con-
sentida y ocurrida fuera del matrimonio, y cuan-
do es probable que el ser en formación conlleve
al nacimiento graves taras físicas o psíquicas.

En Comisión de Jus-
ticia y Derechos Hu-
manos. 14/07/04

11083, 04/08/04 Wilmer Rengifo
Ruíz, Perú Posible

Incrementar las sanciones al aborto en el doble
y algunos casos al triple de las sanciones que
existen actualmente

En Comisión de Jus-
ticia y Derechos Hu-
manos. 06/09/2004
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ingresar recién a las 9:45 horas a dar el examen,

asistido por la secretaria del coordinador de la

prueba, sin embargo no se le dio tiempo adi-

cional para completar su examen (lo inició 1

hora 30 después)73. Hay que mencionar que la

Defensoría del Pueblo, mediante el Of. 096-

2004-EDEPRIDIS-ADDHH-DP, del 13 de ju-

lio del 2004, remitió una serie de recomenda-

ciones sobre el trato y las facilidades que se

deben brindar a los postulantes con alguna dis-

capacidad que se presenten a los concursos o

programas de admisión organizados por cual-

quier entidad educativa del país. Recomenda-

ciones que al parecer no se están cumplien-

do74.

Rosario Margarita Quispe Cortéz. La seño-

ra Rosario Quispe Cortéz laboró como enfer-

mera del Centro Médico Naval (CENEMA)

durante 26 años, de manera eficiente e intacha-

ble, como consta en su hoja de servicio. En

reconocimiento a su labor fue condecorada en

dos oportunidades. En el año 1987 le fue diag-

nosticada la enfermedad de “distrofia muscu-

lar de Becquer”, pese a ello siguió cumplien-

do con sus obligaciones de una manera regular

y normal. Últimamente se encontraba laborando

(julio y agosto del año 2003), en el servicio de

hospitalización o admisión de pacientes del

CEMENA, antes de que se produjese su des-

pido intempestivo. El 3 de julio del 2003 acu-

de al último control con su médico tratante, el

Doctor Roberto Ramírez Ruíz, médico espe-

cialista en neurología, quien expide un certifi-

cado de salud, en el que establece que la disca-

pacidad que padece es simplemente motriz, en

consecuencia, no le impide continuar con el

cumplimiento de sus funciones, que también

podrían abarcar labores administrativas, docen-

cia e investigación.

El 28 de agosto del 2003 mediante Resolu-

ción Directoral N° 1111-2003, la Dirección de

Administración de Personal de la Marina de

Guerra del Perú cesó en forma definitiva del

servicio de la Dirección de Salud y Centro

Médico Naval “Cirujano Santiago Távara” a la

señora Rosario Quispe, por la causal de inca-

pacidad física permanente, a mérito del Infor-

me Médico N° 0201422003 del 26 de agosto

del 2003, emitido por la comisión médica eva-

luadora de incapacidades del Hospital Nacio-

nal “Guillermo Almenara Irigoyen”.

La conformación de esta comisión resulta

cuestionable, ya que al realizarla no se encon-

traba presente un médico especializado en neu-

rología ni otro especializado en medicina físi-

ca y rehabilitación. Tampoco se tomó en cuenta

el examen tomado por el médico tratante. Hay

que señalar que esta enfermedad sólo le impo-

73 Denuncia remitida a la CNDDHH, por la Comisión Especial de Estudio sobre Discapacidad del Congreso

de la República, presidida por el Congresista Javier Diez Canseco Cisneros.

74 Hay que resaltar positivamente la adopción del artículo 26 de la Ley Nº 28164 dentro de la normativa de la

Universidad Nacional Mayor de San Marcos que señala la reserva del 5% de vacantes para personas con

discapacidad, el 12 de enero del 2005. E
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sibilita movilizarse por sus propios medios,

sin embargo no afecta su coeficiente intelec-

tual ni la movilidad de sus extremidades supe-

riores, permitiéndole desarrollar perfectamente

la labor administrativa que venía desarrollan-

do en el Centro Medico Naval. Este constitu-

ye una clara violación de sus derechos funda-

mentales, como el derecho a la igualdad, así

como el derecho al trabajo en igualdad de opor-

tunidades, sin discriminación. En el mes de

agosto del 2004 la CNDDHH exhortó a los

diferentes actores políticos como la Defenso-

ría del Pueblo, el Congreso de la República, el

Ministerio de Salud, el CONADIS, el Minis-

terio de Trabajo y Promoción del Empleo, el

Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social y

al Centro Médico Naval, para una nueva eva-

luación de la junta médica de la señora Quispe,

la misma que a la vez de constatar su discapaci-

dad, le permita especificar las labores que en

esa situación esta apta para realizar.

3.1.6.1.5 Situación de los pueblos indíge-

nas

A pesar de constituir prácticamente la ter-

cera parte de la población total en el Perú

(8 793 295)75 los pueblos indígenas represen-

tados por Quechuas, Aymaras, Asháninkas,

Aguarunas y otros, siguen teniendo los mis-

mos problemas de exclusión y discriminación

que en el pasado.

La Constitución Política del Estado y la

suscripción y ratificación de convenios como

el 169 de la OIT por parte del Perú, reconocen

la plena vigencia de los derechos de los Pue-

blos Indígenas. La reforma del Estado en este

aspecto, debe pasar necesariamente por el re-

conocimiento de un país multiétnico, pluri-

cultural y multilingue, a fin de superar las prác-

ticas de discriminación y exclusión social.

Entre los principales problemas que han

afectado a los pueblos indígenas en el año 2004,

tenemos los siguientes:

Seguridad jurídica y concesiones forestales.

A pesar de que el Estado ha suscrito y ratifica-

do el Convenio 169 de la OIT referido a los

pueblos indígenas, donde reconoce la inaliena-

bilidad, imprescriptibilidad e inembargabili-

dad de los territorios de estas comunidades, la

Constitución Política del 93 solamente reco-

noce estos territorios en calidad de impres-

criptibilidad relativa, es decir que regresarán

al ámbito de protección estatal cuando se en-

cuentren en calidad de abandonados. Actual-

mente en el Perú, hay 118 comunidades indí-

genas que tienen pendiente la titulación de sus

propiedades y 24 con problemas de territorios

invadidos76, lo que permite que exista una falta

de protección y garantía de sus territorios por

parte del Estado.

En lo concerniente a las concesiones fo-

restales (reguladas por la Ley N° 27308), no

existen mecanismos efectivos de control en los

contratos de exploración y en las evaluaciones

forestales. Actualmente se vive un estado de

75 I Censo de Comunidades Indígenas, INEI 1993.
76 Base de Datos de Comunidades Nativas, Defensoría del Pueblo, marzo 2003.

“La reforma del Estado en este aspecto, debe pasar nece-

sariamente por el reconocimiento de un país multiétnico,

pluricultural y multilingue...”
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zozobra en la Comunidad Asháninka de Cho-

rinashi, en la Provincia de Atalaya, producida

por una concesión maderera conseguida por el

Consorcio Forestal Amazónico, que al parecer

se encuentra ubicada en su mismo territorio

comunal (113 000 Hectáreas). La comunidad

ha recibido amenazas no sólo de desalojo, sino

también de la expropiación de sus recursos.

También recibieron una denuncia judicial por

delito de usurpación agraviada del Consorcio

a causa de los actos de defensa de su territorio.

Asimismo, sus dirigentes comunales se encuen-

tran perseguidos y con órdenes de captura.

Producto de ello se ha generado un clima hos-

til, donde por lo menos 200 soldados pertene-

cientes a la Organización Indígena de la Re-

gión Atalaya (OIRA) y la Organización

Asháninka del Gran Pajonal (OAGP) se orga-

nizaron para defender la comunidad y preve-

nir el ingreso de los madereros del consorcio.

El 24 de septiembre del 2004, ante el riesgo de

una posible confrontación se instauró una Co-

misión de Alto Nivel conformada por la De-

fensoría del Pueblo, el Instituto de Recursos

Naturales - INRENA, el Programa Especial

de Titulación de Tierras - PETT y la Asocia-

ción Interétnica de Desarrollo de la Selva Pe-

ruana - AIDESEP a fin de mediar en el con-

flicto. Fruto de esa labor se elaboró un informe

sobre la situación de la zona, pero no se llegó a

ningún acuerdo entre las partes, a causa de un

proceso judicial vigente77.

Limitado acceso a los servicios básicos. El

nulo acceso a los servicios básicos en la pobla-

ción indígena es de larga data. Sobre esto tene-

mos las siguientes cifras:

� Educación, el 32% de la población de co-

munidades indígenas no tiene ningún nivel

educativo. Al nivel primario alcanza sólo

un 49%, el nivel secundario o superior un

15%. En este entorno es donde se ubica el

33% del analfabetismo. El 23% de analfabe-

tos son hombres y el 44% son mujeres78.

� Salud, las mujeres registran una mayor tasa

de fecundidad79, Respecto a la mortalidad

infantil, registran una tasa más elevada en

comparación con la población de la costa80.

Cabe destacar que un gran obstáculo para

el acceso hacía estas poblaciones es la ubica-

ción geográfica y los costos económicos.

En lo que se refiere al ejercicio de la ciuda-

danía, a pesar de haber un reconocimiento del

derecho a la Igualdad por parte de la Constitu-

ción Política, aún existen problemas de indo-

cumentación81, que hace en los hechos, que

miles de pobladores de las comunidades no

existan para el Estado y por tanto no puedan

acceder a los servicios básicos como salud, edu-

cación, saneamiento, entre otros.

A pesar de registrarse un incremento en la

participación política de pobladores indíge-

nas (8 consejeros regionales, 1 alcalde provin-

cial, 11 alcaldes distritales y 17 regidores), ésta

aun sigue siendo insuficiente para un colecti-

vo que representa prácticamente la tercera parte

de la población total en el Perú.

77 Al ingresar este informe a prensa, el problema aun estaba pendiente. Para el 18 de febrero del 2005, se ha

ordenado una nueva diligencia de desalojo, solicitando 150 efectivos para llevarla a cabo.

78 Resolución: Sistematización Programática de CONADES sobre Equidad. Documento preparado por Cen-

tro de la Mujer Peruana Flora Tristán para IX CONADES. Quinto párrafo, Pág. 25.

79 En las áreas rurales la tasa es de 4,6 hijos por mujer, en comparación con aquellas mujeres que viven en el

área urbana, que es de 2,1 por mujer. Estadísticas del Censo de 1993, INEI.

80 En la costa, la tasa de mortalidad infantil es de 41,1 por mil mientras que en la sierra es de 60,6 por mil.

Estadística del Censo de 1993, INEI.

81 Hasta mediados del 2003, del total de mujeres mayores de 18 años, el 51% en Cajamarca, el 40% en Piura, y

el 12% en Arequipa, carecían de documento de identidad. Información recogida por la RENIEC y el Centro

de la Mujer Peruana Flora Tristán. La Revista Agraria N° 47, Lima, agosto 2003. E
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PROVINCIA CONSEJEROS ORGANIZACIO-

NES SOCIALES*

ALCALDES REGIDORES

Amazonas 1 0 1 5

Cajamarca 0 0 0 1

Cusco 0 0 0 1

Huánuco 1 0 1 0

Junín 1 1 1 1

Loreto 1 0 3 2

Pasco 1 0 1 0

San Martín 2 1 0 0

Ucayali 1 0 2 7

Fuente: “La Construcción de la Interculturalidad: Desaprovechando una Oportunidad”, en Balance de la

Descentralización, Revista Participa Perú, Balance de la Descentralización, N° 16 y 17 - julio 2004.

* Información añadida por el CAAAP.

Sistema judicial y jurisdicción indígena. Existe

un desigual acceso a la justicia. La mayoría de

procesos judiciales siguen desarrollándose en

castellano, aun cuando el procesado habla otra

lengua, situación que perjudica principalmen-

te a los pueblos indígenas. Asimismo los di-

versos instrumentos jurídicos (códigos, leyes,

manuales legales, etc.) se elaboran en castella-

no siendo muy difícil una traducción al idio-

ma local.

Las barreras culturales se manifiestan prin-

cipalmente en el rechazo de las prácticas de

administración de justicia comunal por parte

del sistema oficial de justicia. Sin embargo un

avance significativo durante el 2004 ha sido la

sentencia que emitió el 19 de junio la Sala Pe-

nal Transitoria de la Corte Suprema, a través

de la Resolución N° 975-04, reconociendo el

derecho consuetudinario y la función jurisdic-

cional de los integrantes de las rondas campe-

sinas normado por la Constitución (Art. 149),

precisando que tienen competencia para ad-

ministrar justicia, detener y sancionar a las per-

sonas que infrinjan sus normas. Las sanciones

pueden hacerse pero respetando los derechos

humanos. Por lo tanto, no se admiten prácticas

como la tortura.

Por otro lado, el aspecto económico cons-

tituye otra barrera para acceder al sistema ofi-

cial de justicia, especialmente por lo oneroso

que significa llevar un proceso judicial. Asi-

mismo, se carece de abogados de oficio que

hablen en la lengua de los pobladores indíge-

nas dificultándose la defensa.
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3.2 SITUACIÓN DE LOS DERECHOS
ECONÓMICOS, SOCIALES Y CUL-
TURALES

3.2.1 OBLIGACIONES DEL ESTADO PE-
RUANO EN MATERIA DE DERE-
CHOS HUMANOS ECONÓMICOS,
SOCIALES Y CULTURALES

Con frecuencia, los estados sostienen que los

escasos recursos económicos disponibles les

impiden cumplir las obligaciones internacio-

nales contraídas en el marco de los tratados en

materias como los derechos económicos, so-

ciales y culturales. Es más, muchos gobiernos

tienen una lectura errónea del artículo 2.1 del

Pacto Internacional de los Derechos Huma-

nos, Económicos, Sociales y Culturales

(PIDESC), al interpretar que su cumplimien-

to está directamente relacionado con la dispo-

nibilidad de recursos internos. Sin embargo,

“para que cada Estado Parte pueda atribuir la falta de

cumplimiento de sus obligaciones mínimas esenciales

por carecer de recursos disponibles, debe demostrar que

ha realizado todo esfuerzo para satisfacer, con carácter

prioritario, estas obligaciones mínimas”82.

El Estado tiene la obligación mínima de

asegurar la satisfacción de niveles esenciales

de cada uno de los derechos. Esta obligación

rige aun en períodos de limitación grave de

recursos, causada por procesos de ajuste, de

recesión económica o por otros factores. En

estas situaciones, el Estado debe fijar un orden

de prioridades en la utilización de los mismos,

identificando a los grupos vulnerables que se-

rán beneficiados, a fin de efectuar un eficaz

aprovechamiento de la totalidad de los recur-

sos de que disponga83.

Por lo tanto, los estados deben de adoptar

las medidas necesarias hasta el máximo de sus

recursos para satisfacer los derechos econó-

micos, sociales y culturales. Esto significa –

según las reglas aplicadas para la interpreta-

ción de los pactos internacionales–, que los

estados están obligados y deben realizar ade-

lantos concretos y precisos, en plazos deter-

minados, respecto de los derechos contenidos

en el pacto84.

La importancia de la progresividad conte-

nida en el ya mencionado numeral 1) del ar-

tículo 2° del pacto, debe entenderse, entonces,

como la ampliación del ámbito de protección

de los derechos humanos a derechos que ante-

riormente carecían de la misma; y de otra par-

te, como medida del progreso verificable en el

cumplimiento de los derechos contenidos en

el instrumento internacional. En armonía con

este criterio, y de acuerdo a los Principios de

Limburgo, relativos a la aplicación del pacto,

cabe anotar que “no basta con que los Estados de-

muestren la existencia de recursos limitados; tienen que

evidenciar un uso eficaz, equitativo y oportuno de esos

recursos (...) aun en aquellos casos en los que el Estado

evidencia una inequívoca limitación de recursos, ello no

agota las posibilidades de satisfacción de los DESC,

ya que éstos pueden ser cubiertos mediante programas

desarrollados a través de la cooperación internacional”85.

Esto implica que los estados están obliga-

dos a fijar de manera inmediata estrategias y

metas para lograr la vigencia plena de los DESC,

con un sistema verificable de indicadores que

permitan la supervisión desde los sectores so-

ciales.

82 Cfr. en: Observación General N° 3 al Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-

rales: La Índole de las Obligaciones de los Estados Partes, Párrafo 10.

83 Declaración de Quito acerca de la exigibilidad de los DESC, párr. 29.c.

84 Mujica, Javier. Acciones de protección de los derechos económicos, sociales y culturales. Lecturas comple-

mentarias. CEDAL, Lima. Pág. 244.

85 Cfr. en: Bolívar, Ligia. 1999 “La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales: papel de

la sociedad civil” En: Memoria I Curso Interamericano Sociedad Civil y Derechos Humanos. San José de

Costa Rica: IIDH, Pág. 58. E
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Conforme al Principio 72 de Limburgo, se

considera que los estados partes del PIDESC

incurrirán en una violación al pacto si por ejem-

plo, no logran adoptar una medida exigida, no

logran remover, a la mayor brevedad posible y

cuando deban hacerlo, todos los obstáculos que

impidan la realización inmediata de un dere-

cho, no logran aplicar con rapidez un derecho

exigido, no logran satisfacer una norma inter-

nacional mínima de realización, generalmente

aceptada, y para cuya satisfacción está capacita-

do, adoptan limitaciones a un derecho reco-

nocido en el pacto por vías contrarias al mis-

mo, retrasan o detienen la realización progresiva

de un derecho, a menos que actúen dentro de

los límites permitidos en el pacto, o que dicha

conducta se deba a una falta de recursos o si-

tuación de fuerza mayor, o no presenten los

informes exigidos por éste86.

Bajo estos parámetros presentamos un aná-

lisis de la situación de los derechos económi-

cos, sociales y culturales estipulados en la Par-

te III del pacto, comprendiendo los artículos

6 al 14.

3.2.2 DERECHO AL TRABAJO

La denuncia más grave en este período fue rea-

lizada por el presidente de la Central General

de Trabajadores del Perú, CGTP, señor Mario

Huamán, quien recibió una granada de guerra

en su hogar como una forma de hostigamiento

y presión, en vísperas del Paro Nacional con-

vocado para el 14 de julio último. Estos hechos

ponen en evidencia la subsistencia de rezagos

autoritarios al interior del aparato estatal, si-

tuación preocupante que constituye una clara

amenaza para el libre ejercicio de los derechos

sindicales y la actuación de sus dirigentes.

La coyuntura sociolaboral ha estado marca-

da por la presión ejercida desde diversos acto-

res sociales, demandando al Gobierno la aten-

ción de problemas vinculados con la obligación

del Estado respecto al derecho al trabajo. Te-

nemos por un lado las movilizaciones de los

trabajadores despedidos por el régimen fuji-

morista, demandando la reposición y por el otro,

la insistencia de algunos sectores empresaria-

les para reducir determinados derechos labo-

rales.

A cuatro años de iniciado el actual período

gubernamental, queda claro que el Gobierno

no ha cumplido con el ofrecimiento electoral

de generar mayor empleo y mejorar su calidad.

Al respecto debe insistirse en la importan-

cia que tiene para la economía el disfrute de

derechos laborales universalmente reconoci-

dos, entendemos que para lograr metas de pro-

ductividad sobresalientes se requiere de am-

bientes de trabajo seguros y de condiciones que

garanticen un nivel de vida digno para el traba-

jador y su familia.

Cabe destacar el énfasis puesto en el forta-

lecimiento del rol fiscalizador y el respeto a la

autoridad de trabajo para el adecuado monitoreo

del cumplimiento de las normas en materia

laboral. Para ello se impulsó la aprobación de

la Ley 28292 que regula las inspecciones labo-

rales al otorgar mayores facultades discrecio-

nales a los inspectores del Ministerio de Trabajo

y Promoción del Empleo - MTPE, facultán-

doles el libre ingreso a los centros de trabajo

durante el día o de la noche, para disponer la

adopción de medidas de seguridad e higiene a

fin de proteger la integridad física y mental de

los trabajadores, proponer de oficio el cierre o

clausura del local, o el retiro de maquinarias o

artefactos que atenten contra la integridad fí-

sica del trabajador. Con anterioridad se amplió

el alcance de las inspecciones en el sector de

las micro y pequeñas empresas (D. S. N° 001-

2004-TR), eliminando la excepcionalidad que

favorecía a las PYMEs.

Otro hito importante durante el 2004 fue la

promulgación de la Ley del Empleo en el Sec-

tor Público.

86 Principios de Limburgo sobre la aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales

y Culturales, Principio N° 72.IN
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En el plano de las relaciones colectivas de

trabajo, el ejercicio de los derechos asociativos

se vio favorecido con la aprobación del D. S.

N° 003-2004-TR, que subsana una omisión grave

que databa de principios de los años 90, la ca-

rencia de las organizaciones sindicales del sector

público de un referente en la administración

del Estado que pudiera conferirle la personería

sindical al desactivarse el Instituto Nacional

de la Administración Pública (INAP). El re-

gistro creado confiere a estas organizaciones,

capacidad procesal de actuación.

De otra parte, en el período analizado se

observa una positiva evolución respecto al in-

cremento de la tasa de afiliación sindical, al-

canzando el índice equivalente al 9% de la PEA

asalariada.

Otro hecho que merece ser destacado es la

incorporación a la legislación nacional de los

Convenios N°s 178 y 144 de la Organización

Internacional de Trabajo (OIT), por el Con-

greso de la República, convenios referidos a la

inspección laboral en el trabajo marítimo y la

realización de consultas tripartitas que promue-

van la aplicación de normas internacionales en

materia de trabajo, respectivamente. Sin em-

bargo, queda aun pendiente el levantamiento

de las observaciones realizadas por los órga-

nos de control de la OIT, relativas a las moda-

lidades atípicas de huelga, así como a la facul-

tad de la autoridad de trabajo para establecer

un servicio mínimo en caso de divergencia entre

las partes. Aun se encuentra en proceso de con-

sulta ante los órganos de control de la OIT, la

solicitud formulada por las organizaciones sin-

dicales del Perú respecto a la Ley 28015 (Ley

de Promoción y Formalización de la Micro y

Pequeña Empresa), relacionada a los convenios

que tratan sobre la prohibición de la discrimi-

nación en la ocupación y el empleo87 .

Cabe destacar, la iniciativa dirigida a pro-

mover las buenas prácticas laborales y la res-

ponsabilidad social de las empresas con la apro-

bación de la implementación del Plan Nacional

de Fomento del Trabajo Decente y la Compe-

titividad Empresarial (Resolución Ministerial

181-2004-TR, que reglamenta el artículo 4° de

la Ley General del Trabajo), para impulsar la

promoción de prácticas laborales acordes con

las regulaciones internacionales en materia de

derechos y principios fundamentales. Hecho

que constituye un hito importante en la

87 Perú: Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo. Normativa y Situación. Documento pág. web

MTPE (28 de julio del 2004). E
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institucionalización de los procesos de trans-

parencia y gestión democrática en las empre-

sas, así como que éstas sean fomentadas por el

MTPE.

Uno de los productos de este plan es la ela-

boración de una guía de indicadores que in-

corpora derechos fundamentales y prioritarios

en el trabajo (instrumento que será validado

mediante la adopción de un programa piloto),

reflejando un rol activo del propio Estado en

la promoción de la competitividad empresa-

rial basada en las buenas prácticas laborales.

Constituye una línea de base para avanzar en

esta ruta, y en la adopción de políticas públi-

cas. Esta iniciativa propone establecer un es-

cenario en el que para ganar en competitividad

es necesario invertir en el aspecto social (ma-

yor capacitación de la mano de obra), del pro-

ceso económico.

3.2.3 DERECHO A LA SEGURIDAD
SOCIAL

El derecho humano a la seguridad social es re-

conocido por una amplia variedad de normas

del derecho internacional de los derechos hu-

manos88.

Ha sido definido, además, como el dere-

cho que todas las personas tienen a “la protec-

ción que la sociedad proporciona a sus miembros, me-

diante una serie de medidas públicas, contra las

privaciones económicas y sociales que de otra manera

derivarían en la desaparición o fuerte reducción de sus

ingresos como consecuencia de la enfermedad, materni-

dad, accidente de trabajo o enfermedad profesional, des-

empleo, invalidez, vejez o muerte; y también la protec-

ción en forma de asistencia médica y de ayuda a las

familias con hijos”.89

Así como en materia de salud, puede afir-

marse, de acuerdo con las disposiciones que la

consagran y protegen, que las prestaciones de

la seguridad social tienen por fin procurar la

conservación o mejora de la salud de las per-

sonas y su aptitud para trabajar y hacer frente a

sus necesidades personales; en materia de pen-

siones, la seguridad social constituye una ga-

rantía a favor de las personas, para la reposi-

ción de sus medios de vida, reemplazando

ingresos derivados del trabajo por pensiones,

cuando éstos se ven expuestos a reducción sig-

nificativa, o a desaparecer como efecto de una

causa ajena a la voluntad del trabajador(a).

Con arreglo a este fin, los sistemas de se-

guridad social prevén la sustitución de las re-

muneraciones de las trabajadoras cuando éstas

enfrentan las contingencias de la maternidad y

el parto. Y lo mismo respecto del ingreso de

los trabajadores y trabajadoras, cuando no pue-

dan continuar trabajando como consecuencia

de otras contingencias fuera de su control, ta-

les como la enfermedad, la invalidez, la vejez o

el desempleo.

El grado de reposición efectiva de los in-

gresos perdidos como consecuencia de cual-

quiera de las contingencias o riesgos antes re-

feridos, lo mismo que la conservación de su

valor efectivo en el tiempo, constituye el con-

tenido esencial de este derecho, y debe estruc-

turarse de forma tal que se dote de contenido

real al derecho que dichas personas tienen a “la

satisfacción de los derechos económicos, sociales y cul-

88 Ver al efecto, Art. 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, Art. XVI de la Declaración

Americana de Deberes y Derechos del Hombre, Arts. 18 a 24 de la Carta Internacional Americana de

Garantías Sociales, Art. 9° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art.

5.e.iv de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial,

Art. 11.1.b de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer,

Art. 26 de la Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 27 de la Convención Internacional sobre la

Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, los convenios Núms. 102,

103, 118, 121, 128, 130, 157 y 168 y la Recomendación N° 67 de la Organización Internacional del Trabajo

(OIT), entre otros.

89 Organización Internacional del Trabajo (OIT) Introducción a la Seguridad Social, Ginebra, 1984, Pág. 3.IN
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turales, indispensables a su dignidad y al libre desarro-

llo de su personalidad”, conforme al artículo 22 de

la Declaración Universal de Derechos Huma-

nos.

En materia previsional, nos encontramos en

una profunda crisis de cobertura y eficiencia

de los sistemas existentes. El Ministerio de

Economía elaboró durante el 2004, el Plan de

Acción de los Sistema de Pensiones en Perú

2004 - 2008, que señala que la cobertura en

materia previsional incluyendo el Sistema

Nacional y el Sistema Privado, sólo alcanza al

32% de la población económicamente activa.

Este plan de acción presenta estrategias de co-

bertura y eficiencia para el sistema privado,90

y estrategias de sostenibilidad financiera y efi-

ciencia para el sistema público.

La cobertura en este caso (según el plan)

no es un indicador pensado para el sistema

público por cuanto “...el gobierno entiende que cual-

quier estrategia responsable de ampliación de cobertura

de la Seguridad Social no puede ni debe ser liderada

por los regímenes públicos a cargo del Estado, al repre-

sentar éstos una enorme carga fiscal para el Tesoro Pú-

blico. Por tal motivo, esta política de ampliación de

cobertura será liderada, por lo pronto, por el Sistema

Privado de Pensiones (...)91”.

Consideramos que el gobierno no debe

desentenderse de su responsabilidad frente a

la seguridad social, y tampoco debe delegar la

responsabilidad de proteger y garantizar la co-

bertura de los seguros sociales exclusivamen-

te a sociedades comerciales, cuando la flexibi-

lización laboral no siempre garantiza la

regularidad en los aportes.

El 16 de noviembre, el gobierno promulgó

la Ley 28389, que reforma la Constitución al

plantear entre otros los siguientes puntos:

a) La modificación del artículo 11 para insti-

tuir la administración unitaria de los regí-

menes pensionarios a cargo del Estado.

b) La modificación del artículo 103 para esta-

blecer expresamente en la Constitución, que

el principio jurídico aplicable para anali-

zar la retroactividad de las leyes es el de los

hechos cumplidos y no el de la intangibili-

dad de los derechos adquiridos.

c) La sustitución de la Primera Disposición

Final de la Constitución para suprimir la

protección otorgada a los derechos adqui-

ridos en materia pensionaria y, en particu-

lar, suprimir el régimen de nivelación otor-

gado en el Perú al régimen de pensiones y

compensaciones de los servidores civiles

del Estado, actualmente regulado por el

Decreto Ley N° 20530.

90 Sustentado en la capitalización individual de los aportes y en la administración de los aportes por socieda-

des comerciales denominadas Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP).

91 Plan de Acción de los Sistemas de Pensiones en Perú 2004-2008, Ministerio de Economía y Finanzas, 2004,

octubre. Pág. 4, cuarto párrafo.

“...la cober tura en materia previsional incluyendo el Siste-

ma Nacional y el Sistema Privado, sólo alcanza al 32% de

la población económicamente activa...”
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3.2.4 DERECHO A LA ALIMENTACIÓN

El derecho a la alimentación adecuada se en-

cuentra reconocido como un derecho humano

por diversos instrumentos internacionales, ta-

les como la Declaración Universal de Dere-

chos Humanos92, y el Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales93

(PIDESC). El Perú ha suscrito también la

Declaración de Roma sobre la Seguridad

Alimentaria Mundial y su respectivo plan de

acción.

“El derecho a la alimentación adecuada se ejerce

cuando todo hombre, mujer o niño, sólo o en común

con otros, tiene acceso físico y económico, en todo mo-

mento, a la alimentación adecuada o a medios para

obtenerla. El derecho a la alimentación adecuada no

debe interpretarse, por consiguiente, en forma estrecha

o restrictiva asimilándolo a un conjunto de calorías,

proteínas y otros elementos nutritivos concretos. El derecho

a la alimentación tendrá que alcanzarse progresiva-

mente. No obstante, los Estados tienen la obligación

básica de adoptar las medidas necesarias para mitigar

y aliviar el hambre tal como se dispone en el párrafo 2

del artículo 11, incluso en caso de desastre natural o de

otra índole”94

En la Observación N° 12 del Comité DESC,

se expresa que el derecho a la alimentación

comprende:

1. Disponibilidad de alimentos: en cantidad y

calidad suficientes para satisfacer las necesi-

dades alimentarias de los individuos, sin sus-

tancias nocivas y aceptables para una cultura de-

terminada.

2. Accesibilidad de alimentos: en forma que sea

sostenible y que no dificulte el goce de otros

derechos humanos.

Desde la perspectiva de protección de los

derechos humanos existe una estrecha vincu-

lación del derecho a la alimentación con otros

derechos, como la salud, el trabajo, la educa-

ción, etc. Basta señalar que sin una alimenta-

ción adecuada las personas no pueden trabajar,

no pueden cuidar a sus hijos, no pueden aprender

a leer y escribir, etc. Es por ello que, tanto en

la Declaración Universal de Derechos Huma-

nos como en el PIDESC el derecho a la ali-

mentación integra el derecho a un nivel de vida

adecuada. En tal sentido, para disfrutar del de-

recho a la alimentación, la población necesita

contar con atención sanitaria, educación, res-

peto a sus valores culturales, derecho a la pro-

piedad y derecho de organizarse económica y

políticamente, entre otros.

Este derecho no está contemplado expre-

samente en la Constitución Política de 1993,

sin embargo, como consecuencia de la asun-

ción de compromisos internacionales por parte

del Estado para la protección de este derecho,

y además teniendo en cuenta lo señalado por el

artículo 3° de la Constitución95 , que establece

una lista abierta de derechos fundamentales de

la persona, podemos concluir que su respeto

puede ser solicitado por los ciudadanos pe-

ruanos, ante los tribunales de la República

mediante procesos constitucionales. Sin em-

bargo, significaría un avance normativo incluirlo

expresamente en la Constitución.

92 “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el
bienestar, y en especial la alimentación (...)” (artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Huma-

nos).

93 “Los estados partes en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado

para sí y su familia, incluso alimentación (...)” (artículo 11 del PIDESC).

94 Observación General N° 12 “El Derecho a una Alimentación Adecuada”, Párrafo 6, Contenido normativo

de los párrafos 1 y 2 del artículo 11 del PIDESC.

95 “La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución

garantiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del hombre, o en los principios de

soberanía del pueblo, del estado democrático de derecho y de la forma republicana de gobierno” (Artículo

3° de la Constitución de 1993).IN
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Un concepto similar al de alimentación

adecuada es el de la seguridad alimentaria96.

Ambos se encuentran íntimamente vinculados

a la sostenibilidad que se refiere a la posibili-

dad de acceder a los alimentos por las genera-

ciones presentes y futuras. La alimentación

adecuada está vinculada a las condiciones so-

ciales, económicas, culturales, etc. del acceso

a los alimentos97.

Sin embargo la reducción del gasto social y

la creciente pobreza de la población peruana

muestran un retroceso en el derecho a la ali-

mentación y en la política de seguridad

alimentaria consistente.

3.2.5 DERECHO A LA EDUCACIÓN

No obstante algunas mejoras a nivel de la es-

tructura curricular y de las remuneraciones del

magisterio nacional, no cabe duda que la edu-

cación peruana continúa arrastrando una serie

de situaciones deficitarias. El propio Ministe-

rio de Educación se vio en la necesidad de de-

clararla en el 2003 en situación de emergencia.

La crisis no sólo afecta a la estructura orgá-

nica del sector, sino, fundamentalmente a la

calidad de la educación que se brinda en los

diversos niveles del sistema. Los problemas

de infraestructura y equipamiento adecuados,

los recursos logísticos y la falta de materiales

educativos ad-hoc se inscriben en categorías

ya crónicas, además del bajo rendimiento aca-

démico, ubicando a los estudiantes peruanos

entre los últimos lugares en la región98 99.

Estas mediciones muestran cómo la mayo-

ría de alumnos termina la primaria, mas no lo-

gran desarrollar su capacidad para la comuni-

cación integral, mostrando serias dificultades

para la resolución de problemas relacionados

con las habilidades matemáticas, situación que

refleja en su conjunto poca capacidad de abs-

tracción y reflexión analítica.

96 En el Plan de Acción de la Cumbre Mundial de la Alimentación (1996) se precisa que “Existe seguridad

alimentaria cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico y económico a suficientes alimentos inocuos y

nutritivos para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida

activa y sana. A este respecto, es necesaria una acción concertada a todos los niveles. Cada país deberá adoptar una

estrategia en consonancia con sus recursos y capacidades para alcanzar sus objetivos propios y, al mismo tiempo, cooperar en

el plano regional e internacional para dar soluciones colectivas a los problemas mundiales de la seguridad alimentaria. En

un mundo de instituciones, sociedades y economías cada vez más entrelazadas, es imprescindible coordinar los esfuerzos y

compartir las responsabilidades”. Por su lado, el Decreto Supremo N° 118-2002-PCM, señaló que: “Se entiende

por seguridad alimentaria al acceso material y económico a alimentos suficientes, inocuos y nutritivos para todos los

individuos, de manera que puedan ser utilizados adecuadamente para satisfacer sus necesidades nutricionales y llevar una

vida sana, sin correr riesgos indebidos de perder dicho acceso. Esta definición incorpora los conceptos de disponibilidad,

acceso, uso y estabilidad en el suministro de alimentos”.

97 Cfr. Párrafo 7° de la Observación General N° 12 al PIDESC, El Derecho a una Alimentación Adecuada.

98 Prueba ILECE, 1998 y Prueba PISA 2000, Fuente: Consejo Nacional de Educación (2004) “Aprendizaje de

Calidad para Todos”.

99 A la fecha, el MINEDU ha realizado cuatro evaluaciones del rendimiento escolar a escala nacional:

CRECER 1996, CRECER 1998 y la Evaluación Nacional 2001, cuyas conclusiones y resultados han sido

publicados, desde que fuera constituida la Unidad de Medición de la Calidad Educativa (UMC), en 1996,

a través del Decreto Supremo N° 002-96-ED. La última evaluación correspondiente al 2004 se encuentra en

proceso de sistematización. E
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Resulta evidente la marcada desigualdad en

el acceso a la educación de calidad, según pro-

cedencia geográfica y nivel socioeconómico.

Quizá el mayor problema del sector recaiga en

la gran disparidad registrada respecto al acceso

y disfrute del derecho a la educación, todo esto

no sólo afecta el principio de equidad, sino

que refuerza los mecanismos de exclusión so-

cial existentes en diversos ámbitos de la esfera

humana. El Estado no sólo provee servicios

educativos de calidad disímiles, sino que no

cuenta, en términos de focalización y asigna-

ción presupuestaria, con un fondo compensa-

torio para expandir y mejorar la calidad de la

educación en aquellos sectores que presentan

mayor vulnerabilidad social y económica.

Si analizamos las estadísticas disponibles

por áreas de residencia, la desaprobación y la

deserción escolar son sustantivamente mayo-

res en las zonas rurales, llegando a duplicar las

cifras de las zonas urbanas en el caso de la edu-

cación primaria. Si se compara por gestión (pri-

vada y estatal) del centro educativo, las bre-

chas se acentúan aun más llegando a triplicar

estas disparidades100.

Para el Ministerio de Educación, el 60% de

las diferencias en el rendimiento académico

responden a las características socioeconómicas

de las escuelas (públicas/privadas), y el 40%

restante a diferencias atribuibles a las caracte-

rísticas individuales de los alumnos. Estas di-

ferencias se explican –además e independien-

temente del nivel económico del alumnado y

las características sociales e institucionales del

centro educativo–, por el número de compe-

tencias que poseen los docentes evaluados y

las horas efectivas de clase.

La crisis en la educación peruana tiene en-

tre sus causas, la falta de continuidad en la eje-

cución de las políticas gubernamentales, evi-

denciando debilidad y falta de voluntad política

para llevar a cabo las acciones emprendidas.

Prueba de ello es el magro presupuesto asig-

nado al sector, el que está lejos de alcanzar los

montos fijados por las fuerzas políticas y so-

ciales en el Acuerdo Nacional. Según éste, el

Estado deberá incrementar anualmente las asig-

naciones para el sector educación en un mon-

to equivalente al 0,25% del PBI, hasta alcanzar

la meta del 6% del total.

Esta situación de crisis institucional se

debe, asimismo, a la burocratización y corrup-

ción que atraviesan diversas instancias del sec-

tor, agravada por la poca participación de las

organizaciones sociales y asociaciones de pa-

dres de familia, en el monitoreo y fiscaliza-

ción de la gestión educativa.

Pese a los incrementos salariales destina-

dos al sector educación en los últimos años, la

partida asignada no guarda proporción con las

verdaderas necesidades educativas del país, y

mucho menos con la situación de emergencia

declarada por el Gobierno para los años 2004-

2006, mediante el Decreto Supremo N° 201-

2003-ED.

A ello debe sumarse el déficit de infraes-

tructura a nivel nacional, la ausencia de un sis-

tema de mantenimiento de mobiliario e insta-

laciones escolares provocan el deterioro de las

mismas, incrementando las probabilidades de

riesgo para la integridad física y la salud del

alumnado101.

El analfabetismo sigue siendo un impedi-

mento para la inclusión de importantes secto-

100 Ministerio de Educación. Programa Nacional de Emergencia Educativa 2004. Lima. De acuerdo a los datos de la
ENAHO 2001, alrededor del 96% de la población urbana culmina la primaria, mientras que sólo un 81% lo
hace en las áreas rurales. Esto último sugiere que la conclusión del ciclo primario sigue siendo un desafío
para la política educativa, más aún en las áreas rurales. En la secundaria, este indicador desciende a 74% en
las zonas urbanas y a 37% en las zonas rurales.

101 Basados en una relación de 112 colegios con construcciones inseguras, realizada por el propio Ministerio de
Educación (MED), el Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI) empezó la inspección de los locales
escolares obteniendo el siguiente resultado: de un total de 90 centros educativos inspeccionados, el 50%

representaba un alto riesgo para la vida de los estudiantes.IN
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res de la población, especialmente para las

mujeres de las zonas rurales. Además la educa-

ción estatal continúa proporcionándose sin

tomar en cuenta de manera adecuada, las dife-

rencias culturales geográficas y lingüísticas.

Respecto a la educación superior, en el año

2004 se produjeron largas y en algunas ocasio-

nes violentas protestas estudiantiles, denun-

ciando manejos irregulares en la administra-

ción de importantes universidades públicas del

país (Universidad Nacional de Ingeniería,

Universidad Nacional de Trujillo y la Univer-

sidad Nacional del Altiplano). En más de un

caso, los estudiantes adoptaron como medida

de fuerza la paralización de las actividades aca-

démicas.

No cabe duda pues, que la educación pe-

ruana se encuentra en una situación preocu-

pante. La ausencia de un proyecto educativo

nacional realista y pertinente, que responda a

las necesidades y características socioeconó-

micas, y culturales de nuestro país y el empo-

brecimiento de la formación magisterial, es-

tán comprometiendo seriamente, tanto el

presente, como el futuro desarrollo del país.

Podemos decir que esta crisis se debe, fun-

damentalmente, a que el Estado ha asumido su

responsabilidad frente a la educación sólo como

un SERVICIO (y que, además, lo viene haciendo

en forma deficitaria), y no como un DERE-

CHO, en función al reconocimiento de la dig-

nidad de los seres humanos sin distinción al-

guna.

3.2.6 DERECHO A LA SALUD

A pesar de que el Estado Peruano ha ratificado

diversas normas internacionales de derechos

humanos en materia de salud (como el

PIDESC), éstas no han recibido el tratamien-

to acorde con la importancia de un derecho

humano fundamental. Desde esta perspectiva

presentamos algunos indicadores que ilustran

los déficit de la salud en el país y los incum-

plimientos en que incurre el estado.

Cobertura del servicio de salud: aproxima-

damente un 20% de la población del país, tiene

posibilidades de acceder a los servicios del

seguro social, sólo el 12% accede a los servi-

cios privados, y el 3% es atendido por la Sani-

dad de las Fuerzas Armadas (FF.AA.) y de la

Policía Nacional del Perú. El otro 65% depen-

de de los servicios públicos de salud, y se esti-

ma que un 25% del total, no tiene posibilida-

des de acceder a ningún tipo de servicio.

Un alto porcentaje de la población enfer-

ma, mayormente pobre, no acude a los servi-

cios por falta de recursos económicos, por le-

janía o inexistencia de servicios de salud en su

zona, o por desconfianza, (la que en gran me-

dida expresa diferencias culturales o étnicas),

esto se da incluso después de la ampliación de

la oferta de servicios en el primer nivel de aten-

ción.

Servicios de agua y saneamiento: El 30% de

la población urbana y el 60% de la población

rural, no tienen acceso a estos servicios, lo que

provoca una situación desfavorable para su sa-
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gún tipo de servicio...”
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lud. A ello se suman factores modernos de ries-

go ambiental, como los sistemas productivos

y de transporte altamente contaminantes del

medio ambiente, que afectan la vida en gran

número de ciudades, ríos, áreas cultivables y

el mar.

Sector Salud: los trabajadores no cuentan con

un régimen laboral único, tenemos un grupo

que goza de estabilidad laboral y de los benefi-

cios laborales contenidos en el Decreto Le-

gislativo 276, otro grupo, contratado a plazo

determinado según lo dispuesto en el Régi-

men de la Ley de Productividad y Competiti-

vidad Laboral. Sin embargo, hay otro grupo (en

su mayoría jóvenes) que labora sin considera-

ción de ningún derecho laboral, bajo la moda-

lidad de servicios no personales.

En cuanto a enfermedades específicas po-

demos destacar la situación que se vive en el

Perú respecto a:

3.2.6.1 SIDA

En el informe comparado sobre la situación

del VIH/SIDA de la Comunidad Andina de

Naciones, se concluye que los compromisos

suscritos por los estados andinos tienen un saldo

negativo, pues a pesar de existir una serie de

legislaciones, normativas y regulaciones en la

materia, “hay un enorme vacío que superar para poder

equiparar la intención con la aplicación y observancias

prácticas de la normativa en general”102.

No obstante, en el caso peruano, el Minis-

terio de Salud en coordinación con organiza-

ciones de la sociedad civil y con el apoyo del

Fondo Global han constituido una red deno-

minada CONAMUSA, que tiene los siguien-

tes objetivos:

1. Informar y capacitar a los jóvenes sobre las

enfermedades de transmisión sexual.

2. Orientar a la población vulnerable (homo-

sexuales, trabajadoras sexuales, etc).

3. Atender los casos de transmisión vertical

(madre-hijo)

4. Propender un mayor acceso al tratamiento

médico de las personas infectadas con SIDA.

5. Conformar y capacitar un equipo de volun-

tarios que apoyen con información y orien-

tación a los jóvenes y grupos vulnerables.

6. Establecer la atención domiciliaria a los

enfermos de VIH que lo requieran.

Este proyecto iniciado en el año 2004, aten-

derá aproximadamente a 3 000 personas y se

espera llegar a los 7 000 atendidos para el 2005.

Destacamos el proceso de negociación con los

laboratorios, logrando reducir el costo de los

medicamentos necesarios para la atención de

los enfermos con SIDA. Por su lado, el Estado

se compromete a asumir el 40% del costo de

las medicinas.

El año 2004 estuvo marcado por graves ne-

gligencias en los servicios públicos de salud,

tales como el contagio con VIH a ocho niños

en la ex Maternidad de Lima sometidos a trans-

fusiones de sangre infectada. Institución que

ha descuidado los procedimientos de tratamien-

to del banco de sangre, por lo que estos no se

adecuan a los estándares y exigencias interna-

cionales. Nunca se tuvo certeza sobre la cali-

dad de la sangre donada y sobre la calidad del

agente donador.

Asimismo, en cuanto a la exigibilidad del

derecho a la salud, un grupo de infectados de

VIH/SIDA presentó una acción de amparo exi-

giendo que el Ministerio de Salud cumpla con

sus obligaciones y les brinde tratamiento. La

acción fue declarada improcedente en todas las

instancias del Poder Judicial. Sin embargo, el

Tribunal Constitucional en una sentencia

emblemática declaró procedente el amparo

basándose en el PIDESC y ordenó al ministe-

rio atender a los recurrentes103.

102 Informe Comparado sobre la Situación del VIH/SIDA y los Derechos Humanos en la Comunidad Andina

de Naciones, 2003, setiembre, Conclusiones, Pag. 52, Primer Párrafo In Fine.

103 Azanca Alhelí Meza García vs. Ministerio de Salud, EXP. N° 2945-2003-AA/TC.IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H



95

Este caso constituye un gran precedente para

el Perú, ya que insta al Estado a atender el de-

recho a la salud como un derecho fundamen-

tal104 , incluso ante su omisión en la reglamen-

tación legal interna, y más allá de los recursos

económicos asignados inicialmente el sector,

en pos del desarrollo de una vida digna. Asi-

mismo, este caso evidencia la interpretación

acorde que algunos tribunales nacionales es-

tán aplicando al entender que si bien es cierto

que el PIDESC establece una aplicación pro-

gresiva y reconoce los obstáculos que repre-

sentan los limitados recursos disponibles, ello

no significa que los estados desconozcan obli-

gaciones de efecto inmediato105.

3.2.6.2 TBC

En el país persisten las altas tasas de TBC, se-

guimos dentro de los 10 primeros países a ni-

vel mundial y en las Américas, ocupamos jun-

to con el Brasil los primeros lugares. El 50%

de casos de la región son de ambos países (33%

Brasil y 17% Perú). En la última década se han

hecho progresos en cuanto al diseño y eficacia

del programa gubernamental. Sin embargo la

tasa de incidencia se reduce muy lentamente.

3.2.6.3 Dengue

Según la Oficina General de Epidemiología del

Ministerio de Salud el total de casos acumula-

dos a la fecha es de 5 810, de los cuales se han

confirmado 760. Asimismo, se han notificado

20 casos de dengue hemorrágico en las DIRES

de: Tumbes (9 casos), San Martín (6 casos) y

Ucayali (5 casos).

Se registra un crecimiento de 1,51 veces más

casos respecto al año 2003.

Según el Análisis del Comportamiento

Observado (ACO), a nivel nacional el número

de casos de dengue clásico, en las DIRES de

Huánuco, Junín, Lambayeque, Loreto, Tum-

bes y Ucayali muestran un comportamiento ob-

servado mayor de lo esperado históricamente.

Análisis del Comportamiento Observado

(ACO) a nivel de las regiones:

En la Macro Región Nor-Oriental, los ca-

sos de dengue clásico son 2,70 veces más que

lo históricamente esperado.

En la Región Amazónica, los casos de den-

gue clásico son 3,20 más veces que lo históri-

camente esperado.

En la Selva Central, los casos de dengue

clásico son 5,95 veces más que lo histórica-

mente esperado.

3.2.6.4 Insuficiencia renal crónica

En el mes de febrero del 2004, tras cinco me-

ses de intensa campaña de las organizaciones

de la sociedad civil106 y gracias al apoyo de los

medios de comunicación, se logró la promul-

gación del Decreto Supremo N° 003-2002, que

incluye a 50 menores con insuficiencia renal

en el Sistema Integral de Salud (SIS), permi-

tiéndoles recibir el tratamiento que necesitan.

El decreto supremo, publicado el 13 de fe-

brero, formaliza y da continuidad a los trata-

mientos de diálisis y hemodiálisis para estos

niños, tratamientos que desde que fueran ex-

cluidos del SIS en el 2002, eran prorrogados

cada cierto tiempo, mediante cartas de com-

promiso de pago emitidas por el Ministerio

de Salud (MINSA) a la Universidad Peruana

Cayetano Heredia (entidad terciaria prestadora

de estos servicios).

104 La teoría de los derechos fundamentales que han recogido diversas constituciones de la región americana, es

contraria a una visión indivisible e integradora de los derechos humanos, pues considera que un grupo de

derechos humanos tienen preferencia sobre otros (normalmente llamados en los textos: derechos económi-

cos y sociales).

105 Ver Observación General N° 14, párrafos 30 y 31; y la Observación General N° 3, párrafo 9.

106 Asociación de familiares de 50 niños con Insuficiencia Renal Crónica Terminal (IRCT) y la Asociación Pro

Derechos Humanos (APRODEH). E
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3.2.6.5 Visita del Relator Especial de la

O.N.U. Sr. Paul Hunt

Merece ser destacada la visita de Paul Hunt,

Relator Especial de Naciones Unidas sobre el

derecho de toda persona al disfrute del más

alto nivel posible de salud física y mental, en-

tre el 7 y 15 de junio del 2004, luego de la que

se elaboró el informe «Resumen de Recomen-

daciones Provisionales», documento previo al

que se presentará ante el 61 Período de Sesio-

nes de la Comisión de Derechos Humanos de

las Naciones Unidas. A continuación presen-

tamos un extracto de sus principales recomen-

daciones:

Estrategia y política de salud en favor de los más pobres, basada en la equidad

8. La primera recomendación del Relator Especial es que el Gobierno, en cooperación con todos los interesados, debería formular

una política y estrategia integral de salud, basada en el derecho a la salud, específicamente diseñada para tratar la inequidad,

desigualdad, discriminación y la situación de aquellos que viven en condiciones de pobreza (de manera resumida, una política

de salud en favor de los más pobres, basada en la equidad). La recomendación implica tanto una política como una estrategia

de salud, es decir, no solamente la identificación de las metas, sino también de las medidas a través de las cuales éstas han de ser

logradas.

Presupuesto para la salud

18. Aunque el Perú se encuentre comprometido con el derecho a la salud constatamos que en años recientes los gastos en salud han

disminuido en términos reales, como porcentaje del presupuesto nacional y como porcentaje del PBI. Más aun, el Perú gasta

menos en el sector salud que el gasto promedio en el mismo sector, en otros estados de la sub región. El Relator Especial

recomienda de manera enfática que dicha disminución en los gastos sea atacada, y que grandes recursos financieros sean

invertidos en el sector de la salud, en línea con los compromisos hechos en el Acuerdo Nacional, y con las obligaciones

internacionales del Perú en materia de derechos humanos, y que estos recursos sean utilizados de acuerdo a la política de salud

en favor de los más pobres, basada en la equidad.

Acuerdo de Comercio entre Estados Unidos y Perú

19. El Relator Especial recuerda el derecho, tal como está incluido en el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad

Intelectual Relacionados con el COMERCIO (ADPIC) de la OMC y la Declaración de Doha, relativa al acuerdo sobre los

ADPIC y la salud pública, subraya la responsabilidad de los estados de hacer uso de las salvaguardias disponibles en el

ADPIC y la Declaración de Doha (como las licencias obligatorias) para proteger la salud pública y promover el acceso a las

medicinas. La realización de acuerdos bilaterales de comercio no puede resultar en una restricción en la habilidad del Perú para

usar estas salvaguardias de salud pública.

20. El Relator Especial urge al Perú a tener en cuenta sus obligaciones en materia de derechos humanos cuando negocie acuerdos

bilaterales de comercio. Sugiere que antes de que un acuerdo de comercio sea finalizado, se evalúe su posible impacto en el

disfrute del derecho a la salud, incluyendo el acceso a medicinas esenciales y atención médica, especialmente de aquéllos que viven

en condiciones de pobreza. Todas las etapas de la negociación deben ser abiertas, transparentes y objeto de escrutinio público.

21. De acuerdo con su responsabilidad de derechos humanos en cooperación internacional, los Estados Unidos no deberían

presionar al Perú a tomar parte de acuerdos que son inconsistentes con las obligaciones constitucionales e internacionales de

derechos humanos, o que por naturaleza son “OMC-plus”.

Plan de Acción Nacional de Derechos Humanos

47. El Relator Especial sabe que el Gobierno ha empezado a preparar un “Plan de Acción Nacional de Derechos Humanos”, en

respuesta a la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993. Por lo tanto invita al Gobierno a cerciorarse que este Plan

de Acción asegure la activa intervención de todos los departamentos gubernamentales que sean clave, sea preparado por medio de
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Estas y otras evidencias muestran el estado

del derecho a la salud en el Perú, el cual en-

frenta muchos retos, pero por sobretodo la ne-

cesidad de que se le incorpore en la perspecti-

va de derecho humano, y dentro de las

obligaciones que hemos contraído.

3.2.7 DERECHO A LA VIVIENDA

En marzo del 2004, durante el 60 Período de

Sesiones de la Comisión de Derechos Huma-

nos de las Naciones Unidas, el Relator Espe-

cial para el Derecho a la Vivienda Adecuada,

Sr. Miloon Kothari, presentó el informe108 so-

bre su visita en misión al Perú en el 2003: “La

Vivienda Adecuada como Elemento Integrante

del Derecho a un Nivel de Vida Adecuado.

Misión al Perú” en donde expresa que el acce-

so a una vivienda adecuada en el país no se en-

cuentra debidamente garantizado. Ello se debe

principalmente a que en la mayoría de los ca-

sos:

� No se cuenta con un título de propiedad;

� No existen servicios básicos como el su-

ministro de agua y alcantarillado;

� Las viviendas se ubican en zonas de alto ries-

go;

� La contaminación ambiental rodea a la vi-

vienda.

El perfil habitacional en el Perú, tiene las

siguientes características predominantes:

Área de ubicación: Proporción de 2 a 1 a

favor del ámbito urbano.

CATEGORÍA PORCENTAJE 109

Pueblo joven 17,9%

Urbanización 16,4%

Caserío 14,3%

Pueblo 13,9%

Ciudad 11,7%

Anexo 7,5%

Otros (comunidad campe-
sina, unidad agropecuaria, 18,3%
barrio o cuartel o villa)

un proceso participativo que incluya a las regiones y la sociedad civil; observe la diversidad étnica y cultural del Perú, y abarque

todos los derechos, incluyendo el derecho a la salud. La preparación de este plan de acción –y en su momento, su implementación–,

debe contar con el suficiente apoyo financiero. En este sentido, el Relator Especial recomienda que el Gobierno acuda al

Programa de Cooperación Técnica de la OACDH en busca de colaboración relacionada a la preparación e implementación del

plan.

Informes periódicos a los mecanismos de monitoreo de los tratados de derechos humanos de las Naciones Unidas

48. Una de las obligaciones que tiene el Perú proveniente de la ratificación en 1978 del PIDESC, es la presentación periódica de

un informe al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (CESCR). Estos informes

periódicos son requeridos cada cinco años, pero el último reporte presentado por el Perú fue aproximadamente hace 15 años. El

Relator Especial entiende que el Gobierno ha comenzado a preparar este largo informe, cuyo plazo de presentación ya se

encuentra vencido, y recomienda que sea finalizado y tramitado como asunto de urgencia. El Gobierno bien podría acudir al

Programa de Cooperación Técnica de la OACDH en busca de asistencia respecto a las obligaciones existentes frente a los

mecanismos de monitoreo de los tratados de derechos humanos de las Naciones Unidas.”107

107 Informe de las recomendaciones preliminares del Relator Especial de Naciones para el Derecho a la Salud.
En: Boletín Reacciona: “El Derecho a la Salud”, publicado en noviembre del 2004 por la Coordinadora
Nacional de Derechos Humanos.

108 Informe presentado a la Comisión de Derechos Humanos de la ONU. E/CN.4/2004/48/Add.1.
109 Fuente: Plan Nacional de Vivienda para Todos. 2003 – 2007. Ministerio de Vivienda, Construcción y

Saneamiento. Lima 2002. E
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Número de habitaciones: 45,0% del to-

tal de las viviendas cuenta con 2 o menos habi-

taciones.

Servicios domiciliarios: Abastecimiento

de agua mediante red pública dentro de la vi-

vienda, 60,8%; servicios higiénicos con red

pública dentro de la vivienda 45,1%; alumbra-

do eléctrico, 69.6 %

El INEI elaboró hace algunos años una es-

timación basada en los censos nacionales y la

Encuesta Nacional de Hogares, estimando que

para el año 2001 el déficit habitacional ascen-

día a 1 232 909 viviendas, 326 000 (26%) de ellas

pertenecen al déficit cualitativo110, es decir,

viviendas que necesitarían ser sustituidas, am-

pliadas, remodeladas o rehabilitadas.

En el Plan Nacional Vivienda para Todos

2003 - 2007, se establece que para la economía

nacional en el Perú, el Sector Vivienda es con-

siderado como un componente fundamental ya

que ejerce un “efecto multiplicador” sobre otras

actividades económicas, en la generación de

empleo y la inversión del país111 . El sector pro-

ducción participó en el Producto Bruto Inter-

no Nacional (PBI) con el 5,6% en el 2004. En

este sector, la producción de viviendas repre-

senta el 54,5%; otro tipo de edificaciones, el

26,9%; y otro tipo de construcción y mejoras

de tierras, el 18,6%.

El Ministerio de Vivienda, Construcción y

Saneamiento, a través del Plan de Desarrollo

de Vivienda (2003 - 2007) ejecuta los progra-

mas denominados Mi Vivienda, Techo Propio

y Mi Barrio. El programa Mi Vivienda en el

2004 concedió 20 382 préstamos.112

El programa Techo Propio, destinado a sec-

tores con ingresos mensuales entre 200 a 300

dólares mensuales tuvo 2 600 beneficiarios113.

El programa Mi Barrio está dirigido a la

población de los Barrios Urbanos Marginales

- BUM, a fin de mejorar su entorno habitacional

y condiciones de vida.

Durante el 2004 se aprobó el reglamento

del bono familiar, mediante Decreto Supremo

N° 016-2004-VIVIENDA.

El PIDESC establece como obligación dar

prioridad a los grupos sociales que viven en

condiciones desfavorables concediéndoles aten-

ción especial. Esta medida ha sido positiva por

la creación de un Plan Nacional de Vivienda.

Sin embargo, el Estado tiene grandes retos para

lograr todavía el pleno ejercicio del derecho a

la vivienda adecuada, pues muchas viviendas

carecen de los servicios necesarios y se calcula

que el déficit actualmente asciende a más de

un millón de unidades inmobiliarias.

3.2.8 DERECHO AL AGUA

Si bien no aparece explícitamente como tal en

el texto del PIDESC, el derecho al agua se de-

duce del párrafo 1 del Art. 11, que establece

una serie de derechos que condicionan el ac-

ceso a un nivel de vida adecuado, esto es, el

derecho a la alimentación, el vestido y la vi-

vienda adecuada, entre otros derechos cuya

realización no podría realizarse sin el pleno

disfrute y acceso a este recurso, en condicio-

nes de salubridad, asequibilidad y equidad so-

cial.

110 Los mayores niveles de déficit cualitativo y cuantitativo por características físicas se concentran en los
departamentos de Lima (40,9%), Puno (6,6%), Cusco (5,4%), Callao (4,8%), Junín (4,8%), y el resto (37,5%)
en 19 departamentos. (Fuente: INEI)

111 El consumo intermedio (insumos) utilizado en el proceso productivo de la construcción con respecto del
valor bruto de producción (VBP) en nuestro país representa el 52,2% es decir, para incrementar la produc-
ción en 100 unidades, es necesario invertir 52 en insumos; los mismos que tienen un efecto multiplicador
sobre 31 ramas de actividad, causando el mayor efecto en la producción minero no metálicos (32,9%),
siderurgia (10,2%) y mueblería metálica y madera (8,6%).

112 Cfr. en: http://www.mivivienda.com.pe/Informacion_Estadistica/fmv_Info_EstaN.asp

113 Cfr. en: http://www.vivienda.gob.pe/estadistica/frmPrincipal.asp?cod=VUIN
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Esta omisión ha sido zanjada por el Comité

de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-

les, mediante la Observación N° 15 al PIDESC,

en la que define al “agua como un recurso natural

limitado y un bien público fundamental para la vida y

la salud. El derecho humano al agua es indispensable

para vivir dignamente y es condición previa para la

realización de otros derechos humanos”. Luego de

vincular explícitamente la distribución desigual,

la polución y el deterioro de los recursos

híbridos con la expansión de la pobreza a nivel

global, el comité exhorta a los estados partes a

que adopten medidas eficaces para hacer efec-

tivo este derecho sin discriminación de nin-

gún tipo.

Pese a estas consideraciones que designan

responsabilidad directa para los estados, en

nuestro país se da una multiplicidad de condi-

ciones que limita el pleno ejercicio de este

derecho y pone en cuestión el disfrute de otros

derechos vinculados (salud, alimentación). En

efecto, durante el 2004 se volvió a debatir la

necesidad de privatizar los servicios de agua

potable y alcantarillado, como condición para

mejorar y expandir el número de usuarios y

consumidores del servicio. Existe el temor de

que la transferencia de la gestión al sector pri-

vado signifique una retracción del Estado en

su obligación de garantizar el acceso igualita-

rio de todos los peruanos al agua. Tal como

queda establecido en los líneamientos de la

Observación N° 15, los estados están en la obli-

gación de adoptar estrategias o planes naciona-

les dirigidos a asegurar el ejercicio pleno de

este derecho, a garantizar su disfrute equitati-

vo, sin discriminación.

Estas estrategias deben seguir un conjunto

de principios para asegurar que sean compati-

bles con las obligaciones relativas al derecho

al agua. Deben basarse en los principios sobre

derechos humanos contenidos en diversos ins-

trumentos internacionales, principalmente el

PIDESC. Deberán abarcar, asimismo, todos los

aspectos del derecho al agua y las obligaciones

correspondientes de los estados partes; así como

definir objetivos claros, metas y plazos para su

consecución y formular políticas adecuadas, que

deban considerar indicadores que permitan una

debida vigilancia y monitoreo del servicio.

El numeral 53 de la Observación N° 15, se-

ñala que estos indicadores deberán referirse a

los distintos componentes que definen el ac-

ceso a agua adecuada (suficiencia, salubridad y

aceptabilidad, asequibilidad y accesibilidad),

desglosarse según ámbitos de discriminación

prohibidos y abarcar a todas las personas que

vivan en la jurisdicción territorial del estado

parte o estén bajo su control.

Sin embargo, un informe realizado por la

Defensoría del Pueblo indica que las empre-

sas distribuidoras de agua y alcantarillado no

prestan el servicio con la calidad adecuada, evi-

denciando serios problemas en la administra-

ción y gestión. Un problema serio, pero no el

único, es el de la seguridad del agua potable

para consumo humano; la que en muchos lu-

gares no alcanza los estándares establecidos.

Se aprecia, a su vez, una relativa inacción gu-

bernamental relacionada a los serios proble-

mas financieros y de gestión que enfrentan las

empresas, evidenciando la ausencia de políti-

cas públicas orientadas a resolver las limita-

ciones en la distribución y ampliación del ser-

vicio, reduciendo los fondos disponibles para

la inversión en obras de infraestructura y mo-

dernización (D. Leg. N° 613 y el Fondo Na-

cional de Saneamiento Básico).

Ante la insuficiencia e ineficacia del sector,

es indispensable una redefinición de las polí-

ticas gubernamentales orientadas a mejorar la

prestación de los servicios y garantizar el ac-

ceso universal e igualitario a este recurso. Esta

redefinición deberá enfocar directamente el ca-

rácter estratégico y geopolítico del agua como

recurso natural vital, el mismo que se debe pro-

teger y utilizar de manera sostenible garanti-

zando el acceso de las generaciones venideras.

Es imperativo dotar a la ciudadanía y a los go-

biernos locales de mecanismos de participa- E
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ción y cogestión en la prestación del servicio,

a fin de dar la seguridad y legitimidad emanada

de una gestión transparente y sujeta a escruti-

nio público.

Las políticas implementadas deberán aten-

der las marcadas diferencias en el acceso al ser-

vicio que existen entre las zonas urbanas y las

rurales.

Cobertura de Servicios Básicos, según Ámbito Geográfico 2002

Porcentaje respecto del total de hogares de cada año y ámbito geográfico

AGUA POR RED PÚBLICA (1) DESAGÜE POR RED PÚBLICA (2)

Total 64,1 49,4

Cifras absolutas (miles) 6 113,6 6 113,6

Urbana 80,1 72,6

Rural 33,4 5,5

Costa (3) 76,2 69,6

Lima Metropolitana (4) 82,5 80,8

Resto de costa (5) 67,7 55,0

Sierra 54,9 28,7

Selva 40,1 25,0

Fuente: INEI. Anuario Estadístico 2004.

(1) Incluye viviendas con conexión de agua por red pública dentro de la vivienda y red pública por fuera de la

vivienda.

(2) Incluye viviendas con conexión de desagüe por red pública dentro de la vivienda y red pública fuera de la

vivienda.

(3) Incluye Lima Metropolitana y resto de Costa.

(4) Incluye Provincia de Lima y Provincia Constitucional del Callao.

(5) Excluye Lima Metropolitana.

(6) Incluye Provincia Constitucional del Callao.

Asimismo, estas políticas deben atender la

sugerencia presentada por el comité en la Ob-

servación N° 15, según la cual los estados par-

tes deben hacer lo posible para asegurar que

los agricultores desfavorecidos y marginados,

en particular las mujeres, tengan acceso equi-

tativo al agua y a sus sistemas de gestión, in-

cluidas las técnicas sostenibles en recojo de

lluvia y de irrigación.

En tal sentido, cabe destacar las acciones

emprendidas por el pueblo cajamarquino en

noviembre pasado, en defensa de los reservorios

de agua ubicados en el cerro Quilish, los mis-

mos que abastecen a la mayoría de familias asen-

tadas en la capital del departamento. Las acti-

vidades de exploración de la Minera Yanacocha,

que contaba con el permiso del Ministerio de

Energía de Minas, sin que exista un estudio

previo de factibilidad y de impacto socio am-

biental generó la desconfianza y oposición de

la población aledaña, preocupada por el acceso

futuro a fuentes de agua saludables y libres de

contaminación. Éste es un caso paradigmático

pues representa la participación activa de sec-

tores poblacionales en la defensa de su dere-

cho al agua.
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3.2.9 DERECHO A UN MEDIO AMBIEN-
TE SANO

3.2.9.1 La expansión minera y los conflic-

tos sociales

La expansión minera ha hecho que el área de

concesiones creciera desde las 2,26 millones

de Has. tituladas y 7,76 millones de Has. en

trámite a 1992, hasta las 8,46 millones de Has.

tituladas y 1,59 millones de Has, en trámite a

octubre del 2004.

El incremento del área concesionada ha

involucrado terrenos de propiedad de por lo

menos 2 mil comunidades campesinas, de las

cuales el 80% enfrenta actividades de explora-

ción y el 20% de explotación minera. Adicio-

nalmente están comprometidas tierras de pro-

piedad de agricultores y viviendas de caseríos

y áreas urbanas.

La expansión de las concesiones mineras

está comprometiendo áreas agrícolas de alta

productividad tanto en la costa (Valle de San

Lorenzo, Tambo Grande, Piura) como en los

valles interandinos (Huancabamba), así como

en áreas naturales protegidas (Tabacones –

Namballe, en Cajamarca, Santiago Comaina en

Amazonas y Huascarán en Ancash), bosques

primarios o vírgenes de alta biodiversidad (Río

Blanco, Carmen de la Frontera, Ayabaca, Piura),

zonas de gran belleza paisajista y de ecoturismo

como la cordillera del Huayhuash y cabeceras

de cuenca de las principales fuentes de agua de

pueblos y ciudades, como es el caso del Cerro

Quilish en Cajamarca, sólo por citar algunos

ejemplos. Es necesario precisar que de los 128,5

millones de hectáreas del Perú, el área agrícola

en costa y sierra, que es donde se encuentran

las concesiones mineras, comprende sólo 2,6

millones, por lo que su cuidado estratégico

resulta indispensable, más aún tratándose de

zonas de alta biodiversidad, ya que albergan

abundante material genético, básico para el

desarrollo de la biotecnología, y su gran po-

tencial turístico.

La distribución de los 9,9 millones de con-

cesiones tituladas y en trámite al 30 de setiem-

bre del 2004 reflejaban la mayor importancia

de la búsqueda de yacimientos auríferos. En el

primer grupo se ubican los departamentos del

norte del Perú como la Libertad, Cajamarca y

Ancash, mientras Arequipa, con la mayor área

de concesiones, representa el 12% de área

concesionada en el Perú. El segundo grupo está

compuesto por los departamentos del sur con

los más elevados índices de pobreza.
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“La distribución de los 9,9 millones de

concesiones tituladas y en trámite al 30

de setiembre del 2004 reflejaban la ma-

yor impor tancia de la búsqueda de yaci-

mientos auríferos”
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Sin embargo cuando se analiza el área com-

prometida por departamentos, tenemos que

Cusco y Cajamarca, con más de una tercera parte

de su extensión con concesiones mineras, son

los que tienen mayor problema frente a las

decisiones locales y regionales de uso de su

territorio a través de planes de desarrollo y de

ordenamiento territorial. Le siguen Tacna y

Huancavelica con la cuarta y algo más de la quinta

parte de su territorio con concesiones mine-

ras. Con su extensión comprometida entre la

sétima y menos de la quinta parte están los de-

partamentos de Ayacucho, Arequipa, Ica, Junín,

Ancash, Lima, La Libertad y Apurímac, luego

está Piura con la octava parte de su territorio

concesionado, y finalmente están aquellos de-

partamentos con áreas menores a la décima parte

de su extensión.

Lo importante no sólo es la extensión del

área comprometida sino la ubicación de las

concesiones, como ocurre en Moquegua don-

de éstas se hallan en una zona que obtiene agua

del más importante acuífero del sur, y que abas-

tece a los departamentos de Arequipa y Mo-

quegua.

3.2.9.2 Actividad minera y conflictos so-

ciales

Durante el año 2004 se produjeron numerosos

conflictos en diversos lugares del Perú, debi-

do a prácticas empresariales que afectan el de-

recho al medio ambiente sano y equilibrado.

Estos conflictos se dan en el acceso a tierras

para uso minero en zonas donde no ha existido

minería y por el impacto de la contaminación

en aquéllas en las que están interviniendo em-

presas mineras.

En el primer caso, el problema se genera

en la estrategia de ingreso a una zona, implíci-

ta en la norma legal que otorga el derecho de

las concesiones al inversionista sin establecer

ningún mecanismo previo de consulta infor-

mada con la población, y sin conocimiento de

las características de la zona involucrada. Esta

decisión del Ministerio de Energía y Minas, a

través del Instituto Nacional de Concesiones

y Catastro Minero, le da al inversionista la li-

bertad de decidir la forma de ingresar a una

zona para lograr su objetivo y, en este cometi-

do, negocia directamente con los dirigentes de

las comunidades campesinas y caseríos en con-

diciones de absoluta asimetría114.

El Estado no interviene para institucionalizar

el proceso de acceso a las tierras para uso mi-

nero garantizando la participación de los in-

volucrados, interviniendo sólo para regular la

participación de la población en el comenta-

rio del Estudio de Impacto Ambiental, EIA, es

decir, una vez que la empresa ya ingresó y ha

culminado la exploración o búsqueda y ubica-

ción de las reservas mineras.

El impacto de la contaminación está aso-

ciado a la ausencia de un sistema integral de

monitoreo y fiscalización ambiental desde el

Estado, a los escasos recursos que éste dispo-

ne, y a la gestión ambiental realizada por las

empresas. Lo cierto es que actualmente no hay

forma de que la sociedad civil pueda partici-

par de manera efectiva en un monitoreo de las

actividades de las empresas mineras o que se

establezcan monitoreos independientes den-

tro de una propuesta concertada por las em-

presas.

Los conflictos socioambientales han esta-

do muy presentes en las zonas rurales, esto por

que las actividades mineras han perjudicado la

salud y la propia vida de los campesinos, sus

cultivos y su ganado. La acumulación de relaves

o residuos tóxicos, las filtraciones de gases o

114 La disparidad de poder entre las empresas mineras y las comunidades se evidencia en que mientras las

empresas mineras tienen poder económico y político las comunidades, con reducidos ingresos y bajo nivel

educativo, no tienen la información ni el mecanismo legal que ampare su derecho a decidir su opción de

desarrollo.IN
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minerales, la ausencia de mecanismos para evitar

la contaminación del aire, el agua y el suelo, la

paulatina destrucción de las áreas forestales,

problemas todos que se suceden en muchos

lugares del país.

Muchas veces, los problemas ocurren por-

que la minería es una actividad nueva en la zona

y la población desconoce las consecuencias que

puede tener, situación agravada por la falta de

transparencia de las empresas respecto a sus

actividades, de la deficiente fiscalización ejer-

cida por el Estado y por la falta de participa-

ción de la población en la vigilancia ambien-

tal. Por ello que en varios lugares han existido

reacciones adversas a que se inicien las activi-

dades mineras, amparándose en las experien-

cias negativas de otros lugares.

Los conflictos en los que la población de-

fiende su derecho a un medio ambiente sano

terminan implicando en algunos casos, vulne-

raciones a los derechos civiles y políticos.

Algunas personas y entidades que se oponen a

los impactos adversos de la actividad minera

han sufrido campañas de difamación en me-

dios de comunicación locales y nacionales (el

caso de Oxfam y otras entidades defensoras de

los derechos humanos y del medio ambiente,

además de los campesinos de Huancabamba,

entre otros), detenciones arbitrarias (Huanca-

bamba), acusaciones por delito de terrorismo,

agresiones físicas e inclusive la muerte a ma-

nos de las fuerzas policiales (el caso de la muerte

del rondero Reemberto Herrera en Huanca-

bamba y sus compañeros heridos). En previsión

de estos conflictos sociales, algunas zonas del

país han sido militarizadas. La actuación poli-

cial suele ser deficiente en la investigación de

las denuncias realizadas por los campesinos que

se oponen al impacto negativo de las activida-

des mineras.

Otro derecho que se ve vulnerado es el de-

recho a la participación ciudadana. El sistema

de participación diseñado por el Ministerio

de Energía y Minas basado en audiencias pú-

blicas, tiene un carácter muy limitado. En és-

tas se presentan los estudios de impacto am-

biental, pero no existe la posibilidad de ex-

traer conclusiones respecto al debate. La

población sólo puede hacer preguntas cuando

se le autoriza. La audiencia carece de todo ni-

vel vinculante y, es más, la población repre-

sentativa podría dejar de asistir y la audiencia

seguiría teniendo valor. Debido a los altos cos-

tos y a una serie de barreras burocráticas los

afectados ven limitado su derecho a la infor-

mación.

Se afecta así inclusive el cumplimiento de

los compromisos internacionales del Perú,

como el Convenio 169 de la OIT, que estable-

ce la obligación de consultar a la población in-

dígena respecto a toda medida que afecte su

desarrollo.

Durante el año 2004 fue aprobada la Ley 28258

de regalías mineras, su modificatoria la Ley

28323 y el reglamento aprobado por Decreto

Supremo 157-2004-EF, con el fin de generar

nuevos ingresos para el fisco en beneficio de

las poblaciones locales, así como para cubrir

muchos de los costos de saneamiento ambien-

tal. Varias empresas mineras han presentado

demandas judiciales, como acciones de ampa-

ro en contra del Ministerio de Economía y Fi-

nanzas y Ministerio de Energía y Minas, indi-

cando que dichas normas son violatorias del

principio de legalidad, de la estabilidad con-

tractual, el derecho a la propiedad, la garantía

de la no retroactividad, entre otros, y solici-

tando que se ordene a los ministerios abste-

nerse de realizar actos o tomar medidas de cual-

quier tipo, destinadas a aplicar dichas normas.

A través de la Sociedad de Minería, Petró-

leo y Energía, se ha presentado una demanda

de inconstitucionalidad ante el Tribunal Cons-

titucional contra las citadas normas. El Con-

greso de la República rechazó dicha acusación

al argumentar que la regalía es un derecho y no

un nuevo tributo.
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3.2.9.3 Principales conflictos clasificados por su naturaleza

ACCESO A TERRENOS PARA

USO MINERO
DISPONIBILIDAD DE AGUA CONTAMINACIÓN

Tambogrande - Piura

Quilish - Cajamarca

Las Bambas - Apurímac

Majaz - Piura - Cajamarca

Pampamali - Huancavelica

Atacocha - Pasco

San Gregorio - Pasco

Tabaconas - Cajamarca

Yanacocha - Cajamarca

Quellaveco - Moquegua

Cuajone y Toquepala - Moque-
gua, Tacna

Yanacocha - Cajamarca

Barrick-Pierina - Ancash

Antamina - Ancash

Volcan Paragsha - Pasco

Doe Run - La Oroya - Junín

Derecho de propiedad Derecho al agua Derecho a un ambiente sano
y a la salud

Elaboración: Juan Aste Daffós, Grupo para la Promoción del Desarrollo de los Andes.
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La empresa Majaz, perteneciente a la empresa minera Monterrico Metals de Gran Bretaña, tiene licencia de exploración en las

alturas de la provincia de Huancabamba (Piura). Sin embargo, buena parte de sus actividades se desarrollan en el distrito de

Namballe, provincia de San Ignacio (Cajamarca), donde se ubicaban sus helipuertos. En ambas provincias, pero especialmente en

Huancabamba, los campesinos sostienen que se está destruyendo los bosques húmedos de altura, que en sí mismos son fuente

de agua para quienes viven en las partes más bajas. Esta posición ha sido negada por la empresa.

Por tal razón, los campesinos en abril del 2004 decidieron realizar una marcha pacífica hacia el campamento. La marcha fue

reprimida por las fuerzas policiales, falleciendo el rondero Reemberto Herrera. La mayoría de los testigos coincide en que un

policía le disparó una bomba lacrimógena en la cabeza. El Ministerio del Interior y la Policía Nacional sostienen que cayó estando

ebrio. La Policía que participó en la represión trasladó el cuerpo de Herrera a Chiclayo y obstaculizó la realización de los exámenes

médicos correspondientes.

La empresa Majaz denunció por terrorismo a los dirigentes ronderos de Huancabamba, al párroco de la localidad, a varios

agentes pastorales y a otras personas que no se encontraban en Piura cuando ocurrieron los hechos. Aunque la empresa retiró la

denuncia posteriormente, logró amedrentar a la población, dado que en Huancabamba hubo varios casos de represión policial en

los tiempos de la violencia política.

En los meses siguientes, Dúber Mauriola, locutor de Huancabamba, desde radio Centinela, ha dirigido agravios contra las

rondas campesinas y contra las personas que se oponen a la explotación minera, incluyendo varios regidores. El 3 de diciembre,

Mauriola, acompañado de varias personas, ingresó violentamente a las instalaciones de la emisora La Poderosa, que transmitía

programas de orden ecologista, atacando y destruyendo la cabina de transmisión e instalaciones del local, que también es el

hogar del señor Federico Ibáñez.

Ante la inacción de las autoridades se desato una espiral de violencia. Los ronderos atacaron a Mauriola y otro sector de la

población atacó a Federico Ibáñez, propietario de la emisora La Poderosa y a la dirigenta campesina Josefa Adrianzén. Luego

estos fueron denunciados por el Ministerio Público de Huancabamba como autores intelectuales del secuestro de Mauriola. Al

finalizar el año 2004, seguían en prisión.
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Desde hace diez años la empresa Yanacocha desarrolla sus actividades en las cercanías de la ciudad de Cajamarca. Durante estos

años se han producido muchas denuncias de daño ambiental, desde la muerte de millares de truchas, hasta el derrame de

mercurio en Choropampa (2 de junio del 2000), generando una pésima imagen de la empresa en la región.

En julio del 2004, pese a los estudios técnicos que fueron presentados por diversas entidades de derechos humanos y de

defensa del medio ambiente, el Ministerio de Energía y Minas (MEM), a través de la Resolución 361, autorizó a la empresa

Yanacocha comenzar actividades en el cerro Quilish, principal reserva de agua de la ciudad y los valles aledaños. Se intentó

infructuosamente el diálogo, pero los representantes del MEM asumieron que no se podía discutir el contenido de la resolución.

Es por ello que si bien se apeló y se solicitó su nulidad, no se obtuvo respuesta positiva. Ante esta situación, los campesinos

protestaron, logrando el apoyo de los universitarios y de numerosos sectores urbanos. Por 14 días se impidió el tránsito de los

vehículos de Yanacocha. El director de la ONG GRUFIDES, el padre Marco Arana que ha seguido la problemática ambiental dada

su relación con los campesinos, jugo un rol de mediación para la búsqueda de una salida pacifica, a pesar de la campaña de

desprestigio en su contra desde los medios allegados a la empresa.

En el mes de septiembre, se dictó la Resolución Directoral N° 427-2004-MEM/AAM, que dejó sin eficacia la parte resolutiva

de la Resolución Directoral N° 361-2004-MEM/AAM. Si bien la emisión de la citada norma, permite que culminen las medidas de

fuerza, la población no se encuentra del todo conforme, y sigue presionando por una decisión definitiva frente a la pretendida

explotación.

En noviembre de ese mismo año, la empresa admitió públicamente a través de anuncios pagados que cometió errores en su

relación con la población de la zona y decidió hacer pública su renuncia a la explotación el cerro Quilish. El MEM, al día siguiente,

el 5 de noviembre, revocó la autorización, a través de la Resolución Ministerial N° 467-2004-MEM/DM. Posteriormente se

estableció una mesa de dialogo.
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El 22 de diciembre del 2004, debido al mal tiempo, se rompió el gasoducto de Camisea, ocasionando una fuga de gas. Este

derrame producido en la zona del Bajo Urubamba, causó contaminación en una gran extensión del poblado de Sachavacay,

Echarate, departamento de Cusco, causando mucha preocupación en las comunidades que se ubican a lo largo del gasoducto,

cuyo manejo está a cargo de la Transportadora de Gas del Perú TGP.

Según el testimonio de varias personas, entre ellas el párroco de La Convención, la posterior aparición de peces muertos por

la contaminación afectó a decenas de familias que viven a 40 kilómetros del lugar.

En enero del 2005, Osinerg (Organismo Supervisor de la Inversión en Energía Eléctrica), entidad pública encargada de la

investigación del accidente, inició las indagaciones pertinentes. Las comunidades del Bajo Urubamba han decidido no dar paso a

las reuniones para la aprobación del estudio de impacto ambiental del Lote 56, adyacente al de Camisea, hasta que no sean

debidamente informadas sobre las causas del derrame. Hasta fin de año, el Ministerio de Salud y DIGESA, no habían realizado los

estudios del agua para determinar la existencia de contaminantes.
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3.2.10 SITUACIÓN DE LOS PERUANOS EN
EL EXTERIOR

La situación de muchos peruanos en el extran-

jero adolece de limitaciones, muchos de ellos

se encuentran imposibilitados de ejercer sus

derechos fundamentales; en especial, aquéllos

vinculados con el trabajo y el acceso a servi-

cios de seguridad social (salud y sistema pre-

visional). Esta situación se debe, en gran me-

dida, a la condición de irregularidad en la que

se encuentran, hecho que no justifica la poca o

nula protección brindada por los gobiernos de

los países receptores, a pesar de los acuerdos

bilaterales y los instrumentos del derecho in-

ternacional que establecen mecanismos de pro-

tección para los migrantes.

La principal causa del éxodo de más de dos

millones de peruanos al exterior está directa-

mente vinculada con la situación económica,

los altos niveles de pobreza, la insuficiente oferta

laboral, así como la violencia producto de la

delincuencia común, el narcotráfico y los rezagos

de la subversión.

Los principales obstáculos que encuentran

los peruanos que emigran se refieren a las difi-

cultades para asentarse en el país de destino,

especialmente por su condición de ilegalidad

o indocumentación o los inalcanzables reque-

rimientos para obtener un permiso de residencia

o de trabajo.

La migración ilegal peruana, precisamente

por su condición de tal, no está registrada y no

es posible tener de ella una cifra exacta y clasi-

ficada por géneros, edades, ocupaciones, gra-

do de instrucción y otras características que

permitan tener un perfil más exacto. Sin em-

bargo, de la colección de datos disponibles es

posible deducir que los emigrantes peruanos

hacia Argentina, Bolivia y Chile, son mayori-

tariamente jóvenes, sin mayor calificación pro-

fesional y mujeres en su mayoría.

3.2.10.1 Visita de la Relatora para los De-

rechos Humanos de los Migrantes

Teniendo en cuenta la problemática que vive

la población peruana en el exterior, es que las

organizaciones de derechos humanos que tra-

bajan el tema de migrantes en concertación con

el Ministerio de Relaciones Exteriores y el

PNUD propiciaron la actuación de la Relatora

Especial de Naciones Unidas para los Dere-

chos Humanos de los Migrantes, Sra. Gabriela

Rodríguez115.

Así del 20 al 30 de setiembre se realizó al

visita en Misión al Perú de la Relatora Espe-

cial. Los objetivos de su visita según el conte-

nido de su mandato fueron: solicitar y recibir

información de todas las fuentes pertinentes,

incluidos los propios migrantes sobre las vio-

laciones a sus derechos y los de sus familiares;

formular recomendaciones apropiadas para

impedir estas violaciones y para remediarlas,

dondequiera que se produzcan, promover la

aplicación efectiva de la normativa internacio-

nal sobre la materia; recomendar actividades y

medidas aplicables a escala nacional, regional

e internacional para eliminarlas, tener en cuenta

la perspectiva de género al solicitar y analizar

la información, así como prestar atención a la

incidencia de múltiples casos de discrimina-

ción y violencia contra las mujeres migrantes.

A parte de las reuniones en Lima se realiza-

ron también dos visitas a departamentos del

Perú ubicados en zonas de frontera como Tacna

(frontera con Chile) y Tumbes (frontera con

Ecuador). Allí se entrevistó con organizacio-

nes de migrantes peruanos en Ecuador y Chi-

le, con los cónsules peruanos en los respecti-

vos países y con las autoridades migratorias.

La Relatora Especial examinará los obstá-

culos que existen para la protección plena y

efectiva de los derechos humanos de los

migrantes peruanos y elaborará un informe

115 Nombrada Relatora Especial, tras la adopción de la Resolución 1999/44 por la Comisión de Derechos

Humanos de la Naciones Unidas.IN
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consignando las recomendaciones al estado

peruano y a los estados de destino de la migra-

ción peruana, informe que presentará en el 61

Período de Sesiones de la Comisión de Dere-

chos Humanos de las Naciones Unidas, en

marzo del 2005 en Ginebra.

3.2.11 PROCESOS DE INTEGRACIÓN
ECONÓMICA Y DERECHOS HUMA-
NOS

El día 22 de octubre del 2004 se llevó a cabo

por primera vez en la historia de la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos una

audiencia temática sobre los derechos huma-

nos en los procesos de integración económica

en las Américas. Ésta fue solicitada por diver-

sas organizaciones de derechos humanos del

área116.

En su carta fundacional, la OEA incluyó entre

sus órganos a la comisión, encomendándole la

misión de promover la observancia y defensa

de los derechos humanos, dicha misión fue

confirmada en la Convención Americana so-

bre Derechos Humanos, confiriéndole, entre

otras funciones y atribuciones: formular reco-

mendaciones a los gobiernos de los estados

miembros, cuando lo estime conveniente, para

que adopten medidas progresivas a favor de los

derechos humanos y fomentar su debido res-

peto; preparar estudios e informes que consi-

dere convenientes para el desempeño de sus

funciones; y solicitarles a los estados infor-

mes sobre las medidas que adopten en la mate-

ria.

Por ello, el objetivo principal de la audien-

cia fue el de dialogar y argumentar con los miem-

bros de la comisión que, en cumplimiento del

mandato conferido por los estados miembros

de la Organización de Estados Americanos

(OEA), se involucrara en el impulso de accio-

nes que tengan el propósito de hacer efectivo

el principio de primacía de los derechos hu-

manos frente a los compromisos asumidos por

los estados en los tratados comerciales y exa-

minar el impacto que podrían tener los proce-

sos de integración económica en estos dere-

chos.

Durante la audiencia las organizaciones ex-

pusieron las características, niveles y grados

de integración económica en diversas zonas del

continente americano y presentaron algunos

hechos de violaciones de derechos humanos

cometidos por empresas transnacionales en

México, Bolivia y Ecuador en el marco de la

integración económica.

Las peticiones expresadas ante la comisión

fueron:

� Solicitar en el primer semestre del 2005 a

los estados que informen sobre la manera

en que están tomando en cuenta los dere-

chos humanos en las negociaciones comer-

ciales.

� A partir de dichos informes y del análisis

de los borradores y documentos finales de

los acuerdos comerciales de la región, ela-

borar un informe especial en el marco de

las obligaciones que en materia de dere-

chos humanos han asumido los propios es-

tados y su compatibilidad con la primacía

de salvaguardar la plena vigencia y respeto

a los derechos humanos.

� Basados en las facultades que su mandato le

otorga, vigilar el apropiado acceso a la in-

formación, que el Relator Especial para la

Libertad de Expresión incluya en su infor-

me un estudio sobre este tema en los pro-

116 Como el Centro de Estudios Legales y Sociales –CELS– (Argentina); el Centro por la Justicia y el Derecho

Internacional –CEJIL–; el Centro de Investigación y Educación Popular –CINEP– (Colombia); Derechos

y Democracia (Canadá); el Programa Venezolano de Educación - Acción en Derechos Humanos de Vene-

zuela (PROVEA); el Centro de Derechos Humanos “Miguel Agustín Pro Juárez” (PRODH - México), el

Centro de Asesoría Laboral (CEDAL) y la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú; apoya-

da por otras organizaciones, redes y coaliciones de toda la región. E
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cesos de negociación comercial, en parti-

cular, que haga un informe sobre la cues-

tión de confidencialidad durante las nego-

ciaciones de los TLCs.

� Teniendo en cuenta la Carta Democrática

Interamericana, promover frente a los es-

tados, un espacio específico de participa-

ción de las organizaciones de la sociedad

civil involucradas en el análisis crítico y la

elaboración de propuestas frente a los ac-

tuales procesos de integración económica.

� Consideren la intervención de los órganos

del sistema interamericano de protección

y promoción de los derechos humanos en

el proceso de elaboración de una Carta So-

cial Americana que asegure el respeto al

principio de primacía de los derechos hu-

manos.

Esta audiencia es solamente el principio de

las acciones necesarias para llegar a un mejor

entendimiento y observación de los derechos

humanos en el contexto de los procesos de in-

tegración económica.

La preocupación del movimiento de dere-

chos humanos es que el Estado peruano sea

coherente con sus obligaciones internaciona-

les y tenga presente la supremacía de los trata-

dos de derechos humanos frente a cualquier

tipo de acuerdo entre ellos, el TLC, y otros

procesos de integración económica. Los fun-

cionarios de estado encargados de las negocia-

ciones así como los miembros del Congreso

responsables de su aprobación tienen la obli-

gación de garantizar que estos no violen los

derechos fundamentales de los peruanos y no

afecten el derecho a un desarrollo humano sos-

tenible. En ese mismo sentido ya se han pro-

nunciado dos relatores especiales de Nacio-

nes Unidas que han visitado nuestro país como

el Relator de Naciones Unidas para la Vivien-

da Adecuada, Miloon Kothari, y el Relator para

el Derecho de la Salud Paul Hunt.
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4.
Situación de los

Derechos Humanos
en las Zonas Cocaleras
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E l cultivo de coca se encuentra en ex

pansión hacia áreas como la selva de

Puno, volviéndose para muchos cam-

pesinos empobrecidos la principal fuente de

subsistencia.  Existen importantes flujos

migratorios y una serie de problemas de carác-

ter policial, debido a la fuerte presencia del

narcotráfico en estas zonas, así como la pre-

sencia de grupos remanentes de senderistas

dedicados a proteger al narcotráfico. Sin abor-

dar de manera integral el problema en el dis-

curso de muchos voceros del gobierno, todos

los campesinos son considerados cómplices o

ellos mismos narcotraficantes, generando per-

manentes conflictos sociales.

Se ha señalado desde el gobierno que el

consumo de coca para fines tradicionales ha

sido reducido considerablemente, por lo que
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el 90% de la producción se destinaría al

narcotráfico. Una campaña mediática al respecto

ha buscado criminalizar el cultivo de hoja de

coca. Los líderes principales son sindicados

también como vinculados a grupos subversi-

vos sin que se haya comprobado la veracidad

de esas afirmaciones. La práctica policial im-

plica muchos abusos policiales. Los hechos más

graves se produjeron en San Gabán, con el ase-

sinato de Nicolás Gonzáles, Florencio Quispe

y Mauro Surco por efectivos policiales. Cabe

señalar que los tres campesinos fueron

abaleados por la espalda. Un helicóptero poli-

cial fue empleado para trasladar al hospital de

Juliaca a los policías heridos en el conflicto,

mientras los campesinos murieron por falta de

atención médica.
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5.
Actividades de Grupos

Terroristas
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L a CNDDHH reitera su condena al ac

cionar terrorista que se llevó a cabo

durante el año 2004. La mayoría de es-

tos actos se realizaron en algunas zonas y de

manera esporádica causando muerte y zozo-

bra. El hecho más grave durante este período

ocurrió el 3 de junio, cuando una unidad mó-

vil de la PNP que se desplazaba cerca a la loca-

lidad del distrito de Aguaytía (provincia de

Padre Abad - Huánuco), fue atacada por un

número no determinado de elementos arma-

dos. Circunstancialmente dos vehículos con

16 efectivos de la Marina de Guerra del Perú

que transitaban por el lugar en el momento de

los hechos, fueron atacados por dichos elemen-

tos. Como consecuencia de este enfrentamiento

fallecieron el suboficial técnico de primera

PNP Máximo Villar Fierro, suboficial técni-

co de tercera PNP Niquer Núñez Gutiérrez y

el OM3 Eduardo Raúl Girón Romero, resul-

tando heridos dos oficiales de mar y un efecti-

vo de la PNP.

Otros hechos relevantes fueron la declara-

ción del camarada “Artemio” producido el 16

de abril, quien otorgó un plazo de 60 días al

gobierno para «buscar una solución política al

problema de la guerra interna en Perú», antes

de que los remanentes de Sendero Luminoso

reanudaran las “acciones armadas”. “Artemio”117

amenazó al gobierno de Alejandro Toledo em-

plazándolo a atender la búsqueda de la deno-

minada “solución política”. El líder terrorista

rechazó el pedido del Ministerio del Interior

de deponer las armas y acogerse a la ley de co-

laboración eficaz.

El día 5 de noviembre, a menos de 24 horas

para que se iniciara el proceso contra el cabe-

cilla de Sendero Luminoso, Abimael Guzmán

Reynoso, en la Base Naval del Callao, un gru-

po de entre 30 a 60 hombres armados con fusi-

les AKM ingresó abruptamente a la plaza de

armas de la localidad de Tabalosos, a unos 40

kilómetros de la ciudad de Tarapoto, en el de-

partamento de San Martín. El pelotón, presun-

tamente de SL, entró a la mencionada locali-

dad a las 8:00 pm., en momentos en que se

producía un apagón. La columna estaba coman-

dada por una mujer y todos tenían el rostro

descubierto, sin pasamontañas. Los subversi-

vos, uniformados, permanecieron 15 minutos

en el lugar, tiempo en el cual realizaron pintas,

propalaron arengas sobre la lucha armada, ame-

nazaron de muerte a los “inmorales” e izaron

su bandera. Al marcharse, los subversivos des-

trozaron puertas y lunas del Municipio de

Tabalosos. No hubo víctimas. La policía mo-

vilizó decenas de efectivos para capturar a los

sediciosos118.

117 En declaraciones propaladas por Radio Programas del Perú.

118 Fuente: Perú21, Sección: Política. Pág. 4.
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Recomendaciones
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SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN
DE LA VERDAD

� Se exige al Estado el cumplimiento de las recomendaciones planteadas en el Informe Final

por la Comisión de la Verdad y Reconciliación.

� Demandamos el fortalecimiento de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel de Segui-

miento a las Recomendaciones de la CVR, a fin de que se constituya en un efectivo organis-

mo para la implementación de dichas recomendaciones.

� Demandamos la puesta en marcha de una política nacional de reparaciones, a través de la

creación de un Registro Nacional de Víctimas y de la asignación en el presupuesto nacional

de los fondos necesarios para reparaciones individuales y colectivas, lo que requiere de un

indicador de gasto.

� Demandamos la elaboración y ejecución del Plan Nacional de Investigación Antropológico

Forense.

� Exigimos que se implementen las reformas planteadas en el ámbito de la educación.

� Que se implementen las reformas planteadas en el ámbito de las Fuerzas Armadas y la Policía

Nacional, adecuándolas a un funcionamiento acorde con un sistema democrático y con el

respeto a los derechos humanos.

SOBRE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS:

Uso excesivo de la fuerza

� Exigimos a las autoridades gubernamentales y policiales adopten políticas y procedimientos

destinados a prevenir y erradicar el uso excesivo de la fuerza en el control de manifestacio-

nes públicas, que han ocasionado muertes y lesiones graves a la integridad personal, espe-

cialmente se debe incidir en la formación del personal policial en el uso proporcional de la

fuerza.

� De igual forma exigimos se realicen investigaciones judiciales para determinar la responsa-

bilidad penal, política y administrativa por los hechos mencionados para la reparación inte-

gral a las víctimas por parte del Estado.

Tortura

� Demandamos la adopción de medidas conducentes a la erradicación de las prácticas de tor-

tura, tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos por efectivos policiales, militares,

agentes penitenciarios y miembros del serenazgo municipal.

� Instamos que se implementen y fortalezcan las acciones de capacitación a los efectivos poli-

ciales, militares, agentes penitenciarios y miembros del serenazgo municipal en materia de

derechos humanos, principalmente en lo referente al respeto del derecho a la integridad

personal y la prohibición de la tortura.

������
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� Demandamos al Ministerio Público y al Poder Judicial que se realicen las investigaciones y

procesos pendientes, y se impongan sanciones a los responsables de estas violaciones, dispo-

niendo la reparación integral a las víctimas.

� Demandamos la reforma del tipo penal de tortura, adecuándolo a la Convención Interameri-

cana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que no exige para su configuración que los dolores

y sufrimientos sean graves.

Situación carcelaria

� Demandamos al Estado se implemente el Plan Nacional de Tratamiento Penitenciario a fin

de mejorar las condiciones de vida de los internos de acuerdo a los compromisos fijados en

diferentes instrumentos suscritos por nuestro país.

� Exigimos el cierre definitivo del penal de Challapalca, por su inaccesibilidad y por que no

cumple con las condiciones adecuadas para el respeto a la vida y la salud de las personas

recluidas, ni del personal encargado del mismo.

Presos inocentes

� Exigimos que el Estado retome la atención de las peticiones de indulto y derecho de gracia

planteadas por los inocentes que aun quedan en las prisiones.

Homonimia y requisitorias

� Demandamos la difusión y cumplimiento de la Ley de Homonimia - Ley N° 27411 y su

reglamento, así como del Decreto Supremo N° 008-2004-IN que faculta a la policía a no

inscribir las órdenes de captura que no cumplan con los requisitos exigidos por ley.

� Demandamos que se realicen las acciones para que se continúe la depuración de las órdenes

de captura y se amplíe a otros delitos.

� Exigimos que las autoridades judiciales emitan las órdenes de detención con los requisitos

establecidos en la Ley de Homonimia.

� Demandamos la implementación del Registro Nacional de Requisitorias.

Lucha contra la impunidad

� Exigimos que se agilicen las investigaciones, el procesamiento y la sanción a los responsables

de los casos de violación de derechos humanos y corrupción.

� Exigimos a las instancias estatales una estrategia articulada para lograr la extradición del ex

presidente Alberto Fujimori, que permita su juzgamiento y sanción en el país, en los casos de

violaciones de derechos humanos y corrupción en los que se encuentra implicado.
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‘Sistema de administración de justicia

� Demandamos al Estado la implementación de las propuestas de reforma planteadas por la

Comisión Especial para la Reforma de la Administración de Justicia - CERIAJUS y el Acuer-

do Nacional por la Justicia, estableciendo mecanismos para la participación de la sociedad

civil.

Subsistema de derechos humanos

� Exigimos el fortalecimiento del subsistema especializado para la investigación, juzgamiento

y sanción de delitos en contra de los derechos humanos, concretamente en la capacitación de

jueces y fiscales, sobre el conocimiento y aplicación del derecho internacional de los dere-

chos humanos y del derecho internacional humanitario.

� Exigimos la adopción de medidas de protección de magistrados, fiscales, testigos, víctimas y

defensores de derechos humanos.

� Demandamos se proporcionen los recursos necesarios para que se eleve el número de juzga-

dos y fiscalías competentes en los casos de violaciones a los derechos humanos en todo el

país, a fin de satisfacer la demanda de administración de justicia.

Subsistema de justicia antiterrorista

� Exhortamos se adecue el conjunto de la legislación antiterrorista y las normas concordantes

con ésta, a la normativa contenida en los instrumentos, recomendaciones, informes y resolu-

ciones emitidas en el marco de los sistemas de protección universal y regional de los dere-

chos humanos de los que el Perú es estado parte.

� Instamos al Estado a continuar las acciones necesarias para enfrentar los remanentes del

terrorismo, observando el debido respeto a los derechos humanos y el derecho internacional

humanitario.

Reforma en la legislación penal sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional
Humanitario

� Exigimos al Estado la adecuación de la legislación penal al Estatuto de la Corte Penal Inter-

nacional y a los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos y Derecho Interna-

cional Humanitario ratificados por el Estado Peruano, especialmente la tipificación de los

crímenes de guerra, de la ejecución extrajudicial, de la detención arbitraria y la modificación

del delito de desaparición forzada eliminando la expresión «debidamente comprobada».

Obligaciones ante el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos

� Exigimos al Estado el cumplimiento de todas las recomendaciones y resoluciones emitidas

por el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos.
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� Exigimos asimismo, que se culmine por otorgar las reparaciones en beneficio de los familia-

res de las víctimas en los casos de desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales,

objeto del acuerdo entre la Comisión Interamericana y el Estado peruano.

Consejo Nacional de la Magistratura

� Demandamos se modifique el sistema de selección y proceso de nombramiento y ratifica-

ción de magistrados garantizando la selección de los mejores, sujetándose a las garantías del

debido proceso legal, y que se remedien las violaciones que se hubieren producido por

infracción de estas garantías.

� Exhortamos a revisar los mecanismos de control sobre las importantes funciones desempe-

ñadas por el Consejo Nacional de la Magistratura y los mecanismos de participación de la

sociedad civil.

Defensoría del Pueblo

� Exigimos al Poder Legislativo nombre de inmediato un Defensor del Pueblo.

Discriminación

� Exhortamos al Poder Legislativo para que establezca las necesarias modificaciones a la

tipificación del delito de discriminación contemplado en el Código Penal, incluyendo las

causales de edad, discapacidad y orientación sexual, así como estableciendo penas efectivas

para los casos mas graves.

� Exigimos a los diferentes sectores de la administración pública, especialmente al Ministerio

de Educación, la Policía Nacional y el Poder Judicial, implementar políticas efectivas para

erradicar las practicas discriminatorias.

� Instamos a los medios de comunicación a evitar la utilización de  estereotipos negativos

hacia los sectores discriminados (mujeres, indígenas, homosexuales, etc).

Mujer

� Exigimos que el Estado tome medidas efectivas y disuasivas para erradicar la violencia física,

psicológica, el acoso sexual y otras formas de violencia contra la mujer, en aplicación de las

normas supranacionales de los derechos humanos.

� Demandamos al Estado emprender campañas educativas para erradicar los estereotipos que

reducen a la mujer a la condición de objeto sexual, así como a una situación subordinada en

el ámbito social.

� Instamos asimismo, a las empresas y medios de comunicación a sumarse a estos objetivos.

� Demandamos la investigación de la violación de los derechos humanos de las mujeres en el

contexto de la violencia política, particularmente los casos de violencia sexual.
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Sobre la reforma constitucional

� Exigimos se reestablezca el rango constitucional de los tratados de derechos humanos de los

cuales el Perú es parte.

� Exigimos al Poder Legislativo abstenerse de introducir reformas constitucionales que sean

regresivas en materia de derechos humanos.

� Reiteramos nuestra exigencia de insertar en el texto constitucional la prohibición de la pena

de muerte.

� Demandamos la necesaria e impostergable reforma de la Constitución, en orden a poner de

relieve la condición de los derechos económicos, sociales y culturales como verdaderos

derechos fundamentales, asegurando para éstos la misma consideración, importancia y con-

diciones de justiciabilidad atribuida a los derechos civiles y políticos.

Sobre Plan Nacional de Derechos Humanos

� Demandamos se adopten las medidas necesarias para culminar con la elaboración y aproba-

ción del Plan Nacional de Derechos Humanos, con la activa participación de todos los

sectores, que permita contar con un instrumento para la generación de políticas públicas del

Estado en materia de derechos humanos.

Sobre derechos económicos, sociales y culturales

� Demandamos superar el actual estancamiento en materia de avances en la lucha contra la

pobreza que originan el incumplimiento de las obligaciones del Estado peruano en materia

de derechos humanos económicos, sociales y culturales (DESC).

� Instamos a que el impulso de políticas públicas para el aliento de la inversión y el buen

desempeño de las variables macroeconómicas, no se lleven a cabo con menoscabo de la

mejora de los indicadores sociales. Al mismo tiempo exigimos que los éxitos obtenidos en

este campo se traduzcan en la mejora de los niveles de bienestar de la población y ciudadanía.

Sobre los pueblos indígenas

� Exigimos promover y garantizar el ejercicio de una ciudadanía plena y diferenciada en los

procesos de participación ciudadana, y la urgente generación de políticas para los pueblos

indígenas.

� Demandamos garantizar el derecho de los pueblos indígenas sobre su territorio, lo que

supone reconocer la relación de estos pueblos con éste, como base fundamental de su exis-

tencia como individuos y pueblos.

� Reiteramos el cumplimiento de su derecho a la consulta previa, libre e informada cada vez

que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarlos directamen-

te, tal y como se establece en el Convenio 169 de la OIT.
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Trabajo, seguridad social y responsabilidad social de las empresas

� Exigimos que el Estado peruano tenga un rol más activo en la protección de los derechos de

los trabajadores, productores y consumidores, en particular enfrentando las prácticas de

precarización en el empleo, la ausencia de beneficios sociales, la desprotección de los con-

sumidores, y la garantía de la propiedad y medios de subsistencia de los productores.

� Demandamos que se garantice el respeto a los derechos en materia de pensiones y que el

monto de las mismas sean suficientes para asegurar la conservación y mejora de la calidad de

vida de los jubilados y sus familiares.

� Exigimos al Estado peruano promueva la armonización de las prácticas empresariales a

estándares de responsabilidad social empresarial, acordes con el marco internacional de

protección y promoción de los derechos humanos, a efectos de evitar y, si es posible, revertir

los conflictos generados por los impactos socio-ambientales de diversos sectores producti-

vos.

Salud

� Demandamos la aprobación de la iniciativa legislativa sobre los derechos de los pacientes,

promovida por la Coalición por los Derechos Humanos en Salud.

� Planteamos el restablecimiento de una iniciativa independiente que enfrente las denuncias

por negligencia médica y otros casos de afectación de derechos de los pacientes.

� Demandamos el cumplimiento de las recomendaciones del Relator de la Naciones Unidas

para el tema de salud.

� Exigimos garantizar el acceso a los servicios de salud para los pueblos indígenas desde un

enfoque intercultural.

Educación

� Demandamos la asignación de recursos necesarios para enfrentar el problema del analfabe-

tismo y la calidad de la educación pública.

� Demandamos una educación bilingüe intercultural de calidad, en todos los niveles educati-

vos para los pueblos indígenas, reconociendo la riqueza de su historia y su diversidad cultu-

ral.

� Exigimos asegurar la igualdad de oportunidades para niños y niñas en el acceso a los servicios

de educación.

Medio ambiente

� Recomendamos se desarrolle un sistema de protección ambiental que respete los derechos

humanos individuales y colectivos, y el entorno medioambiental de las poblaciones afecta-

das por actividades extractivas, y que el Estado garantice los recursos necesarios para super-

visar el cumplimiento de los estándares medioambientales.
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� Demandamos al Estado que las concesiones mineras y otras actividades extractivas se reali-

cen de manera transparente, con mecanismos de consulta a la población.

� Demandamos la sanción efectiva a las practicas industriales que contaminen el medio am-

biente y afecte la salud de las personas.

Peruanos en el exterior

� Demandamos al Ministerio de Relaciones Exteriores brindar la necesaria protección a los

migrantes peruanos que están en el exterior, especialmente de aquéllos que se encuentran en

situación de vulnerabilidad.

Procesos de integración y supremacía de tratados de derechos humanos

� Exhortamos al Estado a asegurar que nuestra integración en un mundo crecientemente

globalizado enfatice en las cuestiones esenciales, relacionadas con la dimensión social de

estos procesos y su relación con la dignidad humana.

� Exigimos que se doten a las negociaciones que se llevan a cabo en materia de integración, una

mayor transparencia y mejores condiciones de participación, incluyendo la consulta nacio-

nal e informada de todos los actores involucrados, sobre las implicancias que tales acuerdos

conllevan. Asimismo, la necesidad imperativa de que el contenido de tales acuerdos asegure

la primacía de los derechos humanos frente a cualquier otro tipo de interés.

� Demandamos al Estado la observancia de la supremacía de los tratados de derechos humanos

sobre cualquier convenio o acuerdo de integración económica.
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CASOS

TORTURA SEGUIDA DE MUERTE

Hipólito De La Cruz Condori

El día 4 de junio de 1997, al promediar las 4:00 de la mañana, Hipólito De la Cruz Condori  fue

conducido por Manuel Morón Gonzáles a la delegación de policial, investigado por tentativa de

hurto agravado. Posteriormente fue encontrado muerto a las 10:30 pm, a la altura del km. 373 de

la carretera Panamericana Sur, en posición de cubito dorsal, orientado de sur a norte, junto

algunas pertenencias personales, siendo trasladado a la morgue del hospital general de la ciudad

de Palpa. La necropsia realizada por los médicos legistas de esa ciudad, dio como resultado

muerte por asfixia, (fractura de columna cervical y ruptura de tráquea), hemorragia interna (por

ruptura de vísceras macizas, hígado) y torturas físicas externas (como quemaduras en pierna

izquierda, escroto, borde anal y muslo derecho), y fractura de muñeca de la mano derecha.

El representante del Ministerio Público de la ciudad de Palpa, formuló denuncia contra

Celso Bautista Vásquez por el delito de homicidio, proceso que ha concluido con sentencia

absolutoria expedida por la segunda sala penal de la Corte Superior de Justicia de Ica el 19 de

noviembre de 1998, posteriormente la primera sala penal de la Corte Suprema declara no haber

nulidad el 27 abril de 1999, disponiendo se archive provisionalmente el proceso, con el fin de

continuar las investigaciones que permitieran dar con los responsables de su muerte. De las

investigaciones efectuadas se presume que los miembros policiales José Raúl Ismodes Aguilar,

Elio Saúl Toribio de la Cruz y Juan Humberto Rivas Sánchez, son los responsables de haber

participado en la elaboración del atestado, que tuvo como protagonista al occiso, atestado en el

que se aprecian irregularidades como haber tomado la manifestación del detenido sin la inter-

vención de un abogado que garantice sus derechos. Actualmente el proceso según resolución

administrativa, dispone que los autos sean vistos por la sala mixta descentralizada de Nazca. La

Comisión de Derechos Humanos de Ica se encuentra apersonada en la mencionada ciudad para

ejercer la defensa, conjuntamente con el Instituto de Defensa Legal.

David Marcial Pérez Góngora

El 7 de julio del 2004 a las 02.50 horas aproximadamente, David Marcial Pérez Góngora fue

intervenido por efectivos de la móvil N° 06 del Serenazgo de Carmen de la Legua Reynoso al

mando del Sub Oficial de Primera PNP Carlos Torres Condemarín contando con el apoyo de la

móvil N° 07, también del Serenazgo al mando del Sub Oficial Técnico de Primera PNP Arturo

Cueva Pecho, hallándose en su poder según Oficio N° 144, un envoltorio conteniendo al parecer

pasta básica de cocaína, motivo por el cual fue derivado a la Comisaría PNP de Carmen de la

Legua Reynoso. En la comisaría negaron repetidas veces el acceso a su hermano, quien quería

indagar el motivo de la detención, llevarle sus alimentos y verificar su estado de salud. Cuando

recién pudo ingresar y ver en qué calabozo estaba David Pérez, lo encontró en posición de

cúbito ventral, con la ropa mojada, con el cuerpo frío y con hematomas en el rostro. El día 9 de

julio del 2004 debido a las noticias propaladas en los diarios, que daban cuenta de la muerte de

David Pérez en los calabozos de la Comisaría de Carmen de la Legua Reynoso, la familia empe-

zó a recibir llamadas anónimas con amenazas de tomar medidas extremas en caso de que se

�������
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continúe solicitando el esclarecimiento de la muerte de David Pérez. Así mismo en las esquinas

del domicilio de la familia se estacionaron vehículos particulares, en cuyo interior se encontra-

ban efectivos del Serenazgo de Carmen de la Legua. El caso se encuentra en investigación preli-

minar en la Séptima Fiscalía Provincial Penal del Callao con ingreso N° 291-2004. COMISEDH,

está haciendo el seguimiento del caso en la fiscalía y el Instituto de Medicina Legal.

TORTURA

Pablo Favio Sánchez Conde

El día 28 de agosto del 2003 aproximadamente a las 12.30 pm. efectivos de la PNP de la ciudad de

Chincha detuvieron a Pablo Favio Sánchez Conde y a su hermano Miguel Sánchez Conde por

que aparentemente tenían planificado robar un restaurante. Durante su detención el agraviado

sostiene haber sido víctima de maltratos físicos en diferentes partes del cuerpo conforme al

reconocimiento médico legal, donde se aprecia que presenta equimosis y tumefacciones, (oca-

sionadas con una llave francesa stilson y lesiones sufridas a manos del SOT2 PNP César Rojas

Castillo). El comisario de la delegación policial de Chincha, Ricardo Enrique Guillén Balbín,

fue denunciado e instruido mediante proceso penal por permitir que se cometieran al interior

de la delegación policial actos de lesa humanidad, así como cuestionar el normal desarrollo de la

función del representante del Ministerio Público.

La Comisión de Derechos Humanos de Ica, se apersonó al proceso judicial en defensa de los

derechos del agraviado. Después se toma conocimiento que el procesado abusando de su condi-

ción de autoridad policial, ejerce presión a través de su abogado para amedrentar al Fiscal Pro-

vincial Mixto de la ciudad de Chincha, Dr. Henry Cama Godoy, quien denunció estos actos de

hostilización ante la Decanatura de Ica, remitiendo documentación sobre la irregular actuación

del procesado. CODEHICA puso en conocimiento estos hecho a las diversas instituciones

tutelares del derecho como: la Fiscalía de la Nación, Ministerio Público de Ica, Defensoría del

Pueblo, Amnistía Internacional, y organismos de derechos humanos a nivel nacional (CNDDHH,

IDL, IPEDEHP, COMISEDH), a fin de que se tomen las medidas correctivas necesarias para

que la función fiscal continúe de manera imparcial, preservando la independencia de funciones,

ante ello el Fiscal Decano del Ministerio Público de Ica Dr. Rigoberto Parra Rodríguez, ha

iniciado las investigaciones correspondientes, recibiendo las declaraciones de los investigados.

José Orlando Goycochea Vino y otros

El 6 de octubre del 2004 llegaron al Penal de Socabaya, los internos Jorge Orlando Goycochea

Vino, Carlos Mendoza Ñahui Pino, Manuel Castillo Sánchez, Rogelio Aguilar Chambi y Jorge

Luis Guerrero Villalobos, trasladados de los penales de Tacna y Moquegua. Ese mismo día, los

internos Jorge Luis Rosado Salvador, Samuel Aroque Manco, Alberto Jaime Curo Sillo, Jorge

Armando Camargo Mora y Ricardo Alberto Zapata Asén ingresaron por primera vez al mismo

penal. Posteriormente todos fueron llevados a la sala de clasificación, y al tópico del penal, para

ser sometidos a un examen médico, y a la alcaidía donde fueron registrados en el cuaderno de

ingreso, retornando después a la sala de clasificación. Como a las siete de la noche, fueron

conducidos al patio del penal donde les ordenó realizar ejercicios físicos. En esas circunstan-



124

IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H

cias, diez agentes del INPE, se les acercaron y los rociaron con gas en el rostro, procediendo a

golpearlos con sus varas de goma, obligándolos a echarse en el suelo y mantener la cabeza baja,

mirando al piso. Los golpearon también en las plantas de los pies, les dieron patadas y puñetes en

diversas partes del cuerpo (cabeza, espalda, pecho y brazos), aproximadamente durante una hora

y veinte minutos. Posteriormente, les hicieron ponerse de pie, y les volvieron a echar gas en el

rostro. A las 8 y 20 de la noche, los ingresaron en la celda de clasificación. Al otro lado del patio,

agentes del INPE observaban estos hechos. Al día siguiente, 7 de octubre del 2004, los 10 inter-

nos fueron trasladados al tópico del penal por el Técnico Morales Márquez. Al ser preguntados

por el enfermero sobre las lesiones que presentaban, mintieron señalando que se habían caído.

Ese mismo día, fueron sacados nuevamente al patio del Penal donde nuevamente fueron agredi-

dos. Primero sacaron a los “tacneños” (internos trasladados del Penal de Tacna: Carlos Mendoza

Ñahui Pino, Jorge Orlando Goycochea Vino y Manuel Castillo Sánchez), luego a los provenien-

tes de Moquegua y posteriormente los de Arequipa. El modus operandi era el mismo, primero

cerraban las puertas detrás de los internos, apagaban las luces, luego les echaban gas en el rostro

y los golpeaban con las varas de goma, obligándolos a echarse en el suelo. Los agresores eran

cerca de quince agentes del INPE, todos encapuchados, los mismos que se turnaban para gol-

pearlos. Devueltos a la celda de clasificación los mantuvieron incomunicados durante varios

días. Conforme denuncias verbales a la Defensoría del Pueblo de Arequipa, y comunicaciones

escritas presentadas al Defensor del Pueblo de Lima y al Director del Instituto Nacional Peni-

tenciario, los internos agraviados pusieron en conocimiento de dichas autoridades las agresio-

nes sufridas a manos de los agentes del INPE, solicitando el traslado a sus penales de origen.

La Primera Fiscalía Mixta del Módulo Básico de Paucarpata, Arequipa, estuvo a cargo de la

investigación, formalizando denuncia penal por los delitos de tortura y abuso de autoridad

contra los agentes penitenciarios Benedicto Choque Caetano, Walter Ricardo Guerrero Roque,

José Luis Morales Quezada, Guillermo Cleto Valvidia Mojorovich y Carlos Morante Yanqui.

Actualmente el expediente se encuentra en el juzgado pero aun no se ha abierto instrucción. Con

fecha 13 de diciembre del 2004, COMISEDH curso una Carta a la Fiscal de la Nación informán-

dole sobre los hechos, solicitándole la debida investigación.

Ricardo Huaringa Félix

El día 14 de noviembre del 2004, aproximadamente a las ocho y treinta de la noche, Ricardo

Huaringa Félix llegó a bordo de un taxi a las inmediaciones del Hospital de la Solidaridad del

distrito de Comas (Lima). Siendo intervenido por el altercado con el taxista por los efectivos

policiales que custodiaban el hospital (Capitán PNP Flavio Roberto Vásquez Burga y el Sub

Oficial Walter Willy Ochoa Magallanes). Sin embargo, dado que el agraviado estaba ebrio, ha-

bría faltado el respeto al referido capitán, llegando incluso a romperle la correa metálica del

reloj de pulsera, por lo que ambos policías le propinaron diversos golpes de puño y puntapiés en

el abdomen, provocándole la ruptura del mesenterio y páncreas, causándole la muerte. Dado

que el referido agraviado vivía por las inmediaciones del lugar de los hechos, los vecinos trata-

ron de ayudarlo y evitar que continúen con la golpiza, sin embargo, el efectivo policial Armando

Agustín Mario Valencia Castro, también custodio del hospital, impidió todo acercamiento al

agraviado, usando para ello su vara de reglamento, y justificando la golpiza. Asimismo, lejos de

auxiliar a la víctima, o permitir que sus familiares o amigos lo socorrieran, el Capitán Vásquez

Burga amenazó con su arma de reglamento a los últimos nombrados, argumentando que ya se
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había llamado al patrullero para conducirlo a la dependencia policial, cosa que no ocurrió, por

lo que ante el reclamo de los presentes, fue trasladado por sus familiares al Hospital Cayetano

Heredia llegando cadáver. La Séptima Fiscalía Provincial Penal del Cono Norte abrió investiga-

ción policial, la misma que estuvo presente en todas las diligencias policiales. Así, con fecha 23

de noviembre del 2004, formalizó denuncia penal contra el Capitán PNP Flavio Roberto Vásquez

Burga y el Sub Oficial Walter Willy Ochoa Magallanes y el ET3 Armando Agustín Mario Valen-

cia Castro por el delito contra la humanidad, en la modalidad de tortura agravada seguida de

muerte. El 13 Juzgado Penal del Cono Norte, aperturó proceso penal (Expediente 4002-2004),

dictando mandato de detención contra los tres procesados, quienes presentaron apelación al

mandato de detención, sin embargo, el juez del 13 Juzgado Penal la declaró improcedente por

extemporánea. El procesado Valencia Castro fue detenido y conducido al Penal de Lurigancho.

A los otros coprocesados no se les pudo hacer efectiva la orden judicial. Los actuados fueron

remitidos al Duodécimo Juzgado Penal del Cono Norte – Reos en cárcel. En estas circunstan-

cias, Armando Agustín Mario Valencia Castro solicita la variación del mandato de detención por

el de comparecencia restringida. La Sala Superior de Reos en Cárcel del Cono Norte, con fecha

13 de enero del 2005, resolvió ordenando comparecencia restringida a Armando Valencia Castro.

Por su parte, el procesado Flavio Roberto Vásquez Burga presentó apelación al mandato de

detención dictado en su contra, la misma que le fue concedida, programándose la vista de la

causa para el 18 de enero del 2005. Ya que sobre la petición de Ochoa Magallanes no se formó

cuaderno aparte, el juez del 12 Juzgado Penal remitió a la sala el escrito de apelación al mandato

de detención presentado por él mismo, estando hasta la fecha para su pronunciamiento.

Peter Chávez Vásquez

Peter Chávez Vásquez, joven que cumplía el servicio militar voluntario en la Base Militar de

Cangari – Huanta, Ayacucho, fue encontrado sin vida en circunstancias extrañas y aún no escla-

recidas. El día 23 de junio del 2004, aproximadamente a las 9:00 pm., el jefe de la Base Militar de

Cangari, Teniente EP Oscar Eduardo Chang Pillaca había sido alertado de un supuesto ataque

terrorista, efectuando disparos al aire. Es en esas circunstancias que el cabo Peter Chávez Vásquez,

que se encontraba parapetado en la trinchera N° 05 habría salido corriendo hacia la ranchería

(cocina), ubicada a 20 metros con dirección al cerro, detrás del comedor y dormitorio de oficia-

les. En esos momentos se escucharon ruidos en los techos de calamina de los ambientes men-

cionados y varios disparos en la zona, el resto de efectivos militares efectuaron disparos al cerro.

Instantes después, cesados los disparos procedieron a verificar la condición de todo el personal,

y al no encontrar respuesta sobre la presencia de Peter Chávez Vásquez, procedieron a revisar en

la cocina, lugar donde fue hallado muerto.

La Fiscalía Provincial Mixta de Huanta abrió investigación policial por la presunta comisión

del delito contra la vida, el cuerpo y la salud – homicidio en agravio del cabo EP Peter Chávez

Vásquez. Según el certificado de necropsia ordenada por el Ministerio Público de Huanta, la

muerte del joven fue ocasionada por la penetración de arma blanca, es decir un elemento con-

tundente y con punta y/o filo. Posteriormente se realizó una segunda necropsia en el Hospital

Militar Central sin presencia del representante del Ministerio Público, señalando que el joven

murió de un impacto de bala y no de dos impactos como habían afirmado anteriormente, sin

hacer mención al supuesto “ataque terrorista”. Con fecha 29 de septiembre del 2004, la Fiscalía

Mixta de Huanta y Ayacucho resolvió no ha lugar formalizar la denuncia penal por presunto
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delito contra la vida, el cuerpo y la salud en la modalidad de homicidio en agravio de Peter

Chávez Vásquez, ordenándose el archivo provisional de los actuados, al no haber identificado

plenamente al autor o autores. La Segunda Fiscalía Superior Mixta de Ayacucho, mediante reso-

lución de fecha 23 de noviembre del 2004, resolvió ampliar las investigaciones por un plazo

improrrogable de treinta días. Actualmente el caso se encuentra en investigación preliminar en

la Fiscalía Provincial de Huanta.

El presente caso fue conocido por COMISEDH y por la Comisión de Derechos Humanos

de Pucallpa. COMISEDH asumió la defensa legal de los padres y envió el escrito de apersonamiento

de abogados a la Comisión de Derechos Humanos de Pucallpa, a efectos que sea firmado por los

padres del agraviado, así como se le solicitó las copias de sus documentos de identidad. Se

presentó además recurso de queja de derecho contra la resolución de archivo provisional expe-

dida por la Fiscalía Provincial de Huanta.

Josué Cámara Fretell

Josué Cámara Fretell fue intervenido el 25 de abril del 2004 por personal del Serenazgo de la

Municipalidad Distrital de Carmen de la Legua Reynoso, provincia del Callao, cuando que

regresaba a su domicilio, en compañía de Luis Edgardo Grada Mansilla. Josué Cámara fue agre-

dido físicamente para luego ser conducido a la comisaría del sector, en la que fue nuevamente

agredido por efectivos policiales. Frente a la situación critica de su estado de salud (vómitos

provocados por los puntapiés recibidos en el estomago al momento de su intervención), tuvo

que ser evacuado de emergencia al Hospital Daniel Alcides Carrión. Por presión de sus familia-

res, la Municipalidad Distrital de Carmen de la Legua Reynoso asumió los gastos de interven-

ción quirúrgica y hospitalización. El caso pasó a la 7ma. Fiscalía Provincial del Callao. El 17 de

agosto del 2004, la Fiscalía formaliza denuncia penal contra Ricardo Bedón Campomanes por

delito contra la vida, el cuerpo y la salud - lesiones graves. Con fecha de 21 de septiembre del

2004 se abrió proceso judicial en el 1er. Juzgado Penal del Callao, con el Exp. N° 2859-04. Esa

misma fecha COMISEDH tomó conocimiento de los hechos y se los comunicó a la Defensoría

del Pueblo del Callao. El 26 de noviembre se interpuso recurso de apelación contra el extremo

que dicta mandato de comparecencia a favor del inculpado Ricardo Bedón Campomanes, a fin

de que se declare fundado y revocándolo, disponga mandato de detención. El 3 de diciembre del

2004 se solicitó la ampliación de denuncia por la comisión de delito contra la humanidad -

tortura

ABUSO DE AUTORIDAD

Max Chombo Espinoza

El día 7 de septiembre del 2004 en horas de la noche, el agraviado se encontraba con su convi-

viente la Sra. Elena Ramos Fernández, con quién sostuvo un conflicto familiar, por lo que fue

denunciado en la delegación policial de la Esperanza. Aproximadamente a las 10 pm, tres miem-

bros de la Policía del Puesto de la Esperanza ingresaron a su domicilio y lo sacaron a golpes,

conduciéndolo a la delegación policial donde fue víctima de una golpiza hasta que perdió el

conocimiento.
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Aproximadamente a las 6 am. el agraviado despertó, sintiendo dolores en el tobillo y el

cuerpo. Después como a las 9 am. los policías lo sacaron de la celda, conduciéndolo a una de las

oficinas para darle una notificación, (resaltamos que los agresores no portaban insignia que los

identifique como policías), citándolo para el día 9 de septiembre, por denuncia de violencia

familiar.

CODEH - Pasco recepcionó la denuncia del agraviado el día 8 de septiembre del 2004,

logrando que el Ministerio Público oficiara al médico legista para el examen médico legal.

Asimismo se realizó la denuncia por tortura ante el Ministerio Público de la 2da Fiscalía de

Pasco el día 9 de septiembre del 2004 contra el SO3 PNP Zenón Riccse Chaupis, y el SO3 PNP

José Carlos Morales Montesinos. El Fiscal ordenó que el Fiscal Adjunto se encargue de las

investigaciones, quien tomó la manifestación al agraviado. La denuncia fue evaluada y paso para

su investigación al primer juzgado penal. Actualmente se ha notificado al agraviado para que

ratifique la denuncia por tortura.

Juan Berrospi Mesa

El agraviado se desempeña en calidad de Director del Programa “Lo Bueno lo malo y lo feo de

la noticia” de “Radio Altura Digital”, en el Distrito de Chaupimarca - Pasco. El mes de septiem-

bre al salir Juan Berrospi de su programa de radio (que emite de 8:00 a 10:00 am.) se encontró

con José Stalin Yauri Misari (que en ese momento se desempeñaba como gobernador del distri-

to de Chaupimarca - Pasco), el que le propinó una golpiza, al ver esto los trabajadores de la radio

fueron a apaciguarlos.

Luego José Stalin solicitó a un programa de radio salir al aire para hacer una denuncia contra

Juan Berrospi por agresión.

Juan Berrospi interpuso denuncia ante al Prefectura. CODEH - Pasco. Posteriormente se

hizo la denuncia penal por lesiones ante la Fiscalía Provincial de Turno y se solicitó el examen

médico legal respectivo. Finalmente se informó de lo ocurrido a la Prefectura-Pasco.

INOCENTES INJUSTAMENTE DETENIDOS

Herminio Palomino Soto

Herminio Palomino Soto, fue detenido el 19 de febrero de 1993, iniciándosele proceso por

delito de traición a la patria ante el fuero militar que lo sentencia el 26 de marzo de 1993 a 30 años

de prisión. Luego el tribunal especial resolvió confirmar; finalmente el Tribunal Supremo con-

firmó la pena el 16 de abril de 1993.

Con este fallo adverso se solicitó el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener res-

puesta, luego, con el fallo del Tribunal Constitucional que declaraba la inconstitucionalidad de

las leyes antiterroristas, se le inició un nuevo proceso, que le ha permitido tener un juicio con

las garantías que establece la ley y de esta manera lograr demostrar su inocencia.

Paz y Esperanza asumió el caso en mayo del 2002, quedando pendiente de ser sustentado ante

la Comisión de Indultos, ya que el presidente dejó de lado esta política. A pesar de ello, en enero

del 2003 el Tribunal Constitucional ordenó el nuevo juzgamiento de los casos que habían sido

juzgados por delito de traición a la patria, dando inicio a un nuevo proceso a partir de mayo del
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2003. Paz y Esperanza hizo el seguimiento del caso así como el acompañamiento en las diligen-

cias programadas, las cuales se vienen realizando hasta el momento.

Este caso fue adoptado por Amnistía Internacional.

Víctor Raúl Palma Suárez

Víctor Raúl Palma Suárez, fue detenido el 24 de enero de 1995, por personal de la SECOTE que

ingresó al domicilio de su hermano, lugar donde residía, quienes al realizar el registro encontra-

ron una fotocopiadora enterrada, levantando un acta, al ser conducido con su hermano a las

oficinas de la policía fue objeto de maltratos físicos, logrando que se auto inculpara, a pesar de

indicar que la fotocopiadora le fue dada a guardar por dos desconocidos, que lo amenazaron de

muerte si se negaba a colaborar y, si denunciaba el hecho, matarían a toda su familia. Se le inició

proceso por delito de traición a la patria ante el fuero militar. El 18 de junio de 1995 se le

sentenció a 25 años de prisión, posteriormente el tribunal especial resolvió inhibirse a favor del

fuero común; finalmente el Tribunal Supremo revocó la sentencia y lo condenó a cadena perpe-

tua el 26 de diciembre de 1995. Solicito el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener un

resultado favorable. Con el fallo del Tribunal Constitucional que declaró la inconstitucionali-

dad de las leyes antiterroristas, se inició un nuevo proceso con las garantías que establece la ley,

y de esta manera el fiscal en su dictamen expresó que no hay mérito para pasar a juicio oral. Paz

y Esperanza asumió el caso en octubre de 1997. El 17 de julio del 2002 se presentó el recurso

extraordinario de revisión de sentencia, sin obtener respuesta favorable, de igual modo se pre-

sentó la solicitud de indulto, que incluso se llegó a sustentar sin obtener respuesta, ya que el

presidente dejó de lado la política de indultos. En enero del 2003 el Tribunal Constitucional

ordenó el nuevo juzgamiento de los casos por delito de traición a la patria, iniciando un nuevo

proceso. A partir de marzo del 2003 se hizo el seguimiento del caso, así como el acompañamien-

to en las diligencias programadas. Se han presentado escritos de solicitud de confrontación,

apelación al auto apertorio de instrucción, y se resolvió no haber mérito para pasar a juicio oral.

Carlos Jorge Garay

Carlos Jorge Garay, fue detenido el 23 de julio de 1992, cuando se dirigía a un mercadillo cerca

de su domicilio. Ahí fue donde efectivos policiales desde una camioneta policial le solicitaron

sus documentos, percatándose que en su libreta militar señalaba una dirección en Independen-

cia, se le interrogó sobre su presencia en la zona, respondiendo que vivía allí, la policía le ordena

subir al vehículo donde lo vendaron y golpearon, además durante su detención en DINCOTE,

lo obligaron a firmar actas sin poder leerlas. Se le abrió instrucción por el delito de terrorismo

junto a las otras personas con las que fue detenido. El fiscal superior en su acusación solicitó

para ellos la cadena perpetua, así se inicio el juicio oral (en el que sólo se realizaron interrogatorios);

luego se emitió sentencia el 28 de febrero de 1996, condenándolo a 30 años, siendo declarada

nula la sentencia por la ejecutoria suprema, y abriendo nuevo juicio oral. Desde diciembre de

1998 hasta abril de 1999 se frustró el inicio del nuevo juzgamiento hasta en tres oportunidades,

por la inconcurrencia de los testigos.

El 19 de abril de 1999 se inició nuevamente el juzgamiento, en el que además se actuaron

algunas nuevas diligencias. A pesar de existir duda razonable expresada por el Ministerio Públi-

co, fue sentenciado el 3 de mayo de 1999 a 25 años de prisión; la Corte Suprema confirmó el fallo

declarando no haber nulidad, el 9 de julio de 1999.
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Con este fallo adverso se solicitó el indulto ante la Comisión de Indultos, sin obtener un

resultado favorable. Posteriormente el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad

de las leyes antiterroristas y se inició un nuevo proceso, que le ha permitido tener un juicio con

las garantías que establece la ley, demostrando su inocencia. Fue absuelto el 2 de noviembre del

2004.

Paz y Esperanza asumió el caso en febrero del 2002. Desde el 30 de mayo del 2002 se ha hecho

el acompañamiento. Se sustentó la solicitud de indultos ante la Comisión de Indultos la cual fue

aprobada pero quedó pendiente de firma. Carlos José Garay fue adoptado como preso de con-

ciencia por Amnistía Internacional

INOCENTES LIBERADOS

Augusto Camacho Alarcón

Augusto Camacho Alarcón, fue detenido el 23 de julio de 1992, cuando se encontraba de retorno

a su domicilio, acusado de terrorismo. El 5 de agosto se le hizo un examen ectoscópico, dando

cuanta de una lesión equimótica en región poplítea izquierda (fue golpeado por los efectivos

que lo detuvieron). Se le apertura instrucción por el delito de terrorismo en agravio del estado,

y otros en el Tercer Juzgado Penal del Callao. El fiscal superior (con clave), en su dictamen

señala que hay mérito para pasar a juicio oral, y en virtud de tal la Sala Especial de Terrorismo del

Callao lo inició. El 13 de enero de 1994 Augusto Camacho fue sentenciado por la sala superior

referida a cadena perpetua, fallo que confirmó la Corte Suprema. Con fecha 5 de mayo del 2003

la Sala Nacional de Terrorismo declaró nulo todo lo actuado en el proceso seguido a Augusto

Camacho Alarcón, por lo que se le inició un nuevo proceso. Durante el juicio oral, se varió el

mandato de detención por el de comparecencia en mérito a que el fiscal en su requisitoria oral

no encontró elementos probatorios suficientes que lo vinculen con el hecho imputado. El 26 de

octubre del 2004 fue absuelto de la acusación fiscal.

Paz y Esperanza asumió el caso en abril del 2003, desde esa fecha se ha hecho el seguimiento,

así como el acompañamiento en las diligencias programadas, hasta la conclusión del proceso,

logrando la libertad y absolución de Augusto Camacho.

Julia Rodríguez Suárez

Julia Rodríguez Suárez, fue detenida el 8 de abril de 1994. Cuando fue a visitar a su hermana

Alejandrina al Penal de Mujeres de Chorrillos; luego de la revisión de las cosas que llevaba, la

policía encontró en el bolsillo de una de las prendas que iba a ingresar, un manuscrito con

contenido subversivo, así que inmediatamente procedieron a su detención, a pesar que ni ella

misma sabía del porqué. Fue interrogada sin la presencia de un representante del Ministerio

Público. Fue sometida a presión física y psicológica para que se auto inculpe y señale a otras

personas. Luego derivaron el proceso al 43 Juzgado Penal, que inició juicio oral en un tribunal

sin rostro, donde es sentenciada el 10 de agosto de 1995 a 10 años de pena. Luego se interpuso

recurso de nulidad ante la Corte Suprema, misma que el 27 de junio de 1996 le aumentó la pena

a 12 años. Su caso quedó pendiente de ser sustentado ante la Comisión de Indultos. Con el fallo

del Tribunal Constitucional que declaraba la inconstitucionalidad de las leyes antiterroristas, se
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le inicia un nuevo proceso con las garantías que establece la ley, logrando demostrar su inocen-

cia siendo absuelta.

Paz y Esperanza asumió el caso (pendiente de ser sustentado ante la Comisión de Indultos)

en enero del 2002. A partir de marzo del 2003 se hizo el seguimiento, así como el acompaña-

miento en las diligencias programadas, hasta la conclusión del proceso, logrando la libertad y

absolución de Julia Rodríguez Suárez el 29 de octubre del 2004.

Efraín Turpo Sillo

Fue capturado con su hermano por miembros de la Policía Nacional el Perú el 15 de diciembre

de 1992 en la Comunidad Minera de Aporoma, ubicada en el lugar denominado Pabloccoya,

Distrito de Phara, Provincia de Sandia, Departamento de Puno.

Efraín Turpo Sillo fue capturado por el grupo subversivo Movimiento Revolucionario Túpac

Amaru “MRTA”, el 12 de mayo de 1992. De su declaración instructiva se advierte que fue obliga-

do a pertenecer al grupo bajo amenaza de muerte (cargaba bultos conteniendo víveres), hasta el

3 de junio de 1992. Durante su permanencia Efraín Turpo Sillo participó con los subversivos del

MRTA en las incursiones a Limbani, Phara y Aporoma, con el objeto de reunir a todos los

vecinos para que se organicen contra los ladrones sin tener ningún enfrentamiento. No se ha

acreditado que al ser capturado tuviese alguna clase de armas y explosivos y si bien le asignaron

el nombre de “Nelson”, no significa que por eso fuera un miembro del MRTA. Sobre este caso

se acreditó el delito terrorismo en agravio del Estado pero nunca se acreditó plenamente la

responsabilidad penal de Efraín Turpo Sillo en la comisión del delito de terrorismo en la moda-

lidad de pertenecer a una organización terrorista. Sin embargo, fue sentenciado a la pena priva-

tiva de libertad de 20 años, ingresando a un establecimiento penal el 18 de enero de 1993. El

trabajo de evaluación del presente caso se efectuó en coordinación con el Equipo Pastoral del

Establecimiento Penal de Yanamayo - Puno a cargo del Capellán Marcos Degen Düblin y con la

Defensoría del Pueblo representada por la Comisionado para Asuntos Penitenciarios Dra. Luz

Herquinio Alarcón. Una vez que se emite el auto de nulidad de sentencia y ejecutoria suprema

así como insubsistente la acusación fiscal el 8 de agosto del 2003 por la Sala Nacional de Terro-

rismo, se asumió la defensa habiendo participado en ella desde que se declara el mérito para

juicio oral mediante resolución del 15 de enero del 2004, proceso que fue conocido por la Sala

Especial de Terrorismo de Puno. La defensa sostuvo la inocencia argumentando que el acusado

Efraín Turpo Sillo actuó bajo intimidación y amenaza ejercida por los subversivos del MRTA,

por lo tanto no hay  evidencia que la colaboración prestada por Efraín se realizara de manera

conciente y voluntaria. Efraín Turpo Sillo es absuelto del delito de terrorismo en agravio del

Estado el 5 de mayo del 2004, disponiéndose su inmediata libertad.

Pablo Fermín Hirpanoca García

En los hechos imputados por el Ministerio Público a Pablo Fermín Hirpanoca García en el

proceso de terrorismo se describe que fue separado del servicio militar en la base de Ninantaya

al haberse determinado que fue reclutado por las filas de Sendero Luminoso en junio de 1989 en

la Comunidad de Copac Acopata-Progreso-Asillo, además de ser responsable con las huestes

terroristas de varios atentados. Asimismo se le acusó de estar en el ejército para robar uniformes,
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armas, y municiones, así como entregar información al grupo subversivo, situación por la que

fue sentenciado a 20 años de pena privativa de libertad, cumpliendo pena desde el 2 de julio de

1993. El trabajo de evaluación del presente caso se efectuó en coordinación con el Equipo

Pastoral del Establecimiento Penal de Yanamayo-Puno a cargo del Capellán Marcos Degen Düblin

y la Defensoría del Pueblo con la Comisionado para Asuntos Penitenciarios Dra. Luz Herquinio

Alarcón.

CEDEH asumió la defensa desde que se declara haber mérito para juicio oral mediante

resolución de fecha 20 de enero de 2004, proceso que fue conocido por la Sala Especial de

Terrorismo de Puno con el número de Expediente 2003-0055.

Una vez efectuado el apersonamiento se efectuó la defensa teniendo como argumentos que el

acusado Pablo Fermín Hirpanoca García ha desconocido durante el juicio oral las acusaciones

que se le imputan y desmentido lo que anteriormente afirmó en su declaración ante la Policía

Nacional y en su declaración instructiva al ser sometido a intensas torturas (el temor y presión

lo obligó a reconocer su participación en hechos en los que jamás intervino), similar situación

se presentó ante el juez sin rostro (instantes previos fue amenazado el soldado que lo cuidaba

para que mantenga lo que le habían obligado a aceptar en la policía durante su declaración

inicial); no estaban presentes en tales declaraciones el representante del Ministerio Público, ni

abogado defensor alguno, pues nadie se identificó como tal. Al negar todo lo que se le imputaba

a Pablo Fermín Hirpanoca García, se consideró su detención como arbitraria, ilegal, atentatoria

contra sus derechos e injusta.

El 7 de mayo del 2004, la Sala Especial de Terrorismo Puno falla declarando absuelto a Pablo

Fermín Hirpanoca García, se ordena el sobreseimiento provisional de la causa y el archivo

definitivo, así como la anulación de los antecedentes derivados del proceso.

EXCESOS DE RONDAS CAMPESINAS

Secuestro de campesino por rondas campesinas

El 20 de octubre del 2004 el señor Manuel Mundaca Vargas fue detenido por las rondas campe-

sinas del caserío de Las Palmeras, provincia de Moyobamba, Región San Martín. El señor Juan

Aníbal Santa Cruz, presidente de las Rondas Campesinas de San Martín, ordenó la incursión en

su domicilio siendo maltratado físicamente acusándosele de tener armas, las que nunca fueron

encontradas. El señor Mundaca Vargas permaneció retenido en poder de las rondas por más de

20 días.

HOMONIMIA

Caso Francisco Ramos

El 22 de septiembre, el señor Francisco Ramos Ríos es detenido por seis efectivos policiales al

salir de su domicilio. El señor Ramos Ríos fue conducido a la oficina de DIVCOTER (División

contra el Terrorismo) de la ciudad de Cusco sin informarle los motivos de su detención ni el

lugar a donde era conducido. Ya en la ciudad de Cusco recién se le informa el motivo: homoni-

mia por terrorismo, permaneciendo detenido más de ocho horas. Se le puso en libertad previa

solicitud de la copia certificada de la resolución de homonimia expedida por la Corte Superior

de Cusco.
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El señor Ramos refiere que es la tercera vez que sufre detención arbitraria por homonimia y

que la persona que buscan es natural de Apurímac.

Los efectivos de DIVCOTER se resistieron a dejarlo en libertad a pesar de que el señor

Ramos presentó la resolución judicial de la Corte Superior de Cusco, señalando que su caso se

trata de una homonimia, así como una constancia otorgada por el Penal de Qenccoro donde

indican el motivo de su libertad.

La Vicaría de Solidaridad de Sicuani ha brindado asesoramiento al señor Ramos y ha coordi-

nado con la Defensoría del Pueblo de Cusco a fin de que dialogue con el Jefe de la Región

Policial para que no sigan deteniendo al señor Ramos y que ésta le entregue una constancia de

tener conocimiento de la resolución emitida por la Corte Superior que señala que el señor

Ramos es persona distinta a la que se le sigue el proceso por delito de terrorismo, y que de

producirse otra detención se procedería con la denuncia por abuso de autoridad.

DERECHO A LA EDUCACIÓN

Laura Villanueva Hernández

El 8 de julio del 2004 el Director del Centro Educativo N° 16005, Morro Solar, ubicado en el

distrito de Jaén, departamento de Cajamarca, impidió el ingreso de la menor Laura Villanueva

Hernández, de 8 años de edad, argumentando que ni la niña ni su madre habían hecho entrega de

la partida de nacimiento de la menor, impidiéndolo hasta que la presentaran.

El 12 de julio la madre de la menor, señora Zoila Hernández La Choz y su menor hija se

apersonaron a la oficina de la Vicaría de la Solidaridad de Jaén solicitando asesoría legal sobre su

caso.

El 13 de julio los abogados de la Vicaría de la Solidaridad se comunicaron con el director del

referido centro educativo y le informaron que se estaba produciendo una limitación al ejercicio

del derecho a la educación de la menor, pudiendo incluso ser objeto de proceso administrativo

y judicial. El director se disculpó, afirmando que la menor continuaría en el centro educativo,

informando que se había procedido así porque la Unidad de Gestión Educativa estaba solicitan-

do los documentos y ya habían transcurrido más de 4 meses desde el compromiso de la madre a

proporcionarlos.

La madre de la menor realizó los trámites para la obtención de la partida de nacimiento con

el apoyo de la DEMUNA de Jaén quienes solicitaron la exoneración del derecho de pago de 130

nuevos soles para poder sacar la partida de nacimiento extemporánea de Laura Villanueva Hernández.
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Sentencias del

Tribunal Constitucional
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SENTENCIAS RELEVANTES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

1) Dentro de las más importantes decisiones jurisdiccionales emitidas en el año 2004 tenemos

la del Tribunal Constitucional relacionada al recurso extraordinario interpuesto por Doña

María Emilia Villegas Namuche contra la sentencia de la Primera Sala Penal de Piura, en la

que se pronuncio sobre el derecho a la verdad.

Exp. N° 2488-2002-HC/TC

17. (...). el derecho a la verdad, en su dimensión colectiva, es una concretización directa de los

principios del Estado democrático y social de derecho y de la forma republicana de gobier-

no, pues mediante su ejercicio se posibilita que todos conozcamos los niveles de degenera-

ción a los que somos capaces de llegar, ya sea con la utilización de la fuerza pública o por

la acción de grupos criminales del terror. Tenemos una exigencia común de que se conozca

cómo se actuó, pero también de que los actos criminales que se realizaron no queden impu-

nes. Si el Estado democrático y social de derecho se caracteriza por la defensa de la persona

humana y el respeto de su dignidad, es claro que la violación del derecho a la verdad no

sólo es cuestión que afecta a las víctimas y a sus familiares, sino a todo el pueblo peruano.

Tenemos, en efecto, el derecho a saber, pero también el deber de conocer qué es lo que

sucedió en nuestro país, a fin de enmendar el camino y fortalecer las condiciones mínimas

y necesarias que requiere una sociedad auténticamente democrática, presupuesto de un efec-

tivo ejercicio de los derechos fundamentales. Tras de esas demandas de acceso e investiga-

ción sobre las violaciones a los derechos humanos, desde luego, no sólo están las demandas

de justicia con las víctimas y familiares, sino también la exigencia al Estado y la sociedad

civil para que adopten medidas necesarias a fin de evitar que en el futuro se repitan tales

hechos.

2) Asimismo, también destaca el pronunciamiento en el Recurso extraordinario interpuesto

por Don Gabriel Orlando Vera Navarrete contra el Auto de la Segunda Sala Especializada

Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, en la que se

pronuncia sobre el plazo máximo de detención contra este integrante del Grupo Colina.

Exp. N° 2798-04-HC/TC

(...).

5. Los hechos que son materia de los procesos penales seguidos contra el recurrente forman

parte de un conjunto atribuido al autodenominado Grupo Colina, todos ellos cometidos

bajo una modalidad delictiva que ha motivado el rechazo y la condena de la comunidad
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nacional e internacional. El Estado Peruano no debe tolerar la impunidad de éstos y otros

graves crímenes y violaciones a los derechos humanos, tanto por una obligación ética fun-

damental derivada del Estado de Derecho, como por el debido cumplimiento de compro-

misos expresos adquiridos por el Perú ante la Comunidad Internacional.

6. En efecto, la comunidad internacional reconoce la existencia de un núcleo inderogable de

derechos, establecidos en normas imperativas del Derecho Internacional. Estas normas se

derivan del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional

Humanitario y del Derecho Penal Internacional.

(...).

8. (...) las obligaciones, en materia de derechos humanos, no sólo encuentran un asidero

claramente constitucional, sino su explicación y desarrollo en el Derecho Internacional. El

mandato imperativo derivado de la interpretación en derechos humanos implica, entonces,

que toda la actividad pública debe considerar la aplicación directa de normas consagradas

en tratados internacionales de derechos humanos, así como en la jurisprudencia de las

instancias internacionales a las que el Perú se encuentra suscrito.

(...).

18. La gravedad de estas conductas ha llevado a la comunidad internacional a plantear expre-

samente que no pueden oponerse obstáculos procesales que tengan por propósito eximir a

una persona de sus responsabilidades en graves crímenes y violaciones del derecho interna-

cional humanitario y los derechos humanos. Esta afirmación se deriva, como ha sido seña-

lado, de la obligación del Estado de investigar y sancionar las violaciones producidas.

19. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la obligación de investi-

gar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano

a ser infructuosa. La investigación que desarrolle el Estado, por medio de sus autoridades

jurisdiccionales, debe ser asumida como un deber jurídico propio y no como una gestión

procesal cualquiera. El derecho a la tutela judicial, tal cual queda establecido en la pre-

sente sentencia, exige que los jueces dirijan el proceso de modo (sic) de evitar dilaciones y

entorpecimientos indebidos que provoquen situaciones de impunidad, frustrando así la

debida protección judicial de los derechos humanos (Caso Bulacio versus Argentina, Sen-

tencia del 18 de septiembre del 2003).

(...).

30. Es necesario tomar en cuenta que cada uno de los procesos abiertos contra el recurrente

reviste complejidad, dado el número de procesados y de víctimas, por lo que el plazo de

detención en cada uno de ellos por separado, de conformidad con lo señalado en el artículo

137 del Código Procesal Penal, es el máximo previsto en la ley.
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31. De otro lado, las normas procesales, entre las que se encuentra la que señala el plazo

límite de la detención sin sentencia, no sólo implican una garantía para el imputado, sino

que constituyen también un parámetro objetivo que informa al órgano jurisdiccional sobre

la forma y modo en que debe llevarse a cabo la sustanciación del proceso. Si existe peligro

procesal, requisito indispensable para imponer una medida de detención, el órgano juris-

diccional deberá llevar a término el proceso antes de que dicho plazo límite haya vencido,

a fin de no poner en peligro el éxito del proceso. Caso contrario, se verá obligado a revocar

el mandato de detención que pesa sobre el imputado, y en caso subsista el peligro de fuga

o entorpecimiento de la actividad probatoria, ello pondrá en peligro la culminación del

proceso, y, con ello, la especial obligación de esclarecimiento que este tipo de crímenes

conlleva.

32. Por lo tanto, este Tribunal considera que la acumulación de procesos decretada no puede

tener como consecuencia que, para efectos de contabilizar el cumplimiento del plazo máxi-

mo de la detención, se tome en cuenta únicamente el mandato de detención dictado en el

proceso más antiguo, sino más bien que deben ser tomados en cuenta los mandatos de

detención dictados en cada no de los procesos que se siguen en su contra.

(...).
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PRONUNCIAMIENTOS DE LA COORDINADORA NACIONAL
DE DERECHOS HUMANOS

ANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANTE LA CREACIÓN DE LA INSTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTANCIA DE SEGUIMIENTO DE LASO DE LASO DE LASO DE LASO DE LAS

RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDADRECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN DE LA VERDAD

Los organismos defensores de los derechos humanos, agrupados en la Coordinadora Nacional de

Derechos Humanos, CNDDHH, hemos venido siguiendo de cerca el proceso de implementación de las

recomendaciones hechas por la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, a partir de la entrega

oficial de su Informe Final en el mes de agosto del 2003.

Varios meses después, el gobierno del presidente Alejandro Toledo, ha emitido el Decreto Supremo

Nº 003-2004-JUS, mediante el cual crea la «Comisión Multisectorial de Alto Nivel, encargada de las

acciones y políticas del Estado en los ámbitos de la paz, la reparación colectiva y la reconciliación

nacional».

Con relación a dicha norma la CNDDHH considera que tal como han sido planteados los objetivos y

funciones de dicha comisión multisectorial, ésta no se ajusta a la propuesta de órgano de seguimiento

de las recomendaciones del Informe Final que hizo la CVR. Esta instancia estatal expresa la voluntad

política del gobierno para atender los retos planteados por la CVR y es por ello que queremos llamar la

atención sobre lo siguiente:

Reconocemos la importancia de la creación de esta comisión multisectorial en cumplimiento de un

compromiso público asumido por el gobierno, sin embargo ésta no abarca la totalidad de las recomen-

daciones dadas por la CVR, las que consideramos tienen carácter oficial y legitimidad incuestionable.

Señalamos la necesidad de que a la comisión se incorporen miembros de los ministerios de Educa-

ción, Salud y Trabajo con el fin de coordinar y viabilizar de manera integral el cumplimiento de las

políticas públicas respectivas, tal como se señala en el artículo 4°, del decreto supremo en mención.

Requerimos que a la brevedad se establezca un diálogo directo y amplio de esta instancia guber-

namental con las organizaciones de afectados por la violencia, a fin de canalizar sus propuestas.

Reiteramos nuestra preocupación por la poca comprensión que hay desde el gobierno sobre el

carácter de las reparaciones integrales, ya que en el texto del decreto, sólo se menciona las reparacio-

nes colectivas. Los organismos de derechos humanos enfatizamos que la reparación integral constitu-

ye una responsabilidad y deber del Estado, a fin de restituir derechos ciudadanos a quienes fueron

afectados. Al respecto queremos recordar que el Presidente Toledo anunció una serie de medidas de

reparación individual en materia de salud, educación y vivienda de las que no se conocen mayores

avances.

Así mismo, consideramos que los planes de paz y desarrollo anunciados como parte de la política

de Estado en materia de reparaciones, no recogen las necesidades y expectativas de los afectados,

las que fueron procesadas por la Comisión de la Verdad en el Plan Integral de Reparaciones. Los planes

de paz y desarrollo son concebidos para responder a la pobreza y la exclusión y no para resarcir el daño

causado a los miles de peruanos y peruanas cuyos derechos fueron vulnerados en el contexto de la

violencia política.
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Esperamos que la comisión multisectorial apoye decididamente, los esfuerzos que el sistema de

administración de justicia debe realizar para atender las demandas de esclarecimiento y sanción a los

responsables de las violaciones de los derechos humanos señalados en el Informe de la CVR, evitando

a toda costa la impunidad.

Finalmente, la CNDDHH considera que la reconciliación sólo se logrará si se trabaja integralmente

los temas de verdad, justicia, reparación y las reformas institucionales como garantías de no repeti-

ción.

Lima, 13 de febrero del 2004



140

IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H

SOBRE ASOBRE ASOBRE ASOBRE ASOBRE ATENTTENTTENTTENTTENTADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRIDADOS EN MADRID

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa su repudio y rotundo rechazo a los brutales

actos de terrorismo perpetrados el jueves 11 de marzo del 2004 en tres estaciones ferroviarias de la

capital española, en los que perdieron la vida por lo menos 190 personas y dejaron heridas alrededor

de 1 400 personas, muchas de ellas graves.

Expresamos nuestra solidaridad con el pueblo y gobierno español en estas horas difíciles.

Acompañamos el dolor de los familiares de nuestros compatriotas muertos en estos fatales aten-

tados. Asimismo esperamos la pronta recuperación de los siete peruanos que resultaron heridos.

Estos actos terroristas que han afectado la vida de personas inocentes, así como el normal desen-

volvimiento del país ibérico merecen nuestra mayor reprobación.

Desde los organismos de derechos humanos del Perú condenamos estos actos y expresamos

nuestro más profundo rechazo a estas violentas acciones que los peruanos hemos tenido la amarga

experiencia de vivir durante dos décadas y que no hacen mas que afectar los derechos fundamentales

de las personas y erosionan las bases de la convivencia pacífica y democrática.

Lima, 11 de marzo del 2004
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FRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTA PORA PORA PORA PORA POR

EL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOSEL DIÁLOGO DEMOCRÁTICO Y RESPETO INTEGRAL A LOS DERECHOS HUMANOS

Ante la situación de conflicto que ocurre en las provincias de Huancabamba y San Ignacio, de los

departamentos de Piura y Cajamarca, respectivamente, que ha originado el enfrentamiento de las

comunidades de la zona con la compañía Minera Majaz; la Coordinadora Nacional de Derechos Huma-

nos manifiesta lo siguiente:

Nuestra preocupación por la forma distorsionada como algunos medios de comunicación y autori-

dades del gobierno central han informado acerca de los acontecimientos ocurridos en la zona.

El pasado 20 de abril del 2004, la población de Huancabamba marchó pacíficamente hacia la

comunidad de Pan de Azúcar con el objetivo de dialogar con los representantes de la Minera Majaz, el

Ministerio de Energía y Minas, Ministerio del Interior, Iglesia, Defensoría del Pueblo y otras autoridades

locales.

Ante la inasistencia de las autoridades al diálogo, los pobladores se sintieron burlados y se dirigie-

ron al campamento minero para reiterar el cumplimiento del mismo.

En su intento de dispersar a los lugareños la policía disparó proyectiles de gas lacrimógeno hiriendo

al menos a siete campesinos, uno de ellos estaría herido de gravedad.

Ante la gravedad de la situación demandamos:

1. Que las autoridades del Ministerio del Interior y de Energía y Minas, cumplan con su obligación

constitucional de garantizar el derecho a la vida, a la integridad física, a la libertad de expre-

sión, a garantizar la participación informada y el derecho de la población a elegir su modelo de

desarrollo.

2. El establecimiento de un espacio de diálogo en el que participen los actores involucrados,

autoridades locales y sociedad civil, el mismo que debe darse en condiciones de igualdad y

transparencia con los representantes del Gobierno Central.

3. Para generar condiciones de diálogo, el Ministerio de Energía y Minas debe disponer la sus-

pensión al menos por 90 días de todo tipo de actividades de la empresa Minera Majaz.

4. El establecimiento de una agenda consensuada que aborde los temas que han generado la

preocupación de la población (irregularidades en el otorgamiento de la concesión a Minera

Majaz en zona de frontera, en el procedimiento y permisos solicitados ante el Ministerio de

Energía y Minas, falta de licencia social, entre otros).

5. Establecimiento de una comisión investigadora del Congreso sobre los graves hechos ocurri-

dos, en cumplimiento de su función fiscalizadora.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos ante los graves hechos ocurridos en el interior del

país (Puno), la problemática de los cocaleros, los conflictos mineros en general, exhorta a las autori-

dades del Gobierno Central y a la población en general a plantear soluciones concertadas mediante el

diálogo democrático, observando el respeto integral de los derechos humanos.

Lima, 23 de abril del 2003
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FRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTFRENTE A CONFLICTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTOS SOCIALES REAFIRMAMOS NUESTRA APUESTA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLA POR DIÁLOGOOGOOGOOGOOGO

DEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOSDEMOCRÁTICO Y RESPETO A LOS DERECHOS HUMANOS

Ante los hechos ocurridos, en Ilave Puno, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos lamenta los

sucesos y se solidariza con el pueblo puneño y los familiares del alcalde, Ciril io Fernando Robles

Callomamani, así como de otros afectados producto de un injustificado y condenable acto de violen-

cia. Una profunda investigación de los hechos debe iniciarse para identificar y sancionar las diversas

responsabilidades.

Nos preocupa la forma como el Estado no ha prestado la debida atención a este conflicto que se

inicio el pasado 2 de abril del 2004. En especial tomando en cuenta que representantes de la zona

visitaron Lima y sus demandas no fueron resueltas por las autoridades. Este no es el único conflicto de

gobernabilidad local de similares características que vive el país, donde los ciudadanos reclaman la

intervención del Estado por denuncias de corrupción o de débil legitimidad de sus autoridades.

Los organismos de derechos humanos de Puno han intervenido humanitariamente y buscaron

actuar como mediadores, lamentablemente sus esfuerzos no fueron suficientes.

La CNDDHH considera que en estos momentos es importante:

� El establecimiento de un espacio de diálogo en el que participen los diversos actores: comunida-

des campesinas, autoridades locales, las organizaciones locales, de la ciudad, las iglesias; el

mismo que debe darse en condiciones de igualdad y transparencia con los representantes del

Gobierno Central.

� El diálogo debe tener por finalidad atender los reclamos sociales del pueblo puneño e instalar un

gobierno municipal transitorio que permita superar la crisis.

� Evitar la declaratoria del estado de emergencia en la zona, pues esto ha demostrado que en

otras ocasiones en la misma región ha generado violaciones a los derechos humanos masivas.

La Policía Nacional debe seguir actuando con mesura para evitar un escalamiento de la situa-

ción de violencia, considerando que hay otros conflictos similares en la región.

� Por último, instamos a los dirigentes y la población en general para que en su mejor tradición

utilicen dichos medios de diálogo y negociación a fin de arribar a los acuerdos que cautelen los

intereses y derechos de todas las personas.

Lima, 27 de abril del 2004
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CNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDCNDDHH DEMANDA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULA SUSPENSIÓN DE LA LEY N° 28222,  QUE REFUERZA LA CULTURATURATURATURATURA

DE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADASDE TUTELAJE DE LAS FUERZAS ARMADAS

Ante la promulgación de la Ley N° 28222 que norma la intervención de las Fuerzas Armadas en

situaciones de convulsión social, no declaradas en estado de emergencia, la Coordinadora Nacional de

Derechos Humanos se pronuncia:

Si bien el país enfrenta hoy una situación de grave conflictividad social, no debemos abandonar

nuestro compromiso con el proceso de consolidación democrática. En un estado democrático las

Fuerzas Armadas tienen como finalidad garantizar la independencia, la soberanía y la integridad terri-

torial y solo excepcionalmente pueden participar en el control interno previa disposición del Presidente

de la República y en situaciones claramente delimitadas.

La Ley N° 28222 no se ajusta a estas condiciones y mas bien se inscribe en la “cultura” del tutelaje

y participación de las Fuerzas Armadas en situaciones que atañen al poder civil y que deben ser

resueltas mediante el diálogo y en último caso con la intervención controlada de las fuerzas policiales.

Es necesario recordar que las Fuerzas Armadas, no están concebidas para la prevención de situa-

ciones internas ni a ceder el control real en estas acciones al poder civil. Por ello señalamos que la

mencionada ley constituye un grave peligro pues no señala de forma clara qué autoridad política

solicitará la intervención militar ni qué autoridad militar será responsable de la misma, no define las

situaciones que justifican esta intervención, y otorga un plazo excesivo de 30 días para las intervencio-

nes de las Fuerzas Armadas.

Estos elementos constituyen un escenario propicio para la vulneración de los derechos fundamen-

tales, tal como ocurrió con los comandos político militares durante la violencia política y en los casos

de Puno, Barranca, Pativilca y el norte chico el año pasado.

Ante esta decisión del Legislativo, la CNDDHH demanda al Congreso la inmediata suspensión de la

Ley N° 28222 hasta su modificación y adecuada reglamentación, según los estándares internacionales

de protección de los derechos humanos, teniendo presente la necesidad de consolidar la democracia

y la debida sujeción de las Fuerzas Armadas al poder civil.

Finalmente alertamos a la opinión pública que al amparo de esta norma las Fuerzas Armadas están

interviniendo en las zonas de Tingo María e Ilave sin que exista reglamentación que enmarque su

actuación.

Lima, 27 de mayo del 2004



144

IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H

P R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T OP R O N U N C I A M I E N T O

Los organismos de derechos humanos que patrocinamos a víctimas de los hechos de violencia ocurri-

dos en el establecimiento penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”, los días 18 y 19 de junio de

1986, nos pronunciamos ante la opinión pública para manifestar lo siguiente:

Considerando que:

1. La investigación de los hechos acaecidos en el establecimiento penitenciario San Juan Bau-

tista “El Frontón”, los días 18 y 19 de junio de 1986, responde al compromiso asumido por el

Estado peruano con la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Mediante dicho compro-

miso el Estado peruano se comprometió a investigar y sancionar a los responsables de la

muerte y desaparición de internos recluidos en ese establecimiento penitenciario; e identificar

a las víctimas y establecer las causas de su muerte.

2. La investigación ha sido asumida por la Fiscalía Especializada para Desapariciones Forzosas,

Ejecuciones Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clandestinas, desde el 19 de agosto del

2002, fecha en que se resolvió abrir investigación, acumulándose las investigaciones iniciadas

en la Quinta y Sexta Fiscalías Provinciales Penales del Callao.

3. Desde esa fecha han sido cuatro los fiscales nombrados para dicha investigación, incluso el

actual fiscal encargado señor Mario Gonzáles Díaz ha asumido el caso hasta en dos oportuni-

dades, a pesar de que su condición es la de Fiscal Provisional, por lo que en cualquier momen-

to puede ser nuevamente cambiado por la Fiscalía de la Nación. Cabe recordar que dicho fiscal

fue removido por la fiscal Eleana Álvarez Tapia por irregularidades en esta investigación.

4. Durante la prolongada investigación se han acumulado un conjunto de pruebas (informes,

pericias, testimonios), que permiten establecer la identidad de algunas de las víctimas y las

causas de su muerte.

5. Los familiares de las víctimas han solicitado la realización de un peritaje de parte a fin de

garantizar la transparencia de la investigación, sin embargo y a pesar de ser su derecho (Art.

240 del Código Procesal Penal) el fiscal encargado no ha respondido a esta solicitud.

Por dichas consideraciones demandamos lo siguiente:

P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :P r i m e r o :

Que la Fiscalía de la Nación nombre un fiscal titular para la Fiscalía Especializada para Desaparicio-

nes Forzosas, Ejecuciones Extrajudiciales y Exhumación de Fosas Clandestinas, profesional que debe

continuar las investigaciones emanadas de la obligación contraída entre el Estado Peruano y la Corte

Interamericana de Derechos Humanos para investigar y sancionar a los responsables de la muerte y

desaparición de internos recluidos en el establecimiento Penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”;

e identificar a las víctimas y establecer las causas de su muerte.
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S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :S e g u n d o :

Que se permita a los peritos de parte propuestos por la defensa de víctimas de los hechos acaeci-

dos en el establecimiento penitenciario San Juan Bautista “El Frontón”, para que realicen los exáme-

nes respectivos a los restos encontrados en las exhumaciones realizadas por el Ministerio Público a fin

de que mediante los resultados obtenidos se pueda aportar a la investigación que viene realizando el

Ministerio Público.

TTTTTe r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :e r c e r o :

Que el Ministerio Público, con las pruebas obtenidas proceda a formalizar denuncia penal contra los

que resulten responsables de los hechos delictivos cometidos contra los internos del establecimiento

Penitenciario San Juan Bautista “El Frontón” en la debelación del motín ocurrido los días 18 y 19 de

junio de 1986.

C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :C u a r t o :

Solicitamos la intervención de la Defensoría del Pueblo a fin de garantizar la transparencia e

imparcialidad de la investigación.

Lima, 02 de julio del 2004
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FRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PFRENTE AL PARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSOARO DEL 14 DE JULIO Y LAS MOVIL IZACIONES EN CURSO

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos viene siguiendo con atención el desarrollo de las

movilizaciones sociales que reflejan el descontento de un sector importante de la población sobre la

actual situación social, política y económica del Perú.

Los avances económicos del país deben verse reflejados en las mejoras en el nivel y calidad de vida

de los peruanos, quienes al ver disminuidas sus condiciones de subsistencia salen con justicia a

protestar. La población tiene derecho a manifestar su rechazo o disconformidad, este es un ejercicio

legítimo dentro de una sociedad democrática, debiéndose desarrollar de manera pacífica y salvaguar-

dando otros intereses igualmente protegidos por nuestro ordenamiento jurídico. Por su parte el Estado

debe proteger y velar por los ciudadanos movilizados, evitando en todo momento el uso desproporcio-

nado de la fuerza.

La CNDDHH recuerda a este respecto que las autoridades democráticas están obligadas a cumplir

con los compromisos asumidos al firmar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales (DESC) y otros instrumentos de Derechos Humanos, priorizando en su política de desarrollo

integral del país la remoción de los obstáculos que impiden el disfrute efectivo de estos derechos.

La CNDDHH continuará poniendo a disposición de las organizaciones sociales la asistencia legal

necesaria en caso sean afectados sus derechos fundamentales. Asimismo, solicitamos a la Defensoría

del Pueblo vigile el desenvolvimiento del paro.

Llamamos a los dirigentes gremiales y organizaciones sociales de base a no permitir que intereses

extraños a los suyos distorsionen sus reivindicaciones y tiñan sus reclamos con acciones violentas.

Hacemos votos para que la sociedad civil organizada y el Estado procuren formas de conciliar las

demandas planteadas en el marco de la legalidad y en espacios de diálogo y concertación.

Lima, 13 de julio del 2004
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POR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LAPOR LA DEMOCRACIA,  LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y CONTRA LA

CORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITCORRUPCIÓN. NECESITAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBOAMOS UN CAMBIO DE RUMBO

Se hace necesario un cambio de rumbo y asumir un claro compromiso con la defensa de los derechos

humanos, la democracia y el combate a la corrupción para sacar al país de la crisis que hoy lo afecta.

Por esto la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos hace un llamado a los poderes del Estado,

gobiernos locales y regionales, partidos políticos, sociedad civil y opinión pública en general, y los

invita, en estas fiestas patrias, a reflexionar y tomar acciones sobre lo siguiente:

Sobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVRSobre la  Comis ión de la  Verdad y Reconci l iac ión -  CVR

A casi un año de la entrega del Informe Final de la CVR, es poco lo hecho por el Estado en la

implementación de las recomendaciones en materia de verdad, justicia, reparación integral a los

afectados y reformas institucionales.

Verdad:Verdad:Verdad:Verdad:Verdad: salvo el esfuerzo realizado por la Defensoría del Pueblo no hay mayor difusión desde el

Estado del Informe Final de la CVR. Pedimos al Ministerio de Educación incorporar el informe final en

los textos escolares.

Justicia: Justicia: Justicia: Justicia: Justicia: El Ministerio Público y el Poder Judicial no se están esforzando en investigar y procesar

los casos de violaciones a los derechos humanos, los perpetradores siguen impunes. Por ello deman-

damos un sistema especializado que atienda estas denuncias. A este se debe incorporar la creación

de procuradurías especializadas, compromiso asumido por el Primer Ministro y la Comisión Multisecto-

rial de seguimiento a las recomendaciones de la CVR.

Requerimos de jueces y fiscales que defiendan sus competencias y no permitan que el fuero militar,

tal como lo ha demostrado en diferentes casos, interfiera y proteja a los militares procesados por

crímenes.

Exigimos que el Ministerio Público asuma su responsabilidad de investigar las fosas comunes

identificadas por la CVR, e incorpore a esta labor a la Defensoría del Pueblo, peritos nacionales e

internacionales, afectados y a los organismos de derechos humanos.

Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones:Reparaciones: No hay avances sustantivos. El Estado tiene el deber de reparar los derechos

vulnerados de miles de peruanos. Hasta la fecha no hay una política de Estado sobre reparaciones

para las víctimas. Un verdadero gesto de voluntad política por parte del Poder Ejecutivo y de los

Gobiernos Regionales sería el incorporar en sus presupuestos para el 2005 recursos que atiendan

estas exigencias.

Exigimos que se dote a la Comisión Multisectorial para el Seguimiento de las Recomendaciones de

la CVR de los recursos suficientes para el cumplimiento de sus funciones.
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Sobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia lSobre la  cr iminal i zac ión de la  protesta socia l

El Estado no está cumpliendo con sus obligaciones de garantizar y respetar el goce de los derechos

económicos, sociales y culturales, lo que ha agudizado la falta de empleo, la pobreza y la deficiente

atención de la salud y la educación, generando justas expresiones de descontento. Frente a esto la

respuesta del Estado ha sido criminalizar la protesta social, disponiendo acciones y dictando normas

que permiten la intervención de las fuerzas armadas, entre otros.

Sobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupciónSobre la  corrupción

Salvo excepciones la mayor parte de los órganos del Estado encargados de combatir la corrupción

han demostrado escasa voluntad o complicidad. Pedimos al Consejo Nacional de la Magistratura

poner especial interés en observar la labor de la Sala Transitoria de la Corte Suprema.

Las acusaciones de corrupción que afectan al actual gobierno deben ser investigadas, así como no

se debe retroceder en la investigación y sanción de la corrupción durante el gobierno del prófugo

Fujimori. Además, exigimos se respalde la labor del sistema anticorrupción y en especial a los procura-

dores.

Sobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPISobre e l  acuerdo b i latera l  les ivo a la  Corte Penal  Internacional  -  CPI

El gobierno peruano no debe ceder al chantaje de los Estados Unidos que busca la impunidad para

sus tropas en caso de intervención. A través de la firma de acuerdos bilaterales con los estados que

han aceptado la competencia de la CPI, se busca inmunidad a tropas y funcionarios norteamericanos

en caso de que su actuación en estos países produzca violaciones a los derechos humanos y al

derecho internacional humanitario.

Sobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenasSobre la  s i tuación de los pueblos ind ígenas

Los pueblos y las organizaciones indígenas han venido reclamando al Estado la creación de un

único sistema que atienda eficientemente sus demandas. De esta manera se concentrará los recursos

y políticas sobre el tema que hoy se encuentran dispersas. La CONAPA es insuficiente para llevar

adelante esta labor. Asimismo, los pueblos y las comunidades indígenas exigen el Estado resuelva sus

graves problemas de territorio: titulación, impacto de industrias extractivas y legislación deficiente,

entre otros.

Lima, 27 de julio del 2004
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SOCIEDSOCIEDSOCIEDSOCIEDSOCIEDAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPAD CIVIL  RESPALDALDALDALDALDA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROA PROMULGACIÓN PROYECTYECTYECTYECTYECTO DE LEYO DE LEYO DE LEYO DE LEYO DE LEY

SOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PSOBRE MODIF ICACIONES PARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNIARA OBTENCIÓN DEL DNI

Como se recuerda este miércoles 4 de agosto del 2004 vence el plazo para que el Presidente de la

República, Alejandro Toledo, promulgue u observe el proyecto de ley “Ley que modifica el artículo 37

de la Ley N° 26497, Ley orgánica de la RENIEC y deroga el artículo 24 de la Ley N° 27178 Ley del

Servicio Militar” aprobado el 1 de julio del 2004, el cual establece que para la obtención del Documen-

to Nacional de Identidad sólo será necesario la partida de nacimiento o la libreta militar.

Al respecto la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos, respalda la iniciativa de modificación

propuesta por Flora Tristán y DEMUS - Estudio para la Defensa y los Derechos de la Mujer, y como parte

de la sociedad civil nos vemos en la responsabilidad de aclarar a ciertos sectores que se oponen a la

promulgación del mencionado proyecto de ley:

En contra de argumentación sobre pérdida económica para el sector defensa

Si bien es cierto el sector defensa tendría una pérdida económica de cerca de 13 millones de soles,

este monto no puede ser comparado con el significado social y económico que involucra facilitar el

acceso a la documentación a casi dos millones de indocumentados, gran parte de los cuales fueron

víctimas de la violencia política.

Es insostenible usar argumentos presupuestales sobre la obligación que tiene el Estado de promo-

ver y garantizar la ampliación y el disfrute de derechos fundamentales como son los de ciudadanía.

Identificación de reservistas en caso de guerra sólo se garantiza con la inscripción militar y la

expedición de la libreta militar.

Este argumento es inválido puesto que la relación de reservistas que pudiesen ser objeto de

llamamiento en caso de conflicto armado pueden obtenerse de la información recogida por la RENIEC

al momento de la inscripción para la obtención del DNI, ya que sólo se necesitaría cumplir dos requi-

sitos: ser ciudadano y no tener ningún impedimento físico o mental que en la actualidad se estipula en

el ítem observaciones del DNI. Por tanto, sólo se necesitaría una coordinación entre el sector defensa

y la RENIEC para compartir dicha información.

Por tanto consideramos que una salida a esta situación es el Proyecto de Ley N° 3645/2002-CR

presentado por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso Antero Florez Aráoz

Esta iniciativa legislativa podría ser la salida intermedia ante el probable escenario de observación

del actual proyecto de ley en discusión. Dicha iniciativa simplifica los trámites administrativos concen-

trando en un sólo trámite la obtención del DNI y la inscripción militar, lo negativo de ello, es que ésta

última se mantiene obligatoria.

Lima, 4 de agosto del 2004
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OTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDOTRA VEZ LA IMPUNIDAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITAD EN LA JUSTICIA MIL ITARARARARAR

Con fecha 15 de julio del 2004 el Consejo Supremo de Justicia Militar declaró improcedente la solicitud

de nulidad del proceso seguido en el fuero militar sobre el caso La Cantuta, resolución que recién fue

notificada a los familiares de las víctimas este 20 de agosto.

Como se recordara en el año 1992, nueve estudiantes y un profesor fueron detenidos, torturados,

desaparecidos y ejecutados extrajudicialmente por miembros de las fuerzas del orden, con conoci-

miento de Alberto Fujimori, Vladimiro Montesinos y los más altos mandos de las Fuerzas Armadas.

Ante esta grave decisión la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos se pronuncia:

1. A un año de la publicación del Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, esta

resolución es una cachetada al país, un grave retroceso al proceso de consolidación democrá-

tica y los compromisos de lucha contra la impunidad expresados por nuestras más altas

autoridades.

2. Este fallo es nulo e ilegal, porque constituye un evidente fraude a la ley, ya que el proceso se

llevó a cabo ante un órgano incompetente para el juzgamiento y sanción de los delitos arriba

mencionados, tal como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos

Barrios Altos y el Frontón, resoluciones que son de cumplimiento obligatorio por parte del

Estado, así como la reciente sentencia del Tribunal Constitucional publicada el 24 de agosto

del presente en el Diario Oficial El Peruano que dispone que: Si el delito es de naturaleza

común su juzgamiento corresponderá al Poder Judicial.

No debemos olvidar que los jueces militares que emitieron la sentencia lo hicieron dentro de una

estrategia de encubrir la comisión de estos delitos contra los derechos humanos cometidos por sus

amigos Vladimiro Montesinos, Alberto Fujimori y altos mandos militares, prueba de ello son las mínimas

sanciones impuestas y la promulgación de la Ley de Amnistía a favor de dichos criminales.

Ante este grave retroceso de la justicia y la lucha contra la impunidad en la violación de los

derechos humanos exigimos al Ministerio Público como representante de la sociedad y defensor de la

legalidad formule la denuncia penal correspondiente contra los autores de estos crímenes y los jueces

militares que intentan encubrirlos Asimismo frente a lo ocurrido creemos urgente e impostergable

reabrir el debate sobre la eliminación del fuero militar y la integración de estos casos al Poder Judicial.

Frente a este ilegal y nulo fallo del Consejo Supremo de Justicia Militar saludamos la histórica

resolución del Tribunal Constitucional que define de forma clara que los delitos contra los Derechos

Humanos no son delitos de función sino crímenes comunes que deben ser juzgados por jueces civiles.

Asimismo respaldamos la propuesta del congresista Alcides Chamorro de priorizar la discusión

sobre la eliminación del Consejo Supremo de Justicia Militar en el contexto de la Comisión de Justicia

del Congreso.

Lima, 25 de agosto del 2004
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El Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, CVR, nos dejó un gran reto como país.

Este se basa en la necesidad de cerrar las brechas entre los peruanos y el de construir un nuevo pacto

social y político, el que debe traducirse en reformas institucionales, la obligación de resarcir a las

víctimas de la violencia y sus familiares, y la sanción a los responsables de violaciones a los derechos

humanos. A un año de la presentación de este gran relato los peruanos a través de nuestras institu-

ciones políticas y sociales, no hemos sabido estar a la altura de las exigencias de reflexión y cambio

que nos fueron demandadas.

El balance que hace la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos revisa las acciones realizadas

por el Estado en su deber de implementar las recomendaciones de la CVR. Esta es una responsabilidad

compartida por el Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, los órganos constitucionalmente

autónomos y los gobiernos regionales y locales. Es así que podemos afirmar que nuestras autoridades

aunque han declarado voluntad política para atender estas tareas, ésta no se ha concretizado en un

plan coordinado que comprometa a todo el sector público.

Es importante señalar algunas de las acciones realizadas. El Poder Ejecutivo con la Comisión

Multisectorial de Alto Nivel, y desde el Congreso con la Subcomisión de Seguimiento a las Recomen-

daciones, han tratado de atender las acciones concretas demandadas en el informe final, sin embargo

no han tenido avances significativos. Por otro lado, hay que destacar la labor realizada por la Defenso-

ría del Pueblo al inaugurar el centro de documentación que recoge el acervo documental de la CVR, el

lanzamiento de la campaña de difusión del informe final y su diagnóstico y apoyo a las acciones que

buscan justicia; así como las iniciativas de los gobiernos regionales en Huánuco y Huancavelica que

tratan de atender las reparaciones a las víctimas.

Las víctimas del conflicto armado interno son ciudadanos, en su gran mayoría marginados y exclui-

dos, que sufren de limitaciones para el ejercicio pleno de sus derechos. Es hacia ellos que debe mirar

el país y en particular nuestras autoridades. La deuda que tiene el Perú con ellos está lejos de haber

sido saldada, no basta los pedidos de disculpas, éstos deben de convertirse en una política de Estado

que repare, en un sistema de justicia que atienda sus casos y acabe con la impunidad, y en institucio-

nes reformadas que hagan posible su ciudadanía plena. Los afectados y sus organizaciones, así como

la sociedad civil, no deben cejar en su lucha para concretizar estas justas exigencias.

El rescate de la ciudadanía de los afectados por la violencia política precisa del involucramiento de

todos los sectores sin excepción, por ello llamamos la atención y nos resulta sumamente preocupante

el retroceso en la democratización de las Fuerzas Armadas. El único camino que nos conducirá a la

reconciliación es el desprendimiento de concepciones autoritarias y corporativas que alejan a la milicia

del control y relación horizontal de los civiles.

El haber contado con una Comisión de la Verdad y Reconciliación ha sido parte del proceso de

reconstrucción democrática del país, además es un aporte a la tendencia internacional que busca la
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consolidación de regímenes democráticos a partir de las reformas de sus instituciones y un ejercicio de

memoria histórica que permita mirar al futuro a partir de una reflexión colectiva sobre nuestro pasado.

En este proceso necesitamos de los sistemas internacionales de protección de los derechos humanos,

para que vigilen la puesta en marcha e implementación de las recomendaciones de la CVR, en la

medida que son estas instancias las que señalan las obligaciones que nuestro Estado debe cumplir en

materia de derechos fundamentales. En ese sentido saludamos la mención que hace al Informe Final

de la CVR a los Relatores de Naciones Unidas para la Vivienda y la Salud.

La voluntad política debe traducirse en hechos concretos y tangibles para quienes llevan largo

tiempo esperando justicia y reparación. Solo así nos encaminaremos a un proceso de reconciliación,

que somos concientes es una tarea ardua, que requiere de tiempo y claridad de parte de nuestros

gobernantes sobre las prioridades y pasos a seguir. Para ello proponemos a un corto plazo una serie de

medidas a ser tomadas por el Estado:

V e r d a dV e r d a dV e r d a dV e r d a dV e r d a d

� Incorporar en los currículos escolares lo dicho por la CVR en su informe final.

J u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i aJ u s t i c i a

� Constituir un subsistema especializado para la investigación, juzgamiento y sanción de los perpetradores

de violaciones de derechos humanos, a cargo de magistrados conocedores y observantes de la

doctrina y estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

� Diseñar y ejecutar un Plan Nacional de Investigación Antropológica Forense que nos permita dar

con el paradero y la identificación de miles de desaparecidos que yacen en los sitios de entierro,

permitiendo que los familiares conozcan la verdad y las autoridades cuenten con elementos para

hacer justicia.

R e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e sR e p a r a c i o n e s

� Aprobar una norma que declare el Plan Integral de Reparaciones como marco conceptual y

programático de la política nacional de reparaciones.

� Incluir las reparaciones en el presupuesto nacional para el 2005, así como en los presupuestos

regionales y locales.

� Aprobar una norma que defina los objetivos y alcances de un Registro Nacional de Víctimas.

� Otorgar recursos adicionales para programas públicos que buscan atender a los afectados, entre

ellos tenemos: Sistema Integral de Salud (MINSA), becas educativas (INABEC - MIMDES),

documentación de afectados (RENIEC), techo propio, y además contemplar la vivienda rural

(Ministerio de Vivienda).

� Establecer mecanismos que brinden información clara a las víctimas sobre las acciones del

Estado en materia de reparación.
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� Pronta integración del ámbito de la justicia militar al sistema de administración de justicia

nacional.

� Urgente dictado de sentencia por parte del Tribunal Constitucional respecto del Código de

Justicia Militar y su ley orgánica.

Lima, 26 agosto del 2004

* Ver Informe Balance completo
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EXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTEXIGIMOS INSTALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULALACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL MULTIPT IPT IPT IPT IPARTIDARTIDARTIDARTIDARTIDARIA DEARIA DEARIA DEARIA DEARIA DE

SEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVRSEGUIMIENTO A RECOMENDACIONES CVR

Al cumplirse el primer año de la entrega del Informe Final y Recomendaciones de la Comisión de la

Verdad y Reconciliación, la Mesa Directiva del Congreso planteó el 12 de agosto del 2004 la creación

de una comisión especial multipartidaria que realice el seguimiento y cumplimiento de las recomenda-

ciones de la CVR.

Esta comisión tendría por objetivo el seguimiento de las reformas legales, lo que se traduciría en la

revisión de las normas de derechos humanos vigentes, Así lo informó un integrante de la Mesa Direc-

tiva “ la labor del grupo de trabajo será evaluar los dispositivos legales y aspectos que no hayan

generado unanimidad de criterio sobre sus recomendaciones...”

A un mes del anuncio de la Mesa Directiva del Poder Legislativo, esta moción no ha sido vista por

el pleno del Congreso a fin de que proceda a la instalación de este grupo de trabajo que fiscalizaría el

cumplimiento de las recomendaciones de la CVR.

Pese a existir el interés de un grupo de congresistas por la creación de la mencionada comisión, no

parece ser el sentir de la mayoría de nuestros representantes en el Legislativo lo cual nos lleva a

expresar nuestra preocupación por la aparente falta de voluntad política. Por lo que exigimos la

instalación de la referida comisión en el menor plazo posible por ser urgentes las reformas legales a fin

de implementar las políticas de Estado que conduzcan a la reconciliación entre los peruanos.

De acuerdo al Informe Final de la CVR es urgente legislar respecto de la implementación de un

sistema especializado de justicia en casos de violaciones a los derechos humanos, la derogatoria de

normas contrarias a los tratados internacionales de derechos humanos, la implementación de un plan

integral de reparaciones, entre otras.

Lima, 13 de septiembre del 2004
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COMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONESCOMO JEFE DE MIGRACIONES

La CNDDHH se ve en la necesidad de informar a la opinión pública que recientemente el Ministerio del

Interior ha nombrado como jefe de la Oficina de Naturalización al Coronel(r) César Coquis Coz, consi-

derado como un violador a los derechos humanos al haber dirigido torturas contra un grupo de deteni-

dos en el año 1992.

Como se recuerda el 27 de junio de 1992, por lo menos diez dirigentes del Comité de Defensa de los

Bosques de San Ignacio, departamento de Cajamarca fueron detenidos y acusados por la Policía de

haber supuestamente participado en el atentado terrorista contra las instalaciones de la empresa

maderera INCAFOR.

Los detenidos sufrieron maltratos físicos y torturas (inmersión en cilindros con agua y las colgadas)

con la finalidad de que éstos se autoinculpen del ataque contra la referida empresa. Según los testi-

monios de las víctimas de las torturas, éstas fueron dirigidas personalmente por el entonces jefe de la

policía de la zona, Mayor PNP César Coquis Coz.

Los dirigentes del Comité de Defensa, Plácido Alvarado Campos, Wigberto Vásquez Vásquez, Víctor

Morales Labán, Crisanto Velásquez Flores, Guillermo Granda Rodríguez, Guillermo Oyola Cornejo, Javier

García Huamán, Benjamín García Huamán, Daniel Cruz Bautista y Samuel Huamán Huamán; además de

ser denunciados ante el Ministerio Público por la policía se les abrió proceso penal por terrorismo y se

ordenó su internamiento en el penal de Picsi, departamento de Chiclayo.

Luego de ocho meses fueron llevados a juicio oral ante un tribunal sin rostro y a inicios del mes de

marzo de 1993 todos los procesados fueron absueltos de los cargos levantados en su contra y puestos

en libertad.

A su retorno a San Ignacio, estas personas declararon ante el Ministerio Público las torturas de las

que fueron víctimas. Al no existir el tipo penal de tortura los hechos fueron denunciados como lesiones

y abuso de autoridad. Ante la evidencia de los delitos la fiscalía formuló denuncia penal contra el

Mayor PNP César Coquis Coz y el Juzgado Penal de San Ignacio abrió proceso penal en su contra.

A mediados de 1995, ante las evidencias la Fiscalía Superior formuló acusación penal responsabilizando

a este efectivo de la policía de los actos cometidos en contra de los dirigentes del Comité de Defensa

de los Bosques de San Ignacio, pero habiéndose promulgado las leyes de amnistía 26479 y 26492,

para salvar a los paramilitares del grupo “Colina”, Coquis Coz, solicitó se le aplicarán dichas leyes.

La Sala Penal de Lambayeque le aplicó las cuestionadas leyes y el caso se archivó definitivamente.

Por lo tanto Coquis Coz quedó, así, exento de toda responsabilidad penal.
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Por lo anteriormente expuesto ¿Es posible que el ministro designe a un funcionario en tal alto cargo

sin tomar en consideración semejantes antecedentes o es que está en práctica alguna nueva forma de

premiar a violadores de los derechos humanos?.

Creemos que ante esta evidencia no sólo corresponde que el ministro de la cartera ofrezca discul-

pas públicas al país y a los agraviados, sino que además retire del cargo a Coquis Coz. Además de

reabrir el proceso judicial por tortura en su contra ante los organismos de justicia correspondientes.

Lima, 28 octubre del 2004
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Los 63 organismos que conformamos la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos apoyamos y

respaldamos la decisión tomada por el Ministerio del Interior de dar por concluida a través de resolu-

ción ministerial las funciones del Coronel PNP(r) César Augusto Coquiz Coz, en el cargo de director de

Naturalización de la Dirección General de Migraciones y Naturalización de la mencionada cartera minis-

terial.

Al respecto Francisco Soberón, Secretario Ejecutivo de la CNDDHH, sostuvo que “ésta es una clara

señal del gobierno en su lucha contra la impunidad, debemos recordar que la sanción a los responsa-

bles de violaciones de los derechos humanos es el único camino para la reconciliación entre los perua-

nos que hemos soportado dos décadas de terror y muerte”.

Como se recuerda el pasado 28 de octubre del 2004, la CNDDHH denunció sobre la autoría de

César Coquis de torturas y malos contra un grupo de detenidos mientras se desempeñaba como jefe

de la policía en el departamento de Cajamarca. Delitos por los cuales fue procesado, sin embargo fue

absuelto al acogerse a las mismas leyes de amnistía que beneficiaron a los integrantes del Grupo

Colina.

Asimismo se envió una carta al Ministro del Interior, Javier Reátegui, exponiendo nuestra extrañe-

za por la designación de éste coronel comprometido con violaciones a los derechos humanos.

En tanto queda pendiente reabrir el proceso judicial por tortura en su contra ante los organismos

de justicia correspondientes.

Lima, 9 de noviembre del 2004
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EN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALESEN CONFLICTOS SOCIALES

Ante los últimos conflictos sociales que se vienen presentando en el interior del país la Coordinadora

Nacional de Derechos Humanos manifiesta lo siguiente:

La población en muchas partes del país se siente excluida por que sus demandas no son atendidas

por las autoridades correspondientes generando una serie de manifestaciones públicas con los consi-

guientes enfrentamientos entre la población y las fuerzas del orden, que ha dejado lamentablemente

muertos y heridos.

Lamentamos que el gobierno ante los conflictos sociales reaccione de manera tardía y en muchos

casos cuando ya se han producido pérdidas irreparables como las muertes de ciudadanos en Ilave y

San Gabán.

Exhortamos a las autoridades a no permanecer indiferentes frente a los reiterados pedidos de

atención y de diálogo por parte de la población del interior del país sobre los problemas de pobreza,

carencia de infraestructura básica, deficiencias en la prestación de los derechos de educación, salud,

la participación de la población en la búsqueda de alternativas frente a la problemática del cultivo de

coca y la crisis de legitimidad de la autoridad.

Recordamos al Estado que todo uso de la fuerza por parte de los funcionarios encargados de hacer

cumplir la ley es posible cuando sea estrictamente necesario y de manera proporcional y justificable al

hecho que se pretende enfrentar, debiendo ejercerse con moderación, reduciendo al mínimo los daños

y lesiones, debiendo protegerse por todos los medios la vida humana, tal como lo establecen los

pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-pr inc ip ios bás icos sobre e l  empleo de la  fuerza y  de armas de fuego por  los funciona-

r ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  leyr ios encargados de hacer  cumpl i r  a l  ley,,,,,  adoptado por Naciones Unidas.

Nuestra profunda preocupación porque durante el actual régimen democrático son ya 11 las muer-

tes de ciudadanos producto del uso excesivo de la fuerza por parte de los efectivos policiales y

militares en contextos de represión de protestas ciudadanas, hechos que no tienen ninguna justifica-

ción.

Exigimos la investigación transparente y exhaustiva por parte de las autoridades pertinentes de las

muertes y lesiones producidas en contextos de actos de protesta.

Así mismo invocamos a la población a que ejerzan su derecho de protesta de manera pacífica

respetando la integridad de las personas y bienes públicos y privados.

Exhortamos al gobierno a reconstruir la confianza en la población que permita conducir al diálogo y

al acuerdo entre las partes, lo que implica acortar los grandes abismos económicos, sociales y cultu-

rales.

El fin supremo del Estado es la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad, tal como

lo establece nuestra Constitución Política y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, y ello

implica no sólo el respeto de la vida y la integridad física de las personas sino también la adopción de
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todas aquellas medidas necesarias para garantizar una vida digna en un marco de desarrollo sosteni-

ble y sustentable. Los conflictos sociales no se resuelven adoptando medidas cada vez más duras que

criminalizan la protesta en las calles sino más bien enfrentando los problemas estructurales de la

pobreza, el abandono y la exclusión en la que vive gran parte de la población peruana sobre todo en el

interior del país.

Lima, 10 de noviembre del 2004
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CERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORESCERREMOS FILAS FRENTE AL TERRORISMO Y SUS SEGUIDORES

Ante el inicio de los juicios contra Abimael Guzmán la cúpula senderista y los hechos recientes relacio-

nados con estos, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos se pronuncia:

Desde la aparición armada de Sendero Luminoso en el país a inicios de la década del ochenta, este

grupo subversivo mediante el uso del terror perpetró graves violaciones de derechos humanos y del

derecho internacional humanitario. Sus víctimas fueron en su mayoría personas de las zonas rurales

más deprimidas del país, por las que decían luchar y representar, la insania subversiva también se

expresó en las ciudades del país.

Estas miles de personas asesinadas de manera brutal, y los sobrevivientes afectados física y

mentalmente que sufren las secuelas de esta barbarie, esperan hasta la fecha justicia.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos de manera permanente y firme condenó las gra-

ves violaciones cometidas por los grupos subversivos Sendero Luminoso y MRTA, esta condena está

expresada en nuestros comunicados públicos, informes anuales y acciones ante los sistemas suprana-

cionales de protección de los derechos humanos.

Coherentes con nuestro compromiso por la vida y el rechazo firme a todo tipo de violencia, nuestro

colectivo patrocina a ciudadanos que fueron víctimas de violaciones a los derechos humanos y el

derecho internacional humanitario cometidas por Sendero Luminoso, tales como los asesinatos masi-

vos de Lucanamarca, Los Boteros, Jaujin, entre otros.

Como actores de la sociedad civil comprometidos con la defensa de los derechos humanos conti-

nuaremos en esta tarea, por lo que informamos al país de nuestra decisión de seguir patrocinando

éstos y otros casos en apoyo de las víctimas.

Este compromiso se extiende al llamado “megaproceso” pronto a iniciarse, así como otros que se

están tramitando en diferentes lugares del país.

Creemos que es indispensable cerrar filas frente al terror venga de donde venga y que sean

procesados y condenados todos los perpetradores de violaciones de derechos humanos y del derecho

internacional humanitario.

Hacemos un llamado a los actores políticos judiciales, prensa y sociedad en general para que

asumamos con responsabilidad el rol que nos toca jugar para que el terrorismo no vuelva a amenazar

al país, deponiendo para ello posturas que responden a intereses particulares y subalternos.

Confiamos en que el Poder Judicial ha de tomar las medidas necesarias para evitar hechos como

los del viernes 5 de noviembre último en que Guzmán y los demás procesados evidenciaron una vez

más, su vocación por la violencia.

Así mismo nos ratificamos en nuestra exigencia de luchar también contra la impunidad de los

perpetradores que cometieron crímenes desde el Estado, reafirmando la urgencia de procesar y san-

cionar tales hechos. Solo podremos construir un país en paz si imponemos justicia a todos los violado-

res de derechos humanos y nos comprometemos firmemente contra la impunidad.

Lima, 11 de noviembre del 2004
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Luego de cinco meses la Corte Suprema de Justicia resolvió la competencia del caso Indalecio Poma-

tanta a favor del fuero civil pues también era investigado por el fuero militar. El caso se encuentra

actualmente en tramite en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y formó parte de las

investigaciones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.

La decisión adoptada por la Corte Suprema de favorecer en este caso al fuero civil reconoce que los

hechos en los que intervienen miembros de las Fuerzas Armadas no pueden ser considerados delitos

de función tal cual lo entiende el fuero militar.

Como se recuerda en 1995 miembros de la Marina de Guerra del Perú destacados en el centro

poblado “San Alejandro”, ubicado en el departamento de Ucayali, detuvieron a Indalecio Pomatanta

en su domicilio para posteriormente torturarlo y prenderle fuego por lo que tres días después de

penosa agonía falleció.

Los 63 organismos que conformamos la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos saludamos y

consideramos histórica esta decisión adoptada por la Corte Suprema de Justicia, pues esta sentencia

constituye un importante precedente obligatorio para todos los jueces sobre los temas de derechos

humanos, y que el fuero militar entienda que estas investigaciones corresponden a la justicia civil.

Lima, 25 de noviembre del 2004



162

PÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWWPÁGINA WEB WWW.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADIT.FUJIMORIEXTRADITABLEABLEABLEABLEABLE .COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE A.COM.PE SUFRE ATTTTTAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUEAQUE MASIVO QUE

LA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPLA DEJA FUERA DEL CIBERESPACIOACIOACIOACIOACIO

La página web www.fujimoriextraditable.com.pe, sufrió el lunes 22 de noviembre del 2004, un ataque

masivo que originó el colapso del servidor donde se encuentra alojada la web y dejó fuera de línea esta

página que brinda a los usuarios información en los idiomas castellano, inglés y japonés, información

respecto de los diez años de dictadura, corrupción y violaciones a los derechos humanos ocurridos

durante el gobierno del prófugo ex presidente Alberto Fujimori.

En tanto el 25 de noviembre del 2004 se intentó poner en línea la mencionada página web proban-

do con distintos servidores pero el ataque continuó y fue imposible reponerla a la fecha.

Consideramos que este ataque tiene por objetivo boicotear el papel que desde la sociedad civil la

Coordinadora Nacional de Derechos Humanos lidera para presionar al Gobierno Japonés para extradi-

tar al ex presidente Alberto Fujimori, quien tiene que responder por las acusaciones de violaciones a

los derechos humanos y asesinatos de lesa humanidad que pesan en su contra.

Debido a esta situación se trabaja para a la brevedad posible reponer en el ciberespacio nuestra

página web y nos disculpamos con las personas que desde distintas partes del mundo tienen como

fuente de información este sitio.

Según informó nuestro departamento de informática un ataque masivo se produce cuando múlti-

ples computadoras se conectan a un sitio web en internet. Antes de esto la misma máquina debió ser

infectada por un código programado (tipo virus) para intentar ingresar en este caso a la página web

fujimoriextraditable.

El sitio internet www.fujimoriextraditable.com.pe forma parte de la campaña “Fujimoriextraditable”

que lanzó el 7 de abril del 2003 la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos junto a Amnistía

Internacional - USA, Coalición por Juicio a Fujimori - Japón, Human Right Watch, entre otras.

Lima, 26 de noviembre del 2004
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Al haber tomado conocimiento de la formalización de la denuncia efectuada por el fiscal Mario Gonzáles

sobre la matanza de El Frontón, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa lo siguiente:

1. Su rechazo por el archivamiento del extremo referido a las responsabilidades penales de Alan

García Pérez, del ex ministro del Interior Agustín Mantilla y otros miembros del gabinete

ministerial de ese entonces.

2. La matanza cometida durante el gobierno de García en junio de 1986 no fue un hecho aislado

y desconocido por la opinión pública nacional e internacional sino más bien parte de un

operativo de develamiento en los penales de Santa Bárbara (Callao), San Juan Bautista (El

Frontón) y San Pedro (Lurigancho) que fue autorizado por el ex presidente mediante el D. S.

006-86-JUS donde declara a los tres penales mencionados como zona militar restringida bajo

la competencia y jurisdicción del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas.

3. En estas acciones perdieron la vida centenares de personas, estos hechos de develamiento

se realizaron con la participación de las distintas fuerzas del orden y duraron los días 18 y 19

de junio, todo ello fue de conocimiento del país, del ex presidente y sus ministros por lo que

no puede excusarse de su desconocimiento ya que el Comando Conjunto tenía la obligación

de reportar al Presidente de la República sobre el desenvolvimiento de los hechos.

4. Acciones de esta magnitud y tiempo no pueden ser llevadas a cabo sin conocimiento y anuen-

cia de los más altos mandos de las fuerzas del orden, incluido del jefe de Estado, dada la

necesidad de autorización para el uso de recursos humanos y logísticos.

5. Al momento de las acciones de develamiento de El Frontón, está comprobada la presencia del

ex Ministro del Interior Agustín Mantilla en la isla, por lo que no es posible creer que el jefe de

Estado no estuviera al tanto de lo que allí acontecía.

6. Aún en el hipotético caso de que el ex presidente no hubiera dado la orden de debelar a

sangre y fuego los motines, en todo momento tuvo conocimiento de lo que ocurría y a pesar

de ello no dispuso que se detuviera la matanza y menos aún posteriormente, inició investiga-

ciones serias para identificar y sancionar a los autores materiales e intelectuales, esta actitud

se encuadra en la figura penal de comisión por omisión.

7. Todos los estados tienen como una de sus obligaciones centrales la de garantizar el respeto

de los derechos fundamentales de las personas, esta obligación no sólo se expresa en la

implementación de políticas que frenen las vulneraciones de derechos humanos, sino también

en la implementación de acciones de investigación y de sanción de hechos de violación de

derechos humanos por acción u omisión.
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8. Finalmente llama a preocupación el hecho de que el doctor Mario Gonzáles, responsable de

una fiscalía encargada de investigar violaciones a los derechos humanos y por lo tanto de

aplicar la normativa y la doctrina del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el

Derecho Internacional Humanitario termine aplicando figuras penales de delitos comunes y

determinando el archivamiento por prescripción para delitos imprescriptibles por definición.

Esa decisión contribuye con la impunidad y va en contra de lo dispuesto por la comisión y la

Corte Interamericana de Derechos Humanos y nuestro Tribunal Constitucional, que de manera

indubitable declaran la imprescriptibilidad de los delitos de ejecución extrajudicial, genocidio,

desaparición, entre otros y va en contra de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los

Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, recientemente suscrita por el Perú.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos tomará acciones legales frente a esta errada

decisión ante el sistema nacional y el sistema hemisférico de protección de derechos humanos a fin de

que la impunidad no se siga consolidando en nuestro país.

Lima, 2 de diciembre del 2004
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Como cada 10 de diciembre, la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos celebra la firma de la

Declaración Universal de Derechos Humanos con la entrega del Premio Nacional de Derechos Humanos

“Ángel Escobar Jurado” y el Premio Derechos Humanos y Periodismo.

Es en este marco que el premio se da como un reconocimiento a las personas o instituciones que

durante su trayectoria de vida han contribuido al respeto de los derechos fundamentales, destacándo-

se notablemente este año.

La ceremonia de la XIV entrega de premios se realizó el viernes 10 de diciembre del 2004, en el

patio central del Museo de Arqueología Antropología e Historia del Perú.

Lima, 21 de diciembre del 2004
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La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos expresa su rotundo rechazo contra la grave violación

a los derechos humanos de Segundo Jara Montejo, Director de la Comisión de Derechos Humanos del

Alto Huallaga, COHAH, organismo miembro de nuestra institución, quien fue víctima de una interven-

ción irregular a su domicilio por parte de miembros de la Policía Nacional del Perú, PNP, y un represen-

tante del Ministerio Público.

El lunes, 20 de diciembre, a las 3:00 a.m., doce policías de la Comisaría de Aucayacu (Huánuco),

dirigidos por el comisario, Capitán PNP Abelardo Serpa Obando, y el fiscal Dr. Rubén Mariano López

López –Fiscalía Provincial Mixta– incursionaron en el domicilio de Segundo Jara sin mostrarle orden

judicial alguna que sustentara tal acción. Los efectivos policiales entraron por la puerta posterior y fue

allí donde Segundo los encontró revisando una bolsa negra, la que han señalado contenía material

subversivo. A nuestro colega se le prohibió prender la luz de su casa.

Asimismo, el fiscal ordenó el ingreso de los policías al domicilio de Segundo Jara, los que revisaron

minuciosamente todas sus pertenencias sin encontrar nada que pudiera involucrarlo con actos ilícitos

de ningún orden. De este hecho se levantaron dos actas que no fueron firmadas por el agraviado;

también se le informó que sería citado por la policía en los próximos días.

Se debe mencionar que el Fiscal Rubén Marino López López está a cargo de la investigación

preliminar de las violaciones a los derechos humanos en la Margen Izquierda del Río Huallaga, en la

que se encuentran sindicados como responsables miembros de las Fuerzas Armadas, por lo que es

sumamente preocupante que se vea involucrado en estos actos a todas luces ilícitos.

Lo sucedido va contra el derecho de inviolabilidad del domicilio consagrado en la Constitución

Política del Perú, altera la tranquilidad de la familia de Segundo Jara, y lo coloca como sospechoso de

un supuesto delito donde se pretende vincular a un activista y defensor de derechos humanos con

movimientos o acciones terroristas o subversivas. Es importante señalar que el Alto Huallaga es aun

una zona convulsionada por la presencia de remanentes de Sendero Luminoso, los actos de este grupo

subversivo son constantemente denunciados por el organismo de derechos humanos que dirige Se-

gundo.

La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos ha puesto en conocimiento de estos hechos a la

Fiscal de la Nación y al Ministro del Interior a fin de que se investigue, se determine las responsabili-

dades y se sancione oportunamente a los responsables. Consideramos este hecho como una agresión

hacia el movimiento de derechos humanos, el que se produce en momentos en que ha reaparecido la

noticia de que Sendero Luminoso está distribuyendo volantes en la zona.

Lima, 21 de diciembre del 2004
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AMAZONAS
CDAS CHACHAPOYAS

Comisión Diocesana de Acción Social de Chachapoyas

Mons. Emiliano A. Cisneros Mar tínez OAR, Presidente

(041) 777-794

(041) 777-004

Jr. Ayacucho 1008 - Chachapoyas

ANCASH
CJS-CHIMBOTE

Comisión de Justicia Social de Chimbote

 Víctor Mendoza Barrantes, Director

(043) 321-392

(043) 321-745

Av. Enrique Meiggs 570 - Chimbote

cjschimbote@dhperu.org

CODISPAS HUARAZ

Comisión Diocesana de Servicio Pastoral Social

Zarela Trinidad, Secretaria Ejecutiva

(043) 722-177

Jr. Simón Bolívar 704 - Huaraz

codispas@hotmail.com / codispas@dhperu.org

APURÍMAC
CDH Apurímac

Centro para el Desarrollo Humano

Félix Cuenca, Responsable

(083) 802-366

Av. Arenas 129 Int. Parque Micaela Bastidas – Abancay

cdh-apu@mail.terra.com.pe

AYACUCHO
ANFASEP

Asociación Nacional de Familiares de Secuestrados, Deteni-
dos, Desaparecidos en Zonas de Emergencia

Angélica Mendoza, Presidenta

(066) 817-170

Prolongación La Liber tad 1229 Urb. La Maravillas – Huamanga

anfasepayacuho@libre.terra.com.pe
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CAJAMARCA
CDHVS

Comisión de Derechos Humanos de la Vicaría de la Solidari-
dad - Celendín

Félix Horna Llanos, Director

(076) 855-180 / 801-158/ 255-077

Jr. José Gálvez s/n. Parroquia de Celendín - Celendín

viccelen@dhperu.org

COMISIÓN DIOCESANA DE PASTORAL SOCIAL – CAJAMARCA*

Comisión Diocesana de Pastoral Social

Efraín Castillo Hervias

(076) 367-600

Jr. Juan Villanueva 519, 2do. piso - Cajamarca

pastoralsocialcaj@yahoo.com

VICARÍA DE LA SOLIDARIDAD DE JAÉN

Vicaría de la Solidaridad de Jaén

María Isabel García Walters, Directora

(076) 732-454

Orellana 313 - Jaén (vía Chiclayo)

vicjaen@dhperu.org

CUSCO
APORVIDHA

Asociación por la Vida y la Dignidad Humana

Iscra Chávez Loaiza, Directora

(084) 241-209

Av. Pardo 641 Letra D - Cusco

aporvidha@dhperu.org

CODEH-CANAS

Comité de Derechos Humanos de Canas

Cuper tino Ramos Castro

(084) 250-478 (Público)

Av. Túpac Amaru 270 - Yanaoca

cuper1160@hotmail.com, codehcan@dhperu.org
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CODEH-CHUMBIVILCAS

Comité de Derechos Humanos de Chumbivilcas

Mauro Calderón Vásquez, Presidente

(084) 250-302

Parroquia Santo Tomás - Chumbivilcas

CODEH-ESPINAR

Comité de Derechos Humanos de Espinar

Yolanda Flores, Presidenta

(084) 301-113

(084) 301-354

Parroquia Santa Ana Calle Zela s/n - Espinar

codehesp@cnddhh.org.pe

MCPDHQ

Movimiento Cristiano Pro Derechos Humanos de
Quillabamba

Saulo Covarrubias, Presidente

(084) 281-426

Jr. Independencia 366, La Convención - Quillabamba

mcpdhq@dhperu.org

VICARÍA DE LA SOLIDARIDAD DE LA PRELATURA DE
SICUANI

Livia Tapia Ríos, Directora

(084) 351-356

(084) 352-542

Jr. Hipólito Unánue 236, 3er piso - Sicuani

visopsic@dhperu.org

HUANCAVELICA

CITAQ*

Asociación Civil Citaq

Enzo Radunovic Quiróz, Presidente

(067) 999-86806

Por tales de la Plaza Mayor s/n. - Huancavelica

citaq@biwemail.com , citaq@hotmail.com

IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

DIRECCIÓN

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

FAX

DIRECCIÓN

e-mail

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

DIRECCIÓN

e-mail

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

FAX

DIRECCIÓN

e-mail

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

DIRECCIÓN

e-mail

11

12

13

14

15



171

HUÁNUCO
AJUPRODH

Asociación Jurídica Pro Dignidad Humana de Huánuco

Jesús Pereira Cabezudo, Presidente

(062) 511-036

(062) 515-912

Progreso 351 - Huánuco

ajuprodh@dhperu.org

CODHAH

Comisión de Derechos Humanos Alto Huallaga

Segundo Jara Montejo, Director Ejecutivo

(062) 488-382

Jr. Lamas 190 - Aucayacu

codhah@dhperu.org

CODEH PACHITEA

Comité de Derechos Humanos de Pachitea

Mauro Quispe, Presidente

(062) 510-294 - Comunitario

Mercado de Abastos de Panao, Barrio de Wuinchuspata s/n -

Pachitea

ICA

CODEH ICA

Comisión de Derechos Humanos de Ica

José Manuel Miranda Aspiroz, Secretario Ejecutivo

(056) 891-057

Calle Bolívar 138, Of. 301-302, Plaza de Armas - Ica

codehica@dhperu.org / codehica@terra.com.pe

JUNÍN

CEIDHU

Centro de Iniciativas para el Desarrollo Humano

Edith Goytendía, Directora Ejecutiva

(064) 213-468

Av. Arequipa 430 Of. 302 - Huancayo

ceidhu@latinmail.com
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PASDIH*

Pastoral de Dignidad Humana* Arzobispado de Huancayo

Miguel Zamudio Santibáñez, Coordinador

(064) 804-885

Jr. Puno 430 - Huancayo

pasdih@terramail.com.pe

LAMBAYEQUE

COSDEJ

Comisión de Solidaridad, Desarrollo y Justicia

Norbel Mondragón Herrera, Director

(074) 229-624

Calle Lora y Cordero 1120, alt. Cdra. 9 Av. Saenz Peña - Chiclayo

cosdej@dhperu.org

LA LIBERTAD

CODDEH-SC.

Comité de Defensa de los Derechos Humanos de la Provincia
de Sánchez Carrión

Mons. Sebastián Ramis Torres, Presidente

(044) 310-800

José Balta 555 - Huamachuco

codehsc@dhperu.org

CODEH Tayabamba

Comité de Derechos Humanos de Tayabamba

Teófilo López Segura, Director

(044) 798-183 / 798-184

Jr. San Martín 817 / Tayabamba - Provincia de Pataz

COPREPAS

Comisión Prelatural de Pastoral Social - Huamachuco

Mario Vidori, Director

(044) 310-800

(044) 441-276

Calle José Faustino Sánchez Carrión 803 - Huamachuco

coprepas@dhperu.org

IN
F

O
R

M
E

 A
N

U
A

L
 2

0
0

4
 C

N
D

D
H

H

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELEFAX

DIRECCIÓN

e-mail

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELEFAX

DIRECCIÓN

e-mail

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

DIRECCIÓN

e-mail

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONOS

DIRECCIÓN

SIGLA

NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN

REPRESENTANTE

TELÉFONO

FAX

DIRECCIÓN

e-mail

21

22

23

24

25



173

CODDHT

Comité de Defensa de Derechos Humanos Taurija

Rosario Torres Vargas, Presidente

(044) 790-190 - comunitario

Esquina Sucre y Anselmo Hoyle 120 – Taurija

SEDYS

Servicio Educativo para el Desarrollo y la Solidaridad

César Marino Figueroa Vergara, Director Ejecutivo

(044) 22-0419

Jr. Cahuide 323, 2do Piso Urb. Santa María

Primera Etapa Trujillo

sedys@dhperu.org

LIMA

SECCIÓN PERUANA DE AMNISTÍA INTERNACIONAL*

Ismael Vega, Director

(01) 241-5625

447-1360

Enrique Palacios 735 – Int. A - Miraflores

postmast@amnistiaperu.org.pe, prensa@amnistiaperu.org.pe

APRODEH

Asociación Pro Derechos Humanos

Miguel Jugo Viera, Director Ejecutivo

(01) 424-7057, 431-0482 / 431-4837 / 332-5995

(01) 431-0477

Jr. Pachacútec 980 - Jesús María

postmast@aprodeh.org.pe

www.aprodeh.org.pe

ASFADEL*

Asociación de Familias Desplazadas de Lima

Teófilo Orozco, Responsable

Gálvez Chipoco 340 Dpto. 9 - Lima
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CAAAP

Centro Amazónico de Antropología y Aplicación Práctica

Ada Chuecas Cabrera, Directora

(01) 461-5223 / 460-0763

(01) 463-8846

Gonzáles Prada 626 - Magdalena del Mar

caaapdirec@amauta.rcp.net.pe

CAPS

Centro de Atención Psicosocial

Carlos Jibaja Zárate, Director

(01) 462-1600 / 462-1700

(01) 261-0297

Jr. Caracas 2380 – Jesús María

psico@caps.org.pe

www.caps.org.pe

CEAPAZ

Centro de Estudios y Acción para la Paz

Ernesto Alayza Mujica, Director Ejecutivo

(01) 463-5000

(01) 463-2345

Juan Rober to Acevedo 330, alt. cdra.7 y 8 Av. Sucre -

Pueblo Libre

ceapaz@ceapaz.org

CEAS *

Comisión Episcopal de Acción Social

Laura Vargas, Secretaria Ejecutiva

(01) 471-0790 / 472-3715 / 472-4712 / 471-2806

(01) 471-7336

Av. Salaverry N° 1945 - Jesús María

ceas@ceas.org.pe

CEDAL

Centro de Asesoría Laboral del Perú

Pedro Córdova, Director Ejecutivo

(01) 433-3472 / 433-3207

(01) 433-9593

Jr. Talara 769 - Jesús María

postmaster@cedal.org.pe

www.cedal.org.pe
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CODEH EL AGUSTINO

Comisión de Derechos Humanos de El Agustino

Luis Alber to de la Cruz, Responsable

(01) 327-0483 / 327-1341

(01) 327-0175

Renán Olivera 249 - El Agustino

virgennaz@tsi.com.pe

CODEH HUACHO

Comité de Defensa de los Derechos Humanos de la Diócesis
de Huacho

Jorge Guerra, Secretario Ejecutivo

(01) 232-3919

Av. Grau s/n. 5ta. cuadra, 2do. Piso, Obispado de Huacho -

Huacho

codehuac@dhperu.org

COFADER

Comité de Familiares de Detenidos, Desaparecidos y
Refugiados

Julia Castillo García, Presidente

(01) 376-5891

Av. Próceres de la Independencia 1722-B, cuar to piso,

Oficina 03 – San Juan de Lurigancho

cofader@dhperu.org , cofader@hotmail.com

COMISEDH

Comisión de Derechos Humanos

Pablo Rojas Rojas, Presidente

(01) 431-4334

(01) 423-3876

Av. Horacio Ur teaga 704 - Jesús María

comisedh@amauta.rcp.net.pe

CONEP*

Concilio Nacional Evangélico

Rafael Goto Silva, Presidente

(01) 431-4864 / 431-4922

Jr. Huaraz 2030 - Pueblo Libre

conep@speedy.com.pe
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EPAF*

Equipo Peruano de Antropología Forense

Epaf_peru@yahoo.com

FEDEPAZ

Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz

Rosa Quedena Zambrano, Directora Ejecutiva

(01) 421-4747

(01) 421-4730

Jr. Trinidad Morán 286 - Lince

fedepaz@terra.com.pe

GIN*

Grupo de Iniciativa Nacional por los Derechos del Niño

Doris Por tocarrero, Directora

(01) 264-0865

Calle Alber to del Campo 438 Of. 603 - Magdalena del Mar

gin@terra.com.pe

IDL

Instituto de Defensa Legal

David Lovatón, Director Ejecutivo

(01) 422-0244 / 422-0594

(01) 422-1832

Manuel Villavicencio 1191 - Lince

idl@idl.org.pe

www.idl.org.pe

IPEDEHP

Instituto Peruano de Educación en Derechos Humanos y la
Paz

Pablo Zavala Sarrio, Director

(01) 461-0867

(01) 460-9444

Juan de Aliaga 427 - Magdalena del Mar

ipedehp@ipedehp.org.pe
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MENADES*

Mesa Nacional de Desplazamiento y Afectados por Violencia
Política

Rosalía Chauca, Coordinadora

(01) 242-8118

Av. Diagonal 550 Of. 401 - Miraflores

menades@terra.com.pe

OFIP

Oficina de los Derechos Humanos del Periodista

(01) 427-0687

(01) 427-8493

Jr. Huancavelica 320 of. 501 5to. Piso - Lima

anp@amauta.rcp.net.pe, ofip@hotmail.com

www.cronicaviva.com.pe

PAZ Y ESPERANZA

Asociación Ministerio Diaconal Paz y Esperanza

Alfonso Wieland, Director

(01) 330-2911

Jr. Hermilio Valdizán 681 - Jesús María

aspazes@pazyesperanza.org

wwww.pazyesperanza.org

REDINFA

Red para la Infancia y la Familia - Perú

María Elsa Bustamante, Presidenta

(01) 242-8118

Av. Diagonal 550 Of. 401 - Miraflores

redinfa@terra.com.pe

SER

Asociación Servicios Educativos Rurales

Javier Torres Seoane, Presidente

(01) 472-7937 / 472-7950

(01) 471-3697

Jr. Pezet y Monel 1870 - Lince

postmast@ser.org.pe

www.ser.org.pe
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LORETO

CODHP*

Comité de Derechos Humanos del Distrito del Putumayo

Javier Reátegui Oroche, Coordinador General

Parroquia del Estrecho / Alfonso Ugar te s/n - Estrecho -

Putumayo

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS DEL VICARIATO APOS-
TÓLICO DE SAN JOSÉ DEL AMAZONAS

Adriana del Carmen Huer ta Garza, Coordinadora General

(065) 253-630

Av. La Marina 1487 – Iquitos

cdhvasja@hotmail.com

VICARIATO APOSTÓLICO DE IQUITOS*

Comisión de Justicia y Paz Derechos Humanos Vicariato de
Iquitos

Carmen Arévalo, Coordinadora

(065) 233-962

Putumayo 324 (Plaza de Armas) - Iquitos

viciquit@dhperu.org

MOQUEGUA

CODEH ILO

Comité de Derechos Humanos de Ilo

Carlos Champac, Presidente

(053) 783-873

Jr. Dos de Mayo 533 - Ilo

codehilo@dhperu.org

PASCO

CODEH-PASCO

Comité de Derechos Humanos y Desarrollo Humano - Pasco

Marco Ninahuanca, Presidente del Consejo Directivo

(063) 721-744

Jr. Bolognesi 415 - Cerro de Pasco

codehpas@dhperu.org

www.dhperu.org/codehpasco
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PIURA

DIÓCESIS DE CHULUCANAS ÁREA DE JUSTICIA Y PAZ

Segundo Calle, Director Ejecutivo

(073) 378-616

Av. Ramón Castilla s/n Chulucanas - Morropón

cvnazaret@cpi.udep.edu.pe

www.dhperu.org/codehpasco

DIACONÍA PARA LA JUSTICIA Y LA PAZ*

Diaconía para la Justicia y la Paz Arzobispado de Piura y
Tumbes

Eva Boyle, Secretaria Ejecutiva

(073) 325-883 / 302-797

(073) 307-254

Jr. Liber tad 378 Plaza Merino - Piura

diaconia@dhperu.org

PUNO

ADLps

Asociación de Defensa Legal y Promoción Social

Alber to Quintanilla Chacón, Director

(051) 326-965

Jr. Jorge Chávez 253 - Juliaca

adlpuno@dhperu.org

CEDEH

Centro de Desarrollo Humano

Oscar Canales LLanqui, Presidente

(051) 369-146

Jr. Moquegua 150 - 5to piso - Puno

cedehpuno@dhperu.org

VICARÍA DE LA SOLIDARIDAD DE LA PRELATURA DE JULI

Nancy Astete, Coordinadora

(051) 352-125

(051) 353-785

Jr. Deustua 225 - Puno

vicjuli@cnddhh.org.pe
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VICARÍA DE LA SOLIDARIDAD DE LA PRELATURA DE
AYAVIRI

Jacinto Ticona, Coordinador

(051) 863-048

Calle 25 de diciembre 326 - Ayaviri

vicayavi@cnddhh.org.pe

SAN MARTÍN

CODEH MOYOBAMBA

Comité de Derechos Humanos de Moyobamba

Dolores Flores Tuesta, Directora

(042) 802-624 / 562-771

Av. Grau 519- B Calvario - Moyobamba

UCAYALI

CODEH PUCALLPA

Comisión de Derechos Humanos de Pucallpa

Gérald Veilleaux p.m.é, Director

(061) 572-639

(061) 572-533

Jr. Aguaytía 697/Túpac Amaru - PJ San Fernando - Pucallpa

vicpucal@dhperu.org
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